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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 17 de abril de 2018 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en 
sesión extraordinaria, mañana miércoles 18 de abril, a 
las 09:30, al amparo de lo dispuesto en el artículo 119 de 
la Constitución de la república, a los efectos de recibir al 


señor ministro del Interior Eduardo Bonomi. 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Hebert Paguas 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso, Amorín, 
Aviaga, Ayala, Bianchi, Bordaberry, Camy, Carballo, 
Cardoso, Carrera, Coutinho, Delgado, Gallicchio, 
García, Garín, Lacalle Pou, Larrañaga, Lazo, López 
Villalba, Martínez Huelmo, Mieres, Otheguy, Passada, 
Paternain, Payssé, Pintado, Tourné y Xavier; con 
posterioridad, por licencia del titular, los señores senadores 
Baráibar, Pesce y Saravia. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Besozzi, 
De León, Michelini, Moreira y Mujica; a partir de la 
hora 18:20, los señores senadores Cardoso y Coutinho, y 
a partir de la hora 19:30, el señor senador Pintado. 
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3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 09:32). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El Poder 
Ejecutivo remite mensajes por los que comunica la pro- 
mulgación de los siguientes proyectos de ley: 


+ por el que se aprueba el 4cuerdo entre la República 
Oriental del Uruguay y la Federación de Rusia sobre coo- 
peración en materia de defensa, suscrito en la ciudad de 
Moscú, Federación de Rusia, el 16 de febrero de 2017; 


+ por el que se crea una nueva unidad de cuenta deno- 
minada unidad previsional (UP). 

—AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


El señor senador José Carlos Cardoso solicita, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 172 del 
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Reglamento del Senado, se curse una exposición escrita 
con destino a la Presidencia de la República, al Ministe- 
rio de Relaciones Exteriores, al Ministerio del Interior, 
al fiscal de corte y procurador general de la nación y, 
por su intermedio, al fiscal de Chuy, a las Juntas Depar- 
tamentales e Intendencias de Rocha, Rivera y Artigas, 
y al Municipio de Chuy, relacionada con la seguridad 
pública. 

—HA SIDO REPARTIDA. SE VA A VOTAR UNA 
VEZ FINALIZADA LA LECTURA DE LOS ASUNTOS 
ENTRADOS». 


4) EXPOSICIÓN ESCRITA 

SEÑORA PRESIDENTE.- Corresponde poner a vota- 
ción la remisión de la exposición escrita de la que se dio 
cuenta durante la lectura de los asuntos entrados. 

Se va a votar si se remite a los destinos solicitados la 
exposición escrita presentada por el señor senador José 
Carlos Cardoso. 


(Se vota). 


—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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(Texto de la exposición escrita). 


17 de abril de 2018 


Sra. Presidente de la Cámara de Senadores 


Lucía Topolansky 
Presente. 


De acuerdo a las facultades que nos confiere el artículo 172 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, solicitamos tenga a bien cursar a la Presidencia de la República, al 
Ministerio de Relaciones Exteriores, al Ministerio del Interior, al Fiscal de Corte y por su 
intermedio al Fiscal de Chuy, a las Junta Departamentales de Rocha, Rivera y Artigas, a 
las Intendencias de Rocha, Rivera y Artigas y al Municipio de Chuy, la siguiente: 


EXPOSICIÓN ESCRITA 
En esta oportunidad, mi planteo refiere a lo que acontece con la SEGURIDAD PÚBLICA. 
Hace no mucho un escolar fue herido en una balacera que ocurrió en el barrio Casavalle. 
Pocos días antes, la muerte de la cajera de un comercio de Montevideo y las lesiones al 
guardia de seguridad conmovía a la opinión pública. 


Y episodios como ese también acontecen en otros lugares del país. En los últimos días 
han ganado estado público los enfrentamientos armados en la ciudad de Chuy, donde a 
plena luz del día los delincuentes resuelven sus pleitos y “ajustan cuentas” a tiros en la 
vía pública. 


Somos apenas 3 millones de habitantes, y no se logra capturar a la delincuencia que azota 
a la población. Otros países, con mayor densidad de población en las ciudades han sido 
exitosos en el control del delito y en darle seguridad al ciudadano común, al que trabaja 
y con ello contribuye a financiar las políticas sociales y los cuerpos de seguridad del 
Estado. La población sufre las consecuencias de la debilidad del Estado, que se percibe 
casi ausente en zonas que están siendo cooptadas por las maflas. 


Este Parlamento ha votado presupuesto para el Ministerio del Interior, como nunca lo 
había hecho hasta ahora, se han conformado comisiones de seguridad, los Partidos de la 
oposición han contribuido aportando normas y propuestas, se ha llamado a sala en 
numerosas oportunidades al Ministro, se lo ha interpelado, y la población sigue acosada 
por los delincuentes. Esto nos habla del fracaso estrepitoso de este gobierno, que con 
“honestidad intelectual y con humildad republicana” debería asumirlo. 


El Ministro y todos sus asesores volverán esta semana a comparecer ante el Senado, y 
seguramente luego de una larga y tediosa exposición, no llegaremos a otra cosa “que a 
más de lo mismo”. No queremos eludir nuestra responsabilidad, por lo que En los días 
siguientes deberíamos entre todos buscar soluciones ante la situación de inseguridad, que 
notoriamente no es una sensación”. Y lo digo porque, las situaciones de inseguridad son 
el reflejo de un Estado débil, a punto de ser derrotado en la disputa territorial que viene 
ganando el delito. No hay una clara estrategia para resolver estas cuestiones. 
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La tarea básica del estado es brindar seguridad en lo interno, porque es el que tiene el 
monopolio de la fuerza, tiene la obligación y la responsabilidad de ser eficaz y eficiente. 
Nosotros los miembros de la oposición, buscamos entrevistas para acordar soluciones, 
estamos dispuestos a apoyar a las autoridades, pero lo único que advertimos es que al 
gobierno no se le ocurre otra cosa que darle recetas al ciudadano para cuando es abordado 
por la delincuencia. 


No es procedente responder que este estado de inseguridad pública es consecuencia de la 
que acontece en la región o el mundo. No admitimos ese argumento. La ausencia de 
seguridad, es la ausencia del Estado. Esta ausencia, es la vía más rápida de deslegitimar 
a la democracia y de generar incredulidad en el sistema político y -pérdida de autoridad. 


Sabemos muy bien queno es suficiente estar legitimado para ejercer el gobierno, también 
hay que mantener esa legitimidad en el ejercicio del poder, y en ese sentido el gobierno 
no está “haciendo bien sus deberes”. Los últimos enfrentamientos entre delincuentes 
acontecidos en Chuy, en la frontera, así como en otras ciudades del país, generaron 
alarma pública con sobrada razón. Esta situación tampoco es ajena a la frontera con Brasil 
en el departamento de Rivera. 

Rocha, Rivera y Montevideo, en ese orden, registran los porcentajes más altos de 
crímenes del país. 


Los Derechos Humanos se deben garantizar siempre y en todo lugar. Un Partido tan 
comprometido con los Derechos Humanos, no está asegurando un derecho tan básico 
como es el de la seguridad fisica de la población. 

La consecuencia de ello es que “los delincuentes están jugando con la “ventaja” que el 
Estado les da. 


Reclamamos al Estado, al Ministerio de Relaciones Exteriores y al Ministerio del Interior 
presencia permanente y refuerzo de las presencia de cuerpos de seguridad en la frontera. 
Aunque ya comenzaron a operar, su presencia debe ser permanente en una frontera que 
es “permeable” al “narcotráfico”. 


Es inadmisible que en los puestos de control de aduana, haya un sólo funcionario sin 
custodia policial, tal como aconteció en el puesto ubicado en el puente internacional de 
Barra de Chuy, que logró capturar 500 kilos de marihuana en un procedimiento ordinario 


También reclamamos en forma permanente “trabajos de inteligencia, que se establezca 
una dependencia de la dirección nacional de represión de tráfico ilícito de drogas en una 
zona donde el narcotráfico opera con total impunidad, 


Para trasmitir nuestra voluntad de buscar soluciones a estas situaciones, nos hemos 
reunidos, conjuntamente con el Dip. Alejo Umpiérrez con el Subsecretario del Ministerio 
de Relaciones Exteriores, al que trasmitimos nuestra propuesta de conformación de un 
grupo de trabajo integrado por Legisladores e Intendentes representantes de los 
departamentos de frontera, Ministerios, y actores sociales presentes en el territorio, para 
avanzar en soluciones para este problema y otros que también hacen a la calidad de vida 
de la población. 


Atentamente, 
osé Car oso 
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5) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de la siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- En la 
sesión ordinaria del día 17 de abril no se registraron ina- 
sistencias. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE. Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 17 de abril de 2018 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Doña Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conce- 
da licencia al amparo del artículo 1.? de la Ley n.* 17827 
(literal D), de 14 de setiembre de 2004, por viaje a la ciu- 
dad de Cochabamba, Bolivia, con motivo de la Cumbre 
de Presidentas de Parlamento, los días 25 y 26 de abril 
de 2018. 


Sin otro particular, saludo muy atentamente. 
Patricia Ayala. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—18 en 19. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Julio Baráibar ha presen- 
tado nota de desistimiento, informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Ricardo Alcorta, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 
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7 LLAMADO A SALA AL MINISTRO DEL 
INTERIOR, SEÑOR EDUARDO BONOMI 


SEÑORA PRESIDENTE.- El Senado ha sido convo- 
cado, al amparo de lo dispuesto en el artículo 119 de la 
Constitución de la república, a los efectos de recibir al mi- 
nistro del Interior, señor Eduardo Bonomi. 


Por lo tanto, invitamos al señor ministro a ingresar 
a sala. 


(Ingresa a sala el señor ministro del Interior). 


—En uso de la facultad que le otorga el artículo 119 de 
la Constitución de la república, la Cámara de Senadores 
tiene el agrado de recibir al señor ministro del Interior, 
Eduardo Bonomi. 


Antes de comenzar, solicitamos al señor ministro que 
nos indique los nombres de los asesores que desea que in- 
gresen a sala. 


SEÑOR MINISTRO.- Señora presidenta: solicito al 
Cuerpo la autorización para que me acompañen en sala el 
señor subsecretario, licenciado Jorge Vázquez; el director 
general de Secretaría, ingeniero Federico Laca; el comisa- 
rio general (r.) Mario Layera, director de la Policía nacio- 
nal; el sociólogo Gustavo Leal, asesor; el comisario mayor 
Alfredo Clavijo, director de la Guardia Republicana; la 
comisaria Ana Sosa, directora del Centro del Comando 
Unificado, CCU. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar la autoriza- 
ción que solicita el señor ministro. 


(Se vota). 
27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado invita a pasar a sala a los asesores que acom- 
pañarán al señor ministro del Interior. 


(Ingresan a sala). 


—Tiene la palabra el miembro interpelante, señor sena- 
dor Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: antes 
que nada, quiero agradecer a las bancadas del Partido Na- 
cional, del Partido Independiente y del Partido Colorado, 
que votaron el llamado a sala en régimen de interpelación. 


Entiendo que la interpelación es un instrumento cons- 
titucional y político al que se debe recurrir solamente en 
casos graves e importantes. En los ya ocho años que llevo 
en esta casa, he hecho uso de este mecanismo más de una 
vez, y creo que con buen resultado. 
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La primera vez que convoqué a un ministro fue al de 
Educación y Cultura, en el período pasado, señor Ehrlich. 
Los números nos decían que no se iban a poder afrontar 
las reparaciones mínimas que los edificios de las escuelas 
y liceos requerían para comenzar las clases. También nos 
señalaban que se necesitaba un cambio en la orientación 
de la educación. Eso fue en el año 2011. Lo primero se lo- 
gró con un aumento del presupuesto, aunque lamentable- 
mente no se llegó a tiempo y el 1. marzo del año siguiente 
tuvimos que ver que muchísimas escuelas no podían abrir 
sus puertas porque no se había podido hacer reparaciones. 
Lo segundo todavía no se cambió, pero ya todos aceptan 
que es un retroceso. 


En el año 2013, interpelé al ministro de Economía y 
Finanzas, economista Fernando Lorenzo, por el déficit 
fiscal, la situación de las empresas públicas y, en especial, 
la de Ancap. Muchos dijeron que eso fue un fracaso 
porque no logramos cambiar al ministro. Pero hoy, a la 
luz de lo que sucedió con Ancap en los años 2014, 2015 
y 2016, creo que todo el mundo estará de acuerdo con 
que fue un aporte importante, como muchos que otros 
hicieron. Lamentablemente, tampoco llegamos a tiempo 
con esa interpelación, porque si se nos hubiera escuchado 
en el año 2013, quizás no hubiéramos seguido perdiendo 
USD 200:000.000 por año, como lo hicimos, hasta llegar a 
los USD 1.000:000.000. 


En este período he interpelado al ministro de Relacio- 
nes Exteriores, por su contradicción de tener un discurso 
para abrir el país al mundo, y un accionar que no concreta 
ese discurso porque su partido no lo deja. 


Hace casi un año y medio interpelé al propio ministro 
del Interior que hoy nos acompaña. Hace un año y medio 
le reclamé cambios que, lamentablemente, no se produje- 
ron, y la situación de inseguridad en el país ha desmejora- 
do en forma dramática. 


Hoy siento el deber, como parlamentario, de volver a 
advertir sobre los errores, de alertar sobre la dramática si- 
tuación de deterioro constante, de violencia e inseguridad 
que como sociedad estamos viviendo, y de pedir cambios 
o, por lo menos, una reacción. Lo hago después de haber 
llamado al ministro a la Comisión Especial de Seguridad 
Pública y Convivencia y de haberle hecho las preguntas 
que entendía del caso. Y ante sus respuestas, que —entien- 
do— no fueron satisfactorias, lo llamo hoy a sala. Se sabe 
que en las comisiones se pide información y se señalan 
errores, y que en la interpelación se señalan responsabili- 
dades políticas y se piden cambios. 


Señora presidenta: voy a repasar el procedimiento que 
se sigue en una interpelación, de manera de que todos lo 
tengamos claro. 


Primero, habla el convocante y responde el ministro; 
luego, vuelve a hablar el convocante y vuelve a responder 
el ministro; se abre posteriormente el debate a los señores 
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senadores; vuelve a hablar el convocante, vuelve a hablar 
el ministro, y finalmente se votan las mociones que llegan. 
Cuando preparaba esta interpelación, observé que hay un 
símil entre este desarrollo y el que contempla el Código 
General del Proceso: demanda —habla el convocante—; 
contestación —contesta el ministro—; prueba —vuelve a ha- 
blar el convocante y vuelve a hablar el ministro; hablan 
los senadores—; alegato —intervención final del convocan- 
te; intervención final del ministro—; y sentencia: mociones 
que se votan. Ese es el formato que voy a seguir. 


En este momento voy a presentar una demanda en re- 
presentación de todos aquellos uruguayos a los que las 
políticas erradas y las equivocaciones del ministro del In- 
terior y su equipo les han provocado tanto daño. 


Digo daño, porque ¡vaya si es daño haber pasado de 
una tasa de esclarecimiento de los homicidios del 80 %, 
como había en el país, a una tasa del 50 %, como la que 
tenemos hoy! La mitad de los homicidios hoy queda im- 
pune en el Uruguay. Antes de que llegara el señor Bonomi 
al Ministerio del Interior, solo el 20 % quedaba impune. 
¡Vaya si es un cambio! 


Digo daño, porque anualizado al mes de marzo de este 
año, tenemos 322 homicidios en el país, mientras que en 
2011, al año de haber asumido el señor Bonomi, eran 199, 


Daño en la naturalización de lo que viene diciendo des- 
de ayer el señor ministro en cuanto a que parece que por 
estar en una región violenta tenemos que tolerar que siga 
aumentando la violencia. ¡No! ¡Me resisto, como urugua- 
yo, a estar cada vez peor! ¡Me resisto a esa suerte de con- 
suelo por el que mal de muchos, consuelo de tontos; por 
el que porque otros están peor, nosotros también tenemos 
que estarlo cada día en mayor medida! 


Hoy, luego de ocho años de Bonomi, matan por año a 
ciento veinte uruguayos más que cuando él asumió. Mien- 
tras nos deterioramos —si esto sigue así, llegaremos a fin 
de año con diez homicidios cada cien mil habitantes—, en 
Argentina mejoran. Comparémonos, entonces, con lo que 
puede ser comparable: con Argentina, que está del otro 
lado. En los últimos dos años del Gobierno del ingeniero 
Mauricio Macri, los argentinos lograron bajar los homici- 
dios un 20,3 % y situarlos en 5,6 cada cien mil habitantes, 
contra los diez —casi el doble— que tenemos nosotros. Ma- 
drid tiene 0,3 homicidios cada cien mil habitantes; Monte- 
video, si seguimos así, va a tener más de catorce. Señora 
presidenta: si usted vive en Montevideo, ¡tiene treinta ve- 
ces más posibilidades de que la maten que si viviera en 
Madrid! 


Digo daño, además, porque la gestión del señor Bono- 
mi le ha cambiado —nos ha cambiado— la vida a los uru- 
guayos. Ya veníamos mal con José Díaz y la llegada del 
Frente Amplio al Gobierno en el 2005; recuerdo aquella 
frase famosa: la culpa de la delincuencia es de la socie- 
dad; no vamos a reprimir y tampoco a pedir cédula en la 
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calle. Ese Frente Amplio naíf, ingenuo, de la primera hora, 
sin experiencia en el Gobierno nacional, cometió muchos 
errores. Apeló casi exclusivamente a aspectos vinculados 
con la situación social y diluyó la responsabilidad perso- 
nal del delincuente que comete el delito: la culpa es de la 
sociedad. 


Tenemos incidentes como el de la señora ministra 
Arismendi y el señor senador Lorier en el INAU, al grito 
de «¡No se metan con mis gurises!». Ellos fueron hasta 
el INAU a decir a los chiquilines que los iban a trasladar 
en la camioneta a otro hogar. El señor senador Lorier se 
puso a manejar —porque eran los gurises buenos-, y a las 
dos cuadras los gurises de mamá Marina le encajaron un 
cuchillo en el cuello, le dijeron: «Llevanos pa” acá» y se 
escaparon. ¡Qué ingenuidad! ¡Qué falta de previsión que 
tanto daño nos ha hecho y nos ha traído a esto! 


Para el Frente Amplio la culpa era de la sociedad y 
fueron coherentes con eso porque, como la culpa era de 
la sociedad, largaron a cientos de presos a la calle, casi 
mil, mediante la ley de liberación de presos comunes, 
provocando un aumento de rapiñas y de delincuencia de 
menores de edad. Como no iban a reprimir, toleraban las 
pedreas y las roturas por Avenida 18 de Julio. ¿Se acuer- 
dan? Toleraban las pedreas a las comisarías, sin darse 
cuenta de que eso alentaba a los delincuentes y favorecía 
el crecimiento de la delincuencia. A todo eso sumaban una 
acérrima negativa de algo tan sencillo como que la policía 
pudiera pedir la cédula de identidad o una identificación 
en la calle. Se preocupaban más por los delincuentes que 
por las víctimas. 


Un estudio de Buckstein-Montossi concluye que la ley 
de suelta de presos comunes del año 2005, del Frente Am- 
plio, hizo aumentar, con mucha probabilidad, las rapiñas. 
El Frente Amplio asumió el Gobierno sin tener el tema de 
la seguridad estudiado y sin que ello fuera prioridad. Y 
así nos fue. No es que fracasó el Estado, como dicen hoy. 
No, no: ¡fracasó el que gestionó el Estado! El Gobierno del 
Frente Amplio fue el que fracasó. Sin embargo, siempre se 
puede estar peor, porque a ese primer error del Gobierno 
del Frente Amplio se sumó otro: la llegada en el 2010, al 
Ministerio del Interior, del señor Eduardo Bonomi, y la 
pésima gestión que ha realizado. Llevó a cabo reformas 
en la Policía que hicieron retroceder a una institución que, 
con sus aciertos y errores, tenía doscientos años de trabajo 
y experiencia; ¡muchísimos años de trabajo! 


En el año 2015, el propio señor ministro, cuando vino a 
la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, reco- 
noció que no había logrado todos los resultados esperados. 
Señaló lo siguiente: «En el período pasado,» —refiriéndose 
al período 2000-2014— «a pesar del compromiso, no obtu- 
vimos algunos resultados, pero consideramos que a partir 
de eso había que pelear fuertemente para lograr resultados 
positivos». Parecía el director técnico de un equipo de fút- 
bol que al terminar la temporada dice: «Y sí, no pudimos 
salir campeones. Nos fue mal, pero quiero otra oportuni- 
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dad». Y eso que la directiva —en este caso, nosotros—, le 
había dado el presupuesto más grande de la historia; el 
propio ministro lo ha reconocido. No necesita más policías 
y no necesita más dinero. ¡Qué va a necesitar sl tiene cua- 
tro veces más de lo que había antes! Además, cuenta con 
una mayoría parlamentaria para aprobar leyes. 


Tenía todo, y pese a que no se le habían dado los resul- 
tados, su partido decidió darle una segunda oportunidad 
en el Ministerio del Interior. Pero seguimos últimos y no 
ganamos más. Todo ha ido empeorando. 


Así llegamos a lo que hoy vivimos en el Uruguay, don- 
de hay una naturalización de la violencia. La gente feste- 
ja cuando la roban y no la matan. «Me robaron pero por 
suerte no me hicieron daño». Eso lo dice el que puede. 
Un niño jugaba frente a una escuela a plena luz del día y 
recibió una bala que no era para él; terminó en el CTI y 
se salvó de milagro. Grupos de delincuentes expulsan a 
uruguayos de sus casas y les toman sus viviendas. Los de- 
lincuentes controlan barrios, fijan sus reglas, dejan sin ho- 
gar a los uruguayos. Cuando la autoridad ingresa, lo hace 
de a cuatrocientos, pero cuando se va, vuelven a mandar 
los delincuentes. Los que no son expulsados por los delin- 
cuentes viven —vivimos— encerrados entre rejas, alambres, 
cercos, alarmas, perros y cámaras de seguridad. Hay una 
proliferación de empresas de seguridad. Hoy, en Uruguay, 
hay 23.000 guardias de seguridad privada, mientras que 
el Ministerio del Interior tiene 30.000 funcionarios. Dice 
que tiene 15.000 policías en la calle. ¡Hay más guardias de 
seguridad que policías! 


El país ha hecho un sacrificio presupuestal enorme y ha 
invertido cientos de millones de dólares en el Ministerio 
del Interior, pero pese a eso asaltan remesas en el Géant, 
en los supermercados, en el Nuevo Centro Shopping, en 
Montevideo Shopping, en el Punta Carretas Shopping, en 
Costa Urbana Shopping, en los cajeros, en la calle. Hace 
unos días rapiñaron a los que iban a festejar un cumplea- 
ños de quince en Melilla. A los pocos días rapiñaron a 
un preparador físico de la séptima división de Cerrito y a 
dos madres que estaban viendo jugar a sus hijos. Explotan 
cajeros a cada rato. Vivimos asonadas como la de Avenida 
Italia, y ¡rapiñas a policías! Quizá este sea uno de los te- 
mas que mejor pintan la situación a la que hemos llegado. 


Hasta no hace mucho, meterse con un policía era una 
cuestión seria; en la sociedad había respeto por el policía. 
Ese respeto, luego de la gestión del señor Bonomi, se ha 
perdido. No es que una vida valga más que otra, pero lo 
que es seguro es que para los delincuentes, antes, enfren- 
tarse con un policía, rapiñarlo o asesinarlo era algo impen- 
sable; por lo general, no iban donde estaba el policía. Hoy 
no solo asesinan policías —el señor ministro habla pompo- 
samente de «la nueva Policía»—, sino que los rapiñan, les 
roban las armas en la calle o los persiguen hasta la puerta 
de sus casas para robárselas. ¡Un adolescente le roba el 
arma en la calle a un policía! 
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Cotidianamente hay asesinatos que, en su mayoría, 
quedan sin resolver, sin aclarar. 


El uruguayo cambió sus hábitos: anda con poco dinero 
en el bolsillo; no va a zonas de la ciudad a determinadas 
horas; antes de salir de su casa o de llegar a ella, de bajar 
en la parada del ómnibus o de caminar por la calle, mira 
para los costados para prevenir y no ser objeto de un deli- 
to. El uruguayo ahora camina rápido para encerrarse con 
dos llaves en su casa. No se anima a salir y dejar la casa 
sola o a dejar a sus viejitos solos en ella. Tampoco baja la 
ventanilla del coche cuando va manejando. La fisonomía 
de la ciudad ha cambiado. Aquel Montevideo, aquel Uru- 
guay amigable, de jardines al frente, hoy muestra rejas, 
alambrados de púa, más rejas en puertas, ventanas y azo- 
teas, cámaras de seguridad, guardias, perros, miedo. ¡A 
los delincuentes no los agarran! 


Señora presidenta: ¿sabe a cuántos delincuentes de 
cada cien atrapa la policía? A nueve. Quiere decir que 91 
escapan. ¿Sabe a cuántos procesan? Al 4 %. O sea que de 
cien que intentan delinquir y que delinquen, se escapan 
96. La sociedad y la libertad retroceden. 


Y así llegamos al día de hoy, 18 de abril, a esta inter- 
pelación, donde los hechos que estamos viviendo en los 
últimos meses y los datos crudos del propio Ministerio 
del Interior justifican por sí solos esta instancia. ¡Hay que 
hacer algo! ¡Hay que parar lo que estamos viviendo! ¡Hay 
que parar el acelere de todo esto en los últimos ocho me- 
ses! ¡Es el aumento de los homicidios! 


En abril de 2016, el ministro Bonomi anunció su se- 
gunda gran reforma de la Policía: el PADO. Su primera 
gran reforma había sido la de 2012 en la Jefatura de Policía 
de Montevideo: un desastre. Esa reforma llevó a que pasá- 
ramos de aquel 80 % de aclaración de homicidios, a este 
50 %. Pese a ese fracaso y en vez de revisar sus causas 
con el tema de los distritos, etcétera, ahora Bonomi trajo 
el Programa de Alta Dedicación Operativa. La verdad es 
que en cuanto a los títulos que ponen, hay que sacarse el 
sombrero. 


Al mes de haber puesto a funcionar ese programa, 
el ministro Bonomi declaró que donde lo habían aplica- 
do ya estaba bajando el delito —después se enoja cuando 
uno mide tres o cuatro meses—, y al cumplirse un año del 
programa, el ministerio editó un libro que mandó a los 
señores senadores —no sé si los demás colegas del Cuerpo 
lo tienen, pero yo lo traje— titulado: ¿Cómo evitar el delito 
urbano? El Programa de Alta Dedicación Operativa en la 
nueva Policía uruguaya. Sugiero que lo lean, porque vale 
la pena. Nos lo enviaron a los legisladores en la segunda 
mitad del año pasado y, si lo leyeron, habrán visto las au- 
toalabanzas tremendas que se hacen todos los jerarcas del 
ministerio que escriben allí. Eso habla muy bien de ellos 
mismos, porque andan muy bien con la autoestima —lo que 
siempre es bueno en la vida—, pero muy mal con la auto- 
crítica. 
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¡Al año ya escribieron un libro sobre el Programa de 
Alta Dedicación Operativa de la nueva Policía uruguaya! 
Insisto: léanlo, porque es increíble cómo renombran las 
cosas. Recuerdo que un día se enojaron conmigo porque 
hablé de «los menores delincuentes», y alguien me dijo 
que no había que hablar más de menores delincuentes sino 
de «menores en conflicto con la ley». Pero si violan la ley 
penal, ¡son delincuentes! Si violan la ley penal, ¡cometen 
delitos! Entonces, no es llamándolas de otra forma que va- 
mos a ocultar las cosas. Además, en el libro no hablan de 
«delitos» sino de «conductas reñidas con la ley penal», y 
se la agarran de vuelta con los medios de comunicación. 


Me enteré de que para el Ministerio del Interior todo 
esto que estamos viviendo —miedo, cercos, cambios en 
nuestros hábitos, etcétera— no es por la inseguridad; no, 
es algo que los ciudadanos construimos a partir de una 
hiperrealidad producida por la exposición mediática so- 
bre algunos hechos delictivos, que amplifica y difunde 
los detalles más atroces y el dolor de las víctimas en esas 
circunstancias, sumado a la difusión de datos estadísti- 
cos que —esos sí— son ciertos. ¡Vamos! ¿A quién quieren 
confundir? O sea que ¿la culpa no la tienen los chorros? 
¿La culpa no la tienen los delincuentes que roban, matan, 
hacen volar cajeros? ¿La culpa no la tiene el Ministerio 
del Interior y su pésima gestión? No; la culpa es esa cons- 
trucción de la hiperrealidad que hacemos los ciudadanos 
a partir de lo que sale en los malvados medios de comuni- 
cación, que solamente informan. ¡Paren el mundo que me 
quiero bajar!, diría Quino. 


Lamentablemente, la presentación de este libro el año 
pasado tuvo una triste y trágica coincidencia. El libro del 
autoelogio del ministro fue el punto de partida del creci- 
miento de la ola de homicidios, crecimiento sobre el que 
ya había habido en el país. Fue como si los delincuentes 
lo hubieran leído y hubieran dicho: «Ya que nosotros no 
somos los culpables, sino la hiperrealidad construida por 
culpa de los medios de comunicación, vamos a delinquir 
con más ganas». Y a partir de setiembre del año pasado 
los homicidios no pararon de crecer. Se trata de la ola de 
homicidios más grande de la historia, desde 1980, que es 
el año desde el que se llevan las estadísticas. Es decir que 
esos han sido los meses de mayor cantidad de homicidios 
en los últimos treinta y siete años del país. Y si esto no 
amerita interpelar y pedir cambios, ¿qué es lo que amerita 
traer a un ministro al Senado? 


Todo ello llevó a un aumento de los homicidios en 2017 
respecto de 2016, y también ha llevado a un aumento de los 
homicidios en el año móvil. Llevamos 322 homicidios en 
el año móvil cerrado a marzo, y si sigue esta tendencia de 
crecimiento, a fin de año van a ser más de cuatrocientos. 
¡Hay que cambiar! ¡Paremos ya! En 2012 no nos escucha- 
ron y los homicidios siguieron creciendo; hoy avisamos en 
abril: ¡cambiemos! ¡Paremos esta mano de homicidios ya! 
¿Qué estamos haciendo? 
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Quizás alguno se preguntará por qué me detengo en 
los homicidios, por qué recurro estadísticamente a ellos 
y no a otros delitos. Lo hago sencillamente porque, des- 
de el punto de vista estadístico, el homicidio es el único 
delito confiable. Es el más grave; es el que se lleva el más 
preciado bien que tenemos: la vida. Pero, además, es el 
delito que siempre se conoce, el que siempre se denuncia, 
el que se investiga, del que se deja información confia- 
ble. No se denuncian homicidios de más ni de menos; se 
conocen todos. Y todos tenemos la percepción —creo que 
hasta el propio ministro— de que hay delitos e incidencias 
que no se denuncian. Las rapiñas se cuentan por denuncia, 
no por los hechos acaecidos; los hurtos se cuentan por de- 
nuncias, no por los hechos acaecidos; pero los homicidios 
se cuentan todos. En realidad, las rapiñas pueden haber 
sido hurtos y estos últimos otros delitos. Es más, hace po- 
cas semanas, el fiscal de corte habló en un reportaje de 
la sorpresa que tuvo cuando empezaron a trabajar en el 
nuevo Código del Proceso Penal. Resulta que las noticias 
criminales de las que ellos llevaban estadísticas del Minis- 
terio del Interior eran menos que las que están ocurriendo. 
Hay un 54 % más delitos de lo que llevaba el Ministerio 
del Interior, y esto lo dijo el fiscal de corte. Ellos preveían 
220.000 noticias criminales, y están en 380.000, pero —eso 
sí—- los homicidios se registran bien. 


La bajísima tasa de las incidencias delictivas también 
fue reconocida por el propio ministro cuando estuvo en la 
Comisión Especial de Seguridad Pública y Convivencia. 
Recordará la señora presidenta que en la última interpela- 
ción al ministro le pregunté por la tasa de no denuncia y 
me respondió que era de un 20 %. Bueno, el ministro no 
se había informado, porque según una encuesta de 2011 
era del 46 %. Si bien son criterios distintos, esta nueva en- 
cuesta de victimización llevó a la conclusión de que el 73 
% de las incidencias delictivas —que es cuando un ciuda- 
dano siente que ha sufrido alguna acción de este tipo— no 
se denuncia. ¡No sé si nos damos cuenta de la gravedad! 
Los homicidios son los más confiables desde el punto de 
vista estadístico porque se conocen en un 100 %; no hay 
falta de denuncia ni sobredenuncia. Estadisticamente ha- 
blando, el homicidio es el delito centinela. 


Pasamos ahora a las gráficas que muestran qué pasó 
con los homicidios desde 1985 a la fecha. 


(Se exhiben gráficas). 


—En esta primera gráfica podemos ver que el registro 
de homicidios anuales existe desde 1980. Por su parte, el 
registro mensual data de 2011 y lo empezó a llevar una 
fundación privada. Los puntos en la gráfica corresponden 
a períodos anuales que culminan en el mes dado —para los 
registros mensuales—, o en diciembre para años completos. 


Podemos ver que a partir del retorno de la democracia 
y hasta 1997 o 1998 hubo un incremento de los homici- 
dios anuales. En 1985 hubo 119 homicidios —después de 
una baja, porque en 1983 había llegado hasta casi 190-—, 
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y en 1997 llegó a 243. La explicación que dan los que es- 
tudian esto es que se había terminado la Dictadura, que 
había habido medidas de seguridad muy fuertes, etcétera, 
y que cuando se ganó en libertad los delincuentes también 
ganaron en libertad y se produjo ese aumento. Pese a esta 
situación, eso significó un crecimiento de diez homicidios 
por año en esos años, y cabe aclarar que después de ese 
crecimiento hubo una baja importante. El país reaccionó: 
hay libertad pero no relajo. 


A partir de 1995-1996 se empieza a notar una establ- 
lización del total de homicidios anuales, en un promedio 
cercano a los 211. La línea roja punteada que vemos en la 
gráfica muestra el promedio de homicidios y las dos líneas 
rojas muestran el intervalo de confianza, es decir, 95 % 
para arriba y 95 % para abajo. 


Cabe señalar que en el período 2000-2004, los homi- 
cidios en Uruguay bajaron un 4 %, pese a la crisis econó- 
mica y todo eso; fue la baja más grande que se recuerde en 
un período de gobierno. 


A partir del año 2012 hay un cambio drástico, después 
de esa baja. En 2012 pasamos de 198 homicidios a 289, 
¡No sé qué pasó en 2012 pero lo vamos a tener que averi- 
guar! Son 90 homicidios más que representan un aumento 
del 53 %. 


El período de baja y de relativa estabilidad entre los 
años 2000-2006 separa dos períodos de aumento. El in- 
cremento del período que va desde 1985 a 1997 fue de 10 
homicidios por año, y el aumento de 2012 fue 9 veces ma- 
yor. Es decir que en aquel período, cuando se retorna a la 
democracia, el crecimiento fue de 10 homicidios por año, 
pero en 2012 ¡fue de 91! ¡Démonos cuenta de la grave- 
dad de lo que se vivió en 2012 y todos miraban para otro 
lado, pese a las interpelaciones! Además, lo peor es que 
ese aumento de 2012 no fue un año, sino que se estabilizó, 
quedó ahí. 


A partir de 2013 el número de homicidios tiende a esta- 
bilizarse nuevamente —con oscilaciones— consolidándose 
el aumento dramático de 2012. 


En el período 2013-2017 tiende a haber una estabiliza- 
ción, pero ya no en el promedio de 211 homicidios sino en 
el promedio de 280, más menos 95 % de probabilidad, se 
estabiliza ahí arriba. Esto quiere decir que el número de 
homicidios por año en ese período estuvo entre 259 y 301. 


Podemos comparar los dos períodos relativamente es- 
tables 1993-2011 y 2013-2017. Ya vimos los promedios res- 
pectivos: 211 y 280 homicidios por año, pero si vamos a los 
intervalos de confianza del más menos 95 %, vemos que 
están separados, hay una brecha, no se mezclan. 


Ahora bien, predecir lo que puede pasar y prevenirlo, 
señora presidenta, es más importante que explicar lo que 
pasó. Para entender lo que está pasando en 2018 es conve- 
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niente ver que normalmente períodos de baja del número 
de homicidios van seguidos inmediatamente de períodos 
de alza. 


Como queda claro en la gráfica, nunca antes se había 
registrado —como pasó en 2012 y está pasando en 2018— 
un ascenso tan abrupto y rápido del número de homicidios 
anualizados. 


Para analizar mejor este fenómeno conviene poner 
la lupa en el período 2011-2018, que es cuando se llevan 
registros mensuales. La ampliación de la gráfica anterior 
nos muestra esto del período Bonomi: marzo fue el peor 
registro en toda la historia del país. En el año culminado 
en marzo de 2018, el total de homicidios asciende a 322. 
La cota 300 se pasó en febrero. La variación desde octubre 
de 2017 es similar a la de 2012 y si miran la gráfica podrán 
observar que las dos flechas son similares. En 2012 se fue 
a 260, después a 289 y ahora se observa la misma forma de 
aumento. ¡Esto es gravísimo! 


Otra forma de analizar lo anterior es examinar la va- 
riación del total acumulado de homicidios en un cierto 
mes con el del mismo mes del año anterior, expresada 
como porcentaje de aumento o disminución. Por ejemplo, 
en el año cerrado en noviembre de 2017, si lo comparamos 
con 2016, a noviembre hubo una disminución del 9 %. Es- 
toy seguro de que el ministerio venía diciendo: «¡Venimos 
bien!». El peor registro que se había anotado es el de di- 
ciembre de 2012, con un aumento anualizado del 46 %. 


A simple vista se observa que en 2018 se está repitien- 
do el mismo fenómeno que en 2012, En enero de 2012, el 
aumento del total de homicidios anualizado fue de 2,4 % 
respecto del año anterior y en enero de 2018, fue de 7,9 %, 
es decir, tres veces más. En febrero de 2012, el aumento 
fue de 10,3 %, y este año fue de 14,3 %, es decir, 40 % 
más. En marzo de 2012, el aumento fue de 16,6 %, y en 
2018 fue mayor, 22 %. En abril del año pasado —es lo más 
grave— tuvimos 12 homicidios; hoy estamos a 18 de abril 
y van 22 homicidios; todavía faltan 12 días para terminar 
el mes y ya vamos 10 homicidios arriba. ¡Una barbaridad! 
La situación es muy grave. 


Si, como es nuestro temor —estamos llamando a la ac- 
ción al Parlamento nacional y al Gobierno—, en 2018 se 
repite el mismo fenómeno que se dio en 2012, es de es- 
perar una catástrofe. Usando exclusivamente los factores 
de crecimiento de los homicidios de 2012 —aun cuando 
ya vimos que en los primeros cuatro meses de 2018 esos 
crecimientos son mayores— tendríamos 415 homicidios al 
finalizar el año. Si de aquí en más repetimos lo mismo, no 
quieran saber a lo que podemos llegar. 


Ahora bien, hecha esta explicación técnica, un poco 
aburrida o tediosa pero necesaria para ver la situación en 
la que estamos viviendo, podemos preguntarnos, aunque 
sea bastante obvio, cuándo fue que se instaló esa brecha 
entre el promedio de homicidios en los dos períodos. Es 
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claro que la respuesta es que fue el fenómeno de aumen- 
to desbocado de homicidios en 2012 lo que la produjo. El 
desafío es encontrar cuál fue la causa de tal incremento. 
¿Qué provocó el incremento de 2012? ¿Y qué está provo- 
cando el incremento que estamos viviendo hoy, tan dra- 
mático como aquél? A esto agregamos la siguiente pre- 
gunta: ¿qué provocó que bajara la tasa de esclarecimientos 
de los homicidios consumados? La tasa era de un 80 %; 
después, en 2011, un 72 % —me refiero a los homicidios 
que se aclaraban— en 2012, un 69 %; en 2013, un 57 %; 
en 2014, un 54 %; en 2015 y 2016 mejoramos a 60 % y en 
2017, 50 %. ¡También bajamos la tasa de esclarecimiento 
de homicidios! Y esto habla de «gestión». 


Las preguntas que podemos formular son: ¿Qué pasó 
antes de 2012 que pudo haber ocasionado una diferencia 
con el período anterior? ¿Qué pasó que bajó la tasa de es- 
clarecimiento del delito a partir de 2011? ¿Qué pasó? Lo 
que pasó fue que en el año 2010 ingresaron el señor Eduar- 
do Bonomi y su equipo al Ministerio del Interior. Eso fue 
lo que pasó. Es la realidad: erraron en las políticas y lle- 
varon a esto, tal como erraron en 2005. Esto es así, porque 
mientras en Uruguay aumentan los homicidios, bajan en 
Argentina, según informó en marzo el propio presidente, 
ingeniero Mauricio Macri. 


Ahora bien, se nos podrá decir: «Esto es al grito y le 
echan las culpas nomás que al ministro». No, vamos a ver 
qué fue lo que hizo mal el ministro, porque no alcanza con 
decir que es su culpa; hay que decir lo que hizo mal. 


¿Cuáles fueron las reformas del ministro Bonomi y su 
equipo? En primer lugar, siempre llegan con esa cosa de 
fundar una nueva república porque lo que venía de antes 
no está bien. 


En el año 2012 nos anunció que había dado una nueva 
estructura a la Jefatura de Policía de Montevideo; aclaro 
que hablo de esta jefatura porque la amplia mayoría de 
los uruguayos vivimos en Montevideo y la gran parte de 
los delitos ocurren en la zona metropolitana. Dividió el 
departamento en cuatro zonas, eliminó la Dirección Na- 
cional de Investigación y distribuyó el personal con tareas 
relativas a delitos contra la propiedad, las personas y el 
narcotráfico. Además, dispuso que en las comisarías se 
realizaran tareas administrativas, de Policía comunitaria 
y se atendieran pequeños delitos. ¡Los sacó de los barrios 
y los centralizó en cuatro lugares! Reeditó el sistema de 
distritos policiales que ya había fracasado. 


Luego, no conforme con eso, profundizó y dividió el 
territorio en ocho distritos. Entonces, ¿qué pasó? Se con- 
centraron recursos y si en la comisaría se necesita un pa- 
trullero tiene que pedirlo a mesa central, por lo que siem- 
pre llega tarde. ¿No se da cuenta de que la policía siempre 
llega tarde? Llega tarde cuando explotan un cajero porque 
como decidió centralizar los recursos y los patrulleros no 
están en los barrios, hay que esperar que ocurra el delito 
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para pedir que vayan al lugar. Por lo tanto, siempre están 
corriendo de atrás. Eso fue un error enorme. 


Lo más grave fue el cambio en la dirección de inves- 
tigaciones, que funcionaba muy bien porque formaba, 
capacitaba y trasmitía experiencia. Hay tareas que tienen 
que ser unificadas y no compartimentadas en los hechos, 
porque por más que se diga que están vinculados, una cosa 
es estar en una sola dirección y otra que esté repartida y 
descentralizada. 


Un ejemplo de esto es lo que sucedió con Christian 
Pastorino, el delincuente que se suicidó, conocido como el 
Kiki. Un juez había dispuesto que fuera requerido por un 
homicidio pero en la Zona Operativa 1 no lo agarraban. 
Luego cometió un homicidio creo que en la Zona Ope- 
rativa 3 y terminaron encontrándolo los de la Zona Ope- 
rativa 4, luego de que toda la policía estuviera corriendo 
detrás de él. 


Después de la reforma de la Jefatura de Policía de 
Montevideo que se hizo en 2012, en 2016 llegó el PADO. 
Al mirar el libro, veo que se ha llenado de sociólogos a 
los que el Ministerio del Interior les ha dado el cargo de 
comisario y subcomisario. Yo quiero comisarios egresa- 
dos de la Escuela Nacional de Policía que agarren a los 
chorros. ¡Basta de hablar de hiperrealidades construidas 
mediáticamente! ¡Basta de esta cosa naíf, etérea! ¡Basta 
de los que están detrás de los escritorios y no entienden la 
realidad, de los que no se ensucian los zapatos y de los que 
no conocen el país! ¡Basta de ingenuidad! 


Como dije antes, en 2016 se crea el PADO, Programa 
de Alta Dedicación Operativa. ¿Qué se hace? Se instru- 
menta una presencia muy intensa en algunas zonas; se 
llena de policías las zonas de delitos calientes. Muy bien, 
entonces luego de destinar el PADO a esas zonas miden 
la ocurrencia de delitos y, obviamente, ven que el número 
bajó. ¡Claro que bajó, si llenaron de policías! Lo que no 
saben es que aquí ocurre la teoría del globo. Si se agarra 
un globo, se infla y se aprieta de un lado, se infla más del 
otro; si suelta ese lado y aprieta acá, se infla del otro lado. 
Entonces, si se ponen recursos en una zona y no en otras, 
¿qué hacen los delincuentes, señora presidenta? Se van a 
la zona donde hay menos presencia policial. Eso es bási- 
co. ¿Qué pasó? Apretaron acá y los delincuentes se fueron 
primero a la zona metropolitana de Canelones y ahora al 
interior del Uruguay. Todas las semanas, día por medio, se 
producen rapiñas en Durazno; se hacen marchas en Salto 
y en Maldonado. Bueno, la gente se está yendo del Chuy. 
Mandan los delincuentes. 


En resumen, el Frente Amplio cometió tres grandes 
errores: el de Díaz, cuando soltó a los presos comunes 
con la culpa de la sociedad como estrategia— y en la 
era Bonomi, con la reforma de la Jefatura de Policía de 
Montevideo y con la aplicación del PADO selectivo. 
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¿Cuáles son las respuestas del señor ministro a todo 
esto? La culpa es de otro, nunca de él. Muchas veces ha 
dicho que la culpa es de las víctimas y a cada rato, que 
es de la oposición. Parece que nosotros somos los culpa- 
bles; nunca el señor ministro. Lo peor es que naturaliza la 
inseguridad y explica, relata lo que está pasando. A cada 
rato nos explica por qué están aumentando los delitos y los 
homicidios pero no nos dice qué va a hacer para evitarlo, 
Se olvida que integra el Poder Ejecutivo y no el poder ex- 
plicativo. 


Fíjense, asesinan a un policía en Salto. ¿Qué dice el 
señor ministro? Que debió usar un chaleco antibalas. Ade- 
más, dice esto sabiendo lo que va a provocar. El mismo día 
del entierro dijo: «¿Quieren que sea antipático? La respon- 
sabilidad es del policía». 


Asesinan a un policía en el Cordón, detienen a un sos- 
pechoso y vencido el plazo constitucional, queda libre. 
¿Qué dice el señor ministro? La culpa es del juez, que apli- 
ca la Constitución y las leyes, porque no es él quien deja 
vencer el plazo constitucional. 


En una rapiña matan a un hombre en Carrasco norte. 
¿Qué dice Bonomi? Que no es conveniente resistirse cuan- 
do a uno lo están rapiñando. Quiere decir que la culpa es 
de quien se resistió a que rapiñaran a una mujer con la que 
estaba. 


Matan a una adolescente en Valizas, Rocha. ¿Qué dice 
Bonomi? Que la denuncia no se realizó en forma adecua- 
da. ¿Pueden creer que exista una insensibilidad más gran- 
de que esta? Dijo que los turistas argentinos fueron a la 
prefectura y no a la comisaría. 


Matan a otra adolescente en Suárez, Canelones. ¿Qué 
dice Bonomi con respecto a quién es el culpable? Que la 
culpa la tiene el local bailable porque no cumplía con las 
características mínimas como para realizar un baile y que, 
además, no era un cumpleaños de quince sino de diecio- 
cho, por lo que los padres no deberían haber dejado que la 
menor fuera. Yo digo, el que disparó, ¿no tuvo nada que 
ver? 


Atento Astori. Aumentan los homicidios en el Uru- 
guay, ¿quién tiene la culpa? El aumento de la capacidad de 
consumo de los uruguayos, porque ya no consumen pasta 
base sino cocaína. Estas son las declaraciones del señor 
ministro. ¡Muchachos! ¡Vamos a legalizar la pasta base así 
aumenta el consumo y tendremos menos homicidios! ¿Eso 
es lo que nos están diciendo? 


Matan a un policía en Pocitos. ¿Qué dice el señor mi- 
nistro del Interior? El mismo día del entierro dijo que la 
culpa era del policía porque estaba desempeñando tareas 
de seguridad no autorizadas. Ahora bien, yo me pregunto, 
el que disparó, ¿no tuvo nada que ver? El hecho de que el 
comerciante haya tenido que contratar seguridad porque le 
robaban todas las semanas, ¿¡no tuvo nada que ver? 
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Matan a dos personas en Quebracho, Paysandú. ¿De 
quién es la culpa para el Ministerio del Interior? ¡De los 
accidentes de tránsito porque distraen personal que tiene 
otras prioridades! En el mismo hecho matan a un policía. 
¿De quién es la culpa? Del policía porque no debió acudir 
solo. En la comisaría había tres policías, dos estaban lejos, 
llaman diciendo que estaban atacando a una familia pero 
el policía no debió acudir solo sino que debería haber con- 
testado que no podía ir porque no había nadie para acom- 
pañarlo. ¡Vamos! 


Matan al padre de un cantante en el Géant. ¿Qué dice 
el Ministerio del Interior? Que la mayoría de los ciudada- 
nos de este país, si no están vinculados con la delincuen- 
cia, con el narcotráfico y no tienen problemas importantes, 
puede tener la seguridad de que no los van a matar. Esto lo 
dijo el mismo día del asesinato, sugiriendo que la víctima 
andaba en esas cosas, lo que no es real. 


Roban la casa de una señora senadora que está hoy 
aquí. ¿De quién es la culpa? De los que dejaron una venta- 
na abierta. Esto es tan trágico que habría que ponerse a llo- 
rar. Ahora, enseguida nos tranquilizó porque parece que 
estudió el perfil de los delincuentes y dijo que, teniendo en 
cuenta lo que se llevaron, no eran profesionales. ¡Se lleva- 
ron un auto! ¡No quiero saber qué se llevarían los profe- 
sionales! A la senadora se llevarían, si se pueden llevar un 
auto y no son profesionales. Bueno: son varios dentro de 
su partido que quieren llevarla a los otros grupos también. 


Feminicidio de una mujer por su pareja policía a quien 
no le retiraron el arma. Primera vez que el ministro del In- 
terior admite que son responsables. Un policía denunciado 
por violencia doméstica ultima con su arma de reglamento 
a su mujer, una bailarina: feminicidio. El ministro Bonomi 
reconoce las responsabilidades de la cartera en el error de 
no quitar el arma. Dice que hay diecinueve responsables 
y que será implacable. ¡Muy bien!, dijimos todos. ¡Por fin! 
Es un tema grave: un feminicidio. No le retiraron el arma. 


Sin embargo, la semana pasada el ministerio expresa 
que no tiene ninguna responsabilidad. Después de haber 
dicho que había diecinueve responsables y que sería im- 
placable, afirma que no tienen responsabilidad. 


El funcionario en cuestión a quien no se le retiró el 
arma, ¿saben dónde trabajaba? Era custodia en la Presi- 
dencia de la República; custodiaba a jerarcas políticos. 
Fue denunciado por su pareja por violencia doméstica. El 
protocolo de actuación dice que hay que retirar el arma 
en ese momento; no se la retiraron y con ella ultima a su 
pareja. Reitero, no le retiran el arma y era custodia en la 
presidencia. 


Al ministro se le pidió que mandara toda la informa- 
ción en cuanto a si había sido custodia de jerarcas del Go- 
bierno anterior, del expresidente Mujica, pero no la man- 
dó. Hace más de un año y medio que se le solicitó esa 
información. 
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Bueno, también la culpa es de la oposición y de las 
campañas políticas. Cuando matan al comerciante en el 
supermercado Géant el ministerio dice que la repercusión 
es porque se está en campaña electoral. Ese es un latigui- 
llo. Igualmente, las interpelaciones no son por el aumento 
de los delitos, sino por la campaña electoral. Le falta decir 
que en la oposición solamente tenemos que aplaudir. 


¡Vuelven a aumentar los homicidios! ¿De quién es la 
culpa? Y nos explica: el aumento de los homicidios es por 
los ajustes de cuenta. Pero enseguida nos tranquiliza: pero 
miren que los homicidios por robo han bajado. Aumentan 
los homicidios en general, aumentan los homicidios por 
ajustes de cuenta, pero quédense tranquilos que por robo 
bajaron. ¿Hay que seguir tolerando homicidios? ¿Hay que 
naturalizar de esta forma la sensación de inseguridad? 
Pero cambia enseguida, ahora sostiene que es una gue- 
rra. Cambia y dice que ya no son ajustes de cuentas, sino 
que ahora es una guerra. Los ajustes de cuentas quedaron 
atrás y dieron paso a una guerra entre bandas delictivas. 
Me pregunto: ¿qué es lo que hace el señor ministro para 
terminar con esto, aparte de contarnos que es una guerra 
o un ajuste de cuentas? 


Además de relatar lo que sucede, vuelve a cambiar. 
Hace dos semanas matan a un integrante de una iglesia 
rapiñándolo en Casavalle. ¿Qué dice el ministro? Que no 
está probado que haya sido una rapiña. ¿Entonces, qué 
fue? 


Ni que hablar de lo que nos dijo la última vez: somos 
nosotros, la oposición, quienes hacemos un relato del mie- 
do. El ministro dice que la oposición hace un relato del 
miedo. Ahora bien, me pregunto: ¿alertar sobre este au- 
mento de homicidios es un relato del miedo? ¿Será? ¡No! 
Es actuar con responsabilidad. Pero decir que son ajus- 
tes de cuentas, que es una guerra, que son delincuentes 
luchando por territorios, ¿ese no es un relato del miedo? 
¡No, esa es una película de terror! Eso es lo que hace el 
ministerio. 


Finalmente mira para adentro de su partido, buscando 
culpables, ya encerrado y refiriéndose a las políticas socia- 
les, miren lo que dice: «Las soluciones a los problemas de 
inseguridad no llegarán de parte de “los ingenuos” de la 
izquierda que hacen hincapié en las políticas sociales». Te- 
léfono para una senadora que no está hoy acá. «Decir que 
hay que hacer políticas sociales es facilísimo», expresa el 
ministro. Agrega que por lo general los que plantean que 
hay que hacerlas no las hacen ni con quien es víctima de 
ese delito. La enunciación es facilísima. 


O sea que también son culpables «los ingenuos de la 
izquierda», nunca él. Pero enseguida cambia; se ve que lo 
llamaron al orden y en un acto al que va con el presidente 
de la república —a finales de 2017—, ante el crecimiento de 
los homicidios dice que hay que lanzar nuevas políticas 
sociales y urbanas para combatir la inseguridad. Un día 
una cosa y otro día otra. Primero habla de «los ingenuos 
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de las políticas sociales», y después de que hay que lanzar 
«nuevas políticas sociales». Se necesita —de nuevo: qué 
bien define las cosas— un «shock de ciudad». 


Aparece un nuevo culpable: el Código del Proceso Pe- 
nal. No se aguantó. No se aguantó y fue a buscar el Código 
del Proceso Penal. Dijo, entonces, que el aumento del de- 
lito en los últimos meses de 2017 coincidió con la entrada 
en vigencia del nuevo código. No esperó ni un mes. El 
delito comenzó a crecer entre los meses de setiembre, oc- 
tubre y noviembre, pero el nuevo código empezó a regir 
el 1. de noviembre. Resulta que los delincuentes estaban 
esperando: «Che, avisenme cuándo entra a regir el Código 
del Proceso Penal que voy a matar a más gente». ¡Vamos! 


Después tuvo que reconocer que la policía no estaba 
capacitada para juntar las pruebas que requieren los fis- 
cales. El fiscal, a su vez, manifestó que los números que 
le pasaron del Ministerio del Interior estaban mal: 54 % 
más de noticias criminales de lo que le habían dicho. Pre- 
cisamente, el fiscal de corte nos va a venir a pedir que se 
incluyan refuerzos presupuestales en la ley de rendición de 
cuentas porque los recursos no alcanzan y es mucho más 
el trabajo que tiene. 


Hay treinta homicidios en noviembre de 2017. ¿Qué 
dice el ministro como para tranquilizarnos? Que tener 
treinta homicidios en un mes ha pasado varias veces y que 
generalmente ocurre en enero. ¡Fíjense la insensibilidad! 
En marzo de 2018 hubo treinta y nueve homicidios. Eso 
nunca pasó. Pero si hay treinta homicidios la respuesta 
debería ser que se está trabajando para evitarlos; que hay 
una estrategia; que se verá qué se hace. Por el contrario, 
dice que ya pasó varias veces; naturaliza la violencia. Y la 
frase que se lleva todos los premios es: «El operativo fue 
un éxito». Atentan contra un policía enfrente a la tribuna 
Ámsterdam. Le tiran una garrafa que no lo mata por 
centímetros. Hay corridas; robos; asonadas; no se puede 
jugar el partido y lo suspenden. ¿Qué dice el ministro?: 
«El operativo fue un éxito». Si fue un éxito, no quiero 
saber lo que hubiera sido si no lo era. 


Y no podía faltar la frase: «La herencia maldita de los 
otros Gobiernos». Una funcionaria policial hace unas se- 
manas, persiguiendo unos delincuentes, mata sin querer a 
un turista brasileño que estaba dentro de una casa en el ba- 
rrio Pocitos. Da unos tiros, y lo mata. ¿De quién es la cul- 
pa para el ministerio? De los problemas de obesidad y la 
falta de práctica de tiro heredadas de los Gobiernos ante- 
riores al Frente Amplio. ¡Hablan de obesidad! ¡Hace trece 
años! ¿Cómo quieren que no reaccionemos? Está presente 
el diputado Olivera que, al igual que quien habla, está un 
poco pasado de peso. Trece años, ¿le dan para adelgazar 
o no? ¿En trece años no pudieron poner a adelgazar a la 
policía? ¡No, la culpa es del Partido Colorado porque dejó 
la herencia de los problemas de obesidad! ¡Por favor! 


Después tenemos lo mejor: el autoelogio. «Yo, el me- 
jor». Me hace acordar al libro de Augusto Roa Bastos: 
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Yo, el Supremo. «Yo, el mejor». Dice el ministro que hay 
barrios con niveles de seguridad europeos. En materia de 
aclaración de homicidios nos podemos comparar con el 
FBI. En cualquier momento creamos el CSI Montevideo. 


Otra frase: «Esto no se arregla cambiando al minis- 
tro». ¿Quién lo dice? El ministro. ¿Qué va a decir? ¡Miren 
si dijera que esto se arregla cambiando al ministro! 


¿Cuál es la propuesta para atacar el delito? El Minis- 
terio del Interior recomienda andar con poco dinero para 
evitar ser víctimas de robos. Bien; primera propuesta. 


Como segunda propuesta, el Ministerio del Interior re- 
comienda no hacer la misma rutina todos los días —así que 
cuando el diputado Olivera salga a correr, que cambie, un 
día para un lado y el siguiente para el otro—; el Ministerio 
del Interior propuso talleres para que los trabajadores de 
supermercados sepan cómo actuar en los asaltos; el Mi- 
nisterio del Interior recomienda no reaccionar cuando lo 
rapiñan, pero, además, el Ministerio del Interior pide que 
no se use efectivo en las estaciones de servicio en la noche. 
¿Cuándo vamos a proponer agarrar a los chorros? ¿Cuán- 
do vamos a atacar la causa y no el efecto, la consecuencia? 
¿Cuándo? 


Ahora cambió; no alcanza con no llevar efectivo —esa 
era la última, de hace un par de meses—; nos explicó que 
el aumento del delito en el segundo semestre de 2017 es 
porque hay un cambio de tendencia. Ahora ya no van por 
dinero, sino por championes, celulares y ropa, que cam- 
bian en las bocas de drogas. ¡Cuidado con la ropa que use, 
diputado Olivera, cuando salga a caminar para no tener 
obesidad! ¡No lleve championes, ni ropa ni celular! ¡No sé 
cómo quiere que andemos por la calle! 


¿Qué pensaron que iba a pasar cuando sacaran el di- 
nero de la calle? Que, entonces, los delincuentes iban a 
decir: «Muchachos, ya no hay plata en la calle, se acabó 
el negocio de delinquir, arrancamos para las ocho horas». 
¡No! ¡No sean ingenuos! ¡Si no pueden hacerse de la plata, 
se van a hacer de otra cosa! ¡Si no, te van a secuestrar O 
van a explotar los cajeros, que es donde está el dinero! ¡Es 
tan claro como eso! 


El instructivo de seguridad del Ministerio del Interior 
a los liceales recomienda que no lleven ropa de marca al 
liceo, que no exhiban el celular en la calle «Mamá, no te 
pude atender porque justo iba por la calle y el ministro me 
dijo que no podía mostrar el celular»—, que no se reúnan en 
la puerta del liceo, que no caminen solos hasta la parada 
del ómnibus —«¿Y si por donde vivo yo no vive otro?»— y 
que secundaria debería tomar civiles como guardias licea- 
les. De esto a la propuesta de Trump de armar a los profe- 
sores falta poco, un saltito. Cuando lo leí pensé que esto es 
lo único que le falta. 


Pero volvamos a lo que más nos preocupa: 322 homi- 
cidios anuales al año móvil cerrado en marzo de 2018; au- 
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mento de homicidios en 2017; récord histórico de 109 ho- 
micidios en el primer trimestre de 2018; aumento del 58 % 
en este primer trimestre respecto a igual período del año 
pasado; marzo de 2018, el mes con mayor homicidios des- 
de que se llevan estadísticas; tasa de esclarecimiento de 
homicidios que pasó del 80 % al 50 % durante la gestión 
del señor Bonomi; impunidad de los delincuentes y aliento 
para delinquir. Esto solamente justifica la interpelación. 


Hechas estas reflexiones, plantearé las preguntas al 
señor ministro, que van a ser pocas y, por supuesto, las 
entregaré a la Mesa para que las reparta. 


La primera pregunta es: ¿va a cambiar el ministro la 
estrategia y la política que viene llevando a cabo para 
combatir el delito, dados los aumentos de homicidios y de- 
litos que estamos sufriendo? ¿La va a cambiar o vamos a 
seguir con lo mismo? 


El tema es que no son solo los homicidios, es la im- 
punidad del mensaje. Cuando se le echa la culpa a otros 
y no a los delincuentes, se los alienta; cuando se aconseja 
dejarse robar, se alienta a los delincuentes; cuando se ha- 
cen públicos talleres para que se sepa cómo actuar —y no 
reaccionar— en caso de ser robado, se alienta a los delin- 
cuentes; cuando se aclara tan solo uno de cada dos homici- 
dios —escapa la mitad-—, se alientan los homicidios; cuando 
se agarra solamente a nueve de cada cien que delinquen, se 
alienta a los delincuentes. 


Quien puede estar contenta con la gestión del señor 
ministro es la señora Kechichián, ministra de Turismo, 
porque ahora que ven que es tan fácil delinquir aquí se es- 
tán viniendo desde afuera para hacerlo. Tenemos un nuevo 
turista que llega al país: el que viene a delinquir. Por ejem- 
plo, los mexicanos que vienen en barra, se alojan con sus 
nombres propios en hoteles, alquilan una camionetita para 
cinco —donde se meten catorce—, entran corriendo, a golpe 
de maceta, en el lugar más vigilado de Uruguay, el hotel 
Enjoy Punta del Este —ex-Conrad—, y se van también co- 
rriendo. Claro: creo que esos mexicanos vieron los núme- 
ros de apresamiento y pensaron que Uruguay era un bollo: 
«Vamos a Uruguay que al 96 % no los agarran». Como 
dije, alquilaron una camionetita y, sí, los agarraron, y está 
muy bien que lo hayan hecho. Dicen que venían de Cos- 
ta Rica, que habían robado allí. Vamos a decir la verdad: 
no eran Brad Pitt y George Clooney, con Julia Roberts, 
en Ocean's Eleven; no venían de robar el Casino Monte- 
Carlo en Mónaco; no eran esos, no. 


Pues bien, importamos turistas mexicanos que van a 
robar a Punta del Este, pero no solamente mexicanos, sino 
que también trajimos a los chilenos que nos enseñan cómo 
explotar cajeros automáticos; a los argentinos, que nos en- 
señan cómo clonar tarjetas de crédito; a los paraguayos, 
que hacen ajustes de cuentas por la droga por la avenida 
Gianmnattasio; a los brasileños, que mandan en la frontera, 
y así podemos seguir. Ya se corrió la bola de que acá no 
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agarran a nadie y, por ende, hay una nueva variedad de 
turistas que llega al Uruguay: el que viene a delinquir. 


En una columna escrita hace unos días, muy clara, 
Edison González Lapeyre habla de la teoría económica del 
delito y el costo beneficio; el BID hace lo mismo. ¡Y claro! 
Los delincuentes piensan que si hay poca probabilidad de 
que los agarren, les conviene robar. Si los ajustes de cuen- 
tas, en su amplia mayoría, no se resuelven y no agarran a 
los culpables, siguen haciendo ajustes de cuentas, porque 
no hay sanción. 


En el medio de estos errores de gestión del ministerio 
en 2012 se inicia un proceso de reformas en la Jefatura 
de Policía de Montevideo, dividiéndola en zonas. En su 
momento, fueron advertidos por Walder Ferreira y José 
Luis Fagúndez efe de Policía y subjefe, respectivamen- 
te— porque se estaba reeditando una reforma de distritos 
policiales que ya se había probado que no funcionaba. 


Además de aplicar el PADO en Montevideo mandan 
presos a las cárceles del interior; otro error enorme, por- 
que expanden el delito. Al chorro sofisticado, que está 
aquí, en el gran Montevideo, lo mandan a Paysandú, Du- 
razno, Rivera o donde sea y allá, ¿con quiénes está? Con 
otros chorros y como el procesado no tiene la obligación 
de trabajar, ¿qué hace en todo el tiempo libre? ¿De qué 
hablan en el patio? ¿De fútbol? Sí, deben hablar de eso, 
pero ¿no hablarán de cómo se delinque mejor? Pues bien, 
expandieron el delito. Entre que apretaron acá y mandaron 
a los chorros para el interior, están socializando el delito; 
eso sí. 


En medio de todos estos errores, además, la del mi- 
nistro del Interior, Bonomi, es una gestión plagada de 
actos de nepotismo y amiguismo. ¡Plagada de actos de 
nepotismo y amiguismo! Tienen un amigo, integrante y 
representante de las FARC —Fuerzas Armadas Revolu- 
cionarias de Colombia—, grupo subversivo hasta finales 
de 2016 vinculado al narcotráfico —incluso parte de este 
sigue en funcionamiento— y ¿qué hacen con ese amigo? 
Lo mandan a trabajar a las cárceles, con delincuentes. Lo 
contratan a través del Ministerio de Educación y Cultura 
primero, y después, por medio del Ministerio del Interior, 
y por eso es la segunda pregunta: ¿qué informes avalaron 
la contratación del señor Efraín Pablo Trejo en el Instituto 
Nacional de Rehabilitación? ¿Hubo informes contrarios y 
advertencias a su contratación? 


A ello suman un cúmulo enorme —¡pero enorme!- de 
actos de nepotismo. En la oficina del ministro del Interior 
reviste, como adscripto, el hijo del director de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil; hemos hablado de esto, el se- 
ñor senador Heber abordó varias veces el tema. ¿Ingresó 
por concurso? No. Se trata del hijo de quien debe velar por 
los ingresos transparentes y legales al Estado. 


En la oficina del ministro del Interior trabaja, como 
asesor, el hijo de la ministra de Vivienda, Ordenamiento 
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Territorial y Medio Ambiente; también es asesor el hijo de 
una ministra. Estos son dos casos. Casualmente, estamos 
hablando de una ministra que es del mismo sector político 
del Frente Amplio que el ministro. Hay más: el hijastro del 
ministro y su nuera —el hijo de la señora del ministro y la 
nuera de la señora del ministro— fueron contratados por 
el Ministerio del Interior para trabajar en Maldonado. Y 
no solamente los contrató, sino que rápidamente hicieron 
carrera porque a los dos, en el mismo lugar, los nombraron 
subdirectores: a ella subdirectora técnica en Las Rosas y 
a él subdirector administrativo, en violación del Decreto 
n.> 30 de 2003, ¡Es una casualidad! ¡Justo ingresan el hijo 
y la nuera del ministro; justo los destinan al mismo lugar; 
justo los dos son designados subdirectores en el mismo 
lugar! 


Tercera pregunta: el hijastro del ministro del Interior, 
señor Nicolás Aresce Pereyra, y su señora, ¿siguen tra- 
bajando en el Ministerio del Interior? ¿Cuál es el cargo 
que ocupan hoy? ¿Trabajan o trabajaron en la misma de- 
pendencia? Pero si el ministro hace estas cosas, el sub- 
secretario no se queda atrás. Los dos hijos de la expareja 
del subsecretario trabajan en el Poder Ejecutivo. Leonardo 
Giaretto ingresó como agente y fue destinado a la Presi- 
dencia de la República cuando el actual subsecretario del 
Interior era prosecretario de la presidencia, en el perío- 
do 2005-2010. Hoy esa misma persona ya no está en la 
presidencia. Desde 2010 está en el Ministerio del Interior 
justo cuando fue nombrado subsecretario del Interior— 
y, además, es comisario. ¡Comisario! ¡De agente pasó a 
comisario! 


La señora presidenta recordará que en la interpelación 
anterior preguntamos por este caso. Cuando consulta- 
mos al subsecretario sobre él, contestó que no lo conocía. 
No dijo nada más y yo me conformé con la respuesta, le 
creí. Sin embargo, el señor senador Heber, que tiene más 
experiencia que yo en estas lides, se ve que vio algo que 
yo no vi y no se conformó. Volvió a preguntar si el señor 
Giaretto no era familiar del subsecretario. Allí sí aclaró 
que Leonardo Giaretto era hijo de una expareja suya, de 
hace mucho tiempo. No lo dijo en primera instancia. Si el 
señor senador Heber no hubiera insistido, habría quedado 
por eso. Tampoco aclaró que era hijo de una expareja, que 
viene acompañando al subsecretario desde 2005, que ha 
hecho una carrera meteórica de agente a comisario y que 
ahora es el jefe de la Unidad Aérea de la Policía nacional. 
¿Había personas con mayor capacidad en el Ministerio del 
Interior para ocupar ese cargo? Sí, pero se recurrió al ami- 
guismo, al nepotismo. 


Por eso la cuarta pregunta es: «¿Existen en el Ministe- 
rio del Interior personas con capacidades para dirigir una 
unidad aérea que no sean quienes lo hacen hoy? ¿Se hizo 
llamado a concurso para llenar dicho cargo?». 


El otro hijo de la expareja del señor subsecretario, 
el hermano del director que pasó de agente a comisario, 
casualmente también llegó a la presidencia en el período 
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2005-2010. Además de chofer, también es custodia. Raro, 
¿no? Otra coincidencia. Así como entraron juntos el hijas- 
tro y la nuera del ministro, entran los dos hijos de la expa- 
reja del subsecretario que —¡oh, casualidad!-— son tomados 
en dependencias de la presidencia donde estaba trabajando 
como prosecretario el hoy subsecretario del Interior. 


Por otro lado, el hijo del subsecretario —porque hay un 
tercero— tuvo más suerte: está en comisión en la presiden- 
cia, percibiendo viáticos y otras compensaciones. 


Nepotismo. ¡Nepotismo! ¡Nepotismo! ¡Nepotismo! 


A su vez, está el caso Anzalone. En la última interpela- 
ción, señora presidenta, el ministro nos dijo que la Justicia 
no se había pronunciado y que quería esperar para saber 
lo que esta tenía para decir sobre el falso título de la her- 
mana; hasta sugirió que la Justicia rechazaría la denuncia 
formulada. Esa fue su respuesta. Le advertimos que, ade- 
más de que el título era falso, no podía admitirse que un 
director nombrara en su propia repartición a una hermana 
que no tenía el título de psicóloga —porque era la herma- 
na— y, además, al hijo de la hermana, al sobrino. 


¿Qué pasó? La Justicia se pronunció: dijo que el título 
era falso y la procesó. Después de la interpelación la pro- 
cesó y el director que la había designado renunció. Pero re- 
sulta que le hicieron una fiesta de despedida a ese director 
que armó todo este lío, y me dicen que sigue yendo —no se 
sabe a qué— al Ministerio del Interior. 


Tampoco sabemos si cuando el Ministerio del Interior 
cesó a la falsa psicóloga dispuso una investigación admi- 
nistrativa a fin de hacer valer responsabilidades y, sobre 
todo, para prevenir responsabilidades. Era una psicóloga 
que estaba entrevistando a quienes iban a entrar a trabajar 
en el Ministerio del Interior como policías. El policía es 
una persona que lleva un arma, que debe tener una cier- 
ta estabilidad emocional. Sin embargo, no se investigó. 
¿Cuántos entraron? ¿A cuántos entrevistó? Me dicen que 
son más de mil. ¡Alguien que no era psicóloga! Y no lo 
digo yo; lo dijo la Justicia. 


Por eso la quinta pregunta dice: «Ante los hechos que 
terminaron con la renuncia del señor Leonardo Anzalo- 
ne y de su hermana en la Dirección Nacional de Asuntos 
Sociales, ¿se dispuso la realización de una investigación 
administrativa?». 


Hay otro hecho, señora presidenta. Cuando prepara- 
mos la interpelación nos encontramos con una omisión. 
En realidad, no fue una sino miles de omisiones de funcio- 
narios del Ministerio del Interior. Es algo grave justamen- 
te por la cantidad de omisiones. Entre esos omisos está 
el señor Giaretto. También está el hijo del director de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil —quien es asesor del 
ministro—, el señor Scavarelli. A su vez, hay otro asesor de 
apellido Gargano, hijo del exsenador Gargano, que debe 
ser muy capaz también y trabaja como adscripto. Y tam- 
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bién hay decenas de integrantes de la secretaría del minis- 
tro. Si ingresan a la página de la Junta de Transparencia y 
Ética Pública —tal vez el ministro tiene algún asesor que 
puede asistirlo en esta tarea—, van a la sección Declaracio- 
nes Juradas y seleccionan Declarados Omisos, allí están 
los funcionarios declarados omisos en cumplir formali- 
dades que establece la Jutep para todos los funcionarios, 
para nosotros también. El 80 %, aunque yo diría que el 
90 % de quienes están declarados omisos, son funciona- 
rios del Ministerio del Interior. No son 5. No son 10. No 
son 100. No son 200. No son 500. No son 1000. No son 
1500. No son 2000. Son 2703 funcionarios del Ministerio 
del Interior declarados omisos por la Junta de Transparen- 
cia y Ética Pública. Repito: ¡2703! Entre ellos, 128 son de 
la secretaría del ministro. Yo no sabía que tenía 128 fun- 
cionarios en la secretaría. ¡No sé cómo hace para manejar 
una secretaría con tanta gente! Pero bueno. Eso debe estar 
repartido. ¡Son 2703 los funcionarios declarados omisos 
por la Junta de Transparencia y Ética Pública! Tengo aquí 
el informe. Ahora salen todos a revisarlo. ¡Revísenlo! Si 
quieren, se los alcanzo. Está acá. ¿Qué pasó? 


Sexta pregunta: ¿está al tanto el señor ministro de que 
2703 funcionarios de su ministerio fueron declarados 
omisos por la Junta de Transparencia y Ética Pública en 
el segundo cuatrimestre de 2017? ¿Qué ha hecho para so- 
lucionarlo? ¿Por qué sucedió? ¿Por qué siguen figurando 
como omisos en el link de la Junta de Transparencia y Éti- 
ca Pública? 


Pero no termina acá. Aunque parezca increíble, hay 
mucho más. No es solo el hijo del director de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil; no es solo el hijo de la minis- 
tra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente; no son solamente los dos hijos de la expareja del 
subsecretario; no son solamente el hijo y la nuera de la 
esposa del ministro; no es solamente el compañero fren- 
teamplista que colocó a su hermana como psicóloga, cuan- 
do no lo era, y a su sobrino, a vista y complacencia del mi- 
nistro. Además, hay amiguismo de otro tipo. Por ejemplo, 
hay una atleta que admiro mucho. Yo admiro mucho como 
atleta y como mujer a Déborah Rodríguez. Me parece una 
atleta formidable. ¡Hay que ser atleta en el Uruguay, con 
todos los problemas que uno tiene, comparado con todas 
las facilidades que tienen otros atletas en otros países! Ella 
es adscripta del señor ministro. Está contratada. Según 
parece, está contratada y le pagan por mes, pero ¿saben 
qué? Vive en Miami —¡en Miami!- y está trabajando como 
adscripta del señor ministro. ¡Cuéntenme cómo lo hace! 
No sé qué hace. 


Acá hay una confusión. Me parece muy bien que se 
ayude a los atletas, soy el primero en querer ayudarlos, 
pero quien tiene que hacerlo es la Secretaría Nacional del 
Deporte. ¡El Ministerio del Interior tiene que agarrar a los 
chorros! Pero no; le pasa un dinero a una adscripta a dis- 
tancia. Como dije, está bueno que la ayude, pero no pue- 
de hacerlo porque no le corresponde. Si está contratada 
como adscripta debe trabajar, y si no está en el país, no sé 
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cómo trabaja. ¿Qué será? ¿Está cediendo su imagen? Si es 
así, hagan un contrato de cesión de imagen y no la tomen 
como adscripta. Eso pega en el palo del abuso de funcio- 
nes, pero vamos a ver la respuesta que nos dan. 


Estas no son las únicas confusiones que tiene el señor 
ministro porque tampoco tiene claros los motivos por los 
cuales hay que ascender a un policía y premiarlo. Si uno 
dirige una fuerza policial que combate a los delincuentes, 
¿por qué debería ascender o premiar a un funcionario? 
Por ejemplo, por un acto de valor o de arrojo: se tiró a las 
aguas a salvar a uno que se estaba ahogando, lo premio; 
aclaró un homicidio muy complejo, lo premio, lo asciendo; 
enfrentó a los delincuentes y salvó dos vidas, lo premio. 
Sin embargo, ¿saben por qué motivos asciende a un fun- 
cionario el señor ministro? Por ganar en un reality show. 
¡Sí! Resulta que el gran ascenso que nos enteramos hizo 
el señor ministro del Interior se debió a que alguien ganó 
en un reality show de la televisión. Está bueno, yo lo veo; 
vamos a pasar el aviso: MasterChef. Es espectacular. Y re- 
sulta que como ganó en MasterChef, lo ascendemos. ¡Qué 
lindo mensaje para todos los policías! ¡Anótense en todos 
los reality shows y traten de ganarlos porque van a hacer 
carrera! 


¡Hemos perdido las coordenadas básicas! ¡Esto es el 
mundo del revés! ¡El ministro del Interior mira Master- 
Chef! Puglia es un gran tipo, le tengo aprecio, y al fran- 
chute también, pero el señor ministro tiene que ocuparse 
de los policías y de mejorar la seguridad, no de los atletas 
y de MasterChef. 


Y entramos en el último tema —tengo más, pero me 
parece que voy a aburrir—, que el propio ministro trajo en 
la última interpelación. Me refiero al tema de Jorgito Ri- 
vero, con quien el señor ministro comparte cenas, es su 
amigo, y su señora lo recibe en el despacho. El otro día les 
pregunté a los ujieres si lo conocían y me dijeron que viene 
a cada rato al Palacio Legislativo. Y ahora parece que está 
haciendo lobby para las máquinas que el fiscal de corte, el 
ministro de Economía y Finanzas y quien les habla consi- 
deramos que son ilegales. 


¿Recuerdan el golpe de efecto que intentó lograr el 
señor ministro en la última interpelación? Fue así: la in- 
terpelación venía avanzada y dijo: «El líder de la barra- 
brava de Peñarol fue en las listas del Partido Nacional y 
del Partido Colorado». En ese momento miré al señor se- 
nador Amorín y pensé: «¿Es tuyo o mio?». Al final era 
del señor senador Amorín, pero dijo que no, aunque esa 
es otra historia. Confieso que me desacomodó y el señor 
senador Lacalle Pou gritó desde su banca: «¡Diga el nom- 
bre!». Todos los que estamos aquí hemos participado del 
armado de las listas, pero no sabemos con exactitud quién 
va como candidato, por ejemplo, a concejal por el Muni- 
cipio de Tambores o quién va en el puesto treinta de la 
lista como diputado de Artigas. ¿Alguien controla todo? 
¡Vamos! Hay que llenarla. Pero cuando el señor ministro 
dijo el nombre, me di cuenta de que no lo conocía, de que 
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no me sonaba. Igualmente solicité que se hicieran las ave- 
riguaciones. En nuestro caso no había sido candidato en 
la elección nacional ni al Senado ni a la Cámara de Re- 
presentantes; lo había sido en la elección, no a la Junta 
Departamental —ni, obviamente, como intendente—, sino 
a nivel municipal, como concejal en Paso Carrasco, y ni 
siquiera fue primero. Y paso el aviso de que no era mi gru- 
po. En cuanto al Partido Nacional había ido sexto en una 
lista departamental en Canelones. Entonces pensé: «Nos 
lo encajaron». ¡Hasta exhibió las listas el señor ministro! 
Entonces, empecé a hilar y recordé quién era Jorge Rivero. 
Es amigo de la mujer del señor ministro. ¿Será el mismo? 
Y sí. A los pocos días de la interpelación el subsecretario 
Vázquez dijo a la prensa: «Quedó probado el vínculo del 
líder de la barrabrava de Peñarol con los partidos tradi- 
cionales». El señor ministro habrá creído que nos podía 
adjudicar al líder de la barrabrava para solucionar el tema. 
Fue una maniobra de efecto; no sé quién fue el o la que se 
la sugirió. ¡Una maniobra de efecto! 


Como dije, me acordé de que, en realidad, era amigo 
de la mujer del señor ministro, pero el tiro le salió por la 
culata. ¡Ni eso hace bien! Jorgito Rivero era tan amigo de 
la mujer del señor ministro que ella declaró que un día fue 
a entrar a un partido de fútbol en el que los barrabravas 
estaban controlando las cosas que se ingresaban. Jorgito 
vio a la señora del ministro y dijo: «¡Susana! ¿Qué hacés? 
¡Pasá!», y ella le contestó: «Vengo con veinte personas del 
Gobierno». Entonces, él agregó: «¡Pasan los veinte!». ¡Fí- 
jense qué amigo! Es tan amigo del señor ministro que este 
le entregaba entradas cuando jugaba Uruguay. ¡El Minis- 
terio del Interior le entregaba entradas a su amigo Jorgito 
Rivero! Y no estoy hablando de una, dos o tres, sino de 
muchas entradas para que accediera a varios partidos del 
seleccionado uruguayo. Resulta que a ese mismo Jorgito 
que nos quiso achacar al señor senador Lacalle Pou, al se- 
ñor senador Larrañaga y a quien les habla, antes de eso el 
señor ministro le daba entradas gratis. ¡Se las daba a un 
barrabrava referente de la hinchada de Peñarol que, ade- 
más, tiene cuatro antecedentes penales! Asimismo, hay 
que aclarar que los clubes y la asociación tienen prohibido 
entregar entradas. 


Y hay más noticias para este boletín. Parece que Jor- 
gito Rivero viene a cada rato al Palacio Legislativo y del 
registro de ingresos surge que en las semanas previas a la 
interpelación pasada vino catorce veces. ¡Miren qué coin- 
cidencia! Interpelamos al señor ministro y Jorgito Rivero, 
el barrabrava que se nos quiso adjudicar, vino al Palacio 
Legislativo. ¿Y a quién venía a ver, según el registro? ¿A 
algún senador? ¿A algún diputado por algún tema impor- 
tante? No. ¿Sabe a quién, señora presidenta? A la mujer del 
señor ministro. No sé si con la señora del ministro habrá 
estado preparando la interpelación, que justo, por casuali- 
dad, tuvo lugar la semana siguiente, pero ¡qué coinciden- 
cia cómo aparecieron las listas del señor Jorgito Rivero! 
¡Vaya uno a saber! No sé si le seguirán dando entradas 
como lo hicieron por tanto tiempo; lo que sí es sintomá- 
tico es la coincidencia de fechas y los hechos. El señor 
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ministro trabaja con barrabravas que dice combatir. En- 
cima, ahora ese barrabrava está haciendo lobby a favor de 
las máquinas tragamonedas, que pululan en los barrios sin 
estar autorizadas por la Dirección General de Casinos del 
Estado. Todos creemos que eso es ilegal y las leyes para 
combatirlo no avanzan acá. 


¡Hay que decidirse de qué lado se está! ¡¿De qué lado 
estamos?! ¡¿De los buenos o de los malos?! ¡¿De los de- 
lincuentes?! ¡¿De los barrabravas?! ¿¡De los que tienen 
antecedentes o de los que queremos un país sano, sin 
delincuencia, honesto!? ¿Dónde estamos? ¿De qué lado 
estamos? No digo que no tengan derechos los que tienen 
antecedentes penales, pero dime con quién andas y te diré 
quién eres. Porque hay más: no solamente se trata de la 
señora del ministro; el ministro va a cenar con este señor 
Jorgito y los de las máquinas tragamonedas. ¡Cena con 
ellos! Y no solo el ministro, sino todo el equipo ministe- 
rial. Creo que hasta el señor senador Carrera —que ahora 
está acá—, cuando era director del ministerio, también iba 
a cenar con ellos; también compartió alguna cena. El en- 
cargado de la comunicación del ministerio también; bue- 
no, y ni que hablar de la señora. 


Les ponen plata en la campaña. Hablemos del financia- 
miento de los partidos. Sí, sí; organizan cenas para juntar 
plata. ¡Arrean a los barrabravas a votar en las elecciones 
internas del MPP! Todo eso está reconocido. ¡Y nos lo qui- 
so encajar a nosotros porque iba quinto en una lista mu- 
nicipal en Paso Carrasco! No, no; hasta parece que cuan- 
do necesitan colaborar con alguno, lo llaman y le ponen 
cosas. Y, ¡coincidencia!: ahora hay un discurso público a 
favor de esos maquineros, como les llaman. Además, todo 
esto coincide con los barrabravas y con la señora del mi- 
nistro que va a cantar a la tribuna Ámsterdam en contra 
de la policía. Ahora dicen que, en realidad, los cánticos 
no eran contra la policía porque cantaba: «... aunque le 
cueste a la policía». La señora media entre la barrabrava 
de Peñarol y la policía. La llaman por teléfono a la casa 
cuando les paran los ómnibus en los viajes a los partidos 
internacionales. Eso está probado en el expediente judi- 
cial; están las escuchas. Ahora están mandando mensajes 
que dicen que me van a hacer denuncias penales y civiles 
a mí por opinar que esa actividad es ilegal. ¡Háganlas! No 
hacen más que darme más fuerza para trabajar. ¡Hágan- 
las! Se están comiendo el 112, ¿no? Pero bueno, yo opino 
acá lo que tengo que opinar y no me van a callar por más 
amenaza que me hagan llegar de una demanda penal o de 
noventa. No me importa. ¡Háganlas! No tengo problema. 
No me van a callar. No me conocen. Síganme mandando 
esos mensajes. Están equivocados. 


Por eso esta séptima pregunta: «¿Conoce al señor Jorge 
Rivero? ¿Ha cenado con él? ¿Es conocido y se ha reunido 
varias veces con su señora? ¿Sabe que era el referente de 
la barrabrava de un club de fútbol? ¿Sabe a qué se dedica 
actualmente? ¿Le dio su ministerio entradas para partidos 
de fútbol?». 
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Finalmente, y para terminar —ya ha sido largo—, em- 
pezamos a entender por qué el ministro no puede con los 
delincuentes: está ocupado con los amigos de las FARC 
colombianas, a los que quiere ayudar; está ocupado co- 
locando a los hijos de sus compañeros de gobierno como 
asesores y adscriptos; está ocupado haciendo ingresar al 
ministerio al hijo de su señora y su pareja; está ocupado 
haciendo ingresar al ministerio a los hijos de la expare- 
ja del subsecretario; está ocupado haciendo ingresar a su 
compañero de partido, a la hermana de este sin título y a 
su sobrino en la Dirección Nacional de Asuntos Sociales; 
está ocupado contratando atletas que no cumplen horarios 
y ni siquiera están en el país; está ocupado entregando 
entradas para los partidos de la selección uruguaya a los 
barrabravas del fútbol; está ocupado con el lobby de los 
denominados «maquineros», en referencia a los barrabra- 
vas de Peñarol, o yendo a cenas de recaudación con ellos. 
Mientras hace todo esto, los homicidios crecen día a día, 
los delincuentes mandan en zonas de la ciudad donde la 
policía solo puede entrar en grupos de choque y que, cuan- 
do se van, vuelven a dominar los delincuentes. Mientras 
sucede esto, los delitos se esparcen por todo el interior del 
país, y la violencia y la inseguridad llegan a ciudades y 
pueblos que hasta hace no mucho eran paraísos de paz y 
tranquilidad, como ocurre en Minas. En Minas, senado- 
ra Aviaga; en Minas no pueden controlarlos. La droga y 
el narcotráfico crecen y dominan barrios, la frontera, los 
estadios. Hay 65.000 vecinos en el programa Vecinos en 
Alerta; repito: 65.000. 


Está destruyendo a la Policía, tirando abajo doscientos 
años de experiencia en investigación y trabajo, jubilando 
o alentando el retiro de los mayores, sustituyendo la in- 
vestigación por las escuchas. Dejó de lado los cuadros con 
experiencia para sustituirlos por quienes aún no la tienen. 
Cambió al policía con experiencia por el sociólogo de la 
hiperrealidad. 


Se desperdició el conocimiento. Ya no hay disciplina 
y ya no se habla de un concepto básico como el del deber. 
No se aclara el 80 % de los homicidios como se aclaraba 
cuando él asumió, ni el 70 % ni el 60 %. Los policías son 
asesinados y rapiñados. ¡Los ciudadanos no aguantamos 
más y se nos responde que otros países están peor! ¡Has- 
ta juegan con las estadísticas! Ahora salieron a decir que 
estimaban que iban a registrarse más de 280 homicidios 
pero que, en realidad, en la región —América Latina y el 
Caribe— hay 380 homicidios por día. ¡Pero se piensan que 
somos bobos, que somos tontos! Es que estamos en una 
región violenta. ¡¿Y qué?! ¿Y por eso tenemos que tolerar 
estar cada día peor? 


Aumenta el delito; aumentan los homicidios. La si- 
tuación ya es insoportable en este 2018. ¡Hubo 35 ho- 
micidios en enero; 35 en febrero; 39 en marzo y 22 en 
dieciocho días de abril! Hay marchas que reclaman segu- 
ridad, como en Maldonado, en San Carlos, en Salto y en 
la frontera. Las víctimas son muchas: mujeres, hombres, 
delincuentes, narcotraficantes, funcionarios policiales, 
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reclusos, un anciano de ochenta y uno y hasta un chiqui- 
lín de quince. La barbarie es cotidiana; las atrocidades 
también. Un hombre aparece asesinado de un balazo en 
la nuca, con las manos atadas a la espalda, y otro aparece 
muerto, prendido fuego, calcinado en la vía del tren, con 
las manos y los pies atados con alambre. Mientras tanto, 
el ministro realiza desastrosas reformas en el instituto 
policial. 


Los números que él mismo citaba como buenos ayer, 
hoy ya reconoce que no lo son. Incurre en nepotismo, ami- 
guismo y varios «ismos» más. 


La combinación de todas estas cosas creo que son mo- 
tivos más que suficientes para remover al ministro, para 
decir que no tiene la confianza del Parlamento. 


¡Esta es mi demanda!; la demanda de todos los ciuda- 
danos honestos que quieren verse protegidos; la demanda 
de los uruguayos que queremos volver a vivir en paz; la 
demanda de los que no quieren que los delincuentes los 
desalojen de sus casas y sus barrios; la demanda de los 
que no quieren vivir más entre rejas, mientras que los que 
deberían estar entre rejas dominan territorios; la demanda 
de un cambio, de una esperanza, y no la resignación de 
soportar, cada día, estar un poco peor. 


Gracias, señora presidenta. 
(Aplausos en la barra). 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase el artículo 175 del 
Reglamento del Senado. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo 175.- Es prohibida a la Barra toda demostración 
o señal de aprobación o desaprobación. En caso de desor- 
den en la misma, el Presidente podrá disponer su desalojo 
total o parcial». 


$) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de dos asuntos 
entrados fuera de hora. 


(Se da de los siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «La 
Cámara de Representantes comunica que ha aprobado los 
proyectos de ley por los que se faculta al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social a extender, por razones de in- 
terés general, los siguientes subsidios por desempleo: 


— por un plazo de hasta ciento ochenta días a los tra- 
bajadores de la Cooperativa de Trabajadores Cerámicos 
Olmos; 
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— por un plazo de hasta ciento ochenta días a los traba- 
jadores de la Compañía Nacional de Cementos; 


— por un plazo de hasta ciento ochenta días a los extra- 
bajadores de la Fábrica Nacional de Papel (Fanapel S. A.), 
Liderliv S. A. y Comital Uruguay S. A.; 


— por un plazo de hasta noventa días a los trabajadores 
de las empresas Ebigold S. A. y Alenvidrio S. A. 

—AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


Asimismo, remite aprobados los siguientes proyectos 
de ley: 


— por el que se declara el día 11 de marzo de cada año 
Día del Artista de Carnaval; 


— por el que se designa José Enrique Rodó la Sala de 
Lectura de la Biblioteca del Palacio Legislativo. 
—A LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA». 


9 LLAMADO A SALA AL MINISTRO DEL 
INTERIOR, SEÑOR EDUARDO BONOMI 


SEÑORA PRESIDENTE.- Continuando con la sesión, 
tiene la palabra el señor ministro del Interior. 


SEÑOR MINISTRO.- Señora presidenta: en realidad, 
después de oír esta puesta en escena haciendo una enume- 
ración de hechos y adjudicando al Ministerio del Interior 
todo lo que por ahí alguien dijo —que le sirve al senador 
interpelante y que pone en boca nuestra—, voy a tratar de 
responder al sentido de fondo de esta convocatoria. Antes 
de ello quiero hacer alguna aclaración, una de tantas que 
debería, pero que no voy a hacer; simplemente me voy a 
limitar a responder las preguntas y a dar nuestra interpre- 
tación sobre el aumento de los homicidios. Luego el direc- 
tor de la Policía nacional, comisario general Mario Layera, 
va a intervenir para hacer referencia a los cambios en la 
Policía, que el senador interpelante nombra sin conocer, 
ya que cuando fue invitado a escuchar las explicaciones, 
como se invitó a todos los partidos políticos, él no concu- 
rrió —otros sí lo hicieron, e incluso asistió otro sector del 
Partido Colorado—, por lo que no oyó lo que se decía. En- 
tonces, dice cosas que no tienen absolutamente nada que 
ver con la realidad —por ejemplo cuando habla de la refor- 
ma, cuando habla del PADO- y pone en boca de nosotros 
cosas que nunca dijimos. 


Hay algunas cosas que quiero mencionar antes. No- 
sotros nunca hablamos de la bailarina, sino de la señora 
trabajadora que una vez al año salía en carnaval; nunca 
dijimos que un policía con su arma de reglamento mató a 
la bailarina. Repito: nunca lo dijimos; es más, lo dijimos 
muy claramente de otra manera. 
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Nunca le echamos la culpa de un problema, que termi- 
nó en la muerte de un ciudadano brasileño, a la obesidad 
de la funcionaria policial; eso lo dijo el abogado de ella y 
nosotros salimos a responder que eso no era así; precisa- 
mente, dijimos lo contrario a lo que dice el senador inter- 
pelante. Pero no importa: él lo pone en boca de nosotros 
porque le sirve, pero nunca lo dijimos. 


También aclaro que nunca escribimos un libro sobre el 
PADO, sino que lo hizo el BID, y para ello realizó notas 
a funcionarios del ministerio. Repito que el libro, la in- 
terpretación y la línea la dio el BID, no el Ministerio del 
Interior. 


Los talleres sobre cómo encarar un hecho violento en 
supermercados fueron pedidos por los trabajadores, con 
representación de dirigentes del PIT-CNT. Ellos pidieron 
eso, no para evitar las rapiñas sino para saber cómo com- 
portarse para no tener problemas como consecuencia de 
las rapiñas. Repito: no se dio ningún taller para evitar las 
rapiñas; las rapiñas tiene que evitarlas la policía. Lo que sí 
pidieron es saber cómo entendía la policía que se tenía que 
actuar ante esas situaciones. 


Por otro lado, el senador dice que yo le eché la culpa a 
un juez, pero no es así; yo dije que la Policía aclaró quién 
había matado a un policía y que eso había ingresado en 
tiempo y forma. Ahora bien, cuáles fueron los vericue- 
tos que recorrió por la fiscalía o por la Justicia corre por 
cuenta de ellos. La Policía lo presentó en tiempo y forma 
y esto se planteó porque se decía que la Policía actua- 
ba según el estado de conmoción pública. Yo decía que 
ahí no había conmoción pública y terminaron soltando 
a un delincuente que había matado a un policía y que 
eso estaba comprobado; después, como no lo procesaron 
cuando lo tenían, pidieron la captura. Pero lo tenían. Eso 
dije y no le eché la culpa a un juez. Además, se dijo que 
se había caído el sistema, pero eso no fue cuestión de la 
Policía. 


Hago estas aclaraciones del montón que podría hacer, 
y adelanto que haré otra cantidad cuando responda las pre- 
guntas. 


Más allá del tono, de la violencia y la puesta en esce- 
na, esta interpelación de hoy es una despedida. Elegí este 
lugar para decirlo por primera vez. Me parecía de orden 
hacerlo así y no anunciarlo antes en los medios de comu- 
nicación. Confieso que he meditado mucho estas palabras, 
en particular en los últimos meses, porque así siento esta 
instancia de hoy. Entiendo el contexto de esta convocato- 
ria en esa necesidad profunda y humana de decir: «Hasta 
acá llego». No me gusta ni comulgo con el estilo y el clima 
que se ha generado en torno a esta instancia de hoy. Antes 
lo que trascendía de una interpelación era lo que allí suce- 
día, pero ahora una interpelación se anuncia en la prensa 
y, luego, durante tres semanas seguidas se habla de ella y 
hasta forma parte de la interpelación misma. A pesar de 
que no comulgo con esto, hago el esfuerzo por comprender 
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la motivación final. La democracia necesita intercambio 
fundamentado de ideas, pero algunos se han abrazado al 
mal humor y escriben el réquiem del debate con sus ac- 
titudes y estilos. Si algo sabe el senador interpelante, es 
sobre réquiem. Yo diría que sabe, y mucho. Es más, es 
protagonista activo de varios; ser protagonista en forma 
simultánea del réquiem del sector político y del debate to- 
lerante en el Uruguay es un doble legado que no muchos 
pueden mostrar. El hecho de haber logrado con su actitud 
y su forma de hacer política ubicar a su partido en la mí- 
nima expresión electoral de toda la historia es, sin duda, 
una expresión inequívoca de una desarrollada capacidad 
de ser protagonista de una secuencia exitosa de réquiem 
en diversas áreas. 


Esta interpelación de hoy es una despedida, y así lo 
asumo. Es algo que prefigura el inicio del fin de un ciclo. 
Por eso hoy, 18 de abril, siento que se comienza a cerrar 
un ciclo donde observo posible que se pueda dejar la con- 
frontación, la discusión agresiva, la descalificación perso- 
nal por encima de los argumentos, el grito y el enojo. Al 
menos eso espero por el bien del país y de los uruguayos 
que necesitan que el debate sobre la seguridad tenga la 
tranquilidad de espíritu necesaria para llevarlo adelante, 
que aleje la mentira, el engaño, las medias verdades y el 
grito tribunero para dar paso a la sensatez, la tolerancia, 
el respeto y el tono responsable que los uruguayos quere- 
mos. De todas maneras, reitero que esta interpelación de 
hoy es una despedida, y así lo entiendo. De alguna forma 
se acerca el fin de una etapa, larga y trabajosa, con algún 
éxito y muchas derrotas, con aciertos y muchos errores. 
Pero el tiempo es justiciero y pone cada cosa en su lugar. 
Las peores despedidas son aquellas que no se dijeron y 
por eso esta despedida es diferente; esta es pública y en 
el Parlamento, es un gesto de despedida que se vincula a 
la necesidad de protagonismo para decir «existo», «aquí 
estoy», a pesar de que ya tiene escrita la letra del réquiem 
hace un tiempo. 


Por eso he dicho que esta interpelación de hoy es una 
despedida; es la despedida de quien anunció que se retira 
de la política pública, tal vez porque advierte que el ren- 
cor, la mentira reiterada, la información tergiversada y la 
demolición no son los elementos necesarios para construir 
un país mejor. 


Hace tan solo un mes y medio estuve en la sesión de 
la Comisión Especial de Seguridad Pública y Convivencia 
del Senado, a requerimiento expreso del hoy senador in- 
terpelante. Preguntó lo mismo hace cuarenta días y se le 
respondió en detalle. La comparecencia comenzó a las seis 
de la tarde y culminó a las nueve y media de la noche. Al- 
gunos senadores de la oposición fueron a respaldarlo, por 
lo menos al comienzo de la sesión, y saben de lo que estoy 
hablando. Hoy reitera las mismas cosas que dijo y dice 
las mismas inexactitudes que se le corrigieron durante esa 
sesión, pero parece no importarle. En la comisión aceptó 
que tenía interpretaciones equivocadas, pero luego salió 
y habló con la prensa y repitió como cierto lo que aceptó 
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que era un error de interpretación. ¡Pero no le importa, 
porque así entiende la política! Está jugado a romper to- 
dos los puentes, a hacerse eco de la iracundia, es decir, 
de la manifestación violenta del enfado, en este caso, a 
través de la palabra. Y en ese contexto es difícil ponerse 
de acuerdo. Cabalga entre el enojo y la negatividad y está 
dispuesto a incinerarse en una hoguera de mentiras, falsas 
acusaciones y falta de respeto. Así están las cosas y esa es 
su apuesta. 


Hoy estamos aquí, nuevamente convocados, en una 
interpelación. Esto le ha permitido al senador en retira- 
da hacer muchas entrevistas en la prensa en forma previa, 
captar algunos minutos de informativos centrales y, en las 
horas siguientes, decir nuevamente lo que ya dijo antes, 
y que volvió a expresar ahora. He llegado a la conclusión 
de que la posibilidad de escuchar y cambiar de opinión en 
base a la información no es algo muy común en esta épo- 
ca, y no solamente en el tema que hoy estamos tratando. 
Esa forma insistente y reiterada de apelar al pasado se da 
cuando alguien piensa que era mejor que el presente, pero 
cuando los recuerdos son más frecuentes que los sueños 
estamos ante una nostalgia que paraliza. Por eso esta in- 
terpelación es usada como despedida más que como un 
intento de comprender y construir caminos. Se vuelve a 
insistir con temas que ya se debatieron y aclararon hace 
pocos días y se introducen otros que se han debatido en 
profundidad en otras instancias similares a estas, pero 
hay quien vive en campaña electoral permanente y llega a 
ofrecer apoyos para destruir a un candidato al cual no se le 
pudo ganar en las urnas, como sucedió en la noche del 26 
de octubre de 2014, a los pies del escenario que estaba ins- 
talado en las puertas del hotel NH Montevideo Columbia; 
aquella noche fue para eso. Tal como quedó registrado en 
la prensa a través de una grabación, concurrió al acto —se- 
gún sus palabras— a apoyar a quien había salido segundo 
para que hagan mierda a Tabaré Vázquez. Ni se planteó: 
«Vengo a ayudar a construir un Gobierno diferente»; no, 
fue a ayudar —expresado con toda la iracundia que la pren- 
sa recogló— a hacer mierda a Tabaré. Y unos días después, 
por tercera vez consecutiva, el Frente Amplio ganaba las 
elecciones. 


Con mucho esfuerzo, después de esto que oí, voy a 
centrarme en la convocatoria, prioritariamente en los te- 
mas de seguridad, aunque en la nota que presentó al Cuer- 
po esos temas representan menos del 20 % de su interés; 
el 80 % de lo que plantea, además de haber sido hablado 
y aclarado hace cuarenta días en la comisión respectiva 
del Senado, responde al interés del ataque personal. Pero 
así es su estilo y su prédica. No comparto esa forma de 
hacer política que practica. En las urnas ha cosechado su 
siembra. Se abrazó al rencor y al malhumor y en su sole- 
dad cree que estar por la negativa le otorgará la razón. Por 
ese motivo pronostica reiteradamente el desastre y trata 
de instalarlo como una realidad que vive de forma intensa 
pero efímera. Pero ese es su problema; el tiempo pondrá 
cada cosa en su lugar. 
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Antes de ingresar en el tema de fondo, los homicidios, 
voy a referirme a los otros tres temas: actos de nepotismo, 
vínculos con barrabravas y la presencia y contratación de 
un integrante de las FARC en el Instituto Nacional de Re- 
habilitación, pero lo voy a hacer en el marco de las pre- 
guntas realizadas. 


Una de ellas tiene que ver con el supuesto miembro 
de las FARC y la contratación por parte del Ministerio 
del Interior. Esto ya lo aclaramos en un comunicado que 
leímos públicamente, que llevamos a la comisión y que 
dejamos en ese ámbito. Asimismo, les entregamos las res- 
puestas que recibimos del Poder Judicial de Colombia y 
las respuestas que nos dio el Gobierno colombiano sobre 
la supuesta vinculación de quien mencionó el senador in- 
terpelante, lo que no debió haber hecho, porque hay una 
ley de refugiados que protege a los refugiados, y este hom- 
bre lo es. 


Lo primero que decimos —ya lo expresamos varias 
veces y por eso nos cuesta entrar en este tema- es que 
este supuesto integrante de las FARC fue contratado por 
el Ministerio de Educación y Cultura, y no para entrar en 
la cárcel de Punta de Rieles, como recién se señaló. Esa 
persona daba clases en la UTU y a partir de ello lo derivan 
a hacer una tarea cultural en el INR de Punta de Rieles. 
Esto es así. Cumplía horas docentes. Cuando se le termina 
el contrato, el Ministerio del Interior le sigue pagando ho- 
ras docentes hasta que termina el trabajo, que culmina con 
una presentación en la sala Zitarrosa, un espectáculo cul- 
tural con personas privadas de libertad, y a partir de ahí se 
despide. Esa es la realidad de la contratación, pero lo que 
importa es que es miembro de las FARC, ¿no? Cuando 
asistimos a la comisión, el senador interpelante agregó un 
elemento que no teníamos: que había una requisitoria por 
parte de Colombia. Nosotros escarbamos mucho más atrás 
de lo que teníamos y efectivamente encontramos que en 
el 2006 llegó un código azul de Interpol. Aclaramos que 
el código azul no es una requisitoria, sino que le informa 
a la Policía uruguaya lo que cree la Policía colombiana. 
Entonces, sí lo acusan de haber participado en un frente 
internacional y de hacer campaña en el exterior. Pero hete 
aquí que no estaba en Uruguay, sino en Colombia, y la 
Policía de ese país lo detuvo y lo llevó a la Justicia. La 
Justicia colombiana —eso es lo que nosotros teníamos y 
lo que nos habían mandado— no encuentra razones para 
hacer una persecución penal. Por lo tanto, lo dejó en liber- 
tad sin ni siquiera hacerle juicio, y declara su inocencia 
antes de completar el juicio. Por consiguiente, no conside- 
ra correcto lo que la Policía colombiana había mandado a 
Uruguay. Después pedimos más información y el Minis- 
terio de Defensa Nacional de Colombia, la Policía nacional 
de Colombia, nos dice que esta persona no tiene asuntos 
pendientes con las autoridades judiciales. Y dice que la 
expresión «no tiene asuntos pendientes» quiere decir que 
no tiene antecedentes judiciales ni de otro tipo. Entonces, 
seguir diciendo lo que se viene repitiendo en la prensa, 
luego de haber escuchado nuestras razones en la comisión 
parlamentaria, no tiene sentido, y traerlo acá ¡tiene menos 


CÁMARA DE SENADORES 


18 de abril de 2018 


sentido! No corresponde hacer esto, pero es el estilo: hacer 
ruido, mucho ruido mediático, con algo que sabe que no es 
cierto. No quiero decir que es mentira, pero está faltando 
deliberadamente a la verdad, porque sabe que no es cierto 
y, sin embargo, sigue diciéndolo públicamente. Esa es la 
respuesta a la primera pregunta referida a ese tema. 


La otra pregunta tiene que ver con el nepotismo y ahí 
vamos a dividir la respuesta. Y también quiero aclarar que 
la mayor parte de lo que voy a decir ahora ya lo dije en dos 
interpelaciones y en la comparecencia a una comisión del 
Senado. ¡Ya está dicho! Bien podría decirles que vayan a la 
versión taquigráfica; podría decirlo. Sin embargo, hay dos 
cosas que el señor senador agregó que no fueron dichas, 
por lo cual esas voy a responderlas claramente. 


Habla de nepotismo porque Eduardo Florio trabaja 
en el ministerio y es hijo de la ministra de Vivienda, Or- 
denamiento Territorial y Medio Ambiente; eso es cierto. 
Eduardo Florio ingresó por concurso en el 2005, cuando 
todavía Eneida de León no era ministra; pasaron diez años 
antes de que lo fuera. Entonces, no sé si Eduardo Florio 
tendría que haber renunciado porque su madre era minis- 
tra o si la madre no debería haber aceptado el cargo porque 
el hijo trabajaba en el Ministerio del Interior. 


En cuanto a Scavarelli, es verdad que es adjunto mío 
en temas penales. Hizo un importante trabajo de segui- 
miento de la puesta en marcha del Código de Proceso Pe- 
nal desde el Ministerio del Interior. Esto no tiene nada que 
ver con nepotismo. Si bien está adjunto, su sueldo es el de 
adjunto dividido 3 o 4. 


En relación a Nicolás Aresce y Florencia Capdeville, 
que son mis hijastros, entraron por concurso en Maldona- 
do en 2011. Originalmente, era un concurso para ochenta 
o cien operadores penitenciarios y se había presentado una 
cantidad importante de gente. El concurso se hizo cuando 
empezaba la temporada turística y los que quedaron ano- 
tados eran mucho menos que las vacantes. Y ganaron el 
concurso: Florencia salió primera y Nicolás segundo. Eso 
es así. 


A veces lo sigo al señor senador interpelante y así lo 
hice cuando fundamentó un proyecto de ley, lo vi en el 
programa Santo y Seña cuando decía que él admitía el in- 
greso por concurso. Además, se trata de un proyecto de ley 
que no sé si va a tener aprobación; lo que acá rige es has- 
ta la segunda generación y hemos llegado hasta la cuarta 
generación, no solo en una misma oficina, sino en todo el 
Estado. Esta es la realidad. La pregunta indica si trabaja- 
ron en la misma dependencia en Maldonado y sí, así fue, 
trabajaron en la misma dependencia en Maldonado. 


Hay dos casos más, pero voy a pedir que responda el 
señor Jorge Vázquez. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
subsecretario. 
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SEÑOR SUBSECRETARIO.- Señora presidenta: los 
dos temas planteados por el señor senador Bordaberry ya 
han sido analizados en reuniones anteriores. En la inter- 
pelación anterior la pregunta original dirigida a mí era si 
Leonardo Giaretto era mi hijo, y contesté que no, porque 
no lo es. Después el señor senador Heber fue más preciso 
y me preguntó: «¿Leonardo Giaretto es hijo suyo?». Y le 
contesté: «No, no es hijo mío». Entonces, me pregunta: 
«¿Pero es hijo de su señora?». Y respondí: «No, no es hijo 
de mi señora». 


Eso demostraba que indudablemente estaban mane- 
jando una información que era equivocada. Si estaban 
actuando de buena fe, lo correcto hubiera sido que me di- 
jeran: «Dígame, señor Vázquez, ¿qué relación tiene usted 
con el señor Giaretto? ¿Cuáles son sus vinculaciones?». O, 
«¿por qué trabaja en el ministerio?». Y yo se lo hubiera ex- 
plicado, como lo hice en muchas oportunidades, y también 
se lo expliqué en aquel momento. 


Leonardo Giaretto ingresó como funcionario del Mi- 
nisterio del Interior en el año 2005, cuando me desempe- 
ñaba en la Prosecretaría de la Presidencia de la República 
o sea que no tiene nada que ver, porque son organismos 
diferentes—, por el mecanismo habitual con el que ingresa- 
ban los agentes de policía a la Jefatura de Policía de Mon- 
tevideo. Ese era el mecanismo; no había otro. Siguió des- 
empeñándose en ese cargo hasta que se comenzó a pensar 
en la creación de la Unidad Aérea de la Policía Nacional. 
En determinado momento, deja el cargo de policía ejecuti- 
vo y asume un cargo de contrato policial. Lo que el señor 
senador Bordaberry no dice es que no es lo mismo tener 
un contrato de policía ejecutivo que un cargo por contrato 
policial. Los policías ejecutivos ganan más, pero, además, 
es imposible que alguien salte de un cargo de agente a un 
cargo de comisario si no hace los cursos de ascenso y no 
cumple con los requisitos necesarios para poder hacerlos; 
hoy en día eso es imposible. 


Dentro de los cargos por contratos policiales hay dis- 
tintos tipos de cargos técnicos —como los médicos, enfer- 
meros, personal profesional, etcétera—, de acuerdo con la 
tarea que se vaya a realizar. En este caso, que se creaba 
la primera Unidad Aérea de la Policía Nacional, se le dio 
un cargo con la intención de que fuera correctamente re- 
munerado desde el punto de vista presupuestal y que le 
permitiera realizar su tarea en las mejores condiciones 
posibles. Se contrató a tres personas, porque se arrancaba 
de cero. 


Y debo decir que, gracias a la contratación de esas 
tres personas, dos años después la Policía nacional tie- 
ne una unidad aérea con una base en el aeropuerto de 
Carrasco y un hangar en el aeropuerto de Melilla, con 
tres helicópteros que patrullan permanentemente el área 
metropolitana, que apoyan a la Policía de Tránsito, a la 
Dirección Nacional de Bomberos y a la seguridad de 
Maldonado, que participan en la búsqueda de personas 
perdidas, que apoyan los operativos policiales del PADO 
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y aquellos que se desencadenan a punto de partida de 
diferentes acciones. También apoyan los operativos que 
se realizan sobre las zonas de mayor riesgo que, perma- 
nentemente, están seleccionando áreas donde pueden 
detectar desarmaderos de vehículos, es decir que hacen 
todas aquellas cosas que habitualmente la Policía no veía 
desde tierra. 


Quiere decir que nosotros debemos medir por los re- 
sultados. Necesitábamos armar rápidamente una unidad 
que fuera altamente eficiente, con gente que reuniera las 
condiciones, entre ellos un instructor con más de 15.000 
horas de vuelo. Además, fueron los que capacitaron desde 
el punto de vista teórico al resto de los pilotos y a los ob- 
servadores de la unidad aérea, que fueron seleccionados 
por la Dirección de la Policía nacional. 


Repito, uno debe medir el tema por los resultados. 
Nosotros elegimos a gente que considerábamos que re- 
unía las condiciones adecuadas. Probablemente —como 
dice una de las preguntas— había en el Ministerio del In- 
terior pilotos con anterioridad, pero da la casualidad de 
que la Dirección de la Policía nacional no seleccionó a 
muchos de ellos para participar en este nuevo emprendi- 
miento. En este momento tenemos pilotos profesionales 
altamente capacitados en un período, diría récord, que 
están desempeñando una excelente labor. La Policía y 
los uruguayos debemos sentirnos satisfechos, porque 
cuando está operando la Policía aérea los ciudadanos se 
sienten mucho más seguros. Los mismos han participado 
en el patrullaje de las zonas suburbanas —donde habitual- 
mente era muy difícil realizar la tarea— y rurales, sobre 
todo en lo que tiene que ver con el desplazamiento del 
delito y el ataque al abigeato. A través de este mecanis- 
mo se ha obtenido información importante porque, nor- 
malmente, en los patrullajes se filma y se fotografía todo 
aquello que resulta de interés, lo que luego es tomado por 
la unidad de análisis que determinará qué zonas amerl- 
tan un patrullaje más exhaustivo o deben desencadenar 
un procedimiento judicial que avale otra acción desde el 
punto de vista policial. Estamos absolutamente convenci- 
dos de que hicimos las cosas bien y, en este caso, no hay 
nepotismo de ninguna manera. Estamos compensando a 
las personas en forma adecuada y midiendo el resultado 
de nuestro accionar. 


Debo decir, además, que el señor Leonardo Giaretto 
tiene un contrato a término y que, una vez configurada, 
la unidad respectiva quedará bajo la órbita de la Direc- 
ción Nacional de Policía. Fue imprescindible que la pla- 
nificación, el análisis, los contactos, los permisos y las 
vinculaciones, tanto con las policías aéreas de otras partes 
del mundo, como con la Fuerza Aérea y la Dinacia se hi- 
cieran al más alto nivel posible. Para nosotros esto es un 
logro; debemos reconocerlo así porque, además, todas es- 
tas personas han hecho un esfuerzo desmedido para que, 
después de cuarenta años de tenerlo como una aspiración, 
hoy podamos efectivamente contar con una unidad aérea 
de excelente calidad. 
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La pregunta n. 5 dice: «¿Ante los hechos que termi- 
naron con la renuncia del señor Leonardo Anzalone y su 
hermana en la Dirección Nacional de Asuntos Sociales, 
se dispuso la realización de una investigación administra- 
tiva?». El tema del señor Anzalone arrancó con una de- 
nuncia penal y, tanto su situación como la de su hermana, 
se dirime en la órbita de la justicia penal, que aún no ha 
fallado. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Señora presidenta: antes de pa- 
sar a la pregunta n.* 6 quiero hacer referencia a dos temas 
mencionados por el señor senador interpelante que no sé 
dónde ubicarlos. Me refiero a la situación de Déborah Ro- 
dríguez y de Nilson Viazzo. 


Déborah Rodríguez ha sido contratada como asistente 
mía pero no con el sueldo completo, pues también ha sido 
contratado otro atleta, como es Andrés Silva. Ambos par- 
ticipan activamente del Programa Pelota al Medio a la Es- 
peranza que, mediante el trabajo con escolares y liceales, 
trata de llevar a zonas conflictivas políticas de conviven- 
cia. En este momento hay más de dos mil seiscientos es- 
colares incluidos en el programa, además de funcionarios 
que trabajan continuamente y deportistas muy importan- 
tes, de fútbol, básquetbol y rugby que colaboran honora- 
riamente. Como dije, Déborah Rodríguez está contratada 
como asistente y desarrolla actividades en el programa. 
Consideramos que es una referente muy positiva y cumple 
su papel con creces. Es cierto que en los meses de enero y 
febrero estuvo en Estados Unidos, pero durante ese tiem- 
po también desempeñó tareas en Uruguay y desde el 15 
de marzo comenzó su licencia reglamentaria. Aun cuando 
estaba en Estados Unidos viajaba a Uruguay, por lo que 
es probable que la hayan podido ver en actividades que se 
mostraron en informativos centrales de televisión. 


Por su parte, es cierto que Nilson Viazzo fue ascendi- 
do, pero no por ganar MasterChef. 


Insisto: el señor senador interpelante tiene una capa- 
cidad enorme para transformar hechos en lo que a él le 
conviene y le sirve para hacer su exposición. 


De 2010 a la fecha han ascendido 432 policías, entre 
agentes de 1.* y suboficiales mayores y, al mismo tiempo, 
fueron premiados 5700 policías. Los motivos de las pre- 
miaciones han sido diversos, pero entre ellos se destacan 
los premios a la laboriosidad, a la inteligencia funcional, 
a la abnegación, al heroísmo y al ejemplo de conviven- 
cia. ¡No es Nilson Viazzo el primer policía! Recuerdo que 
cuando visitamos la cárcel de Artigas —creo que la señora 
senadora Ayala debe saber de esto— nos llevaron a una es- 
cuela y allí los maestros, alumnos y padres estaban pre- 
miando a un policía por su labor como policía comunitario 
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y, además, porque después de terminado su horario seguía 
con una escuela de fútbol de la que participaban más de 
cien niñas y niños pertenecientes a Pintadito, un barrio 
con complicaciones. ¡Y lo fuimos a ver trabajar y lo ascen- 
dimos como ejemplo de convivencia! 


Nilson Viazzo podía haber ganado o perdido pero, para 
nosotros, el hecho de que un policía estuviera un año en- 
tero en televisión, trasmitiendo valores muy importantes, 
nos llevaba al mismo razonamiento. ¡No lo ascendimos 
por haber ganado, sino por trasmitir valores de conviven- 
cia durante un año! Son dos o tres policías en 432. En- 
tonces, cuando el señor senador interpelante, histriónico 
y con una gran puesta en escena, señala: «Podrían haber 
ascendido por combatir delincuentes», decimos que esa es 
la norma, lo enormemente mayoritario y que estos dos ca- 
sos son la excepción. Ahora bien, como en la medida de 
lo posible creemos que los que trasmiten valores también 
tienen que ser reconocidos, lo hemos hecho. Ya hemos 
hablado de estas cosas en otros lados pero nos obligan a 
hacerlo varias veces. 


A continuación me voy a referir a la pregunta que tie- 
ne que ver con los funcionarios que no cumplieron con 
la Jutep. De nuevo —pido disculpas pero tengo que hacer- 
lo—, el histrionismo deforma las cosas. El señor senador 
interpelante quiso hacer aparecer a los funcionarios del 
Ministerio del Interior como aquellos que están obligados 
a presentar la declaración jurada por ser funcionarios de 
confianza; sin embargo, no es igual. No es igual a lo que 
ustedes y nosotros tenemos que llenar como declaración 
jurada. ¡No es igual! 


En el presupuesto votado en el 2015 establecimos, ex- 
presamente, que los 32.000 funcionarios del Ministerio del 
Interior tenían que llenar la declaración jurada para poder 
hacer una investigación mucho más profunda. Es cierto 
que aproximadamente 2700 funcionarios no la habían lle- 
nado. Nos enteramos —no porque lo dijera el senador inter- 
pelante con su histrionismo— y dimos la orden de que tenía 
que cumplirse. Además, hablamos con la Jutep para que 
diera un plazo algo mayor; se están entregando pero no sa- 
bemos si falta alguna. Es un proceso completamente dife- 
rente, no hay funcionarios que tengan alguna vinculación 
con la política que no hayan llenado la declaración jurada; 
sí puede haber funcionarios policiales en esa situación. El 
director de la Policía nacional dio la orden de que debía 
cumplirse con la declaración jurada. El problema de este 
sistema, a pesar de que el senador interpelante lo ha dicho 
en la prensa y ahora le respondamos acá, es que va a salir 
su visión, pero no es cierta, no es la verdad, y él sabe que 
no es verdad. Esta es una discusión compleja. 


En la última pregunta aparece otra vez su histrionis- 
mo, aunque ya no es solo histrionismo, es otra cosa, es 
cómo maneja la información. Según el senador interpe- 
lante yo presenté el hecho de que Jorgito Rivero estaba 
en listas y, entonces, por arte de magia, por alguna razón 
inesperada, se dio cuenta de que estaba hablando de Jor- 
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gito Rivero barrabrava. Es exactamente al revés. Él hizo 
acusaciones muy fuertes. En esa interpelación dijo —yo 
aguanto porque no quiero que me desvíe de lo que quie- 
ro decir; digo lo que quiero decir y no lo que el senador 
interpelante quiere que diga— que yo dormía con el ene- 
migo. Podría haber respondido que en mi casa el enemi- 
go entra cuando yo quiero y nunca dejo que se quede a 
dormir, pero él se crió con el enemigo, lo crió el enemigo 
y nunca lo dije, ahora lo expreso porque me obliga por 
la mala fe con que maneja todo esto. ¡No duermo con el 
enemigo! Nadie duerme en mi casa si no quiero. Me dijo 
eso y después mostré las listas, la de Paso Carrasco y la 
26 de Canelones en una elección nacional. Ese escándalo 
de «lo tienen en las listas», no es tal. ¡Por favor, hablemos 
en serio! Y hablemos en serio sobre esto también. Voy a 
ir primero a un aspecto de la pregunta y después al otro 
que para mí es el más relevante, aunque para el senador 
interpelante es más importante el que voy a mencionar 
ahora. Es cierto que en las elecciones internas del Frente 
Amplio el grupo —como él dijo— de los maquineros, que 
son los que trabajan con máquinas tragamonedas, hizo 
un asado en el que había cientos de personas. Dice que 
cené con Jorgito, y capaz que sí porque estaba ahí, pero 
no es que cené; estuve en el asado en el que también esta- 
ba invitado el diputado Alejandro Sánchez para explicar 
por qué quería ser presidente del Frente Amplio en las 
elecciones internas. Me invitaron y fui. Terminó el asado, 
me fui y punto, no hay nada más. Esto sale en una nota 
de Búsqueda. Y este es el problema, porque en una época 
las interpelaciones se transformaban en noticia de prensa 
y ahora los sueltos de prensa se transforman en motivo de 
interpelación. Hay una superficialidad tremenda en todo 
lo que dijo, lo que hizo fue relatar hechos y no analizó ni 
una causa. ¡Nada! Habló de hechos, los relató todos. Yo 
los puedo relatar igual o con agregados, pero son hechos; 
lo que importa cuando uno quiere corregir son las causas, 
si no sabe cuáles son las causas de lo que pasa no lo pue- 
de corregir. Entonces, es todo lo mismo. En Búsqueda se 
publicaron dos fotos, una en la que estamos con el sena- 
dor Carrera y otra de Jorge Rivero en el despacho de un 
diputado del Partido Nacional. Se tiró todo para esta foto, 
pero no para la otra y Búsqueda lo dice. En definitiva, 
¿cuál es el tema? El tema fue ese: hubo una invitación y 
fuimos. Esta es la verborragia histriónica del senador in- 
terpelante. La pregunta dice otra cosa: «¿Conoce al señor 
Jorge Rivero?». Sí, lo conozco. Después pregunta: «¿Ha 
cenado con él?». Sí, fue lo que dije. «¿El mismo es co- 
nocido y se ha reunido varias veces con su señora?». Mi 
señora dice que se han reunido alguna vez y Jorge Rivero 
expresó —lo escuché en un programa periodístico de El 
Espectador— que fue catorce veces al Parlamento; se dijo 
que en todas esas oportunidades se había reunido con mi 
señora, pero él fue a distintas reuniones. Una de ellas está 
registrada, por la foto, en un despacho de un diputado del 
Partido Nacional. Pregunta: «¿Sabe que era el referente 
de la barrabrava de un club de fútbol?». Sí. «¿Sabe a qué 
se dedica actualmente?». Más o menos; en esa entrevista 
de El Espectador dice que tiene máquinas tragamonedas. 
«¿Le dio su ministerio entradas para partidos de fútbol?». 
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No; esto ya lo dijimos no sé cuántas veces y lo vuelvo 
a reiterar: las barrabravas de Peñarol y de Nacional re- 
colectaron dinero para comprar juntas dos banderas de 
Uruguay en el marco de las eliminatorias. Le plantearon a 
la Asociación Uruguaya de Fútbol la posibilidad de inter- 
cambiar las banderas: una la llevaba la barra de Peñarol 
y otra la de Nacional y al partido siguiente cambiaban la 
bandera y por eso pidieron entradas. La Asociación Uru- 
guaya de Fútbol nos preguntó si por esa vez estábamos 
de acuerdo con que se le dieran y dijimos que sí, pero no 
de ahí en adelante. Eso fue así y lo aclaramos un montón 
de veces, pero acá hay una sugerencia, no por cómo está 
redactada, porque una cosa es la pregunta fría escrita y 
otra es el acting del senador interpelante que deja entre- 
ver otra cosa. También nos interpelaron por esto. Vamos a 
hacer una memoria; eso sí, la vamos a publicar nosotros. 
Vamos a escribir un libro sobre la interpelación anterior, 
no la del senador Bordaberry, sino la del diputado Car- 
doso —quizás no toda, solamente lo del fútbol-, donde 
explica el crecimiento de las barrabravas durante mucho 
tiempo y la actitud de los dirigentes y los periodistas del 
fútbol, y de los ministros del Interior de gobiernos pa- 
sados, anteriores a 2005, cuando decían que este era un 
tema privado en el que nada tenían que ver los clubes, el 
Gobierno y la Policía. Quien más puso el dedo en la llaga 
en los Gobiernos de los noventa fue el entonces ministro 
del Interior, doctor Ramírez, quien dijo que les estaban 
dando entradas y que debían dejar de hacerlo, pero des- 
pués nadie cambió nada. Nosotros podemos hablar con 
quien sea, pero les pedimos a todos que a los barrabravas 
no les dieran entradas, plata para sacar entradas ni pre- 
bendas, pero nos seguían solicitando policías hasta que 
un día nos tuvimos que poner fuertes y firmes, y decir: 
«Mientras les den entradas no entran policías a la can- 
cha». Nos pegaron los dirigentes, los periodistas deporti- 
vos y varios dirigentes políticos diciendo: «¡Cómo no van 
a meter policías en la cancha!». Precisamente no haciendo 
esto logramos que dejaran de darles entradas y compraran 
las cámaras de videovigilancia con identificación facial. 
Luego se jugó el clásico al que hizo referencia —histrió- 
nica— el miembro interpelante, que fue un éxito. ¿Saben 
por qué? Porque desde ese momento en adelante —ya pa- 
saron diecisiete meses— no hubo un hecho de violencia en 
el campeonato uruguayo. Las barrabravas no jugaron su 
papel en el campeonato uruguayo; es más, todavía no se 
llegó a usar el estadio de cada uno de los cuadros grandes 
y ya nos dicen que pueden jugar allí, incluso con hincha- 
da de visitante. ¿Por qué? Porque el clima en el fútbol es 
completamente diferente. 


¿Qué hicimos? Combatimos las barrabravas. No alter- 
namos con ellas, sino que las combatimos como nadie lo 
hizo antes, no haciendo caso a recomendaciones inservi- 
bles porque tenían un enorme lobby detrás para que lle- 
váramos policías mientras los clubes les daban entradas 
para que ingresaran y ambientaran la barrabrava. Dijimos: 
«Mientras eso siga así, no lo hacemos más». Y hoy las 
barrabravas no están desaparecidas, pero sí en claro re- 
troceso. 
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Por lo tanto, insinuar lo que se pretende insinuar es... 
no sé cómo decirlo. Me viene a la mente la palabra «cana- 
llada» y, honestamente, no quisiera usarla. 


Creo que las preguntas hechas están respondidas. Po- 
drán conformar o no, pero esas son nuestras respuestas. 


En lo personal, entiendo que el tema de fondo son los 
homicidios, pero no el relato de los homicidios. 


Hace un año y medio, cuando fuimos interpelados 
por el actual miembro interpelante, dijimos que al mes de 
octubre habían bajado las rapiñas. ¡Ah! ¡Qué escándalo! 
¡Cómo íbamos a decir eso si todavía no había cerrado el 
año! Entonces señalamos: «Bueno, no cerró el año, pero 
faltan dos meses y creemos que se van a mantener las ci- 
fras». Y así fue, tal como lo dijimos. Sin embargo ahora, 
transcurridos solo tres meses, ya se proyectó todo el año. 
En aquel momento proyectar para dos meses era una aven- 
tura, un disparate, y ahora proyectar para nueve meses pa- 
rece que está bien. Ah, bueno, ¡proyectemos! Pero no solo 
se proyecta sino que, en lugar de hacerlo al año cerrado, 
se va para atrás desde el momento en que estamos. Así no 
hacemos una estadistica; así no la hace nadie. Consulta- 
mos y en el mundo no la hacen así. Hay países que no tie- 
nen en cuenta los números porque no son confiables, pero 
el señor senador interpelante sí confía. Cuando vamos al 
Banco Mundial, nos manejamos con los números que nos 
dan. Allí no entran todos los países de la región —no están 
todos—, pero nosotros sí, y cuando comparamos, lo hace- 
mos con aquellos que internacionalmente son tenidos en 
cuenta. 


Hecha esa aclaración, vayamos a la evolución de los 
homicidios y la situación en el Uruguay en 2017 y en el 
primer trimestre de 2018. 


Ante todo, disculpen, pero quiero decir que no somos 
una isla, vivimos en un continente y estamos inmersos en 
un mundo; además, parece que cuando tenemos que anali- 
zar los delitos de homicidio, son nuestros, pero cuando se 
trata de analizar lo que sucede en el turismo, actividad por 
la que ingresa al país gente del exterior, en ese caso, sí vale 
que vengan, ¡porque es fácil delinquir aquí! ¡Ni pasa por la 
cabeza que vienen a nuestro país porque hay dinero para 
robar! Hubo un momento en que no venían porque Uru- 
guay no era un blanco importante. ¡No es por la facilidad! 


A continuación voy a citar un ejemplo que ya di en 
comisión; lo repito ahora porque allí no estaban todos pre- 
sentes. Cuando tenía dieciocho años, veía películas poli- 
ciales y leía novelas del mismo tenor, y los escenarios eran 
los grandes centros turísticos internacionales donde había 
casinos, adonde iba mucha gente y también delincuentes. 
Bueno, acostúmbrense a que ahora vengan los delincuen- 
tes a Uruguay, porque nuestro país es un gran centro inter- 
nacional de turismo y viene mucha más gente que antes. 
Además, vienen con dinero, o sea que hay plata y otros 
vienen a robarla. Agarramos a casi todos los delincuen- 
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tes que vinieron por esa razón. Los que vinieron a robar 
el hotel Enjoy Punta del Este —ex-Conrad-—, por ejemplo, 
¡resulta que eran de cuarta! Después que los detuvimos se 
dijo que eran de cuarta, y también que ¡cómo no íbamos 
a agarrarlos si aquello era un disparate: las joyas estaban 
a tres cuadras del Conrad y los chorros frente a la jefa- 
tura! Si no los hubiéramos aprehendido y después se hu- 
bieran conocido todos estos detalles, habrían dicho: «¡Qué 
genialidad! ¡¿Quién iba a encontrarlos a tres cuadras del 
Conrad y frente a la jefatura?!». Si esto hubiera pasado era 
una genialidad pero, como no pasó, resulta que eran de 
cuarta. Ahora bien, los de cuarta robaron en otros países: 
en México, donde no los agarraron; en Costa Rica, donde 
identificaron a cinco pero no los agarraron; en Canadá y 
también en otro país del norte —que no es ninguno de es- 
tos, pero como no lo dice la prensa, tampoco voy a decir- 
lo—, donde tampoco los agarraron. Después los agarramos 
acá. Los mexicanos nos piden foto y filiación; a su vez, se 
nos anuncia —por parte del embajador— que se va a pedir la 
extradición de cinco de los que estuvieron en Costa Rica. 
¡Pero acá son de cuarta! Allá en México, en Costa Rica, 
en Canadá, etcétera, eran delincuentes de primera, pero 
acá son de cuarta. ¡Y son los mismos! Bueno, acá tene- 
mos mejor fútbol que Costa Rica, capaz que aquí juega 
en cuarta y allá en primera. Capaz que es eso. Pero no es 
así; la realidad es que acá los detuvimos cuando en otros 
países no pudieron. 


Vamos a presentar cifras que permitan realizar una 
comparación a nivel regional. Aunque no guste, no se pue- 
de dejar de hacer esto. 


Al inicio de esta Administración, en el año 2015, en 
Uruguay la tasa de homicidios era de 8,5 cada 100.000 
habitantes y, en Montevideo, de 12,5 cada 100.000 habi- 
tantes. Aquí hago un paréntesis. Las cifras presentadas 
databan del año 2012, cuando comenzó la gestión Bono- 
mi, según el histrionismo del interpelante. Ahora bien; la 
gestión Bonomi empezó en 2010, cuando había 226 homi- 
cidios. Ese primer año el número bajó a 205 y, en 2011, a 
199. Quiere decir que la gestión no empezó con 199 homi- 
cidios sino que esa reducción fue producto de la gestión. 
Digo esto solo a modo de aclaración, para poner el punto 
de arranque a las cosas. No me voy a detener demasiado 
en eso, pero no lo quiero dejar pasar. 


En 2017, la tasa de homicidios fue de 8,1 cada 100.000 
habitantes y, en la ciudad de Montevideo, de 11,7, es decir 
que bajó respecto al año 2015; había bajado más en 2016, 
cuando estaba en 7,6, pero después volvió a subir. Enton- 
ces, hemos pasado de una tasa de 8,5 en 2015, a una de 8,1 
en 2017. Si miramos la serie histórica de los homicidios en 
Uruguay desde el retorno de la democracia, advertiremos 
que el promedio de la tasa de homicidios es de 6,8. Es cla- 
ro que ese es el promedio, siempre hay variaciones hacia 
un lado u otro. 


En 1993 —o 1994, según nuestros registros, aunque 
para el miembro interpelante fue en 1997— los homicidios 
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aumentaron un 27 % en relación con 1992: hubo 243 y, al 
año siguiente, 244, Quiere decir que de un año a otro hubo 
una variación de uno y fue de las más altas, el segundo 
aumento más alto de la historia. En esa época gobernaba 
el Partido Nacional en alianza con el Partido Colorado. No 
encontré registro alguno de interpelación o de preocupa- 
ción manifiesta en ese momento, a pesar de que ese año 
la tasa de homicidios trepó del 5,8 al 7,3, un crecimiento 
importante. 


En el año 1997, cuando gobernaba el Partido Colora- 
do, los homicidios aumentaron un 19 % en relación con el 
año anterior y tampoco encontré registro alguno de preo- 
cupación en ese momento. Ese año la tasa de homicidios 
trepó del 6,3 al 7,4. ¿Saben por qué no sucedió eso en ese 
momento? Porque quienes estábamos en la oposición éra- 
mos responsables y no sembrábamos dudas ni buscába- 
mos desmoralizar a la Policía con un permanente hostiga- 
miento. Hacíamos otra cosa: cuestionábamos un régimen 
económico, una política económica y social, y cuando 
criticábamos poníamos alternativas arriba de la mesa. 
Siempre poníamos alternativas arriba de la mesa. Después 
veníamos acá y perdíamos, ¡siempre!, pero la alternativa 
quedaba y luego manejábamos la alternativa, no la crítica. 


De acuerdo con todos los estudios de opinión pública, 
la Policía uruguaya ha aumentado sistemáticamente, en 
los últimos siete años, su prestigio y hoy es una de las 
instituciones en la que más confían los uruguayos. Es, 
además, en la región, la Policía con mayores niveles de 
confianza y credibilidad. Si todo fuera un desastre, no 
sería posible que la gente sintiera confianza. Y vale aclarar 
que esto no lo decimos nosotros, sino que nos basamos 
en encuestas nacionales e internacionales. El índice de 
confianza se ubicaba en 61 % y era la segunda institución 
con más confianza de la población. La primera —y no me 
gusta nada— eran los bancos, y la última o anteúltima 
cosa que tampoco me gusta nada-—, el Parlamento. Pero la 
Policía estaba enormemente arriba. Estamos hablando de 
un 61 % de respaldo. 


El papel del Ministerio del Interior con respecto a la 
Policía es potenciar su capacidad de acción, armamen- 
to, vehículos, tecnología, organización, interacción con 
la gente. Y eso se mide por el grado de confianza que la 
población deposita en la Policía, no por el prestigio del 
ministro. En el pasado hubo ministros que se retiraron con 
un alto grado de aprobación y, mientras tanto, la Policía 
tenía los más altos grados de desaprobación de la gente. 
¿Cómo se explica eso? Si el Ministerio del Interior y el 
desarrollo de la Policía tienen que ir, más o menos, de la 
mano, ¿cómo se explica eso? 


Nos sentimos muy conformes al ver que este es el 
período en que la Policía tiene los más altos grados de 
respaldo de la gente. Sentimos que hemos cumplido con 
eso de potenciar las posibilidades y la acción de la Policía 
nacional. Sentimos que hemos logrado acortar el tiempo 
promedio de respuesta, que era de media hora y pasó a ser 
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de entre cinco y siete minutos. Sentimos que eso es lo que 
lleva a que haya respaldo a la Policía. 


El senador interpelante no conoce exactamente, en de- 
talle, lo que se ha hecho, porque cuando se lo invitó —al 
igual que a representantes de los demás partidos políticos— 
a conocer directamente lo que se estaba haciendo —incor- 
poración de tecnología, armamento, vehículos, sentido de 
la reforma, políticas sociales que llevaba adelante el mi- 
nisterio— no concurrió a la convocatoria. 


Dijimos que aumentos de homicidios de un año a otro 
han ocurrido a lo largo de la historia y no hubo interpela- 
ciones, tal como lo demostré. 


En el año 2015 teníamos una tasa de 8,5 homicidios 
cada 100.000 habitantes, y ahora tenemos una tasa de 8,1, 
pero resulta que hay una interpelación en curso. El año 
pasado tuvimos 283 homicidios; como dijimos, la tasa 
promedio de Uruguay fue de 8,1. Pero si miramos todo 
el país, por departamento, observaremos que hay 14 en 
los que viven 1:706.000 personas, es decir, un 49 % de la 
población, y las tasas de homicidios van de cero con algo 
a 5,9 cada 100.000 habitantes. Estos 14 departamentos tie- 
nen tasas no solo menores que el promedio del Uruguay, 
sino por debajo del promedio histórico desde el retorno 
de la democracia. Recuerdo que el promedio histórico de 
la tasa de homicidios en Uruguay es de 6,8 cada 100.000 
habitantes, y en la actualidad hay 14 departamentos cuyos 
promedios están por debajo de esa cifra. 


Voy a repasar la lista con los datos actualizados, co- 
menzando por el año 2017. El primer departamento que 
voy a mencionar les llamará la atención porque ha tenido 
un alza en estos meses, a lo que se refería el senador in- 
terpelante. Ahora bien, en 2017, Lavalleja tuvo una tasa 
de homicidio de 0, y este año lleva, por lo menos, 3; Salto, 
1,5; Colonia, 1,5; Treinta y Tres, 2; Soriano, 2,4; Florida, 
2,9; Tacuarembó, 3,2; Durazno, 3,4; Río Negro, 3,5; Ar- 
tigas, 4; Canelones, 4,5; San José, 5,2; Cerro Largo, 5,6; 
Paysandú, 5,9. Se observará que la tasa de todos está por 
debajo, no de la actual sino de la histórica. 


Ahora analizaremos los otros cinco departamentos, 
que son: Maldonado, Rocha, Flores, Montevideo y Rivera. 
Las tasas de homicidios son: Maldonado, 8,6; Rocha, 10,8, 
y acá voy a hacer un paréntesis. Respecto al Chuy, dos por 
tres nos informan en la prensa acerca de la cantidad de ho- 
micidios, pero ellos juntan el Chuy uruguayo con el Chui 
brasileño y manejan los datos en su conjunto. En el Chuy 
uruguayo hubo 3; sin embargo, la prensa nos habla de 23 
porque junta lo que pasa en el lado brasileño. Lo peor es 
que después eso se repite, sin averiguar. Veintitrés es un 
número que viene bien para hacer oposición, pero no es 
un número cierto. Es un dato que hay que precisarlo. Sé 
que van a seguir diciendo que son 23, pero me siento en 
la obligación de decir que no es así; después, que digan lo 
que quieran. 
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Continúo con los tres departamentos restantes: Flores, 
11,3; Montevideo, 11,7; Rivera, 13. Como las tasas de ho- 
micidio se calculan en función de la población, se registra, 
por ejemplo, que Flores, con 3 homicidios, es el segundo 
departamento del país con mayor tasa de homicidios. Esos 
datos están lejos de la realidad apocalíptica que se quiere 
presentar. ¡Ojo!, igualmente todo esto es grave. 


El departamento con mayor tasa de homicidios en el 
Uruguay es Rivera, con 13 muertes cada 100.000 habi- 
tantes. 


Rivera es un departamento de frontera y vecino de Rio 
Grande do Sul, cuya tasa de homicidios dobla a la de Ri- 
vera de acuerdo al anuario estadístico brasileño de segu- 
ridad pública. El estado de Rio Grande do Sul tiene una 
tasa de 26 homicidios cada 100.000 habitantes, y la ciudad 
de Porto Alegre registra una tasa de homicidios de 55,6 
cada 100.000 habitantes. Lo primero que hay que hacer es 
manejar información correcta y poner en relieve las dife- 
rencias. ¿No se les ocurre pensar que hay corrimiento de 
Brasil a Rocha, no de Montevideo a Rocha? No es que se 
apriete en Montevideo y se van para Rocha. ¿No será que 
en la frontera afloja la seguridad del lado brasileño y, en- 
tonces, hay corrimiento hacia la frontera? Este ha sido un 
tema de conversación en el Mercosur y, particularmente, 
entre el ministro de Justicia y Ciudadanía brasileño y el 
ministro del Interior uruguayo. Ahora bien, después hubo 
un cambio, disolvieron un ministerio y crearon otro, en- 
tonces la cosa quedó media congelada. Pero, de todos mo- 
dos, es tema de conversación de los presidentes brasileño 
y uruguayo. Se está conversando al respecto. 


La dinámica de los homicidios en Uruguay ha tenido 
una lógica de concentración creciente en el área metropo- 
litana y, dentro de ella, en algunas zonas. 


Si analizamos la perspectiva histórica de las dos últi- 
mas décadas, observamos una tendencia a la concentra- 
ción de los homicidios en la ciudad de Montevideo y sus 
zonas conexas. En el año 1995, era el 48 % del total de 
homicidios y en 2017 fue el 57 % de todos los homicidios 
del país. Este proceso se aceleró a partir del año 2002 y, 
como figura en el gráfico, tuvo su punto más alto de con- 
centración en el año 2013. 


Aquí quiero hacer otro paréntesis. Mientras que para 
el senador interpelante el punto de quiebre es el año 2012, 
para nosotros es el año 2002. Eso tiene que ver con las 
causas de los homicidios y con el porqué se producen esas 
causas. Decimos y repetimos —cosa que no le gusta al se- 
nador interpelante— que el aumento de los homicidios se 
debe al aumento de homicidios entre delincuentes. ¿Por 
qué sucede eso? Esto no es estadística; se trata de analizar 
el porqué de las cosas. Aclaro que lo que voy a decir ya lo 
dije en comisión, sin embargo no se ha tenido en cuenta, 
pero voy a repetirlo. 
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La pasta base no ingresa a Uruguay en el año 2002, 
sino en 1997 o 1998, cuando se empieza a combatir la pro- 
ducción de cocaína en las cocinas de la selva de Colombia. 
Cuando les empieza a pegar, comienzan a mandar pasta 
base a los países compradores de cocaína para que estos la 
transformen. Un poco después, cayeron algunas cocinas 
en barrios como Parque Batlle. 


La crisis de 2002 produjo a los narcotraficantes el mis- 
mo efecto que la devaluación produjo a los comerciantes 
que compraban en dólares y vendían en pesos. Los nar- 
cotraficantes también operaban de esa manera y compra- 
ban mitad al contado y mitad después de vender, en una 
especie de consignación. Compraron con el dólar a $ 11 
y tuvieron que pagar con el dólar a $ 36. Entonces, au- 
mentaron los robos para pagar sus deudas y resolvieron no 
transformar la pasta base, sino venderla como pasta base 
fumable. Eso cambió todo, y por más que el senador inter- 
pelante diga que nos transformamos en un ministerio de 
explicación y no en un ministerio del Poder Ejecutivo, si 
no explicamos esto, no se puede combatir. La cocaína se 
distribuía en los bailes, en las fiestas, en los espectáculos 
públicos; en cambio, la pasta base territorializa el desarro- 
llo del delito a través de las bocas que, si bien llegan a todo 
el territorio, se concentran en determinados lugares desde 
donde se hace la distribución. De esta forma cambia todo, 
se territorializa el delito. Esto es así y en lugar de repetir 
notas de prensa, pueden estudiarlo más detalladamente. 
Los homicidios también se concentran en determinadas 
zonas de la ciudad. En Uruguay hay una distribución des- 
igual de los homicidios y también en Montevideo. 


En el año 2017, el 78 % de los homicidios ocurrieron 
en la zona Operacional III y IV de la Jefatura de Policía de 
Montevideo. La concentración en el área metropolitana y 
en determinadas zonas específicas tiene una explicación y 
se fundamenta a partir del análisis de los motivos de los 
homicidios. Esto tiene que ver con el tema de la territo- 
rialización que acabo de mencionar, es decir el cambio no 
solo de la droga que se consume sino de su distribución. 
Esto no lo escuché en sala; sin embargo, escuché hablar 
del aumento y baja de cifras a partir del 2012 con la ges- 
tión Bonomi, pero esta comenzó dos años antes. No escu- 
ché una explicación de la causa. 


Quiero dejar constancia de que, a pesar de todas estas 
dificultades, la ciudad de Montevideo ha sido reconocida 
como la ciudad con mejor calidad de vida de América La- 
tina. En ese indicador, el factor de seguridad influye en 
forma decisiva. Según un informe realizado por la con- 
sultora internacional Mercer y recabado por BBC Mundo, 
«Montevideo es la mejor ciudad para vivir de Sudaméri- 
ca». Esto fue publicado por el diario El País el pasado 20 
de marzo, es decir, hace un mes. En esa nota, el diario El 
País señala que la capital uruguaya está en el puesto nú- 
mero uno a nivel de América del Sur. En segundo lugar, a 
más de veinte puestos de distancia en el ranking de ciuda- 
des, le siguen Buenos Aires y Santiago de Chile. La baja 
de homicidios que anunció Macri no llegó al ranking. Esa 
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baja no se siente porque la información es proporcionada 
por policias de diferentes dependencias que no siempre 
unifican sus datos, en el mejor de los casos. 


Entonces, tomemos una pausa y con la mano en el co- 
razón pensemos un segundo. ¿A quién se le puede ocurrir 
instalar la idea de que Uruguay está a la deriva y que ya 
no da para más, porque ya no se puede vivir en este país? 
¿Realmente, creen eso? ¿Cada vez que lo repiten, lo creen 
en serio? La exageración tiene patas cortas y, como han 
visto, hasta el diario El País publica esa información, lo 
que para muchos es un síntoma de autoridad y de verdad. 
Muy bien; tomen nota y registren. No sigan diciendo que 
este es el peor país, que estamos ante una década perdida y 
que lo único que hay que hacer es esperar que este Gobier- 
no se vaya o ayudarlo a que se vaya, como dijo un senador 
que pretende ser presidente. 


Hace quince o veinte años, ni Uruguay, ni Montevideo 
figuraban en este ranking; ahora, están a la cabeza. Ojalá 
se pusieran contentos con esta información, pero miro y 
asumo que no se sienten cómodos con las buenas noticias. 
Algunos en la oposición han decidido que cuanto peor, 
mejor, razón por la cual quieren instalar la idea de que 
todo está mal y que estamos en el peor de los mundos. Esta 
prédica de pronosticar el fracaso y abrazarse al malhumor 
suponiendo que cuanto peor estemos o cuanto peor pen- 
semos que estamos, será mejor para la oposición— también 
se traslada al campo de la seguridad y la convivencia. 


En 2017, la tasa de homicidios en Montevideo fue de 
11,7 cada cien mil habitantes. En más de la mitad de las 
seccionales policiales de la capital, la tasa de homicidios 
es menor al promedio. Además, la tasa de homicidios del 
año pasado es menor a la que teníamos en el inicio de este 
gobierno. Esto demuestra un avance, pero quiero que ese 
avance se profundice, ya que no nos regodeamos con esa 
cifra. Si hace dos años teníamos una tasa mayor que la 
actual, quiere decir que se está haciendo descender. 


Hecha esta digresión, vayamos a la situación de los 
motivos o causas de los homicidios. Hemos señalado con 
insistencia que la explicación central del aumento de los 
homicidios se relaciona con el conflicto entre criminales, 
cosa que demostraremos con datos y evidencias, que es 
la forma en que se deben discutir políticas públicas, lejos 
del circo mediático y del fomento del antagonismo, y más 
cerca de la comprensión del problema que tenemos. 


El hecho de que la explicación central de los homici- 
dios sea el conflicto entre criminales, de ninguna mane- 
ra significa que sea un problema de seguridad pública de 
menor entidad. Muy por el contrario, para nosotros es un 
problema serio, porque el valor central de una política de 
seguridad es la defensa de la vida y, además, porque cree- 
mos que esta dinámica tiene repercusiones de mediano 
plazo, instalando una lógica de violencia que permea la so- 
ciedad. Aclaro estos conceptos, porque en el afán de des- 
prestigiar las opiniones, se ha dicho o se ha querido hacer 
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creer que el Ministerio del Interior al decir los motivos de 
los homicidios, de alguna manera no se quiere hacer res- 
ponsable de la situación. Muy por el contrario, repito que 
eso nos preocupa y nos parece altamente negativo para la 
convivencia en sociedad, porque esa dinámica del conflic- 
to entre criminales que dirimen a tiros sus diferencias y 
tienen un alto desprecio por la vida se extiende a los ba- 
rrios donde viven y también a las modalidades delictivas 
de las que participan. Si analizamos lo que ha sucedido 
en los últimos años, vemos que en 2012 hubo un punto de 
inflexión en esta modalidad. Es cierto; lo que no es cierto 
es que eso sucediera al inicio de nuestra gestión. El gráfico 
muestra con claridad el peso que tiene en el total de los ho- 
micidios el conflicto entre criminales. Pasó de un 29 % en 
2012 a un 45 % en 2017; y en el primer trimestre de 2018 el 
58 % de los homicidios están relacionados con el conflicto 
entre delincuentes, y esto lo podemos fundamentar caso a 
caso. No es un invento ni un capricho, es la realidad. Por 
cada homicidio hay una investigación policial, fiscal y ju- 
dicial, y hay muchos registros que permiten identificar el 
contexto del crimen. 


El segundo motivo de los homicidios cometidos es 
la violencia intrafamiliar, que en algunas oportunidades 
también genera víctimas que no son de la familia. 
En el año 2012 ese motivo representaba el 18 % de los 
homicidios y en 2017 se ubicó en el 13 %. Al 8 de abril de 
2018 los homicidios que tienen como motivo la violencia 
intrafamiliar, y situaciones relacionadas, representan el 
16 % del total. Aquí se incluye la violencia hacia la pareja, 
hacia familiares y hacia terceros que han sido víctimas en 
el marco de una agresión o intento de agresión a la pareja. 


De acuerdo con datos de 2018, y tal como se observa 
en el cuadro, al 8 de abril se había registrado un total de 
siete homicidios a parejas o exparejas. Hoy ese número 
aumentó; hasta el 8 de abril se contabilizaron siete y al día 
de hoy deben ser diez. Además, en algunos de esos casos 
el homicidio va acompañado de un posterior suicidio, que 
también es un índice de aumento de la violencia. Ese mis- 
mo número se registró en 2016 y en 2017, lo que significa 
que el aumento de los homicidios que se produjo durante 
este trimestre no es por esa causa. Repito que los datos 
indican que se registró la misma cantidad de víctimas que 
en 2016 y en 2017. 


(Ocupa la presidencia el señor Luis Alberto Heber). 


—El tercer motivo de homicidios que queremos presen- 
tar es el que se produce en las rapiñas y ese número ha 
descendido. En lo que va del año representan el 8 % de los 
homicidios y, tal como se ve en la gráfica, el peso de este 
motivo en el conjunto de los homicidios ha descendido. 


Por último, queremos mostrar la evolución que han te- 
nido los homicidios motivados por altercados personales 
no familiares. Estos se han mantenido con una leve ten- 
dencia a la baja y representan el 16 %. 
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Estos datos confirman lo que hemos planteado y que 
nos preocupa: la creciente instalación de la cultura del 
desprecio a la vida y la de dirimir diferencias en base a 
la violencia. 


A nosotros nos parece relevante entender lo que sucede 
para poder actuar, es por eso que este análisis nos permite 
observar la evolución de los homicidios con un marco in- 
terpretativo, con fundamentos científicos que no apelan a 
instalar el miedo sino a transparentar la realidad. 


Sintéticamente podemos decir que hasta el 8 de abril 
hubo 109 homicidios que si se clasifican por modalidad 
nos dan las siguientes cifras: 63 fueron por los conflictos 
criminales, es decir, el 58 %; 17 por violencia intrafami- 
liar, un 16 %; 15 por problemas de convivencia, un 13 %; 
8 por rapiñas, algo menos que el 8 %, esta cifra es la más 
baja en muchísimo tiempo. Nosotros llegamos a tener un 
23 % de homicidios cometidos por robos. Es importante 
señalar que la causa de ese aumento es el conflicto entre 
delincuentes. 


A continuación, vamos a hablar de los niveles de acla- 
ración de los homicidios. La cifra del 50 % que mencionó 
el señor senador interpelante se dio al cierre del año 2017, 
pero lo compara con años donde la aclaración no refiere al 
cierre sino a la evolución posterior. Por ejemplo, al día de 
hoy se aclararon nueve homicidios más que en el año 2017, 
alcanzando un 54 %, no un 50 %. Creo que vamos a termi- 
nar el año con una cifra mucho más cercana al 60 % que al 
50 %, con alguna salvedad que señalaremos más adelante. 


A su vez, queremos precisar qué significa cuando el 
Ministerio del Interior dice que un homicidio está aclara- 
do. Parece que todo es claro en ese sentido, pero no es así. 
Decimos que un homicidio está aclarado cuando hay un 
procesamiento judicial que imputa a una o a varias per- 
sonas como los autores del hecho, pero este es un criterio 
restrictivo que no siempre es el criterio universal; en paí- 
ses como Chile o Estados Unidos cuando se reporta ofi- 
cialmente el nivel de aclaración de homicidios informan 
que la persona que cometió el crimen está plenamente 
identificada, aunque esto no quiere decir que esté deteni- 
da, ni mucho menos procesada. Entonces, no es correcto 
mezclar nuestra cifra de nivel de aclaración con la cifra de 
aclaración de otros países. Un ejemplo de esto es lo que 
sucedió hace poco en Quebracho. Desde el momento del 
doble homicidio el caso estaba aclarado para la Policía. Se 
tenía certeza de quién era el culpable, pero judicialmen- 
te estaba en curso una investigación y la persona estaba 
requerida. En ese caso pasaron cuatro días para localizar 
al responsable que, al final, se suicidó. Pero si el asesino 
se hubiera fugado a Argentina ese caso hubiera figurado 
como no aclarado, aunque era evidente quién era el culpa- 
ble de los dos homicidios y de los demás actos delictivos 
que cometió en su fuga, pero recién iba a figurar como 
aclarado cuando efectivamente se atrapara a la persona, 
aunque reitero que no había duda de quién era el respon- 
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sable. En otros países esto se consideraría aclarado; enton- 
ces, comparar dos realidades diferentes es improcedente. 


Muchas estadísticas a nivel mundial con las que nos 
comparamos nosotros manejan el concepto de aclaración 
de homicidio en términos policiales, sin necesidad de que 
efectivamente se atrape a la persona. En el Uruguay utili- 
zamos el criterio restrictivo que implica que el homicidio 
está aclarado cuando hay resolución judicial. Eso hay que 
saberlo porque después se comparan estadísticas y se pone 
en pie de igualdad situaciones que son diferentes. 


Teniendo clara esta situación, vamos a desglosar el 
50% de aclaración que se informó en su momento. Además, 
como dije, a medida que transcurren las investigaciones, 
ese guarismo cambia y los niveles de aclaración aumentan. 
Si observamos los niveles de aclaración de homicidios por 
categoría de motivos, veremos que ese 50 % cambia. 


Estos son los porcentajes de 2017. 


El 92 % de los homicidios por violencia intrafamiliar y 
situaciones relacionadas fueron aclarados, esto es, 33 ca- 
sos de un total de 36. Aclaro que violencia intrafamiliar no 
abarca solo a la violencia en la pareja, sino también a si- 
tuaciones donde algún familiar se puede haber escondido 
y hasta ido del país. 


Asimismo, se aclaró el 86 % de los homicidios que 
surgen en el marco de altercados espontáneos pero ocu- 
rridos en contextos familiares; de un total de 44 casos se 
aclararon 38. 


También se aclaró el 55 % de los homicidios que ocu- 
rren en el marco de rapiñas y hurtos. 


En el caso del conflicto entre criminales, la ecuación 
cambia. Se aclaró el 31 % de los casos. Debido al peso que 
tiene este grupo en el total de los homicidios, los niveles 
de aclaración total descienden. Sin embargo, hay que ver 
el fenómeno en su globalidad porque el nivel de aclara- 
ción tiene cambios sustantivos cuando se analiza por tipo 
de homicidio. La principal dificultad para la aclaración de 
los homicidios que resultan de conflictos entre criminales 
es la omertá, es decir, el pacto de silencio que existe en 
el mundo del crimen. En múltiples ocasiones, esto lleva 
a que las personas no quieran hablar para informar de lo 
sucedido, incluso familiares cercanos al fallecido como la 
madre, el padre, la pareja o los hijos. Este silencio se ex- 
tiende también a los intentos de homicidio, donde muchas 
veces la víctima salva su vida de milagro y, a pesar de 
conocer a los atacantes, resuelve callar. Ese silencio tiene 
la lógica del lema «sangre por sangre». 


Esta situación nos preocupa y nos ocupa. De ninguna 
forma podemos admitir que se diga que estamos evitando 
responsabilidades al hablar de conflictos entre criminales. 
Ahora bien, no decir que esto ocurre y que el aumento de 
los homicidios tiene esa causa sería una irresponsabilidad 
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total. El silencio de los implicados en conflictos crimina- 
les ante la Policía y la Justicia redunda, más temprano que 
tarde, en un ataque para vengar la muerte o el intento de 
homicidio. 


Así, en esa lógica, se instala una dinámica violenta de 
espiral ascendente. Este cambio en la composición de las 
características de los homicidios ha hecho que se adapten 
las estrategias de combate al crimen. Para hacer descen- 
der estos niveles hemos desplegado una estrategia de de- 
bilitamiento y desarticulación de bandas criminales que 
tienen fuerte enclave y referencia territorial. Estos grupos 
organizados de bandas de delincuentes, generalmente es- 
tructurados en clanes familiares, intentan desplegar una 
modalidad criminal que se estructura en un trípode que 
se vertebra en la extorsión a los habitantes de la zona, la 
distribución y venta de drogas, y el uso, alquiler y tráfico 
de armas que tienen por objeto ser usadas en delitos contra 
la propiedad, además de la defensa de las posiciones en los 
enclaves barriales. 


No dudan en involucrar a niños y adolescentes de doce 
O trece años para estas acciones criminales ni en extorsio- 
nar a su entorno para que el pacto de silencio —omertá— y 
la cooperación forzada se mantengan. Hoy la prioridad en 
materia de seguridad es el combate y la desarticulación 
de las bandas criminales relacionadas con el narcotráfico 
y la extorsión. Nuestra decisión es que todo el peso del 
Estado y toda la fuerza de la ley caigan sobre estas ban- 
das criminales, ya que eso es clave para la gobernabilidad 
democrática. Tenemos evidencia de que es posible hacerlo 
y, además, tenemos la decisión de ir a fondo, así como el 
respaldo del Gobierno y del presidente para concretarlo. 


Con esto respondo la primera pregunta: no vamos a 
cambiar, vamos a seguir en este camino. Lo hemos de- 
mostrado en Casavalle, donde una banda intentó instalar 
una modalidad de control territorial y fue duramente re- 
primida. Hoy un grupo importante de los criminales están 
procesados con prisión, otros han quedado procesados sin 
prisión en función de los acuerdos realizados por la fisca- 
lía. No necesariamente compartimos esa estrategia de ne- 
gociación con los criminales para lograr el procesamiento 
de otros, pero eso corresponde al ámbito de la fiscalía y 
la Justicia. Desde la perspectiva de la seguridad pública, 
hay que reprimir duramente a estas bandas criminales, un 
día sí y otro también, sin pausa, con firmeza y en forma 
sistemática. 


Nosotros, a pesar de esos acuerdos judiciales, vamos 
a seguir insistiendo en la represión sistemática de estos 
grupos. Por eso desde el año pasado hemos desplegado 
los operativos denominados Mirador, cuyas versiones l, 
II y II, se localizaron en Casavalle. El operativo Mirador 
IV se llevó a cabo la semana pasada en Casabó y Mirador 
V, en Cerro Norte. En los tres primeros apuntamos a des- 
cabezar la banda criminal de los Chingas, que operan en 
Unidad Misiones, y a la banda de los Camala, cuyo radio 
de influencia es la Unidad Casavalle 1. El operativo en Ca- 
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sabó desarticuló la estructura que se estaba instalando en 
la zona por parte de la banda de los Manolos, cuyos líderes 
están todos procesados con prisión, pero quisieron desple- 
gar su influencia a través de nuevos criminales y sicarios. 
Ayer se realizó en Cerro Norte el operativo Mirador V, 
focalizado en debilitar seriamente la banda de los Ricardi- 
tos, que son el grupo criminal más dinámico de la zona. Y 
vamos a seguir profundizando en esta línea de represión 
sistemática y en el debilitamiento de los grupos criminales 
vinculados a la extorsión y al narcotráfico. No van a lograr 
tener un control territorial sobre ninguna parte del país o 
de la ciudad. 


La Policía nacional tiene un fuerte compromiso profe- 
sional y una clara capacidad para lograr ese objetivo. Esto 
ha exigido un cambio en la forma como se investiga; se 
han incorporado equipos profesionales en diversas disci- 
plinas y unidades especializadas de la Policía. También 
involucra una manera diferente de vincularse y proteger 
a las víctimas que, en ocasiones, incluye a testigos prote- 
gidos y la relocalización de personas. A su vez, obliga a 
modificar las estrategias que se utilizan para recabar in- 
formación y favorecer el diálogo. Estas acciones se pueden 
desarrollar porque hay una Policía preparada, equipada y 
capacitada para ello, una Policía que tiene presencia real 
en todo el territorio y en todos los barrios. Estas acciones 
se llevan a cabo para evitar que algunos fenómenos que 
observamos que ya están instalados en otros países, no su- 
cedan en el nuestro. 


Voy a leer un extracto de una nota de prensa de un 
diario extranjero que da cuenta de cómo se instala esta 
dinámica de intentar controlar un territorio por parte del 
narcotráfico. Pido a los señores senadores que tomen nota 
de la información e imaginen a qué ciudad corresponde. 


La nota publicada hace diez días dice lo siguiente: 
«Con los dos asesinatos registrados la pasada noche [...], 
la ciudad de [...] alcanzó ayer, en apenas tres meses, la 
cifra de 51 homicidios en lo que va del año 2018. Una cifra 
que evidencia cómo las bandas callejeras han convertido 
algunos barrios en auténticos campos de batalla por el 
control del tráfico de drogas y cómo estas pandillas han 
encontrado en los cuchillos, y en ocasiones incluso las 
armas de fuego, el instrumento para reafirmar su poder 
sobre algunas de las zonas más deprimidas de la ciudad. 


Según ha informado [..]» —la Policía— «ayer un hombre 
de unos 20 años y herido de muerte llegó incluso a acer- 
carse a una patrulla de la policía metropolitana en busca 
de una ayuda que, aunque llegó en forma de primeros au- 
xilios, no fue suficiente para salvar su vida. Horas antes 
otro hombre de unos 50 años, [...] murió a las afueras de 
una casa de apuestas víctima de una pelea. En ninguno de 
los dos casos se han llegado a producir detenciones hasta 
el momento. 


En declaraciones [...]» —la prensa— «un cirujano jefe 
del ambulatorio público [...] situado en el este de [...] una 
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de las zonas más conflictivas de la ciudad y foco por ejem- 
plo de la epidemia de ataques con ácido del año pasado, 
ha asegurado que cada día tiene una operación a vida o 
muerte relacionada con un ataque de cuchillo o arma de 
fuego, lo que hasta hace poco era tan solo una pequeña 
parte de su trabajo». El doctor dijo: «[...] Solíamos interve- 
nir a personas que se hallaban en la veintena de edad pero 
ahora suelen ser adolescentes, niños con uniformes esco- 
lares que vienen aquí con heridas de cuchillos o armas 
de fuego. Lo que hace cinco o seis años hubiera sido una 
historia de terror, que un niño sea apuñalado, ahora lo ve- 
mos como normal. Quienes no se ven involucrados en las 
bandas o la violencia dejan que esto pase sin hacer ningún 
comentario, y al final obtienes la sociedad que mereces si 
ignoras este tipo de situaciones». 


La nota continúa diciendo: «Según indican ahora mis- 
mo los datos, marzo ya se ha convertido en el mes más 
sangriento prácticamente de la última década con 22 ase- 
sinatos, mientras que durante los primeros 90 días del año 
31 personas fallecieron como consecuencia de apuñala- 
mientos, lo que significa que si el ritmo continúa como 
hasta ahora 2018 podría convertirse en el año con más ho- 
micidios de los últimos 10. [...] esta semana dos niños de 
15 y 16 años han perdido la vida al verse envueltos en un 
tiroteo y un apuñalamiento. [...] “Eso, en último término, 
está llevando a que se produzca una guerra por el control 
del territorio y a que se cree una cultura de la violencia”». 
La ciudad es Londres. Esta es una crónica del 5 de abril 
de 2018 del periodista Alberto Muñoz, corresponsal en la 
ciudad de Londres del diario El Mundo, de España. Lo 
que se relata sucedió en el primer trimestre en Londres. 
La descripción que hace corresponde a cómo se instala el 
control de un territorio. Repito que está hablando de Lon- 
dres y del primer trimestre de 2018. 


Tengo otra crónica, de Suecia, de la que voy a leer una 
parte. La nota comienza hablando de disparos con arma 
automática a un muchacho de 15 años y a su hermano, a 
quien le efectuaron varios disparos. El muchacho muerto 
se llama Robin. Una parte de la nota que voy a leer dice 
así: El destino de Robin es cada vez más común en Suecia. 
En 2011 solo diecisiete personas murieron por armas de 
fuego. En 2017 el país tuvo más de trescientos tiroteos, 
dejando cuarenta y una personas muertas y más de cien 
heridas. La violencia proviene principalmente de pandillas 
callejeras que llevan a cabo pequeñas operaciones de dro- 
gas en las grandes ciudades como Estocolmo, la capital, 
Malmó y Gotemburgo. Los miembros de pandillas, inclu- 
so, han usado granadas de mano para atacar estaciones de 
policía. Entre 2010 y 2015, las personas fueron asesinadas 
con armas de fuego ilegales, al mismo ritmo que en el sur 
de Italia. Las pandillas que surgen hoy están menos orga- 
nizadas y son más propensas a cometer pequeños delitos. 
La adquisición de un arma legal requiere un control es- 
tricto, pero para endulzar el trato, los contrabandistas, a 
menudo, lanzan granadas. Hubo 43 incidentes con grana- 
das en Suecia el año pasado. Las víctimas y los perpetra- 
dores de violencia de pandillas son casi siempre hombres 
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jóvenes. Las pandillas ofrecen a los jóvenes frustrados una 
alternativa: «Te permiten sentirte como un rey, aunque sea 
por un día». Y ese es el problema que tenemos acá. Con- 
tinúa la nota: Aun así, los testigos tienen miedo de hablar 
y la policía está al límite. Ni un caso de homicidio con 
arma de fuego en Estocolmo se resolvió en 2016 —después 
nos dicen a nosotros que el 50 % es poco, cuando en esta 
ciudad no se resolvió ni uno— y más de cien casos siguen 
sin resolverse. Reitero, esta nota es de Suecia. Tengo otra 
nota, que no voy a leer... 


SEÑOR AMORÍN.- ¿Me permite una interrupción, 
señor ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- No, señor senador; me corta el 
hilo conductor. Voy a terminar mi intervención. 


Como decía, tengo otra nota que no voy a leer, que es 
de Holanda, donde sucede lo mismo: hay pandillas de dro- 
gas, crímenes sin resolver, aumento de las armas. 


Se preguntarán: «¿Para qué lee esto si estamos hablan- 
do de Uruguay?». Sí, estamos hablando de Uruguay, pero 
hay que salir de la burbuja y analizar los temas de segu- 
ridad desde una visión informada y comparada, y sobre 
todo, desde una visión no fanatizada, porque un fanático 
es quien no puede cambiar de opinión y no quiere cambiar 
de tema. 


Cuando se discute sobre seguridad hay mucha manija 
y poca sensatez para debatir con información y análisis, no 
para no decir que el problema existe, sino para analizarlo, 
más allá de relatarlo. Para eso necesitamos que el debate 
sobre los temas de seguridad sea en serio, con altura y con 
responsabilidad institucional. Es fácil, ante la gravedad de 
un homicidio, manipular los sentimientos y las emociones 
del público en general; pero ¿dónde está el análisis pro- 
fundo del hecho que dirime la relación entre homicidios y 
la remoción de un ministro? No existe esa relación, pero 
como ya sabemos, la estrategia es consolidar la idea de 
que estamos en el peor país para vivir y que la culpa es 
del Frente Amplio. Uruguay no está en una burbuja y no 
es una isla con vida propia; es un país que se encuentra en 
un contexto, en una región y en un mundo que lo influye. 


A continuación, voy a citar de manera muy breve, las 
cifras del Banco Mundial. En América Latina tenemos el 
8 % de la población mundial -8 % de la población mun- 
dial- y el 35 % de los homicidios del mundo: trescientos 
cincuenta homicidios por día, bastante más que los homi- 
cidios que tenemos en un año. Estamos en una región vio- 
lenta y altamente desigual. Nosotros nos hemos distingui- 
do a lo largo de la historia por la particularidad de haber 
logrado cierta distancia de las dinámicas más negativas de 
la región, pero no somos una isla. 


La tasa de homicidios de 8,1 % de Uruguay en el con- 
texto de América Latina, que es la región en la que vivi- 
mos, es una excepción. El promedio de homicidios es de 
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veintiocho cada cien mil habitantes, es decir que estamos 
un 300 % debajo del promedio regional. Esto no es con- 
suelo ni tampoco regodearnos con los números: es no solo 
repetir los números, sino analizar sus causas. 


De las cincuenta ciudades más inseguras del mundo, 
cuarenta y siete están en América, cuatro de ellas, en Es- 
tados Unidos y veintidós son de Brasil. A nivel regional, 
Uruguay es de los países con menor tasa de homicidios. 
Si comparamos Montevideo con los datos de ciudades de 
la región, podremos ver que tenemos una situación muy 
diferente. Por eso, la capital uruguaya ha vuelto a ser dis- 
tinguida como la mejor ciudad para vivir en América Lati- 
na. Hemos repetido hasta el cansancio que hay que hablar 
en serio de seguridad y convivencia y que de nada sirve 
tomar un dato aislado y agitarlo para consolidar la idea 
de que somos el país más inseguro de la región, porque 
no es cierto. Es un acto de responsabilidad institucional 
ubicar la discusión de temas tan delicados en su justa di- 
mensión y la exageración permanente para instalar la idea 
de que «ya no da para más», «que se vayan todos», «hemos 
perdido una década» es, además de una gran deslealtad 
institucional, una gran mentira que no se sostiene. En esa 
carrera con anteojeras, de paso se fomenta el desprestigio 
de la Policía como institución y de los y las policías como 
personas. 


El 23 de marzo la Interpol regional llevó a cabo la pri- 
mera reunión de directores de investigación de homicidios 
en el hotel Radisson. Eligió a nuestro país para hacerla. 


¿Saben por qué se eligió a Uruguay como sede? Porque 
nuestro país es de los que tienen menor índice de homici- 
dios de la región. Esto lo resolvió la Conferencia Regional 
de Interpol que también se celebró en nuestro país, más 
concretamente, en Punta del Este. El jefe de la Regional 
de Interpol es chileno, y lo digo porque elegir a Uruguay 
como el país con menor índice de homicidios, va en de- 
trimento de Chile, país que algunos dicen que está mejor 
que Uruguay. 


Me consta que nada de esto es válido para el señor se- 
nador interpelante, porque en su mundo todo está mal. Re- 
presenta el mal humor en estado puro: nada le sirve, critica 
todo y por eso hoy inicia su despedida de la política pú- 
blica. Sin embargo, lo dicho anteriormente para nosotros 
explica de forma meridianamente clara por qué hay que 
seguir en la línea trazada. Al final del camino, cada vez 
más cercano, están los resultados que todos esperamos. 


Me quedan dos cosas por decir. Una de ellas —que hoy 
dejé pasar, pero no lo voy a hacer ahora—, es la vinculada 
con las declaraciones cuando se produce un homicidio. 
Esto sucede porque se toma como cierto lo que dice la 
prensa. A mí no me preguntaron quién tuvo la culpa del 
homicidio —dije, claramente, que la culpa era del asesino— 
sino de quién era la responsabilidad de no haber usado 
el chaleco antibalas. El policía tenía este chaleco y por 
eso dije que la responsabilidad era suya. Si no digo esto, 
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quiere decir que la responsabilidad es de la jefatura del 
departamento o de la seccional pero, en este caso, no solo 
se le dio el chaleco al policía sino que este lo tenía puesto 
cuando entró a la casa, pero luego se lo sacó. 


Cuando era ministro de Trabajo y Seguridad Social, 
dos por tres la prensa —y no solo la prensa— me pregunta- 
ba quién tenía la responsabilidad de que un obrero de la 
construcción muriera por no tener el cinturón de seguri- 
dad. Si sabía que la empresa no le había dado el cinturón, 
decía que era de la empresa, pero si se lo había dado y el 
obrero no lo había usado, decía que era del trabajador. Y 
muchas veces venían los representantes del sindicato y me 
decían que no dijera eso porque los dejaba mal parados, 
pero yo respondía que si la empresa le había dado el cin- 
turón, lo que correspondía era que lo usara. Creo que si no 
avanzamos en la cultura de que hay que usar los elemen- 
tos de protección, cuando no se usan la gente dice cosas 
para quedar bien. Aclaro que no dije: «¿Quiere que sea 
antipático?». Afirmé que sabía que iba a quedar antipático 
pero debía decir la verdad, y la verdad era que la respon- 
sabilidad había sido del policía porque no usó el chaleco. 
No me gusta hacer declaraciones para quedar bien. Hay 
declaraciones que se hacen para quedar bien, pero no re- 
flejan lo que pasó. Cuando a uno le preguntan: ¿qué pasó?, 
tiene que decir las cosas como son y no lo que le hace 
quedar bien, deformando los hechos. Hago esta aclaración 
porque en la intervención del miembro informante se dijo 
una cantidad de cosas a las que podría referirme, pero no 
voy a hacerlo. 


En cuanto al nuevo código, nosotros no dijimos: «Es 
culpa del código»; para nada. Hemos dicho que el códi- 
go es bueno y que por suerte se aprobó. Antes de que se 
aprobara mantuvimos reuniones con el presidente de la 
Suprema Corte de Justicia, con el fiscal de corte, con la 
señora ministra de Educación y Cultura y el ministro de 
Justicia de Austria. Este último nos invitó a conversar so- 
bre el tema y lo hicimos por largo rato. Él nos preguntó 
cómo estábamos y le comentamos que hacía dos años que 
estábamos intercambiando ideas con los fiscales y los po- 
licías. En ese momento, nos advirtió: «No importa, van 
a tener problemas. Van a tener problemas porque la apli- 
cación del código —ellos venían de poner en práctica un 
nuevo código— va a significar un cambio que estremecerá 
las bases históricas de desarrollo». Lo cierto es que pasó 
tal como nos lo dijo. Además, podrán recordar que cuando 
se discutió el presupuesto, el que pedía más presupuesto 
porque iba a necesitar más funcionarios era el Poder Ju- 
dicial; la fiscalía no lo pedía. Sin embargo, el ministro de 
Justicia de Austria nos dijo: «No; el Poder Judicial no va 
a necesitar más funcionarios, la que los va a necesitar es 
la fiscalía». Hoy vemos que el fiscal de corte dice que le 
faltan funcionarios. 


Eso ya nos lo habían advertido, pero nosotros no deci- 
mos que lo que sucede es culpa del código. Es más, nos lla- 
maron a comisión y dijimos cosas, pero ahora quiero decir 
lo que pensamos que pasó. Todos votaron la implementa- 
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ción del nuevo código, por lo que se trata de una decisión 
que contó con un altísimo nivel de respaldo político. Noso- 
tros compartimos el enfoque global, pero hemos planteado 
la necesidad de hacer ajustes porque la implementación de 
esta reforma ha generado situaciones no deseadas. 


Hace un rato, el señor senador interpelante hablaba de 
los chilenos que hicieron explotar cajeros automáticos. La 
Policía sabía dónde estaban todos y cada uno de estos chi- 
lenos, pero para detenerlos necesitaba la orden judicial, y 
no la obtuvo. Se les dijo que los siguieran investigando, 
la Policía siguió a un grupo y me informaban que estaban 
relevando toda la costa y que habían llegado hasta Maldo- 
nado. Estaban detrás de ellos y, cuando robaron un super- 
mercado, los agarraron y se pudo comprobar que eran los 
mismos que explotaron los cajeros, pero quedaban libres 
otros y no solo no dieron la orden judicial, sino que no 
había un fiscal para el caso. Un día vinieron los policías y 
me dijeron: «Se fueron todos del país». 


Aquí hay un problema que no es del código, sino de su 
aplicación. Una de estas bandas que llegó al país estaba 
integrada por chilenos que robaron joyas en Colonia y fue- 
ron arrestados al día siguiente, en Paysandú. También ha- 
bía colombianos, brasileros y argentinos que clonaban tar- 
jetas y los agarraron a todos. En este tema tiene que haber 
una interacción porque desde la aplicación del nuevo Có- 
digo del Proceso Penal, en la práctica se redujeron los pro- 
cesamientos con prisión en un 51 % y en un 35 %, los sin 
prisión. Estos son números; es así. Nosotros comparamos 
la cantidad de personas privadas de libertad que hay hoy 
con respecto a setiembre del año pasado y comprobamos 
que hay 1200 menos. Además, hay 1626 procesamientos 
menos, pero no nos quejamos del código, creemos que hay 
que ajustar el trabajo entre jueces, fiscales y policías. Nos 
parece que hay que realizar algunos ajustes urgentes por- 
que este cambio, que tiene como consecuencia el descenso 
en el número de personas privadas de libertad, no era lo 
que se esperaba. 


Estuve conversando sobre este tema con el comisiona- 
do parlamentario para el sistema penitenciario y cuando 
empezamos a hablar le dije que sabía que tanto él como 
la presidenta del Inisa estaban contentos con el descenso 
en los números, pero que yo no lo estaba. Y me respon- 
dió que él tampoco estaba conforme porque una cosa es 
la baja del número como consecuencia de la aplicación de 
políticas que lleven a ese resultado y otra, como efecto 
de los problemas en la aplicación del nuevo código. Eso 
es claro; los procesamientos en términos generales, con 
y sin prisión, descendieron en un 44 % y esta renuncia a 
la persecución penal tuvo un correlato automático en el 
aumento de delitos. Eso también se puede demostrar cien- 
tíficamente, con datos. 


Reitero que creemos que hay una necesidad urgente 
de ajustar el funcionamiento y que ahora hay condicio- 
nes para hacer evaluaciones y cambios. Se ha dicho que 
hay que esperar dos años para hacer las evaluaciones, pero 
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nosotros entendemos que no, que ahora hay que hacer los 
ajustes porque la instalación de espacios de impunidad y 
de no persecución penal nunca fue el argumento para im- 
pulsar el nuevo código. Hay que tener en cuenta la evolu- 
ción que hubo en el número de procesamientos con y sin 
prisión desde enero del 2017 hasta marzo del 2018. 


En noviembre de 2017 comenzó a regir el nuevo có- 
digo. En los procesamientos con prisión, desde enero a 
octubre de 2017, se registró una baja del 7 % con relación 
a 2016. Esta variación está dentro de la trayectoria gene- 
ral ya que habitualmente existe una fluctuación en otros 
años que la compensa. Desde el 1. de noviembre los pro- 
cesamientos cayeron abruptamente en un 51 %, es decir 
que bajaron a la mitad. Creemos que cuando se discutió y 
aprobó el nuevo código nadie tenía en mente este resulta- 
do. En noviembre de 2017 los procesamientos con prisión 
bajaron un 58 %; en diciembre, un 51 %; en enero, un 54 
%; en febrero, un 41 % y en marzo, un 52 %. En solo cinco 
meses hubo 1616 personas menos procesadas con prisión 
y ocurrió lo mismo con los procesamientos sin prisión. Por 
eso, la persecución penal en términos globales se redujo 
un 44 %. El pasaje de un sistema a otro se viene realizando 
con dificultades y eso es necesario corregirlo. Sin embar- 
go, de ahí a decir que nosotros le echamos la culpa al nue- 
vo código, hay un trecho enorme. Nosotros creemos que el 
código hay que mantenerlo. Y cuando fuimos convocados 
a la Comisión de Constitución y Legislación del Senado, 
la Suprema Corte de Justicia, la Fiscalía General de la Na- 
ción y el Ministerio del Interior coincidimos en que había 
que hacer algunos ajustes para mejorar el funcionamiento 
del nuevo Código del Proceso Penal. Para nosotros esos 
ajustes tienen que ver con dejar claramente establecido 
que, en caso de flagrancia, la policía puede detener e in- 
dagar sin que medie orden fiscal para llevar a un detenido 
ante la Justicia. También tiene que quedar claro que en el 
caso de reincidentes, reiterantes o habituales en casos de 
homicidios, rapiñas, secuestros, copamientos, violaciones 
y lesiones gravísimas, la prisión preventiva tiene que ser 
preceptiva. Y en caso de acuerdo entre la fiscalía y el abo- 
gado que lleve a la reducción de la pena, no puede haber 
libertad anticipada sobre la pena acordada, sino que tiene 
que existir un cumplimiento efectivo de lo que quede vi- 
gente. 


El senador Heber en esa reunión nos pidió si podía- 
mos dejar algo por escrito, a lo que le respondimos que no 
porque nosotros estábamos convocados a una reunión a 
la que iban a concurrir otros actores; entonces, lo nuestro 
quedaría en actas, pero iba a haber otras intervenciones y 
luego habría tiempo para redactar algo todos y no necesa- 
riamente el Ministerio del Interior. Eso es lo que pensa- 
mos con respecto al nuevo código y no lo que el senador 
interpelante dijo. 


Voy a solicitar que se le permita hacer uso de la palabra 
al señor director de la Policía nacional para que desarrolle 
los temas de las reformas policiales en Jefatura de Policía, 
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en el Cuerpo de Radiopatrulla, en investigaciones, en ho- 
micidios, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE (Luis Alberto Heber).- Tiene 
la palabra el señor Layera. 


SEÑOR LAYERA.- Señor presidente: en primera ins- 
tancia y a los efectos de ilustrar a los distinguidos sena- 
dores presentes, voy a mencionar los antecedentes de mi 
gestión al frente de la Dirección de la Policía nacional. 


Trabajé dieciocho años hasta llegar a la Dirección Na- 
cional de Drogas de la Policía nacional. El 9 de mayo de 
2013 fui designado como jefe de Policía de Montevideo. 
En el año 2016 fui designado como director de la Policía 
nacional, luego de haber cumplido treinta y tres años de 
servicio ininterrumpidos. Quería mencionarlo, a los efec- 
tos de dejar asentados estos antecedentes. 


La reestructura que se inició en la Jefatura de Policía 
de Montevideo, principalmente, por ser la unidad de ma- 
yor envergadura del Ministerio del Interior en lo que tie- 
ne que ver con la faz operativa, que luego se extendió en 
forma adaptada al plano nacional en la presente Adminis- 
tración, tiene que ver con un análisis profesional que fue 
sometido a las autoridades políticas al frente de la cartera. 


En su momento, el exdirector de la Policía nacional y 
los principales jerarcas de las direcciones nacionales y ge- 
nerales que producen información y análisis determinaron 
que la Jefatura de Policía de Montevideo debía sufrir una 
reestructura a efectos de atender la demanda ciudadana 
del momento: dar celeridad a la respuesta de emergencia, 
mejor atención de la denuncia, mayor cantidad de policías 
en la calle, disminución del delito, mayor confianza en la 
Policía y mayor eficacia y eficiencia en la gestión. A gran- 
des rasgos, esos eran los indicadores que determinaba la 
demanda ciudadana. 


¿Cuál fue la respuesta a la demanda ciudadana? La 
reestructura operativa de la Jefatura de Policía de Monte- 
video, que hoy llega a nivel nacional. Podemos hablar del 
fortalecimiento institucional con una nueva ley orgánica 
policial, del fortalecimiento tecnológico, de las comunica- 
ciones, de la videovigilancia, de la asistencia tecnológica 
para la custodia de víctimas de violencia doméstica —las 
conocidas tobilleras—, del funcionamiento total de un sis- 
tema de gestión de seguridad pública como única fuente 
de la acción policial, tanto en la denuncia como en sus 
procedimientos. También nos podemos referir a los pa- 
trulleros inteligentes, a la utilización de tabletas para la 
toma de denuncias online, de manera que los ciudadanos 
no tengan solo que concurrir a una unidad policial para 
realizar una denuncia, al fortalecimiento del análisis cri- 
minal georreferenciando el delito, al control de despliegue 
a través de sistemas como el Sisconve (Sistema de control 
vehicular) y el Tetra (Sistema de Comunicación Digital 
Troncalizado), al programa Mi Comisaría, a la capacita- 
ción de alto nivel en la Universidad de Cambridge, Saint 


CÁMARA DE SENADORES 


479-C.S. 


John's College y la Universidad de Londres, al Programa 
de Policiamiento Comunitario Orientado a la Solución 
de Problemas, al procedimiento de actuación en materia 
de violencia doméstica y de género, al fortalecimiento de 
la investigación de hechos graves no aclarados, al forta- 
lecimiento de la Policía científica, al fortalecimiento del 
sistema de interceptación legal para la investigación del 
delito y a la implementación del sistema de evaluación de 
la gestión. Como se verá, la reestructura de la Jefatura de 
Policía de Montevideo es uno de estos elementos estraté- 
glcos establecidos. 


¿Cuál es la comparación entre el modelo de gestión an- 
terior y el actual? En el modelo anterior primaba el trabajo 
individual, mientras que en el actual, el trabajo es en equi- 
po; antes había baja movilidad de recursos y hoy hay una 
alta movilidad de recursos; en el modelo anterior había 
una diversificación del mando y en el actual existe unidad 
de mando. Antes había un patrullaje aleatorio, mientras 
que ahora hay un patrullaje basado en evidencias. En el 
modelo anterior había altos tiempos de respuesta, en el ac- 
tual, bajos tiempos de respuesta; antes, falta de disciplina 
operativa, ahora, aumento de la disciplina operativa; antes, 
evaluación empírica y ahora gestión por resultados; antes, 
baja eficiencia detenido-procesado, ahora, mayor eficien- 
cia detenido-procesado; antes, crecimiento constante del 
delito y, ahora, contención del crecimiento del delito. 


¿Qué significa en esta situación, puntualmente, lo que 
se habló de la disolución del Cuerpo de Radiopatrulla? En 
ese momento, la cantidad determinada por el jefe del Cuer- 
po de Radiopatrulla tenía que ver con la disponibilidad de 
asignar un promedio de dieciséis patrullas en vehículos, 
por turno, a la ciudad de Montevideo, lo que significaba un 
patrullero cada dos jurisdicciones policiales. 


Nosotros, con la descentralización —no la desapa- 
rición— del Cuerpo de Radiopatrulla, la llevamos a las 
cuatro zonas territoriales operativas, implementadas para 
alcanzar un número de despliegue promedio de ochenta 
patrulleros que atiendan la demanda de emergencia. Si 
busco el despliegue actual, a través del registro del Centro 
de Comando Unificado —que se puede visitar en cualquier 
momento— puedo determinar que en las últimas veinti- 
cuatro horas fue de 298 móviles, quinientos policías pie 
a tierra y dieciocho motos; ese fue el despliegue en el día 
de ayer. 


En cuanto a la disolución de lo que era la dirección de 
investigaciones, debo decir que lo que se hizo fue descen- 
tralizarla en las cuatro zonas operativas, dado que no exis- 
tían en ese momento registros de gestión verificables que 
pudieran ser evaluados con relación al trabajo y al proce- 
dimiento llevado a cabo por esa dirección. Por lo tanto, se 
entendía oportuno que los jefes operacionales territoriales 
se hicieran cargo de esto con un área de investigaciones 
que estuviera más cercana a las comisarías que dependían 
de ellos, para poder investigar de mejor forma el delito en 
esas zonas. 
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Por eso, se crearon las cuatro áreas de investigación, 
que tuvieron como asignación o destino la investigación 
de los delitos contra la propiedad y contra las personas. 
No obstante eso, dentro de la Jefatura de Policía de Mon- 
tevideo y a disposición del jefe de Policía, también se creó 
la Dirección de Información Táctica, que asumió la inves- 
tigación de los grupos criminales que tienen responsabili- 
dad en los hechos más graves que se cometen en cuanto a 
la violencia por ellos empleada, y que tienen que ver con 
las bandas criminales y los homicidios. 


Al mismo tiempo, si se me permite, voy a leer el pro- 
tocolo que se fijó para la actuación en los diferentes nive- 
les de investigación y respecto a cómo tratar los hechos 
más críticos de violencia: homicidios, secuestros, copa- 
mientos, atentados con artefactos explosivos, rapiñas de 
montos considerables o que produzcan daño físico a las 
personas y/o que involucren a autoridades nacionales o ex- 
tranjeras como víctimas, en circunstancias de haber sido 
consumados. 


Allí se establece que los móviles de las comisarías o 
unidades de respuesta de la Jefatura de Policía de Mon- 
tevideo que concurran en primera instancia asumirán in- 
mediatamente la aplicación de la protección de la escena 
del hecho, delimitando un perímetro que cubra todo el 
escenario al cual podrán acceder las autoridades involu- 
cradas en el procedimiento, debiendo solicitar la presencia 
del superior encargado en ese momento de la comisaría o 
seccional de jurisdicción, el que, una vez en el lugar, asu- 
mirá la responsabilidad de mantener el perímetro, comu- 
nicando a la justicia competente y a su comando inmedia- 
to, y también deberá requerir la presencia de la Dirección 
Nacional de Policía Científica, la Dirección Nacional de 
Bomberos o de especialistas en explosivos. 


El oficial jefe responsable de la mesa central de ope- 
raciones del Centro de Comando Unificado, en forma 
concomitante, comunicará el hecho por mensaje de texto 
al Comando de la Jefatura, a los comandos de zona y al 
director de la Dirección de Información Táctica y confir- 
mará mediante llamada telefónica. 


La investigación, en primera instancia, deberá ser asu- 
mida por el área de investigación con jurisdicción en el 
lugar, nombrándose un oficial del caso que concurrirá a 
la escena de inmediato, asumiendo desde ese momento la 
dirección del procedimiento. 


El oficial del área de investigaciones que concurra al 
lugar obtendrá una percepción de la situación que le per- 
mita establecer la identificación de los autores y su deten- 
ción. En caso de carecer de esta información deberá tam- 
bién solicitar la presencia de un oficial de la Dirección de 
Información Táctica en el lugar. 


Los respectivos comandos coordinarán la investi- 
gación en forma conjunta. La Dirección de Información 
Táctica deberá comunicar el hecho, además, con informa- 
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ción recogida en las primeras cuarenta y ocho horas, a la 
Unidad de Análisis de Hechos Complejos. Esta unidad se 
encuentra autorizada a participar como observadora en 
este tipo de eventos, coordinando su participación con la 
Dirección de Información Táctica. 


El área de investigaciones que asume los procedimien- 
tos evaluará, en conjunto con la Dirección de Información 
Táctica, si se encuentra frente a una situación compleja y 
de difícil resolución, a efectos de derivar la investigación 
—luego de un tiempo prudencial— a la Unidad de Análisis 
de Hechos Complejos. 


El primer registro del hecho en el sistema de gestión 
en seguridad pública será realizado por la comisaría con 
jurisdicción en el lugar. Se dejará especial constancia de 
quiénes fueron los policías que concurrieron en primera 
instancia y quién, de la comisaría que concurrió al lugar, 
se hizo responsable registrando: los datos primarios reco- 
gidos y quiénes se hicieron presentes en la escena durante 
el período que estuvo a su cargo, así como el horario en 
que se hace cargo el oficial del área de investigaciones que 
asumirá la investigación, el que posteriormente realizará 
las ampliaciones que correspondan. 


Ese es el protocolo designado para los hechos más crí- 
ticos y que actualmente tiene alcance nacional. 


Sin perjuicio de todo esto, el director de la Policía na- 
cional tiene la capacidad de formar núcleos de investiga- 
ción con unidades especializadas, a los efectos de buscar, 
en todos los casos, resolver los crímenes que resulten más 
complejos. 


En relación con la investigación de los homicidios, 
como ya se señaló por parte del señor ministro del Inte- 
rior, apunto que las estadísticas determinan, en cuanto a la 
resolución de los casos, una fecha, que es hasta donde ellas 
se toman. No obstante, el trabajo policial de investigación 
en conjunto —y, actualmente, bajo la dirección de los fis- 
cales correspondientes— continúa a los efectos del total 
esclarecimiento del hecho. Por eso, en este tiempo hubo 
nueve homicidios aclarados correspondientes al año 2007. 


También hay que decir que para la Policía existen, en 
este momento, 165 personas requeridas, sospechosas de 
haber participado en esos homicidios que están sin aclarar. 
Por lo tanto, una vez detenidas, es posible que se aumente 
el porcentaje de homicidios aclarados. 


Por último, actualmente tenemos en el país 1776 po- 
licías dedicados a la investigación criminal. La mayoría 
de ellos ha recibido formación especializada en investiga- 
ción criminal, que fue proporcionada por expertos inter- 
nacionales coordinados por el Banco Interamericano de 
Desarrollo. Quiere decir que todos los oficiales del caso 
que participan en la investigación, actualmente tienen la 
capacitación no solo a nivel nacional, sino también inter- 
nacional, en la investigación de los delitos más complejos. 
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Muchas gracias, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Luis Alberto Heber).- Conti- 
núa en el uso de la palabra el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero hacer una aclaración 
más sobre la Jutep. A fin de año ya era mucho menor la 
cantidad de quienes no habían hecho la declaración. Y, 
además, había gente que estaba señalada como que no la 
había realizado, pero no tenía que hacerla. En esa situa- 
ción se encontraban comisarios retirados y jubilados; in- 
cluso aparecía Jorge Jouroff, quien fue director general de 
Secretaría en el primer gobierno del Frente Amplio, cuan- 
do yo todavía no estaba. 


Quiere decir que había grandes errores en lo que esta- 
ba señalado. Ya a fin de año la cifra había bajado de 2700 
a 1600, y seguía descendiendo. En este momento aún no 
tenemos claro cuántos son, pero la situación es la que ha- 
bíamos dicho: no era la declaración jurada de funcionarios 
políticos sino de 32.000 funcionarios del Ministerio del 
Interior, que nosotros pedimos en el presupuesto que tu- 
vieran que hacer la declaración jurada. 


Con respecto a lo que ahora mencionaba el director de 
la Policía nacional, creo que hay cosas que él no puede 
decir pero que conviene señalar. La disolución del Cuerpo 
de Radiopatrulla tuvo antecedentes. En el primer gobier- 
no del doctor Sanguinetti se la quiso disolver porque se 
entendía que era algo que no debía funcionar, que había 
que cambiar y hacer otra cosa. No pudo hacerlo porque 
le hicieron la primera huelga policial que impidió su di- 
solución. 


Lo mismo pasó en el primer gobierno del Partido Na- 
cional; creo que fue en noviembre de 1992. En ese mo- 
mento hubo, además, una huelga de hambre muy conocida 
que se hizo ante el nuevo intento de disolver el Cuerpo de 
Radiopatrulla. 


La diferencia que hubo con respecto a nosotros fue que 
nos lo planteamos y lo hicimos. 


Quiero señalar que, muchas veces, los que asesoran lo 
hacen porque han sido objeto de esa disolución. Entonces, 
tienen una visión negativa del hecho. Lo mismo ocurre 
con la dirección de investigaciones; esa dirección no se 
disolvió sino que se descentralizó. El director de la Policía 
nacional decía que había quinientos investigadores que se 
descentralizaron en Montevideo, pero no hubo una diso- 
lución. 


El señor senador interpelante plantea que estamos re- 
trocediendo en esa disolución —que no la hubo porque no 
se realizó— con la creación de la dirección de investigacio- 
nes. Con esta nueva dirección no estamos retrocediendo 
en lo que habíamos hecho sino avanzando, porque inclui- 
mos allí servicios o direcciones generales que no estaban 
pero que necesita quien investiga. 
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Quiere decir que otra vez le damos más fuerza a las in- 
vestigaciones y las ponemos en línea, además, con el nue- 
vo Código del Proceso Penal. Eso es lo que va a relacionar 
el nuevo Código del Proceso Penal con la investigación 
judicial y la Policía de seguridad. El resto es la Policía pre- 
ventiva. 


Nosotros queremos destacar ese hecho porque clara- 
mente no se realizó esa disolución. Tampoco hubo —como 
lo expresaba el director de la Policía nacional— disolución 
de la dirección relativa a homicidios. Hay más policías de- 
dicados a la investigación. 


Termino aquí, señor presidente. Luego avanzaremos 
aún más. Muchas gracias, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Luis Alberto Heber).- Conti- 
nuando con la interpelación en curso, como es de estilo, 
tiene la palabra el miembro interpelante, señor senador 
Bordabertry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Gracias, señor presidente. 


Como dijimos hoy: demanda, contestación, prueba. Lo 
que se dice hay que probarlo. Me parece que eso es vital. 
Si no, podemos hablar dos horas, decirnos cosas y después 
irnos contentos, abrazarnos con los que nos tienen estima 
y decir: «Lo maté». No es así, señor presidente. Acá hay 
seriedad. Aquí hay que probar. 


Voy a ser bien claro, señor presidente. El ministro le 
mintió al Parlamento nacional. Ha ocultado documenta- 
ción que le reclamó el Parlamento nacional. El ministro la 
ha retaceado. Y eso, señor presidente, es faltar el respeto 
a un poder del Estado, básico en la democracia como lo es 
el Poder Legislativo. 


Voy a dejar de lado la nimiedad del libro porque es, di- 
gamos, una mentirita piadosa. Parece que el Ministerio del 
Interior no escribió este libro. Es una chiquilinada decir 
eso porque, al abrir el libro, este dice: ¿Cómo evitar el de- 
lito urbano? El Programa de Alta Dedicación Operativa 
en la nueva Policía uruguaya. Autores: Bonomi, Eduardo. 
Está escrito acá; repito: está escrito acá. Luego sigue la 
lista: Alejandro Cid, Spencer Chainey, Federico del Cas- 
tillo, Ricardo Fraiman, Francois Jacottet, Mario Layera, 
Pablo Martínez, Rodrigo Serrano, Gabriela Valverde, Jor- 
ge Vázquez, Federico Veneri, Alejandro Vila. Debajo de 
la lista de nombres dice «Ministerio del Interior. BID». Es 
casi infantil decir que no escribió el libro. El BID lo habrá 
financiado. Sí, el Banco Interamericano de Desarrollo dio 
seis millones de dólares para capacitar a la Policía uru- 
guaya, y parte de ese dinero se lo gastaron en un libro de 
autoelogio. Así estamos. 


Eso es lo primero, señor presidente. Pero ese es un 
tema menor porque es una mentirita. Vaya y pase. Pero 
hay cosas graves, muy graves. Hay cosas que creo son 
realmente muy graves. 
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Cuando saltó el tema del señor Efraín Pablo Trejo 
integrante de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia—, el ministro dijo que no sabía que pertenecía 
a esa fuerza. Lo negó públicamente. Nosotros invitamos 
al señor ministro a la comisión y le preguntamos si en el 
ministerio no había informes contrarios a la contratación 
de ese señor, perteneciente a las FARC. 


(Intervención de la señora senadora Payssé que no se 
escucha). 


SEÑOR BORDABERRY.- No se enoje, señora sena- 
dora. Si quiere una interrupción, solicítela y con mucho 
gusto se la concedo. Déjeme terminar la idea y verá que 
estoy bien rumbeado. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Diríjase a la Mesa, señor senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Con mucho gusto le doy 
todas las interrupciones que quiera, pero escúcheme un 
poquito y va a ver que no va a necesitarla. Es solo que, por 
sus gestos, me pareció que quería una interrupción. 


Señor presidente: como decía, cuando el señor minis- 
tro compareció ante la comisión le preguntamos expresa- 
mente y nos dijo que no existían informes contrarios a la 
contratación ni de la Dirección Nacional de Inteligencia 
del Ministerio del Interior ni del Instituto Nacional de 
Rehabilitación. Consta en la versión taquigráfica; pueden 
leerla. Yo me dije: «¿Será así?». Hoy le volvimos a pregun- 
tar y nos trajo unos informes de la Procuraduría General 
de la Nación de Colombia, porque juegan con las fechas. 
Pero el Ministerio del Interior sí tiene informes contrarios 
a la contratación en el Instituto Nacional de Rehabilitación 
de este señor de las FARC y, a su vez, tiene informes inter- 
nos de la Dirección Nacional de Inteligencia que indican 
que identifican a este señor, Trejo, como integrante de las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia. 


Es decir, no una, sino tres veces —como Simón Pedro 
a Cristo— lo negó antes que cantara el gallo. Lo negó pú- 
blicamente; lo negó en la comisión y lo negó hoy acá. Le 
mintió al Parlamento nacional, y eso es grave. En otras 
épocas, un ministro que venía y mentía de esa forma, se 
tenía que ir, porque es indigno del cargo de ministro men- 
tir al Parlamento nacional. 


El informe al que hice mención es el n.* 185, de la Di- 
rección Nacional de Inteligencia, de 19 de setiembre de 
2010, en el que se expresa: «Solicitud de requerimiento, 
ubicación e informe sobre vida y costumbres de la perso- 
na Efraín Pablo Trejo, de nacionalidad colombiano, quien 
ingresó a nuestro país con fecha 08/01/2007. Actualmente 
residente legal. Se pudo establecer que en setiembre del 
2008 identifican a Efraín Trejo Freire como financista y 
operador de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia —FARC-— en el Perú, como así también su ta- 
rea era o es de reclutar a personas, buscar apoyo econó- 
mico, protección para miembros del grupo guerrillero en 
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los siguientes países: México, Argentina, Chile, Paraguay, 
Brasil, Ecuador, Venezuela, Panamá, Canadá y Uruguay. 
Esta persona queda al descubierto por una lista elaborada 
por el Departamento del Tesoro de Estados Unidos. La in- 
formación fue obtenida de las computadoras del fallecido 
cabecilla de las FARC, Raúl Reyes». El mismo departa- 
mento emite afiche con diferentes fotos de personas que 
pertenecen a dicho movimiento revolucionario. 


Se informa asimismo: «Datos Ampliatorios. Según 
información de otra agencia de inteligencia se pudo es- 
tablecer que la persona en mención no presenta orden de 
captura al momento, pero sí está relacionado con integran- 
tes de grupos armados ilegales». También informaron los 
movimientos migratorios que a continuación se detallan: 
La Habana, Curazao, La Habana, Tulcán, Cúcuta, Tulcán, 
Santiago. 


Acá hay otro tema que es muy grave. ¿Por qué? Por- 
que los controles son para todos. Dice: «Prosiguiendo la 
investigación, se procede a verificar en el banco de datos 
informáticos de la Dirección Nacional de Migración y se 
observa que el ingreso al país de Trejo, su compañera y el 
hijo de ambos, los mismos no figuran. Aunque la mencio- 
nada unidad informa por escrito que Trejo ingresó al país 
el 8 de enero del 2007 por Paysandú, en ómnibus proce- 
dente de la República Argentina, según el sello emitido en 
el pasaporte». O sea que entró por Paysandú, le sellaron 
el pasaporte y no lo ingresaron en la lista de la Dirección 
Nacional de Migración para que no se hiciera público. ¿O 
habrá sido un error? No debe haber sido un error porque 
no lo anotaron a él, ni a la señora ni al hijo. 


Así que, ¡miren cómo ingresó! ¡Miren lo que dice el 
informe que el señor ministro nos ocultó tres veces! Esto 
es muy grave. Es gravísimo. 


(Ocupa la presidencia la señora Lucía Topolansky). 


—Señora presidenta: se lo solicitamos tres veces y tres 
veces nos dijo que no existía. ¡Acá está! Lo tengo. Nos 
mintió, y más de una vez. El señor ministro quiso con- 
fundir porque alegó que en realidad lo había contratado 
el Ministerio de Educación y Cultura, pero después dijo 
que el Ministerio del Interior le había pagado las horas. 
Entonces, el Ministerio del Interior firmó contrato con él. 
¡Fíjense qué coincidencia! Entró a trabajar en el Ministerio 
de Educación y Cultura, en el período pasado, cuando el 
titular era Ricardo Ehrlich, quien pertenece al mismo sec- 
tor político del Frente Amplio que el señor ministro. 


De modo que a este señor —que nos dicen que perte- 
nece a esos grupos y figura en más de una lista— lo des- 
tinan a trabajar a la cárcel de Punta de Rieles. Es decir 
que mandan a trabajar a la cárcel a una persona con esos 
antecedentes, que estaban informados y por los que se sa- 
bía que andaba reclutando personas. Esto me hace acordar 
a aquel cuento de un paisano de Reyles, Durazno. Resulta 
que tenía una perrita fox terrier y un día el hijo del paisano 
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cazó un zorrito y el padre le dijo que lo largara, pero el 
hijo le contestó que lo iba a acollarar a la perrita así esta le 
enseñaba al zorro que no tenía que matar a las gallinas. A 
la semana, sintieron un ruido tremendo: la perrita y el zo- 
rro estaban destruyendo el gallinero. Acá pasa lo mismo, 
metemos a este señor con los que tenemos que recuperar. 


Asimismo, en el seno de la comisión el señor ministro 
dijo que en Uruguay estábamos en un proceso de feudali- 
zación, citando —cosa que también he dicho— al fallecido 
jefe de Policía, inspector Guarteche, al señalar que los bra- 
sileños habían venido al Uruguay a decir que el proceso 
de feudalización era igual al de favelización y que este se 
había originado por aquellos presos comunes que se ha- 
bían reunido con políticos que habían tomado las armas. 
O sea que si el señor ministro sabía que existía el proceso 
de favelización y de feudalización, ¿cómo pone a políti- 
cos que presuntamente eran revolucionarios a trabajar con 
los presos acá? Está favoreciendo el proceso que él mismo 
dice que tenemos que perseguir. Ese es el primer informe 
que creo que es contundente y al que nos negó el acceso. 
Reitero: aquí hay que probar las cosas, no solo decirlas. 


Por otra parte, le preguntamos al señor ministro si 
había algún informe del Instituto Nacional de Rehabilita- 
ción, del Centro de Formación Penitenciaria, que expresa- 
ra que no había que contratarlo y se nos contestó que no. 
¡Acá lo tengo! Con sello y firma. El informe, firmado por 
la directora del Centro de Formación Penitenciaria, dice: 
«En el marco de las irregularidades constatadas por el se- 
ñor Trejo desde el mes de febrero a la fecha» —¡así empieza 
y resulta que no había informe de irregularidades!- «y en 
el entendido que ha violado todos los mandatos institucio- 
nales del CEFOPEN es que esta dirección decide realizar 
el siguiente informe para ser elevado a quien corresponda. 
En el mes de febrero se presentó el señor Trejo pidiendo 
volver a trabajar en el proyecto con las PPL. En ese mo- 
mento se explicó que, de acuerdo al reglamento, el CEFO- 
PEN no trabaja con las PPL». 


No lo voy a leer todo para no aburrir, pero fíjense cómo 
sigue: «El docente no cumplió con las condiciones del 
contrato, no presentó registro de asistencia con la verifica- 
ción correspondiente por parte de la unidad, no presentó 
ninguna información sobre los alumnos ni evaluaciones». 
Continúa: «En el mes de mayo presentó en el centro un 
proyecto de intervención socioeducativa. El mismo fue 
evaluado por el equipo de dirección constatándose defi- 
ciencias importantes». 


Observen esta parte —discúlpeme el colega—: «Se en- 
vió por mail el proyecto evaluado a la oficina del doctor 
Carrera —que era el director general del ministerio— para 
su conocimiento porque» —dice el informe— «desde allí se 
había manifestado interés en la continuidad del trabajo del 
docente». O sea que lo contrataron porque resulta que des- 
de arriba le decían «contrátenlo». La directora dijo: yo me 
curo de espanto; va informe diciendo todo. 
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¡Nos dijeron que no existía! Y sigue: «Dado el interés 
manifestado a la subdirección nacional técnica por la con- 
tratación de Trejo por parte del ministerio, en reunión del 
gabinete se decidió la contratación del docente». 


¡¿Cómo?! ¿Cómo? ¿Amiguismo? ¿Nepotismo? ¿Cómo 
quieren llamarlo a esto? Lo peor, señora presidenta —no 
voy a seguir aburriendo—, es que el texto termina así: 
«Además de estas irregularidades, una vez más no cum- 
plió con ninguna de las obligaciones docentes que se le 
entregan por escrito en momento de firmar el contrato. No 
entregó libreta docente con el registro de los contenidos 
trabajados, el programa, la evaluación de los estudiantes, 
el registro de asistencia de los mismos, entre otros». Se 
agrega: «En el marco de los cometidos del centro, la va- 
loración integral de propuestas curriculares y del ejercicio 
docente surge que el desempeño académico y actitudinal 
del señor Trejo no cumple con los requisitos mínimos para 
desempeñarse como docente de esta institución». 


Después hay una resolución que establece que no figu- 
ra en la lista de docentes, que presentó horas sin ejecutar, 
que fue evaluado mal, pero le piden al director nacional 
que firme la resolución por la cual lo designan. 


En otra época, ¡ya habrían presentado la renuncia y se 
habrían ido para la casa! Porque ¡se lo pedimos al minis- 
tro! Le preguntamos expresamente en la comisión: «¿Hay 
algún informe contrario en el Instituto Nacional de Reha- 
bilitación?». Nos contestó: «No; no hay». Le preguntamos 
también: «¿Hay algún informe de la Dirección Nacional 
de Inteligencia?». Respondió: «No; no hay». ¡Había! Ha- 
bía. ¿Saben dónde terminó el señor Trejo? Dando clase en 
la UTU de Arroyo Seco. 


O sea que a este señor —supongo que amigo del señor 
ministro, de su grupo político o no sé de quién— lo toma- 
ron con informes contrarios y, primero, lo colocaron en el 
Ministerio de Educación y Cultura, después en el Instituto 
Nacional de Rehabilitación, dependiente del Ministerio 
del Interior, y después, cuando ya no daba para más, lo 
designaron allí en la UTU de Arroyo Seco para dar clases 
de Dirección de Empresas y Logística. 


¡¿Qué es esto?! Encima el ministro nos dice que quie- 
nes levantaron las armas con fines políticos son los cul- 
pables del proceso de favelización en Brasil y que puede 
ser similar al proceso de feudalización acá; y ponen a tra- 
bajar, primero en las cárceles y después con los jóvenes, 
a alguien a quien se ha denunciado y que puede ser un 
reclutador para eso. ¿Esta es la inteligencia? 


Estos no son informes de prensa. Traigo documentos. 


Después se trató de confundir. Se dijo que hoy en día 
las FARC son un grupo legal y se llaman Frente no sé 
cuánto. Está bien, pero hasta diciembre de 2016, cuando 
pasaron estas cosas, no era un grupo legal. 
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Pero no solamente no era un grupo legal, sino que este 
señor Trejo estaba en la lista de la OFAC. No sé si los se- 
ñores senadores, señora presidenta, saben qué es. Se trata 
de la Office of Foreign Assets Control del Gobierno de los 
Estados Unidos, que emite una lista de sancionados ban- 
carios. No hay que viajar a ese país para conseguir este 
documento. Los señores senadores pueden entrar a OFAC, 
poner el nombre y encontrar la información. En Internet 
salta enseguida. 


Este señor hoy todavía sigue en esa lista. Insisto: hoy 
sigue en la lista. Esa lista se creó durante el gobierno de 
Clinton —se llama la Lista Clinton-, y allí se incluye a las 
personas que se comprueba están vinculadas con posibles 
hechos de lavado de dinero, grupos terroristas, narcotrá- 
fico. 


¿Cuándo se lo incluyó en esa lista? En el año 2008. 
¿Cómo se lo incluyó? En ese año, el cabecilla de las FARC 
era un señor que tenía un nombre raro, al que le decían el 
Mono Jojoy y luego Raúl Reyes, que no era su nombre. 


Resulta que lo abaten en la frontera con Ecuador —triste- 
mente recordada hoy en día— y se hacen de la computadora 
de Raúl Reyes. Cuando esto sucede, salta que había hecho 
algún aporte a la campaña de Correa en Ecuador, varios 
aportes a la campaña de Chávez en Venezuela —ahí empe- 
zÓ todo este tema; ahí empieza a investigarse todo lo que 
está pasando con el narcotráfico en esa frontera—, y resulta 
que aparece el nombre de este señor: Efraín Pablo Trejo, 
que llegó al Uruguay por Paysandú, le sellaron el pasa- 
porte pero no aparece en las listas, lo contrataron para ir a 
trabajar al instituto de Punta de Rieles y después termina 
trabajando en la UTU. 


También hay que decir —como bien señaló el señor mi- 
nistro— que le dieron estatus de refugiado. Y bueno, si le 
quieren dar estatus de refugiado, que se lo den, pero de 
ahí a mandarlo a trabajar con delincuentes o muchachos 
jóvenes, me parece que no es bueno. 


Además, tristemente, esta frontera de Ecuador hoy 
está con este tema de los disidentes de las FARC que si- 
guen secuestrando y matando. Recientemente mataron a 
tres periodistas y ahora secuestraron a dos personas más. 


Por lo tanto, reitero la pregunta por cuarta vez —su- 
pongo que después de esto me responderá—: ¿existen o no 
existen informes de la Dirección Nacional de Inteligen- 
cia y del Instituto Nacional de Rehabilitación, contrarios? 
Existen. Espero que, por lo menos, digan sí. 


Pasando a otro tema, dice el ministro: nunca le di en- 
tradas a ese Jorge Rivero y a la barrabrava. Una vez, no 
más, cuando querían entrar una bandera, ahí sí autoricé 
a que lo dejaran entrar con la bandera. Reconoce sí el mi- 
nistro que su señora es amiga y ha compartido cenas con 
Jorge Rivero. 
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¿Qué dice Jorge Rivero? ¿Vamos a ver lo que dice? No 
lo dice en cualquier lado, sino ante el Poder Judicial. Lo 
voy a leer porque más vale ser preciso en estas cosas. Le 
pregunta el juez, Homero da Costa —pregunta número 18—, 
el 2 de abril de 2013: Diga usted si en otras oportunidades 
ha recibido entradas, de los representantes de Tenfield o 
del Ministerio del Interior, para los partidos de la selec- 
ción uruguaya de fútbol. Contesta Jorge Esteban Rivero 
Pereira —el de la lista—: Sí señor, en tres oportunidades, 
por la bandera de Uruguay, se hizo con el Ministerio del 
Interior y los auspiciantes. La hicimos en Argentina. La 
misma era con el fin de juntar las barras contra la violen- 
cia, que desde hace siete clásicos no hay líos. En cada una 
de esas oportunidades me dieron cien entradas por vez. 


O sea que eso de que una vez se dejó entrar una ban- 
dera no es así; a Jorgito Rivero, el líder de la barrabrava, 
el ministro del Interior le daba cien entradas por cada par- 
tido de Uruguay. Se podrá decir que eso declaró un inte- 
grante de la barrabrava, pero veamos ahora lo que dice el 
entonces presidente de la Asociación Uruguaya de Fútbol, 
el señor Bauzá. Porque vamos a probar las cosas. Hay que 
analizar la prueba. Dice así: La AUF no regala entradas 
y cuando se hicieron las banderas gigantes de Uruguay 
sabíamos que era gente de las barrabravas de Peñarol y 
Nacional, que nos pidieron dinero para las banderas y les 
dijimos que no, y luego nos pidieron entradas para ingre- 
sar y les dijimos que no. 


Es decir que la Asociación Uruguaya de Fútbol estaba 
procediendo bien, pero el Ministerio del Interior, que tra- 
baja con ellos, que trabaja con las barrabravas, dice: si nos 
piden entradas que las vengan a buscar y que firmen. Cie- 
rra lo que dice Jorgito y lo que dice Bauzá. Lo mismo dice 
Washington Vega, que es un encargado de seguridad, y 
varios más, pero no voy a seguir aburriendo. Dígalo fuer- 
te: ¡el Ministerio del Interior entregaba cien entradas por 
partido de Uruguay a los barrabravas! ¡Hay que decirlo! 
¡No nos mienta más! Acá está el expediente. Aclaro que 
me presenté en el juzgado porque el expediente ya es pú- 
blico, y después de un año de tramitación o si se archiva, 
se puede pedir, aunque no me dejaron escuchar las gra- 
baciones que hay allí, de las que alguno me ha dicho que 
había algunas cosas interesantes. 


Señora presidenta: esto es de una contundencia tre- 
menda. Ahora bien, frente a esta contundencia el ministro 
prefirió ir a la agresividad, a la despedida y ese tipo de 
cosas, pero no voy a entrar en ese juego, porque obviamen- 
te esas son las reacciones de quien no tiene argumentos, 
pruebas. Me voy a concentrar en esto que creo que es lo 
más importante que tenemos hoy por ver. 


También están todas las otras cosas que contestaron, 
cambiando el orden de las preguntas. Del señor de Co- 
lombia ya hablamos, pero hay otras preguntas que no con- 
testaron o que contestaron a medias. Quizás se las puedo 
reiterar para ver si las pueden responder. Explicaron cómo 
habían ingresado el señor Aresce Pereyra y su señora en 
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el Ministerio del Interior. Yo no pregunté cómo entraron. 
Les pido que lean la pregunta. Yo pregunté si siguen traba- 
jando en el Ministerio del Interior, cuál es el cargo que hoy 
ocupan y si siguen trabajando en la misma dependencia. 
¿Siguen trabajando en el Ministerio del Interior o están 
trabajando en otro lado? Yo tengo alguna información que 
dice que uno de ellos ya no trabaja en el ministerio pero, 
sinceramente, me gustaría confirmarlo y saber dónde se 
desempeña. 


Explicaron por qué habían contratado al señor Giaretto 
sin concurso. Dijeron que sí había otras personas con ca- 
pacidades para la tarea, pero que optaron por las personas 
que les dan confianza. Y, casualmente, se trata del hijo de 
la expareja del subsecretario el que le da confianza, a pe- 
sar de que hay otras personas preparadas en el ministerio. 


No hice preguntas sobre el hijo de la ministra de Vi- 
vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. So- 
lamente comenté que era una rara coincidencia que hubie- 
ra varios hijos de jerarcas trabajando en la secretaría del 
ministro. No se enojen conmigo. Eso es cierto y lo confir- 
mó; es así. 


Con respecto al señor Giaretto, fui claro. ¿Se hizo un 
llamado a concurso para llenar dicho cargo? Dijeron que 
no. Tengo las resoluciones de la carrera del señor Giaretto. 
Era custodia del subsecretario, saltó de custodia a comisa- 
rio y de comisario a director del departamento aéreo. ¡Eso 
sí que es carrera! Lo llevaban de viaje a Buenos Aires y le 
pagaban viático; esas resoluciones son públicas. 


¡Si nosotros los colorados hubiéramos hecho esto! A 
mí me gusta oír que se diga que el Frente Amplio actuaba 
con responsabilidad en la oposición. Yo creo que se olvi- 
dan. Con responsabilidad actuamos nosotros, que traemos 
la documentación, preguntamos y llevamos antes a la co- 
misión. ¿Se olvidan cuando pedían el default? ¿Se olvidan 
de lo que era? ¿Se olvidan de cuando el entonces senador 
Rubio denunciaba? Ahora actúan con responsabilidad, y 
nosotros que exigimos cambios porque hay una situación 
de este tipo, no actuamos con responsabilidad. ¡Las cosas 
que nos habrían dicho si hubiéramos hecho esto nosotros! 


¿No han hecho una investigación administrativa o sí la 
han hecho en el caso de Leonardo Anzalone y la señora? 
No quedó claro. Reitero que la pregunta era si han reali- 
zado todos los informes. ¿Sigue el sobrino trabajando ahí? 
No sé. 


Por otra parte, la explicación de por qué 2703 funcio- 
narios están omisos de hacer su declaración ante la Jutep, 
con todo respeto, es cantinflesca. Se dijo que en su momen- 
to, en la rendición de cuentas, se pidió —aunque después no 
salió- plazo para hacerlo. Hay más de 30.000 funciona- 
rios, y hay 2703 declarados omisos. ¡Es una barbaridad! 
Creo que en esta cifra la Dirección Nacional de Bomberos 
está en su totalidad; de la Jefatura de Policía de Montevi- 
deo hay muchos, y de la secretaría del ministro deben ser 
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todos o casi todos —salvo los cargos políticos— porque hay 
128 en la lista. Si hay más de 128 en la secretaría, segura- 
mente debe existir un jefe de personal de secretaría. 


Y llega la atleta. Reitero que le tengo mucho aprecio. 
Es más, habría que hablar con la Secretaría Nacional del 
Deporte y decirle que le pase más dinero. Se nos dice que 
en realidad vivía en Miami pero se vino y se le dio licen- 
cia. Yo tengo acá la información oficial, a la que se accede 
por Internet, donde consta que tiene que cumplir cuarenta 
horas semanales... desde Miami. 


Sé que se ha ascendido a otros funcionarios policiales 
por actos de valor y por su carrera; obviamente que es así. 
Lo que me llama la atención es que asciendan a uno por 
ganar en un reality show. No se enojen conmigo, porque 
en realidad estoy diciendo cosas que son verdad, que son 
declaraciones del ministro. Ahora el señor ministro dice 
que no fue por haber ganado en un reality show. Fue a Flo- 
rida después de que había ganado en el reality show, cuan- 
do el señor Nilson —que es un tipo muy querible— estaba 
en el pico de su popularidad, y lo asciende a sargento por 
su relacionamiento con la sociedad —así dice el informe de 
prensa— y por su participación en el reality show. Pero no, 
ahora no es por eso... ¡Bueno! 


Y llegamos a la parte de la sustancia. ¿Saben por qué 
nosotros traemos todas estas situaciones de nepotismo, de 
amiguismo, etcétera? Porque creemos que esto está mar- 
cando un error de gestión; está marcando lo equivocado 
que está alguien al frente del ministerio cuando hace estas 
cosas, cuando va a las cenas con los de las máquinas y con 
el barrabrava que nos dicen que no es. 


Y llegamos al tema de los homicidios. Como decía el 
contador José Pedro Damiani, los números no mienten, los 
que mienten son los que hacen los números. Acá nos traen 
una cantidad de números armados a medida y se compa- 
ran contra el año con el que quieren compararse. Bueno, 
hay una denuncia —no voy a tener el mal gusto de volver a 
citar a un senador de acá que trabajaba con ellos— que dice 
que en realidad el ministro elige los años con los cuales 
compararse. ¡Es así! Lo ha hecho una vez, dos veces, y lo 
vuelve a hacer hoy. Y nos dice que en 2010, cuando em- 
pezó la gestión Bonomi, bajaron los homicidios. ¡Espere, 
señora presidenta! Asumió el 1. de marzo. Entonces, tan 
rápidamente adoptó tan buenas medidas que enseguida 
bajaron los homicidios, y al año siguiente bajaron los ho- 
micidios gracias a su gestión. ¡No! Cuando un ministro 
llega, empieza a gestionar y a tomar decisiones cuyo resul- 
tado va a verse con el transcurso del tiempo. ¿Cada cuánto 
tendría que evaluarse la gestión de un ministro? ¿Cada un 
año y medio? ¿Cada dos? Supongamos que son dos. En 
2012 pasamos de 199 a 296 homicidios, pero él nos habla 
de 2010 y 2011. 


El ministro Bonomi dice que está muy contento porque 
la Policía ha mejorado su prestigio frente a la población. 
¡A mí no me enfrente a la Policía! ¡Yo defiendo más a la 
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Policía que al ministro; confío en los funcionarios poli- 
ciales y sé del esfuerzo que hacen! ¡Lo que está mal es el 
ministro y su gestión, no los policías, porque si no funcio- 
na la cabeza, es imposible que funcione el cuerpo! Y eso 
tiene que ser claro. ¡Yo defiendo a los policías a los que hoy 
están rapiñando en la calle porque no los respetan! ¡A los 
que les están robando el arma y los están matando! ¡A los 
que no tienen normas suficientes como para defenderse y 
a los que les quieren dar balas de goma! ¡Balas de goma 
para defenderse! ¡Fíjense! Y, además, lo anuncian. Esta es 
la panacea de los chorros. Anuncia que les va a dar balas 
de goma. ¿Y el chorro qué va a decir? «¡Tirale porque tiene 
balas de goma!». ¡No! Un día dijo: «¡Vamos a poner esco- 
petas en los patrulleros!». Y dije: «¡Bien!». Pero con balas 
de goma... Está bien, sigamos premiando por los reality, 
y llevando balas de goma mientras rapiñan y matan a los 
policías. 


También dice a cada rato que invitó a una cantidad de 
políticos al Ministerio del Interior y yo no fui, o que me 
invitaron al edificio de la presidencia y tampoco fui. Voy 
a ser claro: yo soy senador, y en el sistema democrático 
uruguayo convoco a los ministros a las comisiones. Es acá 
adonde tienen que venir a mostrarme lo que están hacien- 
do; no tengo por qué ir. Pero, además de eso, si invitan al 
partido, el partido va, y fue. Y van sus máximas autorida- 
des; va el secretario general y nos informa a todos, porque 
así funcionamos. Ahora, si quieren elegir quién tiene que 
ir a las reuniones con ellos, me parece que están equivoca- 
dos, y a mal puerto vienen por agua. 


El ministro comparó Rivera con todo Río Grande del 
Sur. ¡No! ¡Es muy fuerte! Río Grande del Sur es del ta- 
maño del Uruguay, ¿no? O más grande. No lo sé; yo en 
geografía estoy más o menos, pero seguro debe ser más 
grande que Uruguay. Entonces, compara el departamento 
de Rivera con todo Río Grande del Sur para decir que está 
peor. ¡Bueno! 


Trajo el informe sobre Londres; lo leyó en el mismo 
lugar en que lo leí yo, pero no lo leyó completo. Creó la ex- 
pectativa y dijo: «¡Hay una ciudad, que no les voy a decir 
cuál es, en la cual está aumentando el crimen!». Y agregó 
que se ha disparado el total de muertes violentas, etcétera. 
¡Está muy bien! Yo estaba con el señor senador Amorín y 
le dije: «Se trata de Londres», porque uno sigue los temas. 
El ministro continúa: «¡Fíjense: en Londres hubo 46 ho- 
micidios en los primeros tres meses del año!». Uno piensa 
que la verdad es que se disparó; 46 homicidios en Londres 
en los primeros tres meses del año es mucho. ¿Saben cuán- 
tos homicidios se cometieron en Uruguay? ¡Ciento nueve! 
¿Saben cuánta gente vive en Londres? Ocho millones y 
medio, mientras que en Uruguay somos tres millones dos- 
cientos mil. ¡En ocho millones y medio tienen cuarenta y 
seis homicidios que los tienen preocupadísimos! Hay una 
ola frente a la cual están tratando de reaccionar, mientras 
nosotros, que somos tres millones y medio, tenemos ciento 
nueve homicidios en los primeros tres meses del año, pero 
nos dicen que vamos bien. ¡No hay peor ciego que el que 
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no quiere ver! Se comparan con una ciudad —y sus aleda- 
ños— de ocho millones y medio de habitantes, y a nosotros 
nos dicen que cuanto peor, mejor. ¡No! Y nos citan a la 
BBC, que dijo que Montevideo es una gran ciudad para 
vivir. Claro, no olvidemos que tenemos barrios con niveles 
de seguridad europeos, según dice el ministro. ¿Che, y si 
en vez de a la BBC, les preguntamos a los uruguayos a 
ver qué dicen? ¿Cuál es la principal preocupación que te- 
nemos todos los uruguayos hoy! ¿Qué es lo que está mal? 
¿Qué es lo que nos preocupa? ¡La seguridad! Si salimos a 
recorrer la ciudad veremos que vivimos rodeados de rejas. 
Sin embargo, la respuesta es que la BBC dice que Monte- 
video es un lindo lugar para vivir. 


Después se vuelve a meter en las honduras de explicar 
por qué los homicidios aumentan; dice que son conflictos 
entre delincuentes, pero se olvida de una cosa: si aumenta 
el total, obviamente el porcentaje de los otros delitos tam- 
bién va a variar. Finalmente, reconoce que solamente se 
aclara el 50 % de los homicidios. ¡El 50 %! Cuando llegó 
él se aclaraba el 80 %. Antes de los cambios en la direc- 
ción de investigaciones, ¡se aclaraba el 80 %! Hoy solo se 
aclara el 50 %. ¿No tendremos un poco de autocrítica para 
poder ver que estamos haciendo algo mal ahí, que estamos 
fallando? Porque no solo no mejoramos lo que teníamos 
antes, sino que ni siquiera lo alcanzamos. Pero bueno: es- 
tamos como el FBI. 


Después ensaya algunas explicaciones y dice que lo de 
la obesidad heredada no lo dijo él; es cierto: lo dijo el sub- 
secretario. Bueno, yo interpreto que lo dijo el Ministerio 
del Interior. Al menos aparece en la prensa que lo dijo el 
subsecretario. Lo consulta hasta ahí. 


Y la verdad es que el ministro estuvo lento de reflejos 
—¡vaya si lo guardó!-, porque sacó el tema del enemigo. 
¿Cuándo fue la última interpelación, señora presidenta? 
No lo recuerdo. ¿Por octubre de 2016? ¿Qué pasó? ¿Un 
año y medio? Entonces, ahora, un año y medio después 
viene a contestarnos. ¡Tuvo tiempo para pensar la respues- 
ta! ¡Claro que tuvo tiempo para pensar la respuesta! La 
verdad es que se trata de la misma lentitud que tiene para 
hacer funcionar a la Policía. Y agarró para el terreno per- 
sonal, ¿no? ¡No se enoje conmigo! ¡No se enoje conmigo! 
¡No voy a entrar en el terreno personal, señor ministro! 
Yo estoy hablando de su gestión; estoy hablando de cómo 
afecta su trabajo a todos los uruguayos. No voy a entrar 
en el jueguito de «Si me dijiste», «Que tu papá» y demás. 
¡No! Quédense tranquilos que no voy a entrar en eso. Es 
más, pienso que cuando saltan con esas cosas es porque 
no tienen argumentos; diría que es la prueba de que no 
los tienen. Esto no es más que la confirmación de que uno 
está acertando. 


Debo decir que me equivoqué cuando dije eso en 2016. 
Señora presidenta: el enemigo es el señor ministro. Es el 
enemigo de los uruguayos que queremos paz; es el enemi- 
go de los uruguayos que queremos más seguridad; es el 
enemigo de los que queremos terminar con los homicidios 
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y con las bandas. El es el enemigo de eso; su gestión es la 
enemiga de eso. ¡Ese es el enemigo! 


Además, nos ilusionó. Por esa manera tan confusa que 
tiene de explicar el señor ministro, pareció que se estaba 
despidiendo; varios en las redes lo interpretaron así y al- 
guno dice que salió a festejar. Pero no; parece que por la 
mitad dio vuelta carnero y, en realidad, anunció que esta 
era mi despedida. ¡No se apure! Hasta el 15 de febrero de 
2020 voy a estar acá trabajando porque me pagan por eso. 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR BORDABERRY.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SENOR HEBER - Señora presidenta: ya que el miem- 
bro interpelante, señor senador Bordaberry, está en el 
tema, creo que vale la pena hacer la siguiente aclaración. 


Yo tuve la misma confusión y —debo confesarlo— tam- 
bién la alegría de que el señor ministro estuviera anun- 
ciando que se despedía del Ministerio del Interior. Debo 
confesar que fue así. No tengo problemas auditivos, pero 
me pareció escuchar que se despedía del ministerio y lo 
comenté aquí, en la bancada. Enseguida pensé: «Bueno, se 
abre una etapa», pero después tuve la desilusión de que ha- 
cía mención a la despedida del señor senador Bordaberry. 


Me vi en la obligación de pedir una interrupción al 
señor senador porque el Partido Nacional no apoya una 
interpelación para un discurso de despedida. ¡Nosotros no 
lo admitimos! ¡No es así! Desde febrero estoy sintiendo 
en la bancada propuestas de mi colega, el señor senador 
Lacalle Pou, en el sentido de coordinar con la oposición la 
necesidad de interpelar al señor ministro por las noticias 
que estábamos teniendo todos los días. ¡Desde febrero! 
Naturalmente, la oposición se puso de acuerdo y le cedió 
la bolada al señor senador Bordaberry, quien no está inter- 
pelando en forma individual. Si lo apoyamos y le dimos 
los votos es porque está interpelando con la preocupación, 
diría, de todo el país, no ya del que está representado por 
la mitad del Senado, porque ¡el Uruguay entero está preo- 
cupado por el tema de la seguridad! 


Entonces, me parece justo decir que el señor minis- 
tro se equivoca cuando trata de calificar el motivo de la 
interpelación como algo personal y, menos aún, como un 
discurso de despedida del señor senador Bordaberry. ¡Eso 
no es verdad porque, sencillamente, no lo hubiéramos apo- 
yado! Lo apoyamos porque el tema de la seguridad es un 
clamor ciudadano y no podemos más. 


Señora presidenta: suscribo totalmente —cada una de 
sus palabras— la interpelación que el señor senador Bor- 
daberry ha llevado adelante en la mañana y parte de la 
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tarde de hoy. En el día de hoy ha representado a la oposi- 
ción, cuestionando y demostrando cosas muy graves. Ha 
demostrado que el señor ministro ha mentido. Ha venido 
aquí con documentos serios que demuestran que el señor 
ministro mintió al Senado de la república y esto no se 
aguanta ni tolera más. El ministro se tiene que ir, no sola- 
mente por los acomodos familiares que se han demostrado 
en toda esta gestión —y que no tienen justificación alguna—, 
sino porque ha fracasado rotundamente con total éxito. 


¡No se puede comparar nuestra tasa de esclarecimiento 
de homicidios con la de otros países! La mejor planilla que 
nos ha entregado el miembro interpelante, señor senador 
Bordaberry, es en la que nos comparamos con nosotros 
mismos. Esta planilla de la gestión del ministro nos mues- 
tra que en 2011 había un 72 % de homicidios aclarados y 
un 28 % de homicidios no aclarados, mientras que en la 
actualidad estos porcentajes son de casi 50 % y 50 %. Le 
dimos los recursos, las armas, los funcionarios, todo. ¿Y 
este es el resultado? ¿Este es el resultado: que no aclara los 
homicidios? No se trata de compararnos con Brasil, con 
Holanda, con Suecia o con Londres. ¡No! Este tema debe 
ser comparado con nosotros mismos. Reitero: en 2011 se 
aclaraba el 72 % de los homicidios y ahora solo el 50 %. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—Señora presidenta: no quiero robar más tiempo al 
miembro interpelante, pero me veía en la obligación de 
decir que el señor senador Bordaberry no está interpe- 
lando en forma individual; nosotros lo hemos apoyado. Y 
después de escuchar la interpelación más lo apoyo, por las 
cosas que ha traído y por la seriedad con que ha manejado 
los datos, que han llevado a que el señor ministro haya 
mentido al Senado de la república, lo que me parece muy 
grave. ¡Muy grave! 


Muchas gracias. 

SEÑORA PRESIDENTE.- Usó todo su tiempo, señor 
senador, porque el tiempo de la interrupción es más limi- 
tado. 


Puede continuar el señor miembro interpelante. 


SEÑORA XAVIER.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR BORDABERRY.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir la seño- 
ra senadora. 


SEÑORA XAVIER.- Señora presidenta: creo que 
como va a haber mucho rato para intercambiar informa- 
ción, no podemos generar confusión. Una tasa es una tasa, 
es un número cada cien mil habitantes. No importa si el 
país es China con 1300 o 1400 millones de habitantes; es 
elemental en materia de estadísticas que se trata de com- 
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parar tasas cada cien mil habitantes. Por lo tanto, cuando 
se dice que Rivera tiene trece cada cien mil habitantes y 
Río Grande del Sur veintiséis cada cien mil habitantes, 
eso es lo significativo. No importa si, en el conjunto, los 
habitantes de Rivera son tantos miles y los de Río Grande 
del Sur son tantos otros. Aclaro esto porque no estamos 
haciendo una comparación de números absolutos de cosas 
diferentes ni estamos comparando porcentajes. Me parece 
que es un dato claro para poder seguir manejándonos en 
el intercambio de esta interpelación; se trata de comparar 
cosas comparables y no tocino con velocidad. 


Pienso que lo segundo es preguntarse: «¿Quién es el 
naíf acá?». Porque, que de las cincuenta ciudades más vio- 
lentas del mundo, cuarenta y dos o cuarenta y seis —según 
el año que se tome como referencia: 2017 o lo que va de 
2018— están en la región, no hay duda. ¿Acaso pensamos 
que la frontera territorial es un límite que levanta mura- 
llas y que la gente no pasa? Ya algún otro presidente nos 
hizo pensar que las cosas están en levantar números. ¡A 
ver! Este nivel de delitos es trasnacional y todos lo sabe- 
mos. No cometamos la ingenuidad —¡no seamos naíf!-— de 
pensar que no nos afecta este triste privilegio que tiene 
la región, de ser la más violenta del mundo. Nos cuesta 
creerlo —¿verdad?—, porque se trata de países muy queri- 
dos de nuestra Latinoamérica que tienen un nivel de vio- 
lencia absolutamente desenfrenado. Solo daremos dos 
ejemplos. Tenemos una Caracas con una tasa de ciento 
treinta, un Acapulco con ciento trece, y pensemos en lo 
que fue Acapulco hace solo algunos años. ¡No podemos 
creer que un centro turístico de esta naturaleza hoy tenga 
esta tasa —hago énfasis en el término— de muertes cada 
cien mil habitantes! Y así podríamos seguir por países de 
Centroamérica o nuestro vecino, Brasil. ¡Por supuesto que 
hay que compararse con el mundo y con uno mismo! La- 
mentablemente, el incremento de la violencia y el delito 
transnacional terminan llegando e impactándonos negati- 
vamente, y la frontera es el lugar predilecto. ¿De qué nos 
sorprendemos en ese sentido, en particular en un Uruguay 
que tiene una frontera seca tan extensa con Brasil? No ten- 
go el resumen final, pero de estas más de cuarenta ciuda- 
des, prácticamente el 50 % pertenecen a Brasil; el resto 
se distribuye entre otros países de Centroamérica y Méxi- 
co. Por lo tanto, me parece que es elemental que cuando 
nosotros decimos que algunos otros han sido naíf en la 
percepción del delito, reconozcamos que esto no es naíf; 
esta es una realidad que amenaza las políticas en la región 
y en el mundo. 


En fin, tenemos unas sociedades mucho más violen- 
tas, sin duda. Creo que ningún cambio cultural puede no 
tomar en cuenta el tema de la educación y, en ese sentido, 
tenemos que lograr un nivel de convivencia, no solo en 
la disposición de nuestras ciudades, sino también en los 
contenidos que trasmitimos. La educación formal es una, 
pero nosotros, sin duda, hacemos docencia política; por lo 
tanto, apelo a que la hagamos con la verdad. 


Gracias, señora presidenta; gracias, señor senador. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- En primer lugar, agradezco 
mucho al señor senador Heber. He interpretado esto como 
un trabajo de toda la oposición y he tratado de mantener 
a todos informados. Es más, algunos senadores hasta me 
incitaron a que hiciera la interpelación y les agradezco ese 
trabajo conjunto, que hacemos todos, porque en definitiva 
intercambiamos información y opiniones sobre lo que está 
pasando. 


En segundo término, respecto a lo que decía la señora 
senadora Xavier, no fui yo quien comparó ciudades con 
países, sino que cuando se empezó a hablar de Londres no 
pude menos que pensar que son 8:500.000 contra 3:200.000 
de Uruguay, que tuvo más del doble de homicidios en los 
primeros tres meses en este año. Comparar Rivera con Río 
Grande del Sur es un error porque todos los estudios que 
se hacen sobre la seguridad dicen que cuanto más pequeño 
el país, mejor está en el ranking internacional, debido a 
que es más fácil controlar, lo que es lógico. Eso es lo in- 
creíble de Uruguay, donde somos 3:200.000; eso es lo in- 
creíble de Minas y Lavalleja, donde se conocen todos; eso 
es lo increíble: que un país tan pequeño no puede controlar 
este tema. Creo que tengo el estudio Wispi; después se lo 
puedo entregar. El mejor país en materia de seguridad es 
Singapur y, el segundo, Finlandia. Son países pequeños, 
del tamaño de Uruguay. Obviamente, tiene que ser más 
fácil controlar, ¡pero no! Nosotros no estamos ahí arriba. 
Debería ser más fácil controlar Rivera que Río Grande del 
Sur, y no fui yo el que quiso hacer esta comparación. 


Ahora, si quieren ir a los números cada 100.000 habi- 
tantes tengo todas las cifras, porque como se imaginarán 
no traje todo el material de adorno. En Uruguay en el año 
1990 los homicidios cada 100.000 habitantes alcanzaban 
el 6,6 %. En 1995, cuando termina el gobierno del Partido 
Nacional, el porcentaje de homicidios cada 100.000 habi- 
tantes estaba en 5,9 %; bajó. En el año 2000, cuando termi- 
na el gobierno del doctor Sanguinetti, los homicidios cada 
100.000 habitantes llegaban al 6,5 %; subimos un pequeño 
porcentaje, pero subimos. En el año 2005 —crisis, pocos 
recursos— los homicidios cada 100.000 habitantes se ubi- 
caban en el 5,6 %; bajaron 4 %. En el año 2010 —tenemos 
la gestión de la señora senadora Tourné—, los homicidios 
cada 100.000 habitantes llegaron al 6 %; subió un poquito, 
pero se mantuvo en ese nivel. En 2015, tras cinco años de 
gestión del señor Bonomi por primera vez se perfora la ba- 
rrera del 8 %, llegándose a 8,5 % cada 100.000 habitantes, 
con el presupuesto más grande de la historia del Uruguay. 
¿Realmente quieren ver los números cada 100.000 habi- 
tantes? Y sigamos: en 2016 lo pudo bajar a 7,7 %, pero en 
2017 subió al 8,10 %. ¿Sabe a cuánto va a llegar el por- 
centaje de homicidios a fin de año si seguimos con este 
ritmo de los primeros cuatros meses? Al 10 %. ¿Sabe lo 
que dice la Organización Mundial de la Salud cuando un 
país pasa el 10 % de homicidios cada 100.000 habitantes? 
Dice que es una epidemia. ¿En serio quieren ver estas co- 
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sas? Yo, con gusto. ¿Vamos a compararnos con Caracas? 
¡Pero si la gente no tiene ni para comer, si el narcotráfico 
manda, si los que están en el Gobierno están metidos con 
el narcotráfico y tienen una dictadura! Hay tres jugadores 
de rugby que fueron a jugar el campeonato sudamericano 
a Paraguay y se quedaron en Asunción. ¿Saben por qué? 
Dijeron: «Engordamos 3 kilos en la semana que estuvimos 
en el campeonato; queremos comer». ¿Y nos comparamos 
con Caracas? ¿Qué es esto? ¡Ah! ¡Bueno! ¿Acapulco? Está 
bien, pero los invito a otra cosa: usemos el puente aéreo 
o vayamos al puerto y tomemos el Buquebus a Buenos 
Aires para ver qué número tiene Argentina, que creo que 
es parecida a nosotros. ¿Sabe cuánto tuvo el año pasado? 
Tuvo 5,6 % de homicidios y sigue bajando. ¡Se puede! ¡Es- 
tán trabajando en serio! Y me animaría a decir que desde 
el punto de vista de la capacitación tiene una Policía que 
no es tan buena como la nuestra. Lo que pasa es que no 
falla la Policía, el funcionario, sino los que la dirigen en el 
ministerio, falla la dirección política. ¡Eso es lo que falla! 
Falla el equipo que ya está hace ocho años y se tiene que ir. 


Al comienzo de la exposición el ministro nos confun- 
dió; no sé si fue una maniobra para confundirnos, porque 
dijo que se iba, que era su despedida y que no aguantaba 
más. Es más, algún portal dijo: «Se va Bonomi». Pero al fi- 
nal parece que se dio vuelta y festeja que la despedida es la 
mía, anticipada. Puede ser que los uruguayos quieran que 
yo me despida, habría que consultarlos; seguramente al- 
gunos querrán que me vaya y otros querrán que me quede. 
Como en todo, nadie es monedita de oro. Lo que sí creo es 
que el clamor hoy de despedida es que se vaya el ministro. 
Escuchen a la gente, vean los errores que cometió y lo que 
mintió. No, ministro, no es mi despedida; la gente pide su 
despedida. Es hora —como se lo dije en esa comisión— de 
decir: «Se cumplió un ciclo; los resultados no acompaña- 
ron. Que venga otro e intente otra cosa». 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Seguimos en el circo; cada reina 
en su trono, cada payaso en su circo y cada fantasma en 
su castillo. 


El señor senador interpelante reitera un montón de co- 
sas que ya dijo y le hemos respondido. Me alegro de haber 
logrado confundirlo porque nunca dije que me iba, sino 
que la interpelación es una despedida y que elegí este lu- 
gar para decirlo por primera vez. Capaz que logro que se 
quede. ¡Ojalá! Pero fue él quien decidió irse y yo solamen- 
te tomaba nota. 


No sé por dónde empezar; no sé si empezar por el prin- 
cipio. Más allá de que la oposición lo apoye —y lo apoya 
porque encontró a alguien que diga por ellos lo que les 
parece—, tiene capacidad histriónica; dice y escucha cual- 
quier cosa y después lo traduce de cualquier manera. Dice 
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que queremos hacer frente a la delincuencia con balas de 
goma cuando hemos traído las armas más potentes que 
tiene la Policía. Lo que sucede es que la Policía —y los pro- 
pios policías lo sienten así— tiene un límite cuando lleva 
armas poderosas y se encuentra con personas que le hacen 
frente con número, con exclamaciones. En esos casos los 
policías se sienten inhibidos de usar armas de fuego. En- 
tonces, solicitaron una de dos cosas: una ley diferente o 
un arma intermedia. Y nosotros dijimos: «Vamos por el 
arma intermedia». Cuando se entrevistaron con nosotros 
en el departamento de Florida, salieron a la prensa a decir 
que por fin le habíamos dicho que sí al arma intermedia, 
que era la escopeta con balas de goma. En ningún mo- 
mento dijimos de enfrentar a los delincuentes con balas 
de goma. Es más, completamos el proceso porque hasta 
determinado momento solamente los oficiales usaban pis- 
tolas Glock 9 mm en lugar del revólver .38; hoy toda la 
Policía tiene pistolas de ese tipo. Los que no la usan —que 
son unos pocos— y prefieren el revólver .38 es porque, a 
pesar de los cursos realizados, todavía no se sienten en 
condiciones de usar un arma diferente. De todas maneras, 
están migrando rápidamente a la pistola Glock 9 mm, a las 
armas automáticas y a las que no tenía antes la Policía. Es 
más, nos llegaron a decir que estábamos trayendo armas 
de guerra y nos preguntaban para qué las quería la Policía. 
Eran para la Guardia Republicana. ¡Hasta eso nos llegaron 
a decir! Por lo tanto, es un disparate que vengan a decir la 
ridiculez de que estamos planteando enfrentar a los delin- 
cuentes con balas de goma. Eso no es para enfrentar a la 
delincuencia, sino a gente que defiende a la delincuencia, 
pero sin armas; el policía que se enfrenta a ellos no quiere 
tirar con un arma de fuego y pide un arma intermedia. 


Entonces hay dos opciones: el senador interpelante no 
tiene comprensión lectora —que no es así— o deforma las 
cosas. En este caso las deforma. 


Lo que voy a mencionar no tendría ni que decirlo, pero 
por las dudas lo voy a hacer: nosotros no elegimos a al- 
guien del Partido Colorado para invitarlo a una reunión 
que hicimos en la Guardia Republicana; invitamos al Par- 
tido Colorado y no fue. Luego algunos integrantes de ese 
partido dijeron que, si el partido no iba, ellos querían ir, 
y fueron, pero no los elegimos; fue así. Hay gente que lo 
sabe: nosotros no elegimos, sino que invitamos a los parti- 
dos. Esto lo pueden saber claramente el Frente Amplio, el 
Partido Nacional y el Partido Independiente, que decidie- 
ron quiénes iban. 


Otra vez confunde al vocero cuando dice que no fui yo 
quien dijo que la policía que se enfrentó a los delincuentes 
era obesa, sino el subsecretario. Pues no fue el subsecre- 
tario; fue el abogado de la policía. Es difícil. Cuando sal- 
gamos de acá digan lo que quieran, pero no lo hagan acá 
porque todos escuchamos lo que se dijo. Entonces señalé 
claramente que fue el abogado de la policía y que yo salí al 
cruce y aclaré que eso no era así y que lo lamentaba por la 
policía si esa era la línea de defensa, pero no era correcta. 
No es así; no hay falta de capacitación. Es más, quedó de- 
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mostrado que pocos años antes la policía había ascendido 
a cabo, que había hecho el curso de pasaje de grado, en el 
que disparó una buena cantidad de tiros —lo aclaro porque 
habían dicho que no—, y que tenía otras condiciones. Pero, 
bueno, ¡no importa! 


Vuelvo al tema recurrente del senador interpelante: el 
integrante de las FARC. No sé con qué organismo de in- 
teligencia tiene contacto el miembro interpelante. No sé si 
en octubre del año pasado participó de las actividades que 
realizó la George Washington University en conjunto con 
la CIA y tomó elementos, porque los organismos de inte- 
ligencia no nos han elevado lo que dice el señor senador. 
Insisto: no nos lo han elevado. 


Cuando el miembro interpelante hizo esas declaracio- 
nes le pedí al director de la Policía nacional que volviera 
a averiguar y me dijo que no había más informes de in- 
teligencia que los que mencioné. Son tres: uno de 2006, 
Código Azul de Interpol, y los otros dos pedidos que hi- 
cimos nosotros. En 2007 o 2008 —no en nuestro período, 
ni elevado al Ministerio del Interior, sino al fiscal Jorge 
Díaz, como me dicen recién ahora—, y en el 2010 —cuando 
sí estábamos nosotros—, se elevó el Código Azul de Inter- 
pol; exactamente lo mismo, pero con agregados. ¿Cuáles? 
Que era residente legal en Uruguay desde 2007. Repito: la 
persona que menciona el señor senador era residente legal 
en Uruguay desde 2007. Ese código no permitía la perse- 
cución de ningún tipo sobre la persona, y esto lo hizo el 
director de Inteligencia a pedido del juez. Entonces, como 
es residente legal y no había —en ese momento ni antes— 
orden de captura, queda así. 


Había pasado por alto la lectura porque me pareció que 
era demasiado y porque además está en la versión taqui- 
gráfica de la comisión, pero igualmente lo voy a leer. La 
Unidad de Fiscalías Delegadas ante los jueces penales de 
circuitos de Ipiales de Colombia nos dice que analizadas 
en su conjunto, una vez vencido el término de indagación 
preliminar previsto en el artículo 325 del Código del Pro- 
ceso Penal, no permite inferir que se den los presupuestos 
legales para proferir resolución de apertura de instrucción 
toda vez que en la publicación de la revista en referencia 
solo se mencionan intervenciones en la República del Perú 
del ahora imputado a nombre de las Fuerzas Armadas Re- 
volucionarias, sin que se hubiere logrado demostrar proba- 
toriamente este evento. 


Más adelante dice que el señor supuestamente reali- 
zÓ actividades a nombre de las FARC e indica situaciones 
poco creíbles, como el hecho de que en vehículos oficia- 
les pertenecientes a la gobernación de Nariño transporta- 
ba medicinas y víveres para la zona del Mar Pacífico de 
este departamento, cuando no se ha logrado probar que 
este haya trabajado con el departamento, ni mucho menos 
que tenga nexos influyentes que le permitan hacer uso li- 
bremente de los vehículos y de esta manera haber podido 
burlar los retenes de la fuerza pública y evitar que se de- 
comise la carga. 
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Termina diciendo que la Fiscalía 26 delegada ante los 
jueces penales del circuito de Ipiales resuelve inhibirse 
de abrir investigación penal contra el señor —que dice el 
miembro interpelante— por las razones expuestas. 


Esta es la resolución, estas son las cosas que anteceden 
a la resolución. Resulta que el senador interpelante toma 
como ciertas y como prueba las declaraciones de Jorge Ri- 
vero en un juzgado; esas son ciertas. Pero la resolución 
del juzgado entero ante la acusación del señor que él dice 
pertenece a las FARC, no existe. ¡La resolución no existe, 
pero las declaraciones son ciertas! Tengo la idea de que 
cuando uno hace declaraciones las hace para ubicarse en 
la mejor situación posible y no siempre para corresponder 
a la verdad de los hechos. Él tomó eso como cierto, pero 
no la resolución del tribunal. ¡Por favor! Si van a insistir 
con esto, háganlo, pero tengan claro que lo hacen en base a 
una mentira. ¡Insisten en base a una mentira! Está bien, si 
la oposición en pleno apoya esta payasada, ¡háganlo! Pero 
sepan que es una payasada. Tengo la otra documentación, 
pero no la voy a leer porque ya lo hice; es lo que nos infor- 
man desde Colombia con respecto a los antecedentes y las 
cuentas pendientes que tiene con la Justicia. 


Por otra parte, no tuve ninguna información de inteli- 
gencia. Como todos sabemos, el señor senador interpelante 
se refiere a las clases en el Cefopén —Centro de Formación 
Penitenciaria— y a una persona, pero yo cuido lo que digo, 
porque existe una ley de refugio que pide que se proteja la 
identidad de los refugiados. En Uruguay existen refugia- 
dos de Colombia de las dos partes que se han enfrentado, y 
no corresponde dar nombres. En este caso la persona ya se 
fue, por lo que si el señor senador quiere violar la ley, que 
lo haga, pero yo no lo voy a hacer. Lo cierto es que esta 
persona nunca dio clases en el Cefopén, sino que realizó 
tareas con las personas privadas de libertad. Eso es lo que 
sucedió y no he ocultado nada, aunque al señor senador 
le convendría que lo hubiera hecho porque le serviría más 
para hacer oposición. 


Con respecto a las declaraciones de Jorge Rivero, ya 
me he manifestado varias veces y no voy a modificar lo 
que dije porque no es correcto hacerlo. Expliqué lo que 
sucedió con las banderas y lo quiso hacer con su particular 
versión el señor senador interpelante diciendo —también lo 
hemos señalado nosotros— que las trajeron las barrabravas. 
Para ellos, el hecho de que la barra de Peñarol llevara una 
bandera a una tribuna y la de Nacional llevara otra a otra 
tribuna y al partido siguiente las intercambiaran era una 
forma de quitar presión al enfrentamiento entre barras. 
Reitero, ellos entendían que era una ayuda para bajar la 
presión del enfrentamiento entre barras. Se lo plantearon 
a la Asociación Uruguaya de Fútbol y esta nos consultó si 
nos parecía adecuado que se les diera entradas, a lo que 
respondimos que sí. Solicito al señor subsecretario —que 
era quien tenía la relación con la Asociación Uruguaya de 
Fútbol- que relate cómo sucedieron los hechos. 


18 de abril de 2018 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Señora presidenta: he- 
mos tratado este tema decenas de veces en el Parlamento, 
ya sea en las comisiones que refieren a la violencia en el 
deporte como en los llamados a sala. 


Durante muchos años presidí la Comisión Honoraria 
para la Prevención, Control y Erradicación de la Violencia 
en el Deporte, en la que conviven representantes de varios 
organismos. La preocupación permanente ha sido siempre 
cómo reducir la violencia en los espectáculos deportivos 
a todo nivel. Ese fue un trabajo arduo y largo que llevó 
a que en algún momento los clubes hicieran concesiones 
con las hinchadas y se buscaran mecanismos para tratar 
de disminuir las situaciones de violencia. Los dirigentes 
de los clubes y los jugadores referentes de fútbol de di- 
ferentes cuadros salieron a la opinión pública a hablar en 
contra de la violencia. Inclusive, en el estadio Centenario 
se hicieron algunas actividades para hacer una clara de- 
mostración de convivencia; por ejemplo, el presidente de 
Peñarol saludaba a los jugadores de Nacional y viceversa, 
con nuestra presencia en la cancha. Se llevaron adelante 
multiplicidad de cosas para bajar los niveles de violencia 
y una de ellas fue la presentación de banderas por parte 
de los hinchas de un cuadro y de otro en un partido en el 
que jugaba la selección uruguaya. No digo de las barras, 
sino de los hinchas. Como se había acordado que no se 
iban a entregar entradas —más allá de que no se cumplió 
hasta que nos pusimos firmes—, cuando hacen esta solici- 
tud ante la AUF, esta dice que no tiene ningún problema 
si el Ministerio del Interior no presenta inconvenientes. 
Por lo tanto, nos consultan acerca de qué nos parecía que 
entraran las hinchadas de un club y del otro con la bandera 
patria a estos dos espectáculos en los que jugaba la selec- 
ción uruguaya como una señal de que se podía convivir, de 
que el fútbol está por encima de todas las cosas y de que la 
selección uruguaya convocaba a hacer un llamado de paz 
y tranquilidad. A nosotros nos pareció que era una opor- 
tunidad más para tratar de mejorar los términos de convi- 
vencia y así lo acordamos con la anuencia de la Comisión 
Honoraria para la Prevención, Control y Erradicación de 
la Violencia en el Deporte. Ese fue un hecho más para in- 
tentar mejorar los niveles de convivencia, que se reitera 
en muchísimas oportunidades. Creo que este tema ya no 
da para más porque, pasado todo eso, se llegó a compro- 
bar que los que realmente no cumplían con la no entrega 
de entradas gratuitas a las hinchadas eran los dirigentes 
de los clubes. Eso se demostró cuando la policía detuvo a 
referentes de las hinchadas bravas con entradas que eran 
de regalo, los presentó a la Justicia y se demostró que los 
clubes estaban incumpliendo un acuerdo que ellos mismos 
habían firmado. 


Creo que, de alguna manera, lo que tenemos que fes- 
tejar, más allá de recordar todas estas cosas que son muy 
ingratas, es que hace diecisiete meses que, a punto de 
partida de las nuevas reglamentaciones que se han pues- 
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to con respecto a los espectáculos deportivos, no tenemos 
hechos violentos. Hoy en día se puede jugar el playoff en el 
Palacio Peñarol donde va a competir el Club Nacional de 
Football. Creo que hemos tenido logros importantes. En 
vez de quedarnos en aquello que fue una experiencia para 
tratar de demostrar que había que apostar a la conviven- 
cia, que quizá fracasó, hay que ver el resultado ahora, que 
es el hecho de que después de muchos esfuerzos hemos 
alcanzado un mecanismo adecuado por el cual durante 
diecisiete meses consecutivos evitamos la violencia en 
los espectáculos deportivos. Nos estamos planteando la 
posibilidad de que tanto Peñarol como Nacional lleven a 
sus respectivas canchas, en un clásico, al rival. Lo esta- 
mos pensando porque realmente en el país se han gene- 
rado condiciones que lo hacen viable. Hace dos años ni 
lo hubiésemos planteado. Continuemos trabajando sobre 
los aspectos positivos y no recordemos varias malas ex- 
periencias que tuvimos años anteriores cuando quisimos 
restituir la convivencia en los espectáculos deportivos. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Señora presidenta: quiero agre- 
gar que en ese camino de buscar instancias de acercamien- 
to tal vez propusimos cosas que no funcionaron. Por ejem- 
plo, solicitamos que en la preliminar de un partido clásico 
en el estadio Centenario se organizara un cuadro de fútbol 
de exjugadores de Peñarol y Nacional para que jugaran 
contra Pelota al Medio a la Esperanza, y se hizo. Juga- 
ron campeones de la Libertadores y de la Intercontinental 
juntos, de Peñarol y Nacional, contra Pelota al Medio a la 
Esperanza. Se hizo, pero no dio resultado. Pedimos que en 
un clásico los jugadores de Peñarol entraran de la mano 
con mascotas de Nacional y los de Nacional entraran de 
la mano con mascotas de Peñarol. Rebotamos contra una 
pared y nos dijeron que era un disparate. Buscamos un 
montón de caminos para que hubiera una baja del nivel 
de enfrentamiento entre los clubes y las barrabravas. En 
ese camino nos preguntaron lo que el señor subsecreta- 
rio señala. Y fue así; lo dijimos no sé cuántas veces. Pero 
siguen, y van a seguir. El nivel de payasada va a seguir, 
porque ya lo dije: cada payaso en su circo. Pero no fue 
como se relata; fue distinto. 


Sobre la siguiente consulta, ya respondí claramente, 
no elípticamente —además, creo que lo contesté en voz 
alta—, cuando me preguntaron si mis hijastros estaban tra- 
bajando en el Ministerio del Interior. Trabajan en el INR, 
pero no en el mismo lugar, juntos. En algún momento fue 
así; ahora no. Pero el INR depende hoy del Ministerio del 
Interior. Entonces, la respuesta ya la di. Es: «Sí, siguen». 
Hasta que el INR no se transforme en un servicio descen- 
tralizado, que está previsto que ocurra el 1.” de enero de 
2021, seguirá en el Ministerio del Interior. No sé si el señor 
senador interpelante ha recibido la información de que ya 
no están allí o están en otro lugar, pero la realidad es que 
están en el INR, en el Ministerio del Interior. 
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Ahora quiero agregar algo aparte de las preguntas, que 
además no sirve de nada que las responda, porque ya las 
contesté cuatro veces y vuelve la misma pregunta como si 
no la hubiéramos respondido. Entonces, no sé cómo en- 
carar esto. Lo que quiero agregar es que no es falta de 
reacción lo que tuve. Al revés, tuve reacción; dije que iba a 
cambiar mi actitud de no responder al señor senador inter- 
pelante cuando hiciera ataques personales porque esta no 
era una interpelación sobre cuestiones de gestión. ¡No, no, 
no! Él ha sido reiterativo en atacar personalmente, y yo no 
he querido meterme en otras cosas y he tratado de respon- 
der sobre la gestión. Lo de dormir con el enemigo es muy 
fuerte y demuestra un nivel, no quiero decir de odio, pero 
sí de una cosa muy parecida. Puede ser rencor; no sé cómo 
decirlo. Y lo expresa continuamente. Por mi parte traté de 
no meterme en nada, de no mezclar nada, pero al final dije: 
si hablamos de enemigo, a él lo crió el enemigo. ¿Qué voy 
a hacer? Porque, ¿desde qué punto de vista mide uno al 
enemigo? Sé que lo que se dijo era mentira; era una excusa 
lo que voy a citar. Pero yo lo viví, porque estaba preso 
y escuché por los parlantes del penal de Libertad que se 
producía lo que se llamó «golpe de Estado», la disolución 
de las cámaras, en defensa de los partidos tradicionales. 
El presidente en ejercicio quería disolverlos y crear una 
democracia basada en las corrientes de opinión y no en 
los partidos tradicionales. Eso es un enemigo de la demo- 
cracia. Esto lo llevo conmigo desde 1975 o 1976. Y lo digo 
políticamente, no expresando problemas personales. 


Para terminar, quiero señalar que lo que corrigió la se- 
ñora senadora Xavier me parece muy pertinente, porque 
siempre se dice que comparamos la tasa de homicidios 
del Uruguay, que es 8,1, con la de otros países, que es 44, 
pero son mucho más grandes. No, señor; la medición es 
cada 100.000 habitantes. La tasa equipara países diferen- 
tes. Se utiliza para eso; para poder comparar diferentes. 
Ya aguanté bastante, de modo que voy a leer la tasa de 
homicidios que tienen algunas de las cincuenta ciudades 
más violentas del mundo. En ese grupo, la número cin- 
cuenta —es decir, la que tiene la tasa más baja— es Durban, 
en Sudáfrica, con una tasa de homicidios de 34,5 cada 
100.000 habitantes. Estamos comparando con la peligro- 
sidad de Montevideo, que tiene 11,7, o de Uruguay, que 
tiene 8,1. La ciudad de Nelson Mandela Bay, en Sudáfri- 
ca, tiene 39,20 homicidios cada 100.000 habitantes; Goiá- 
nia y Aparecida de Goiánia, en Brasil, 39,5 cada 100.000 
habitantes; Ciudad Obregón, en México, 41 homicidios 
cada 100.000 habitantes; Chihuahua, en México, 42 ho- 
micidios cada 100.000 habitantes; Cuiabá, en Brasil, 42,5 
homicidios cada 100.000 habitantes; Kingston, en Jamai- 
ca, 45,5 homicidios cada 100.000 habitantes; Palmira, en 
Colombia, algo más de 46 cada 100.000 habitantes; Gran 
Barcelona, en Venezuela, casi 47 cada 100.000 habitan- 
tes; Joío Pessoa, en Brasil, 47,5 cada 100.000 habitantes. 
Insisto en que estamos hablando de muertes; después hay 
que multiplicar esto por cada 100.000 que entran en la po- 
blación total y da números disparatados. Igualmente no 
tienen vergúenza en decir que Uruguay es más peligroso 
o que Montevideo es más violento. Recife, en Brasil, tiene 
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48 cada 100.000 habitantes; Mazatlán, en México, 48,75 
cada 100.000 habitantes; Baltimore, en Estados Unidos, 
51 homicidios cada 100.000 habitantes; Maceió, en Bra- 
sil, casi 52 homicidios cada 100.000 habitantes; Culiacán, 
en México, 52 homicidios cada 100.000 habitantes; Gua- 
temala —y aquí estamos comparando países chicos—, 53 
homicidios cada 100.000 habitantes; Tijuana, en México, 
53 homicidios cada 100.000 habitantes; Cali, en Colom- 
bia, 54 homicidios cada 100.000 habitantes; Salvador de 
Bahía, en Brasil, 55 homicidios cada 100.000 habitantes; 
Campos dos Goytacazes, en Brasil, 56 homicidios cada 
100.000 habitantes; Cumaná, en Venezuela, 59 homicidios 
cada 100.000 habitantes; Barquisimeto, en Venezuela, 59 
homicidios cada 100.000 habitantes; Vitória da Conquista, 
en Brasil, 60 homicidios cada 100.000 habitantes; Feira 
de Santana, en Brasil, 60 homicidios cada 100.000 habi- 
tantes; St. Louis, en Estados Unidos, 60 homicidios cada 
100.000 habitantes; Ciudad del Cabo, en Sudáfrica, 61 ho- 
micidios cada 100.000 habitantes; Aracajú, en Brasil, casi 
63 homicidios cada 100.000 habitantes; Belém, en Brasil, 
67 homicidios cada 100.000 habitantes; Natal, en Brasil, 
69,5 homicidios cada 100.000 habitantes; Valencia, en 
Venezuela, 72 homicidios cada 100.000 habitantes; Ciu- 
dad Guayana, en Venezuela, 82 homicidios cada 100.000 
habitantes; San Salvador, en El Salvador —otro país chi- 
quito; creo que Tacuarembó es más grande—, 83,4 homi- 
cidios cada 100.000 habitantes. Es más fácil controlar la 
violencia en países chicos, se dice. Este es más chico que 
Uruguay y tiene una tasa más de diez veces mayor que 
la tasa de homicidios que tenemos nosotros. En Maturín, 
Venezuela, hay 84 homicidios cada 100.000 habitantes; en 
Ciudad Victoria, México, 84,67 homicidios cada 100.000 
habitantes; en Distrito Central, Honduras, 85 homicidios 
cada 100.000 habitantes; en San Pedro Sula, Honduras 
otro país chico—, 112 homicidios cada 100.000 habitan- 
tes; en Acapulco, México, 113 homicidios cada 100.000 
habitantes; en Caracas, Venezuela, 130 homicidios cada 
100.000 habitantes. Si será atinado lo que dijo la senadora 
Xavier que hay que medir la tasa, y esta tasa se aplica a 
países chicos o a ciudades chicas, a ciudades grandes, a 
ciudades intermedias. Es la tasa lo que se mide. Y no es 
tan claro que en los países chicos o en las ciudades chicas 
sea más fácil controlar. No siempre es así. 


Voy a mencionar una cosa más que tenía para decir. A 
ustedes les parecerá ridículo. Ubiquenme a mí en el campo 
de los payasos; cada payaso en su circo. Nosotros estamos 
convencidos de que el aumento de la violencia en Uruguay 
no es producto del fortalecimiento de las bandas de delin- 
cuentes sino de su debilidad; se les está pegando muy fuer- 
te. Están cayendo presos sus líderes, que son sustituidos 
por otros muchos más jóvenes, que todavía tienen menos 
respeto a la vida que los otros, y terminan resolviendo de 
forma violenta conflictos personales que se dan en el mar- 
co en el que ellos se desenvuelven. Es eso: la debilidad 
de las bandas y no la fortaleza, y es por eso que vamos a 
seguir con lo que dijimos; creemos que ese es el camino. 
No es el camino la saturación indiscriminada, sino la acti- 
tud más quirúrgica de ir adonde están y perseguirlos don- 
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de están, con la fuerza necesaria para poder hacerlo. Esa 
fuerza y esa capacidad de operar quirúrgicamente la tiene 
la Policía hoy, y eso es lo que vamos a seguir haciendo. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


10) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro asunto 
entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente). 


SEÑORA PROSECRETARIA (Silvana Charlone).- 
«La Cámara de Representantes remite aprobado un pro- 
yecto de ley por el que se designa Ingeniero José Luis 
Massera Lerena el liceo de la villa Juanicó, departamento 
de Canelones, dependiente del Consejo de Educación Se- 
cundaria, Administración Nacional de Educación Pública. 

—A LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA». 


11) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE. Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 18 de abril de 2018 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 

Doña Lucía Topolansky 

De mi mayor consideración: 

A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1 de la Ley n* 17827 
(literal D), de 14 de setiembre de 2004, por viaje a la 
ciudad de Cochabamba, Bolivia, con motivo de la Cumbre 
de Presidentas de Parlamento, el día 24 de abril. 

Sin otro particular, saludo muy atentamente. 


Patricia Ayala. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—24 en 25. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Julio Baráibar ha presen- 
tado nota de desistimiento informando que por esta vez 
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no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Ricardo Alcorta, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


12) LLAMADO A SALA AL MINISTRO DEL 
INTERIOR, SEÑOR EDUARDO BONOMI 


SEÑORA PRESIDENTE.- Ahora el Senado ingresa 
en el debate. 


SENOR LACALLE POU.- Pido la palabra. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SENOR LACALLE POU.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY-.- Señora presidenta: creo que 
hay cosas que no hay que dejarlas crecer. El ministro dijo 
que yo me había entrevistado o mantenía vínculos con la 
CIA. Miren que me han dicho cosas en la política, pero 
esta es la primera vez que la escucho. Parecería ser que soy 
un agente de la CIA y que me conecto con ellos; que me 
había conectado en Estados Unidos con la CIA y me ha- 
bían pedido información. Se ve que están acostumbrados a 
jugar a los espías y sienten que todos son espías. Yo tengo 
que hacer una confesión, una admisión: efectivamente me 
entrevisté con funcionarios norteamericanos vinculados 
con temas de seguridad. Lo hice en octubre del año pasado 
acá en Montevideo. Fui a tomar el té a Philoméne, porque 
nos invitaron, para hablar sobre el tema de la trata, y junto 
con las senadoras Aviaga y Tourné probamos un riquísimo 
chocolate caliente con los funcionarios de Estados Unidos, 
que hablaban del tema de la trata. Yo no probé el chocola- 
te porque engorda y estoy tratando de cuidarme. También 
había escones. La verdad es que la reunión estuvo bárba- 
ra. Lo recordará la senadora Tourné, que está presente, y 
también la senadora Aviaga, que ahora no está presente 
en sala. Ese fue el único contacto que he tenido con fun- 
cionarios y redundó en la aprobación de la ley de la trata. 
Pero si a partir de eso resulta que soy un espía o algo asi, 
que construyan nomás, que cuando llegue al pueblo Carlos 
Reyles y diga: «Che, vos que sos de la CIA, conseguime 
algo», se van a reír. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Lacalle Pou. 


SEÑOR LACALLE POU.- Tiene razón el senador He- 
ber: en febrero de este año nos comunicábamos con los 
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senadores Larrañaga, Mieres y Bordaberry para iniciar al- 
gún tipo de convocatoria a esta casa. Al tiempo, el senador 
Bordaberry sugirió interpelar y como él venía siguiendo 
estos temas y había llamado a comisión nos pareció lógico 
no discutir la titularidad de la interpelación; pero sí había 
una razón para hacerla. 


Se podrán imaginar que muchos vecinos nos dicen: 
«¿Les parece otra interpelación? ¿Otra interpelación más? 
Si ya sabemos que el Frente Amplio y el Gobierno cierran 
filas, y por más desastrosa que sea una gestión se van a 
mantener». La respuesta nuestra es: sí. En primer lugar, 
porque hay cosas por saber. Esta es una caja de resonancia; 
si no, sería una omisión en nuestros deberes de contralor. 
La génesis del Parlamento es el contralor. No podemos 
ofrecer resultados. No es una obligación de obra, sino de 
servicio, y me parece que la oposición estaría en omisión 
si no llega a estas instancias. 


La otra pregunta que nos hacen es: «¿Ustedes creen 
que si se va Bonomi la seguridad va a mejorar?». La ver- 
dad es que no tengo la más mínima idea. Es más, tiendo 
a ser pesimista acerca de esa respuesta. Lo que sí sé es 
que con Bonomi y su equipo la seguridad empeoró y en el 
horizonte cercano y lejano no hay ningún motivo para que 
cambie esa tendencia. ¿Por qué siguen Bonomi, Vázquez 
y su equipo al frente del Ministerio del Interior? A mí me 
genera enormes suspicacias que se mantenga a dos diri- 
gentes de tal importancia: el hermano del presidente de la 
república y un dirigente cercano al expresidente Mujica. 
Creo que con el tiempo nos vamos a enterar de por qué se 
mantienen en estos cargos tan importantes. Poniendo un 
poco el símil que utilizaba el senador Bordaberry, en ese 
banquillo de los acusados hoy debería haber lugar para 
más de uno; por supuesto que para el equipo del Ministerio 
del Interior y, también, para el presidente de la república, 
que una y otra vez ha sostenido y respaldado al equipo y la 
acción. Asimismo, señora presidenta, la otra pata de todo 
este asunto es el Mides. No solo ha fracasado en este tema 
el Ministerio del Interior, sino que también en nuestro país 
ha fracasado la inclusión, señora presidenta. Porque al Mi- 
nisterio del Interior y a la Policía les corresponde reprimir 
la violencia, los actos delictivos y mantener el orden. No 
les corresponde incidir sobre las causas de la generación 
de la violencia. Esa es una tarea de la ministra Arismendi, 
quien también ha fracasado, y no por falta de presupuesto, 
ya que asciende a más de USD 270:000.000 al año. Nadie 
lastima lo que quiere, nadie lastima lo que siente que le 
pertenece. Y los reales registros de la inclusión no se están 
dando en nuestro país. En su momento, todos apoyamos 
las transferencias económicas, fruto de una situación de 
emergencia. Seguramente muchos de los uruguayos que 
por desgracia están perdiendo su trabajo y muchas de sus 
condiciones laborales siguen necesitando esas transferen- 
cias económicas, que no son nuevas ni hijas del Gobierno 
del Frente Amplio, sino que son históricas de un estado 
social de nuestro país. Algunos hacen más marketing y 
publicidad. 
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Debo decir que no esperaba otra cosa del ministro. 
Con el currículum que tiene frente al ministerio era muy 
difícil entender que iba a hacer otra cosa. Es el ministro de 
las contradicciones. Cuando empezamos a ver las distintas 
excusas que ha puesto en cada uno de los capítulos, adver- 
timos que se contradice constantemente. Lo que sucede 
es que queda impune porque tiene mayoría parlamentaria. 
Lo que sostiene al ministro, señora presidenta, es la po- 
lítica, es la mayoría —legítimamente obtenida—, no es el 
pueblo uruguayo. Todas las encuestas de opinión pública 
rechazan la gestión del ministro. La rechazan los ciuda- 
danos que son del Frente Amplio y que se sienten igual 
de inseguros. Una encuesta de opinión pública elegida al 
azar afirma que el 56 % de los frenteamplistas —votantes 
suyos— cree que la inseguridad es el problema mayor del 
país. Sostienen al ministro porque, al fin y al cabo, este 
Gobierno se ha transformado en una máquina de man- 
tenerse en el poder y de atornillarse en los asientos. No 
existe la mínima autocrítica en el sentido de que no somos 
imbatibles y —dicho sea de paso— tampoco imprescindi- 
bles, y la cosa puede mejorar. No. Hay que mantenerse en 
el poder cueste lo que cueste, como sea. No importan los 
resultados. 


Existen contradicciones en lo que respecta al número 
de denuncias. Los distintos porcentajes no pueden variar 
tanto, como decía el señor senador Bordaberry. Podemos 
errarle por decimales o por un punto, pero no triplicar la 
verdad y la mentira. 


Existen contradicciones también en cuanto a la can- 
tidad de policías por habitante, la tasa de homicidios y la 
discusión entre el ministro Bonomi y la Suprema Corte de 
Justicia, ya que el propio ministro argumenta, obviamente 
de forma equivocada, cosas que su Gobierno hizo. Le echa 
la culpa —siempre manotea un culpable, el que tiene más 
cerca— a la visita de cárceles, a un instituto que para mí es 
una buena cosa: la libertad anticipada y la visita de cárce- 
les. ¡Claro! Hay que saber que se va con los expedientes. 
No es al barrer que se liberan los reclusos. Y le echó la 
culpa a la suba de la delincuencia. Lo que él no sabe —o por 
lo menos olvidó— es que la primera medida de su Gobierno 
respecto a la seguridad, en el año 2005, fue la liberación 
indiscriminada de reclusos, por condiciones objetivas —y 
lo reitero, para el talud: por condiciones objetivas—, dado 
que solo se medía el delito cometido y cuánto tiempo había 
estado en prisión, no contaba su buena o mala conducta ni 
su voluntad o no de reinsertarse. ¿Qué señal se da desde 
el ministerio que tiene que reprimir el delito y mantener 
el orden? «Dale que es gratis». Me podrán decir ahora la 
cifra exacta de liberados pero, básicamente, ascendía a 
setecientos. El ministro echa la culpa al 2 % de los encar- 
celados y, obviamente, choca contra la Suprema Corte de 
Justicia. 


Existe contradicción también en lo que tiene que ver 
con el esclarecimiento de los delitos y las causas del au- 
mento de los homicidios. Para el ministro hay ciudada- 
nos clase A y clase B. Si uno cae en la muerte por ajus- 
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te de cuentas, no cuenta; no hay un ser humano, no hay 
una familia, no hay una acción que importe. Cuando se 
le terminan los ajustes de cuentas, los tira para las bandas 
de narcotráfico. ¿Bandas de narcotráfico? ¿Que un minis- 
tro del Interior use como argumento de la violencia las 
bandas de narcotráfico cuando es su responsabilidad que 
abunde el narcotráfico? Por supuesto que eso me genera 
otras suspicacias, como la triangulación Irán, Venezuela y 
Uruguay. Aquí se ingresa con documentos falsos y se sale 
con documentos falsos, entran y salen valijas, y sabemos 
lo que está pasando en el país del Caribe con la droga. 
Algún día sabremos bien cuál es el vínculo entre el poder 
de Venezuela y el poder de Uruguay. 


En un momento se empezó a entender qué era lo que 
había que hacer y aplaudimos el plan Siete Zonas. Era un 
abordaje integral de la paz social y la seguridad humana 
que se implementa en los años 2012 y 2013; era inundar 
de Estado a determinados barrios. ¿Cuál es la razón por la 
cual el plan se suspende en esas zonas que más necesitan 
el abordaje integral del Estado? 


No me gusta —pues tampoco me gusta que me lo hagan 
a mí- tildar algo de payasada ni a alguien de payaso. Me 
parece que descalificar es propio de mediocres. Creo que 
en el país hace falta discutir el mensaje y no descalificar al 
mensajero. No escuchar y no entender es la primera forma 
de hacerse irresponsable, y la soberbia es una mala com- 
pañera del poder. 


Después surgieron los megaoperativos —toda una pues- 
ta en escena—: en el Corfrisa, de Las Piedras, en el Flor de 
Mayo, barrios que todos conocemos. Antes de que llega- 
ra la policía se sabía que iban a hacer el megaoperativo. 
Había un helicóptero sobrevolando el barrio, como si fue- 
ra cosa de todos los días. Fue una gran puesta en escena, 
aparte de un fracaso, porque viendo el resultado de esas 
razias —se las denomina megaoperativos, pero son razias—, 
obviamente, no denotan un plan integral de seguridad. 


Hace un tiempo se me ocurrió decir —cosa que a al- 
guien le molestó mucho y me mandó al psiquiatra— que el 
presidente de la república vivía en un mundo paralelo. En 
lo personal, creo que varios sacaron pasajes para el mun- 
do paralelo, porque cuando uno lee los informes —que son 
jocosos— y ve que al ministro le piden se/fies por la calle 
y lo felicitan, obviamente, se trata de un mundo paralelo 
que no es el Uruguay. Y si fuera así, está claro —porque los 
números son objetivos— que durante su gestión la situación 
empeoró. 


Entiendo que es por demás atendible y necesaria esta 
instancia que ya todos sabemos cómo termina: atornilla- 
dos y levantando las manos. No importa que en el fondo 
pensemos que la cosa está mal. Creo que apelando a la 
participación popular —si esta fuera real—, de la que algu- 
nos hacen causa, si la representáramos y escucháramos, el 
equipo del Ministerio del Interior no estaba sentado acá; 
sería otro equipo. 
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Tiene razón el señor ministro, fui yo quien dijo que lo 
vamos a ayudar a irse. ¡Lo vamos a ayudar a irse! Vamos 
a trabajar, pero no para destruir, como trabajaron muchos 
de los que hoy están acá y en el Gobierno, porque no so- 
mos carroñeros. No somos hijos de «cuanto peor, mejor». 
Vamos a ayudarlo a irse. Quedan 683 días. Pero ¿sabe lo 
que pasa, señora presidenta? Que 683 días en la vida de un 
uruguayo con miedo, que está indefenso, es mucho. Una 
hora es mucho. Y, si no, fíjense cuántos delitos se come- 
tieron desde que el ministro entró por esa puerta y hasta 
el momento de su salida. Mientras tanto, desde el Partido 
Nacional hemos tratado de ayudar. No quiero hablar en 
nombre de la oposición pero sí como testigo privilegiado 
de que la oposición lo ha hecho. Fuimos a la Torre Ejecu- 
tiva. El episodio de la Torre Ejecutiva fue el «abrazo del 
oso» del presidente de la república. Les dije a mis compa- 
ñeros que me parecía que no había que ir, que esa era la 
foto del fracaso, que el presidente Vázquez realmente no 
quería escucharnos y llevar adelante los temas, sino salir 
en la foto y abrazarnos al fracaso. Y eso fue lo que terminó 
pasando porque ni siquiera se cumplieron los compromi- 
SOS. 


En mi vida yo le asigno mucha importancia a la pa- 
labra. Es más, me molesta firmar; lo hago, pero después, 
primero prefiero que me crean cuando me miran. Cuando 
empezaron estas reuniones, iban los señores senadores 
Besozzi, Heber y García, y este último le preguntó al se- 
ñor presidente de la república: «Presidente: lo que aquí se 
acuerda, ¿se vota en el Parlamento?». Según me contó el 
señor senador García, el presidente no contestó ese día, 
pero en la próxima reunión tomó la palabra y dijo: «Lo 
que aquí se acuerde se vota en el Parlamento». ¿Y saben 
lo que hizo el señor presidente de la república tres meses 
después? Dijo —y son declaraciones de él-: «Yo no puedo 
entrometerme en un poder que no es el mío». No faltó a 
la verdad. En realidad, fuimos inducidos al error, por no 
decir engañados. 


No es un drama la alternancia en el poder. Yo sé que 
aún hay algunas cabezas totalitarias que sienten que no 
se pueden desprender de la teta, por decirlo así. No es un 
drama desprenderse del poder. Y en estos 683 días vamos 
a seguir ayudando. Aunque algunos tomen estos mecanis- 
mos de interpelación como un agravio o como un insulto, 
son para que la gente pueda mejorar. No hay una visión de 
destrucción. Piensa el ladrón que todos son de su misma 
condición. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA TOURNÉ.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA TOURNÉ.- Señora presidenta: generalmen- 
te, cuando tratamos un tema de tal gravedad como el de 
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la seguridad nacional, la primera alusión que se hace a la 
intervención del Frente Amplio gobernando en la materia, 
involucra al exministro Díaz y a la ley de humanización 
carcelaria. No voy a adjudicar intencionalidad porque creo 
que todo el mundo en este ámbito, y en una democracia, 
tiene la libertad de opinar, pero lo que no se puede es men- 
tir. Entonces, me parece que hay que aclarar que la ley no 
habilitó la excarcelación —«¡Viva la patria!»— de todos los 
delincuentes. Delimitó y dejó afuera —como dispongo de 
cinco minutos no puedo leer la ley- todos los delitos gra- 
ves. Recomendaría a los señores senadores que perdieron 
la memoria o sencillamente no recuerdan el texto de la 
ley —cosas que nos pasan a todos, sobre todo a quienes 
ya tenemos unos cuantos años—, que hagan como yo y la 
repasen. Hay más de ocho delitos graves que quedaron to- 
talmente excluidos de la posibilidad de libertad. Es más, 
en la propia ley —lo digo porque parece que lo único que 
se lee es el artículo que establece la liberación y del resto 
se olvidan— también está previsto el seguimiento que se 
debe hacer a los liberados y, en caso de incumplimiento, la 
pérdida del beneficio de la libertad. También se olvidan de 
los números resultantes de la actuación del patronato que 
vigila a los liberados. Se redujo brutalmente la reinciden- 
cia, que estaba por encima del 50 %. 


Saben que defiendo la actividad parlamentaria, enton- 
ces, me parece regio, espléndido, que las minorías tengan 
el derecho de interpelar porque eso es una democracia ac- 
tiva. Lo que no me parece bien es que se tergiverse la ley 
que se votó en este mismo Parlamento, que no establece 
ninguno de los extremos que aquí se afirman cada vez que 
se habla del exministro José Díaz, quien merece el mayor 
de los respetos por parte de esta cámara. Él tiene una ley 
que lo ampara, que fue votada por mayorías legítimas y 
que —repito— en ningún extremo dice lo que aquí se ha 
venido afirmando con reiteración real. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Saludamos a los alumnos 
de 5.” y 6. año del Colegio San José Leopoldo Gianelli de 
Rincón del Cerro, que nos están visitando. 


SENOR LACALLE POU.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR LACALLE POU.- Ante todo, creo que el se- 
ñor Díaz era una bellísima persona, solo que era un mal 
ministro del Interior. No todo el mundo es idóneo para to- 
dos los cargos. 


Por otro lado, nunca afirmé lo que dijo la señora sena- 
dora Tourné. Capaz que otro de los problemas que se acu- 
mulan con el paso del tiempo es que no se escucha bien. 
Dije que fue una ley de liberación objetiva, para ciertos 
delitos y determinado tiempo, y que lo que no se hacía era 
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medir la voluntad real de reinsertarse en la sociedad. Eso 
es así y la señora senadora Tourné debería saberlo. 


También se tocó el tema de las cárceles. Recuerdo al 
entonces diputado Cardoso —hoy senador— realizando una 
interpelación por doce muertes que se produjeron en un in- 
cendio en la cárcel de Rocha. ¡Que no agarren delincuen- 
tes, vaya y pase, pero qué decir de los que tienen adentro! 
¡Hay que ver lo que dicen los organismos internacionales 
—a los que muchos son afectos— de nuestras cárceles! ¡Lo 
que dicen de los derechos humanos de los reclusos! ¡Lo 
que dicen que se tiene que hacer, y no se hace! Recomien- 
dan hacer cárceles nuevas con una capacidad máxima de 
quinientas personas, pero no, hacen la de Punta de Rieles 
con tres o cuatro veces más esa capacidad. Se delinque 
dentro de las cárceles, señor ministro. Tienen celulares. 
Consumen droga. Reúnase con las madres que vienen a 
nuestro despacho desesperadas, llorando. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Por favor diríjase a la 
Mesa, señor senador. 


SEÑOR LACALLE POU.- Hasta el momento puedo 
mirar para donde quiera. No me referí en forma personal 
a nadie, no dije «usted» ni nada de eso. Le pido que revise 
la versión taquigráfica. 


SENORA PRESIDENTE.- No, no. Usted dijo «señor 
ministro». 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿No puedo decir «señor 
ministro»? ¿Dónde está establecido que no puedo decirlo? 


SENORA PRESIDENTE.- Le advierto que debe diri- 
girse a la Mesa. 


SEÑOR LACALLE POU.- Dígame usted —-la Mesa— 
dónde figura que no puedo decir «señor ministro». 


SENORA PRESIDENTE.- Con la forma de su frase 
se estaba dirigiendo directamente al señor ministro, y no 
voy a discutirlo. 


SEÑOR LACALLE POU.- La sintaxis, señora presi- 
denta. En fin, tiene una situación de privilegio y no me 
conviene discutir en este momento. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar en el uso 
de la palabra el señor senador Lacalle Pou. 


SEÑOR LACALLE POU.- Continúo, señora presiden- 
ta. Estaba hablando de las cárceles. El Pato Feo organizó 
su fuga desde adentro de una cárcel. No bloquean los ce- 
lulares. Si van al Comcar van a ver cómo los familiares 
hacen cola para llevarles comida porque si no, no comen. 
Hay gente que necesita asistencia médica y no se la dan por 
varias semanas. También podemos hablar del ocio de los 
reclusos. El tiempo de ocio establecido específicamente en 
el mundo excede cuatro veces el que tenemos en Uruguay. 
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Así que si quieren hablar de cárceles, también tenemos 
malas noticias de este Gobierno. Es el Gobierno del fraca- 
so en la seguridad pública y en la seguridad humana. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Gracias, señora presidenta. Se 
volvió a mencionar a José Díaz, que fue un ministro de 
nuestra fuerza política y, por lo tanto, es válido contestar 
la alusión. 


Al planteo que hizo la señora senadora Tourné quiero 
agregar que la Ley de humanización y modernización del 
sistema carcelario. Libertad provisional y anticipada —así 
se llama— contenía también otras cosas que —como bien 
dijo la señora senadora— no se recuerdan, entre ellas, por 
ejemplo, la cuestión de la redención por trabajo y estudio. A 
su vez, esa ley tuvo grandes defensores, como es el caso del 
doctor Álvaro Garcé —que fue comisionado parlamentario 
para el sistema penitenciario y, luego, asesor en materia de 
seguridad del Partido Nacional-—, quien en varias ocasiones 
habló de manera positiva de ese texto, como consta en las 
versiones taquigráficas, que no me dejan mentir. Además, 
los organismos internacionales que observan al Uruguay 
lo han hecho por otras cosas vinculadas a las cárceles, 
pero no por la ley de humanización del sistema carcelario, 
sino todo lo contrario. 


El tema de los derechos humanos nos preocupa, y nos 
seguirá preocupando. ¡Ahora sí! si queremos hacer una 
sesión especial para hablar del sistema carcelario, encan- 
tadísima, pero no nos va a dar el día de hoy. 


Me gustaría hacer una simple reflexión: fue este Go- 
bierno el que tiró abajo las latas. ¿Ustedes saben lo que 
son las latas? ¿Las recuerdan? ¿Se acuerdan de su origen? 
Entonces, si vamos a hablar del sistema carcelario me ano- 
to en primera línea, aunque no sea el tema de la convoca- 
toria de hoy, y hablaremos de todo lo que se nos antoje, 
pero entonces sí, no nos apuremos después para irnos a 
una actividad que no tenga que ver con nuestra responsa- 
bilidad aquí. 


SEÑOR CARRERA.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARRERA.- Señora presidenta: de verdad 
es difícil contestar una demanda que se basa en hechos 
y fundamentos carroñeros, en falsedades, en comentarios 
de las redes sociales que el senador interpelante toma por 
ciertos. Insisto, es muy difícil, y si la señora presidenta 


CÁMARA DE SENADORES 


497-C.S. 


aplicara la reglas que establece el Código General del Pro- 
ceso, las tendría que calificar como de «manifiestamente 
improponibles». Se informa a través de las redes sociales 
y de Internet. 


Apliqué su método de trabajo y realmente es muy 
complejo contestar esta demanda en base a dichos falsos. 
Busqué «ministra de seguridad Bullrich» para ver cómo 
están los datos de seguridad en Argentina. El senador in- 
terpelante habló de 5,6 delitos cada 100.000 habitantes, 
pero cuando apliqué su método me saltó que son 6,1 cada 
100.000 habitantes y que, según la ministra, es una tasa 
altísima de violencia respecto a treinta o cuarenta años 
atrás. Según datos oficiales de la provincia de Buenos Ai- 
res y de la nación, hay municipios, como Ensenada, donde 
la tasa de homicidios dolosos creció 392 % de 2016 a 2017, 
en Lomas de Zamora la tasa creció un 88 % y así sucesl- 
vamente. 


Insisto, esta demanda está basada en falsedades, por- 
que desconoce lo acordado por la multipartidaria. A partir 
de 2010, el Ministerio del Interior actuó a través de un 
acuerdo multipartidario donde estaban representados to- 
dos los partidos políticos. Allí se hicieron las propuestas 
y todas iban en la dirección de la reforma policial que se 
llevó a cabo. 


El miembro interpelante habla del número de notitia 
criminis, pero se basa en una noticia falsa que traté de co- 
rregir en la Comisión de Constitución y Legislación. Allí 
el fiscal de corte cometió un error y habló de 30.000 no- 
titia criminis, lo que no es cierto porque no hay 30.000 
delitos. Hay 30.000 hechos policiales entre los cuales exis- 
ten delitos, pero también el extravío de, por ejemplo, una 
cédula, tal como reconoció el fiscal de corte. Entonces, no 
hablemos de que hay 30.000 notitia criminis. 


Las falsedades también se basan en observatorios 
creados con falta de rigor científico, porque ¿qué es Fun- 
dapro, que cuenta los homicidios a través de las noticias 
que salen en los diarios? 


En cuanto a las cifras de Argentina, me encanta que 
ahora crea en ellas; yo no las creí ni las creo. También ha- 
bló de ocho distritos y, en realidad, la restructura policial 
de Montevideo —por lo menos— es en cuatro zonas. 


Por otra parte, desde mi punto de vista, el tema de 
Efraín Pablo Trejo ya está más que explicado. Simplemen- 
te hay que ir hasta Punta de Rieles para ver el trabajo reali- 
zado. Ingresó a través de un contrato de los Centros MEC, 
realizó una tarea y para finalizar el proyecto estuvo con- 
tratado por unos pocos meses. Dar como medio de prueba 
de una demanda los trascendidos de prensa, no está bien. 


Dijo que no hicimos nada con respecto a las víctimas, 
lo que me duele muchísimo. En este país hubo un primer 
decreto —de la época de la presidencia de Jorge Batlle, de 
2000 a 2005-, respecto a las víctimas, pero después si hubo 
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alguien que se preocupó por ellas fue el Frente Amplio. 
Es cierto que los partidos de la oposición acompañaron 
esas leyes, pero nosotros creamos el Centro de Atención 
a las Víctimas de la Violencia y el Delito “norma a la que 
hicieron referencia las senadoras Tourné y Payssé—, una 
pensión reparatoria para las víctimas de delitos violentos 
y convenios para asegurarles asesoramiento a través 
de los consultorios jurídicos de la Facultad de Derecho. 
Entonces, realmente no se puede decir esto. 


Reconocemos que nos da pena cuando vamos a hablar 
con una víctima, ¿pero por qué dicen que es hacer polí- 
tica desde el dolor? Hemos dado la cara y enfrentado la 
situación. Hemos hecho modificaciones en conjunto, pero 
se debe reconocer que el CPP es un avance para las vícti- 
mas que pasaron de ser las grandes olvidadas y un objeto 
de prueba a ser parte del proceso. Si quieren hablar con 
alguien para saber su opinión sobre este nuevo proceso pe- 
nal, háganlo con las víctimas del delito que seguramente le 
van a dar tres sobresalientes. Hay víctimas que nos dicen, 
con dolor, que ojalá se les hubiera aplicado este sistema 
procesal cuando sufrieron una desgracia. Hoy existe un 
decreto que marca una interinstitucionalidad para trabajar 
sobre las víctimas y los testigos. Hace pocas semanas la 
bancada de senadores del Frente Amplio presentó un ante- 
proyecto de ley que establece un mecanismo de protección 
integral a las víctimas y a los testigos y espero que la opo- 
sición nos acompañe. 


Como dije, señora presidenta, el senador interpelante 
presenta una demanda que se basa en hechos falsos que 
no están contextualizados, y si uno aplica las reglas del 
Código General del Proceso debe hacerlo, porque son 
hechos. Para ello, hay que marcar de dónde venimos y 
acá hubo problemas que no fueron solucionados oportu- 
namente y que revelan una serie de complejidades. Ha- 
bía factores económicos y sociales; existía una Policía 
poco eficiente, procesos de rehabilitación poco eficientes 
y todo eso nos marcó y hay que contextualizarlo. El mi- 
nistro hizo muy bien en decir que el delito debe ser ana- 
lizado en un contexto mundial y regional. ¿Qué somos? 
¿No somos parte de nada? ¿No somos parte de uno de los 
continentes más violentos y desiguales del mundo? No- 
sotros, los militantes de izquierda, queremos que nuestra 
gente reflexione sobre los problemas de seguridad, por- 
que hoy en Latinoamérica y el Caribe se van a dar 350 
homicidios. Tenemos un 8 % de la población mundial y 
más del 31 % de los homicidios ocurren en esta zona. En 
esa contextualización que hay que hacer para aplicar las 
reglas del Código General del Proceso, también se debe 
recordar cómo estaba la Policía —tema sobre el que hizo 
referencia el señor ministro— y el sistema penitenciario. 
En ese contexto, debemos hacer referencia a que en el 
primer gobierno posdictadura ya existía consenso políti- 
co en cuanto a que el sistema penitenciario estaba peri- 
mido y que había que sacarlo de la órbita del Ministerio 
del Interior. Es así que el entonces presidente Sangui- 
netti creó el escalafón penitenciario, en el artículo 48 de 
la Ley n.* 15851, de rendición de cuentas, por consenso 
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político. ¿Tuvieron que pasar veinticinco años para que 
los operadores penitenciarios ingresaran a las cárceles 
uruguayas? ¿Qué pasó? ¿No existían diagnósticos? Si, 
existían. ¿Faltó voluntad? ¿Faltó acción? Ya en el año 
1987 había consenso —el señor ministro hizo referencia 
a ello—- para que el Cuerpo de Radiopatrulla y las sec- 
cionales policiales modificaran su accionar. Es decir, que 
el Cuerpo de Radiopatrulla no podía seguir centralizado 
en el Prado, había que dividirlo en cuatro regiones ope- 
rativas. Entonces, comenzaron a trabajar en ese sentido, 
pero se encontraron con un obstáculo: la primera huelga 
policial —si buscan los diarios de aquel momento podrán 
constatarlo— y allí ya se paró la reforma. Existió un diag- 
nóstico, pero ¿tuvo que venir el Frente Amplio, veintitrés 
años después, a hacer esa reforma? Aclaro que la con- 
sensuamos entre todos. Cuando nosotros empezamos a 
trabajar en el acuerdo de la multipartidaria "me pongo 
la camiseta porque allí estuve en el año 2010— sabíamos 
que teníamos que enfrentar una reforma profunda, que 
íbamos a pisar callos y que necesitábamos hacer una 
política de Estado. ¡Y lo consensuamos! Es importante 
reconocerlo. 


Señora presidenta: si algo ha caracterizado a la fuerza 
política que integro es que desde el Gobierno nacional ha 
logrado una de las reformas más profundas de la Policía 
nacional. Hoy se hablaba de un atraso de doscientos años. 
¡Por favor! ¡Eso es un desconocimiento absoluto! Hasta 
el año 1971 en nuestro país no existía una verdadera Po- 
licía nacional, sino diecinueve modelos policiales. Cada 
jefe de Policía, por reglamento constitucional, dictaba sus 
reglamentos orgánicos. Estábamos en los albores de la 
Dictadura y en el año 1971 había que crear una Policía 
nacional, por lo que se venía. Entonces, se tomaron los 
decretos orgánicos de la Jefatura de Policía de Montevideo 
—los más avanzados de aquel momento, de la década de los 
cuarenta— y se los incluyó en la ley. Hay poca bibliografía 
al respecto, pero en la Facultad de Derecho se encuentran 
dos libros que aconsejo estudiar si alguien lo desea: un pe- 
queño manual del doctor Rotondo Tornaría, para las clases 
de Derecho Administrativo Especial, que explica la ley del 
año 1971, y un libro del doctor Alberto Ramón Real, gran 
catedrático en materia de derechos humanos, que era el 
asesor jurídico en la década de los cuarenta de la Jefatura 
de Policía de Montevideo. Entonces, ¡por favor!, no pode- 
mos hablar de que hoy hay atraso. 


En realidad, nosotros llevamos adelante por consenso 
la reforma que el sistema político quería. En otros momen- 
tos se quiso implantar esta reforma y no se pudo, no por 
falta de diagnóstico sino, quizás, por falta de voluntad o 
porque no tuvieron la habilidad de enfrentar a las corpo- 
raciones; por algo en 1987 se intentó dividir el Cuerpo de 
Radiopatrulla y no se pudo; en la década de los noventa 
también se intentó pero se produjo la segunda huelga poli- 
cial y tampoco se logró. Después vino la huelga grande a 
la que hizo referencia el señor ministro. Pero fue durante 
la gestión del Frente Amplio que se votó la Ley n.” 18315 
sobre procedimiento policial, que le da garantía a los fun- 
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cionarios, y la Ley n.* 19315, Ley Orgánica Policial, que 
es una norma garantista que moderniza desde el punto de 
vista doctrinario, la organización y el estatuto del funcio- 
nario. 


Fue a través del Gobierno del Frente Amplio que se 
logró realizar el reconocimiento laboral a los funcionarios 
policiales. En el primer gobierno de nuestra fuerza políti- 
ca se hizo una restructura del sistema previsional policial 
y las partidas salariales de los funcionarios policiales co- 
menzaron a cotizar el 100 % de la seguridad social. Hasta 
ese momento había funcionarios que tenían el concepto 
laboral invertido: les preocupaba más hacer las horas ex- 
traordinarias —el servicio 222—, que cumplir con el servi- 
cio ordinario. ¿Por qué sucedía eso? Porque el trabajador 
común trabaja las ocho horas que le corresponden por 
contrato y, si puede, hace alguna hora extra que se paga 
doble; sin embargo, en el caso de los policías no era así, 
el concepto estaba invertido. Repito: en el Gobierno del 
Frente Amplio, se cotizó el 100 % de la partida salarial y 
de esta manera se hizo un reconocimiento a los funciona- 
rios policiales. 


En el año 2005, un funcionario policial cobraba $ 5371, 
hoy el salario más bajo es de $ 34,173, y si participa en el 
Programa de Alta Dedicación Operativa cobra $ 11.345 
más; a su vez, el salario más alto, correspondiente al gra- 
do de comisario general, es de $ 98.000. Evidentemente 
hubo un reconocimiento laboral y salarial, además hubo 
aumento presupuestal y se invirtió en patrulleros y otros 
vehículos; se hizo una reforma en la fase operativa —como 
mencionó el director de la Policía nacional— y se estableció 
un sistema de gestión en seguridad pública. Hoy todas las 
unidades policiales están informatizadas. Fíjense que en 
la institución que defendía el miembro interpelante se usa- 
ba una libretita, y me llama la atención que un senador a 
quien le gustan tanto los sistemas de información defienda 
esa institución que estaba tan atrasada. Y sí, se hizo una 
reestructura de la Jefatura de Policía de Montevideo y hoy 
está a nivel nacional. 


¡A mí me da mucha lástima todo lo que escuché del 
senador interpelante y, luego, del senador Lacalle Pou, 
porque creo que no ponen el foco en el problema! ¡A mí 
me da lástima que no se plantee el problema estructural de 
la violencia que tenemos en nuestra sociedad! ¡No se ha- 
bló de ello! Hay datos, señora presidenta, que comprueban 
que existe una violencia estructural en nuestra sociedad. 
Nosotros preferimos decir que somos todos pacatos, todos 
buenos, porque yo también me crie así, pero cuando anali- 
zamos la violencia que existe en nuestra sociedad tenemos 
que considerar los datos que hay. El señor ministro dijo 
que hay 8,1 homicidios cada 100.000 habitantes; el año 
pasado hubo 13,5 muertos en accidentes de tránsito cada 
100.000 habitantes; y 17,7 suicidios cada 100.000 habitan- 
tes. A mí, realmente, me da mucha lástima... 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 
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SEÑOR CARRERA.- Estoy haciendo uso de la pala- 
bra, señor senador, antes de culminar con mi exposición le 
voy a conceder la interrupción. 


En lo personal, me da mucha lástima que en la fun- 
damentación de la interpelación y durante la exposición 
del miembro interpelante no se haya hecho referencia a la 
violencia de género. El señor senador Lacalle Pou tampo- 
co mencionó el tema y creo que este tipo de violencia es 
uno de los problemas que explicarían la violencia estruc- 
tural que tenemos en nuestra sociedad. Hay datos que lo 
demuestran. 


SEÑOR COUTINHO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR CARRERA.-- Estaría en segundo lugar, señor 
senador, luego del señor senador Heber. Estoy haciendo 
uso de la palabra e intentando seguir un razonamiento, así 
que más adelante les voy a conceder una interrupción. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Señor senador: no inte- 
rrumpa sin pedir permiso. Hay once senadores anotados 
para hacer uso de la palabra. Tenemos que mantener el 
orden; de lo contrario, no vamos a poder debatir con tran- 
quilidad. 


Puede continuar el señor senador Carrera. 


SEÑOR CARRERA.- Señora presidenta: agradezco 
que me ampare en el uso de la palabra. 


Hay datos que explican que hay violencia estructural 
en nuestra sociedad, pero no se han tomado en cuenta. La 
encuesta de prevalencia de violencia doméstica del año 
2013, dice que siete de cada diez mujeres de quince años 
en adelante denuncian que han sufrido algún tipo de vio- 
lencia cuando comienzan la vida en relación. 


Hay trescientos mil niños, niñas y adolescentes que vi- 
ven en familias en las que hay reportes de violencia basada 
en género y, en general, uno reproduce lo que vive, apren- 
de lo que vive. Ese es un desafío que tenemos como socie- 
dad. El año pasado aprobamos la ley integral de violencia 
de género, que marca una política pública en la materia; 
todo el Estado debe alinearse y hacer un aporte al combate 
social y cultural de este tipo de violencia. Los senadores 
del Frente Amplio somos los que hemos manifestado que 
la ley se tiene que aplicar. Esta ley contiene un montón de 
artículos que deben aplicarse y me preocupo muchísimo 
cuando escucho que no se puede por falta de recursos. Si 
aquí se vota una ley, quiero que se aplique, y si faltan re- 
cursos tienen que venir aquí y decirlo pero no declarar a la 
prensa que no van a aplicar la ley. 


Realmente creo que aquí algunos señores senadores 
demuestran que son simplistas a la hora de abordar la pro- 
blemática de la violencia que existe en nuestra sociedad. 
Lo veo cuando presentan algunos proyectos de ley. Existe 
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simplismo ya que no buscan abordar las causas de los pro- 
blemas, poder actuar cuando se comete el delito. Reitero 
que me da mucho dolor que este tema se trate en forma 
simplista porque no se discute seriamente y ahora voy a 
volver al tema de la violencia de género. 


En el caso de las tobilleras, años después de comen- 
zar a aplicar este sistema, todos dicen que es un proyec- 
to exitoso pero hay que recordar lo que le costó al señor 
ministro Bonomi lograr que eso se aplicara. Tuvimos que 
hacer reuniones con fiscales y jueces y los defensores nos 
decían que estábamos revictimizando al agresor. Me pare- 
ce que los que estamos preocupados por el tema tenemos 
que ponernos a trabajar en serio, pero voy a mencionar 
algunos datos. El Uruguay tiene 3:400.000 habitantes y, en 
la actualidad, el Ministerio del Interior tiene cuatrocientas 
tobilleras y está en proceso de sumar unas doscientas más. 
En Madrid hay una población de 3:066.000 habitantes y 
tiene ciento setenta y una tobilleras. Quiere decir que hay 
un mal uso, pero acá nosotros no discutimos esto ni exigi- 
mos que aparezcan responsables del mal uso y la aplica- 
ción de un sistema que está dando buenos resultados. 


Creo que tenemos un gran desafío y que el Frente Am- 
plio ha trabajado con mucho realismo al enfrentar esta 
problemática. Desde la gestión se han llevado adelante 
muchos cambios que son necesarios. Reitero que no se mi- 
ran las causas y se presentan proyectos de ley simplistas. 


(Ocupa la presidencia el señor Juan Castillo). 


—Voy a hacer referencia a algunos proyectos de ley que 
tenemos a estudio y con los que no estamos de acuerdo. 
El señor senador interpelante presentó una iniciativa para 
incorporar el artículo 1.” de la Ley n.* 19446 en el Código 
del Proceso Penal en lo referente a la prisión preventiva 
porque dice que existe una derogación. Entiendo que esa 
norma no está derogada, pero me parece que nosotros, 
los legisladores, antes de presentar proyectos de ley 
tendríamos que sentarnos a conversar, citar al fiscal de 
corte y al Poder Judicial para saber si esta norma está 
vigente. Reitero que creo que sí lo está porque allí existe 
un artículo 19 que establece que esa norma es de aplicación 
inmediata a su promulgación y que continuará vigente 
luego de que entre en vigencia la Ley n.* 19293, que es la 
que legisla acerca del nuevo Código del Proceso Penal. Se 
le dio una vacancia temporal, es decir no comenzó a surtir 
efecto, nosotros sancionamos la Ley n.” 19446, a través 
de los acuerdos de la multipartidaria de 2016 y para mí 
está vigente. De todos modos, le concedo el beneficio de 
la duda, pero entiendo que antes de presentar un proyecto 
de ley habría que sentarse a discutir porque la gente quiere 
que se trabaje seriamente. 


Asimismo, hay otra propuesta que refiere a que la li- 
bertad anticipada no se aplique en los casos en que exista 
reincidencia o reiteraciones. En este caso, no tengo dudas 
de que sigue vigente lo relativo al instituto de la libertad 
anticipada porque así lo establece el artículo 307 del CPP. 
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Hay otros proyectos de ley con los que no estamos 
de acuerdo como, por ejemplo, el relativo a modificar la 
legítima defensa para la actuación policial. En lo perso- 
nal, creemos que existen normas que amparan el uso y 
el accionar del buen policía. En ese sentido, tenemos el 
artículo 31 de la Ley n.” 18315, que establece claramen- 
te que el personal policial está exento de responsabilidad 
cuando actúa en legítima defensa propia o de terceros, o 
en cumplimiento de la ley. Por lo tanto, existen normas 
que amparan el correcto accionar policial. No olvidemos 
que en Latinoamérica tenemos el problema del gatillo fácil 
y me parece que esa norma intenta evitarlo. Nosotros tene- 
mos que exigir que la Policía sea cada vez más profesional 
porque el gatillo fácil es peligroso, pero en el Uruguay 
no tenemos ese problema. Reitero que tenemos que exigir 
profesionalidad a la Policía. 


Como dije anteriormente, existe simplismo por parte 
de la oposición a la hora de presentar los proyectos de ley 
porque no atienden las causas, es decir, la violencia estruc- 
tural que hay en nuestra sociedad. 


Dado que comencé mi exposición haciendo referencia 
al silogismo de la demanda, termino diciendo que creo 
que debería desecharse la demanda por manifiestamente 
improponible. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- ¿Me permite una 
interrupción, señor senador? 


SEÑOR CARRERA.- Con mucho gusto voy a ceder 
una interrupción al señor senador Heber, luego al señor 
senador Coutinho y por último al señor senador Martínez 
Huelmo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Juan Castillo).- Ha llegado a 
la Mesa una solicitud para que se prorrogue el tiempo de 
que dispone el señor senador Carrera. 


Se va a votar. 

(Se vota). 

21 en 23. Afirmativa. 

Puede interrumpir el señor senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor presidente: le pedí una in- 
terrupción al senador Carrera en el momento en que se 
refería al terrorista de las FARC porque me parece im- 
portante leer los documentos que nos alcanzó el senador 
Bordaberry, que son muchos. Uno de ellos es la versión 
taquigráfica de una instancia en que el ministro dijo que 
no estaba en conocimiento de nada; otro es un informe 
de la Dirección Nacional de Inteligencia que indica que 
este señor ayudaba a grupos guerrilleros en México, Ar- 
gentina, Chile, Paraguay, Brasil, Perú, Ecuador, Venezue- 
la, Canadá, en fin, en todos lados. Pero hay un informe 
que me llamó la atención y es el de la licenciada Mariana 
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Amaro. Creo que el Senado de la república debería felici- 
tarla por el informe que hizo. ¿Qué dice este informe? Me 
parece que el senador Bordaberry, con tantos papeles, no 
tuvo tiempo de leerlo en detalle. Personalmente lo leí y no 
salgo de mi asombro. 


Allí se habla de irregularidades. Se expresa lo siguien- 
te: «En el mes de febrero se presentó el Sr. Trejo pidiendo 
volver a trabajar en el Proyecto con las PPL (personas pri- 
vadas de libertad). En ese momento se le explicó» —hasta 
con temor— «que de acuerdo al reglamento, el CEFOPEN 
no trabaja con las PPL sino con funcionarios penitencia- 
rios y que por tal motivo no se podía continuar con la fi- 
nanciación de dicho proyecto». 


Por ello se le dio cuenta de las alternativas que tenía, 
como ser la presentación de un nuevo proyecto. Al respec- 
to se señala que, tomando en cuenta que tenía un trabajo 
a punto de culminar, se entendía pertinente postergar la 
fecha de finalización de su trabajo. 


Más adelante se dice: «Se firmó un contrato con las 
condiciones que puso el docente —o sea él; fijense si tendrá 
favoritismo que las condiciones las puso él— desde el 22 de 
febrero hasta el 31 de marzo. La liquidación de ese mes fue 
de sesenta horas docentes. 


El docente —o sea, el señor Trejo— no cumplió con las 
condiciones del contrato, no presentó registro de asisten- 
cia con la verificación correspondiente por parte de la uni- 
dad, no presentó ninguna información sobre los alumnos, 
ni evaluaciones». 


En el mes de mayo presentó en el centro un proyecto de 
intervención socioeducativa. Al respecto se expresa: «El 
mismo fue evaluado por el Equipo de Dirección consta- 
tándose deficiencias importantes». ¡Un desastre, un horror 
el proyecto! 


Este proyecto se lo mandan al doctor Carrera —por eso 
le pedí la interrupción— para su conocimiento porque des- 
de allí se había manifestado interés en la continuidad del 
trabajo del docente, que no cumplía. O sea, el propio doc- 
tor Carrera manifestó interés. 


Agrega: «No se obtuvo respuesta a dicho mail. 


Dado el interés manifestado a la Subdirección Na- 
cional Técnica por la contratación de Trejo, por parte del 
Ministerio, en reunión del Gabinete se decidió la contra- 
tación del docente. El Cefopén se expidió al respecto en 
resolución del 10 de mayo y se realizó un nuevo contrato 
con fecha 17 de mayo hasta el 27 de mayo con una carga 
horaria total de 18 horas. 


En el mes de mayo, el docente presentó una planilla del 
mes de abril sin las firmas que legitimaran su asistencia y 
sin contar con contrato ni aval para el desarrollo de ningu- 
na actividad docente». O sea, cobraba el sueldo y el señor 
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senador Carrera está en conocimiento de esto. Por eso le 
solicité una interrupción. 


Más adelante, en este documento se dice que el señor 
Trejo solo se presentó en la unidad tres de los siete días 
que figuran registrados en la planilla de control de asisten- 
cias, con una carga horaria menor a la registrada. Luego 
continúa diciendo: «Además de estas irregularidades, una 
vez más no cumplió con ninguna de las obligaciones do- 
centes que se le entregan por escrito en el momento de fir- 
mar el contrato: no entregó libreta docente con el registro 
de los contenidos trabajados, el programa, la evaluación 
de los estudiantes...». Es decir, nada. El señor Trejo no 
cumplió con los requisitos mínimos para desempeñarse y 
se le pagó durante mucho tiempo por ese contrato. ¿Por 
qué? ¿Por qué, señor senador Carrera? ¿Estaban cumplien- 
do con algún favor del terrorismo internacional? ¿Había 
que tenerlo acá? ¿Había que pagarle un sueldo? Ahora se 
lo manda a una escuela. Eso sí: desempleado no va a que- 
dar. Quiero saber qué va a decir el gremio docente. ¡No 
hay docentes en el país que tenemos que traer uno de las 
FARC de Colombia para enseñar! Trabajó en proyectos en 
los que no cumplen ni siquiera con la carga horaria. ¡Un 
desastre, una vergúenza! 


Agradezco la interrupción al señor senador, pero creo 
que merecemos una explicación de la licenciada Mariana 
Amaro, que es una gran directora y quiero felicitarla por 
animarse a decir las cosas que están acá en blanco y ne- 
gro y que dejan sin respuesta al señor ministro y al señor 
senador Carrera, que fue responsable por haber insistido 
para que se contratara a este terrorista de las FARC en el 
Uruguay. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Juan Castillo).- Puede conti- 
nuar el señor senador Carrera. 


SEÑOR CARRERA. Esta forma de hacer política es 
muy compleja; en base a falsedades y mentiras, es difícil. 
Creo que el señor ministro fue contundente. En primer lu- 
gar, este señor no es terrorista y así lo estableció la Justicia 
colombiana. El señor ministro leyó el documento, pero si 
no lo quieren entender no lo entiendan. 


Este señor ingresó al Centro MEC —lo dijo el ministro 
y yo traté de decirlo en su comparecencia— para desarrollar 
un contrato; una tarea como tallerista. Venció el contrato, 
siguió trabajando en forma honoraria y se estableció por 
unos pocos meses con horas docentes para que culminara 
el proceso. La finalización de ese proyecto fue pública. En 
abril del año pasado se presentó en la sala Zitarrosa toda 
la tarea que realizó este señor. 


Por otra parte, creo que la licenciada Amaro ingresó 
en febrero del año pasado para hacerse cargo del Cefo- 
pén —Centro de Formación Penitenciaria—. Fue un pase en 
comisión, o sea, es de confianza de nosotros. Realmente 
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creo que hizo una evaluación errónea, una apreciación 
equivocada y por algo luego la subdirección técnica del 
INR volvió a contratarlo para que culminara el proyecto. 
A mi juicio, lo del señor Trejo ya está más que explicado. 


Señor presidente: cuando un senador se refiera a otro 
que no lo trate de señor porque acá todos somos senadores. 


Ahora le concedo una interrupción al señor senador 
Coutinho. 


SEÑOR PRESIDENTE (Juan Castillo).- Puede inte- 
rrumpir el señor senador Coutinho. 


SEÑOR COUTINHO.- Solicitamos esta interrupción 
para apoyar al señor senador Carrera cuando hizo men- 
ción a la violencia de género y a las tristes experiencias 
que hemos tenido últimamente en el Uruguay con respec- 
to a la violencia doméstica. 


En su momento —no hace tanto tiempo—, en el depar- 
tamento donde vivimos, Salto, junto con el Ministerio del 
Interior y el Ministerio de Desarrollo Social planteamos 
nuestra preocupación por un hogar transitorio para las mu- 
jeres que tenían ese grave problema. 


Cuando leíamos la prensa nos encontrábamos con los 
asesinatos de las mujeres que habían denunciado. Nos sor- 
prendía que los hechos pasaran luego de haber realizado 
la denuncia. Entre otras cosas, lo que pasaba era que las 
mujeres volvían al mismo lugar donde las habían golpeado 
y amenazado. Mientras se juntaban todas las pruebas o 
se analizaban los requisitos, lamentablemente las víctimas 
volvían y muchas veces eran asesinadas. 


Por eso, cuando hacía referencia al señor senador 
Carrera era para apoyarlo en esa iniciativa. Aprovechando 
la presencia de las máximas autoridades del Ministerio 
del Interior, quería plantear que así como en su momento 
trabajamos para poder obtener la apertura de esa casa 
—que lamentablemente, está cerrada—, hoy nuestro interés 
es que trabajemos todos juntos, no ya para que se vuelva a 
abrir esa casa en Salto —que seguramente hubiera evitado 
alguna que otra tragedia, como la que recientemente 
involucró a una mujer y a un policía—, sino para que haya 
una en cada departamento. Hablo de un hogar transitorio 
para las víctimas de violencia doméstica en cada uno 
de los departamentos, para que esas mujeres que han 
pasado por ese drama —lo seguimos viviendo día a día en 
el Uruguay—, tengan un lugar para vivir mientras sufran 
ese inconveniente; para que no las sigan matando, en un 
país donde todos nos conocemos, donde todos podemos 
controlar y hacer esto. 


Por lo tanto, le planteo al señor ministro la posibilidad 
de volver a trabajar como lo hicimos. Esa fue una bue- 
na experiencia, como se ha dicho desde las comisarías de 
la mujer y el Mides. Evaluamos positivamente todo eso 
pero, lamentablemente, esa casa hoy está cerrada y sería 
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un ejemplo volverla a abrir y hacer lo propio en cada uno 
de los departamentos. 


También, aprovechando la interrupción, me gustaría 
aportar alguno que otro proyecto de ley porque creo que 
estamos viviendo momentos excepcionales. Hablamos de 
alguno que otro porque quizás esté encajonado o no sea de 
interés de los colegas parlamentarios, pero tal vez sí del 
ministro, porque estoy seguro de que no todas las propues- 
tas que estamos presentando son malas. Creo que quizás 
este sea mucho más un trabajo para hacer en comisión que 
en escenarios políticos. 


Vale recordar que hemos presentado alguno que otro 
proyecto hace más de un año y estoy seguro de que son un 
aporte para mi país. Si las máximas autoridades lo pueden 
llevar adelante, este definitivamente podría ser un aporte a 
mi país, para una mayor seguridad. 


Hace rato que estamos hablando aquí y todos sabemos 
que ya andan las dos mociones —¡las dos mociones!-, la 
que va a respaldar y la que va a pedir la censura. Hace 
rato que estamos hablando y ya sabemos que están firma- 
das las mociones. Nadie va a convencer a nadie aquí pero, 
mientras tanto, hay un montón de cosas para hacer y si 
quería interrumpir era para aportar. En ese escenario me 
parece que es importante una reapertura y alguno que otro 
proyecto de ley que pueda servir de herramienta, compro- 
bada científicamente, en temas de reincidencia total. 


Lástima no nos tiene que dar nada aquí, y que me 
perdone el señor senador Carrera. ¡Lástima nos tienen 
que dar las familias de miles de uruguayos que no 
tienen revancha y que han estado sufriendo y sufren la 
inseguridad en nuestro país! Nos pasamos toda la mañana 
y toda la tarde hablando de números, pero si a uno le toca 
vivir en un lugar donde conoce a todos —a la víctima, al 
asesino, a todos—, humaniza mucho más este tipo de cosas. 


Creo también que cuando se empieza a hablar de va- 
rios países o a compararlos con Uruguay, hay que tener 
en cuenta que en nuestro país estamos acostumbrados a 
conocernos todos. 


Para terminar, señor presidente, creo que hay que bajar 
las pancartas y buscar aportar porque mientras nosotros 
discutimos aquí, muchas cosas van a seguir pasando. 


El grado de ofensa lo mide el ofendido; senadores de 
mi partido y seguramente de la oposición tienen muchas 
más condiciones que yo como para que salga a defender- 
los. Por eso mi intervención es para aportar. 


También debo decir que me parece que el ministro al 
hablar de despedidas en su planteo inicial, entró en un te- 
rreno que seguramente fue muy difícil de evadir después 
para que no hubiera enfrentamientos políticos, porque 
si hablamos de despedidas hay que recordar que en este 
Parlamento hay varios que también ya han anunciado —y 
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algunos lo han hecho muchas veces— que no participarán 
de las próximas elecciones, pero eso no ha sido ningún 
impedimento para aportar, trabajar y estar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Juan Castillo).- Puede conti- 
nuar el señor senador Carrera. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- ¿Me permite una 
interrupción, señor senador? 


SEÑOR CARRERA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Juan Castillo).- Puede inte- 
rrumpir el señor senador Martínez Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señor presidente: 
sencillamente quiero aclarar lo que se ha dicho aquí en 
sala hace muy pocos minutos. Se hizo un juego de palabras 
respecto de la participación popular, de que al ministro lo 
apoya la política y que, además de eso, no se escuchan las 
encuestas. Quiero decir, para aclarar bien este punto, señor 
presidente, que es verdad: lo sostiene la política. Lo sos- 
tiene la política en lo que tiene que ver con la legitimidad 
que emana de los actos electorales y de la Constitución de 
la república; no hablamos de cualquier política sino de la 
gran política, la que marca que en el Uruguay haya elec- 
ciones cada cinco años y la democracia que realmente es. 


Y hay que decir también, señor presidente, que las en- 
cuestas no votan. 


Por lo tanto, quería hacer esa aclaración porque el mi- 
nistro está sostenido legítimamente por la ley y la Consti- 
tución vigentes en el país y no por cualquier política. 


SEÑOR PRESIDENTE (Juan Castillo).- Puede conti- 
nuar el señor senador Carrera. 


SENOR OTHEGUY.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR CARRERA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Juan Castillo).- Puede inte- 
rrumpir el señor senador Otheguy. 


SEÑOR OTHEGUY.- Señor presidente: he venido es- 
cuchando y prestando mucha atención desde que comen- 
zÓ la interpelación para tratar de entender cuáles eran los 
motivos, los fundamentos, y reivindicando el instrumento, 
sin duda. Ya lo dijo algún otro senador: la posibilidad de 
que la oposición, la minoría, pueda interpelar a un minis- 
tro de Estado es un instrumento de la democracia y es le- 
gítimo; sin duda que es legítimo. 


Tratamos de entender cuáles eran los motivos, los ar- 
gumentos y, objetivamente, hasta ahora eso no ha sido 
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totalmente entendible. No sé cuántas horas hace que ve- 
nimos hablando de un señor Trejo. No sé quién es el señor 
Trejo, señor presidente, pero parece que es una especie 
de Bin Laden. Nadie lo ha reclamado hasta ahora, pero 
parece que es una persona peligrosísima. Llevamos horas 
hablando de un señor Trejo frente a un tema complejo y 
sensible en el que la ciudadanía sin duda tiene reclamos 
y preocupación. Sin embargo, hemos hablado poco -muy 
poco— de los temas de fondo que involucran a la seguridad 
ciudadana y a la convivencia en el Uruguay, y mucho de 
otras cosas. 


Escuché el relato que hizo la oposición. Coordinaron 
una interpelación y me regocijo por eso. Coordinaron 
para interpelar a un ministro de Estado, pero hasta ahora 
se ha mostrado poco contenido de esto, poco contenido. 
Voy a seguir esperando para tratar de ver cuáles son los 
elementos tan centrales que ameritan estar interpelando a 
un ministro de Estado a quien, además, se ha interpelado 
prácticamente todos los años. 


Podría haber sido buena cosa, para que esto no tuviera 
demasiado olor y tono de campaña electoral, que la oposi- 
ción hubiera coordinado un paquete de propuestas. Hablo 
de cinco, seis, siete, cuatro o tres propuestas presentadas 
por toda la oposición que, supuestamente, nos acercaran a 
resolver el problema de la seguridad ciudadana que tienen 
los uruguayos. ¡No me vengan a decir que hay un montón 
de proyectos de ley! He escuchado muchas propuestas que 
salen a la opinión pública pero que, dentro de su propio 
partido, no tienen acuerdo, no tienen consenso. 


Ya que tienen apuro para sacarnos —manifiestan que 
lo tienen y es legítimo; yo creo en la democracia, en la 
alternancia entre los partidos políticos y les reconozco el 
derecho a tener apuro en sacarnos— hubiera sido una buena 
oportunidad para que toda la oposición presentara cinco o 
siete propuestas que nos dijeran «así resolvemos los temas 
de la seguridad en el Uruguay», pero hasta ahora no he 
escuchado una sola. Hemos hablado muchísimo de un tal 
señor Trejo pero propuesta no ha habido ninguna. Tienen 
apuro; está bien, es legítimo, pero por ahora no están de- 
mostrando mucha capacidad ni mucho tiro para sacarnos 
rápidamente del Gobierno. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Juan Castillo).- Puede conti- 
nuar el señor senador Carrera. 


SEÑOR CARRERA.-- Estaría finalizando aquí, señor 
presidente. 


SEÑOR LARRAÑAGA- Pido la palabra. 


SENOR PRESIDENTE (Juan Castillo).- Tiene la pala- 
bra el señor senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.-- Gracias, señor presidente. 


504-C.S. 


Acá se habla mucho de reivindicar el instrumento de 
la interpelación en una democracia, pero lamentablemen- 
te el Gobierno no ha contestado casi nada. Solamente ha 
pretendido contestar la interpelación con adjetivos tales 
como «payaso», «fantasma», «argumentos carroñeros», 
«simplismo». Eso es lo que, básicamente, ha contestado 
el Gobierno en medio de hablar de despedidas y de varias 
yerbas más. 


Quiero destacar el trabajo, el esfuerzo y la aportación 
contundente que se ha hecho y que no ha sido contestada 
—más allá de Trejo sí, Trejo no, y más allá del parentesco, 
del amiguismo y de lo que sea— sobre los temas sustan- 
ciales que refieren a los homicidios por ejemplo, que es lo 
contundente que marca un preocupante estado de vivencia 
en la población, porque creo que nos estamos perdiendo 
de vista el arco. Quizás algunos no tenemos facilidad ni 
siquiera para hacerle un gol al Arco de Triunfo, pero aquí 
afuera, en los barrios, en cualquier punto del país hay una 
sensación de inseguridad muy grande que no se puede ne- 
gar. ¡No puede negarse eso! Y no somos cultores, presi- 
dente, de dramatizar el país, ni de agitar los fantasmas del 
miedo, ni de andar aprovechando las muertes, las rapiñas 
o los delitos para construir y edificar un discurso, pero 
tenemos legítimo derecho, porque aquí estamos para eso, 
de expresar lo que tenemos que decir. 


No salgo de mi asombro cuando escucho al ministro 
y al Gobierno. Cuando escucho a la fuerza política me 
asombra el nivel de insensibilidad que muestra hacia esta 
problemática. Vamos a entendernos, me parece que la elo- 
cuencia de las cifras citadas y mencionadas por el señor 
senador interpelante refiere a algo que es preocupante para 
todos los uruguayos de todos los partidos. 


No podemos hacernos trampas al solitario. Me deja 
perplejo verlos convencidos de lo que dicen, en una suerte 
de que todo está bien o, por lo menos, bastante bien. 


Orwell decía que la libertad es el derecho de decir a la 
gente aquello que no quiere oír. Y mi libertad como par- 
lamentario, señor presidente, es decir al Gobierno lo que 
no quiere escuchar y lo que mucha gente reclama y habla 
en todo el país. 


Hace un rato, robaron la sucursal del Scotiabank de 
Trinidad. Me informaron que ayer, en Solís, hubo otro 
robo. Asaltaron un Abitab y un supermercado, se fugaron 
en bicicleta y como la fuga en bicicleta no era tan exitosa, 
la dejaron y se fueron a pata. Andaban bien y se fueron. 


Esto me hace acordar a una anécdota en Argentina. 
Allá por los años treinta los asesores del presidente Hipóli- 
to Yrigoyen, para no preocuparlo demasiado, le imprimian 
un diario especial en el que todas las noticias que había 
eran buenas. De esa forma, no lo preocupaban. Ahora me 
parece que están siendo víctimas del diario de Yrigoyen. 
No lo advierto, lo digo sanamente y tengo el derecho de 
expresarlo. Parece que no los impacta el aumento de ho- 
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micidios, el aumento de la violencia y como bien señalaba 
el señor senador Carrera, la violencia de género, cómo se 
ha desatado y con qué virulencia. 


Por supuesto que esto denuncia problemas estructura- 
les, problemas que tenemos en la sociedad. ¿Cómo puedo 
negarlo? ¿Cómo podemos negarlo? No lo estamos negan- 
do. No somos negadores seriales de la realidad. Estamos 
viendo lo que acontece. 


Hoy ocurren cosas en lugares en los que nunca nos hu- 
biéramos imaginado que sucederían. Nunca nos hubiéra- 
mos imaginado que la ciudad de Minas se parecería a una 
ciudad de México, o el Chuy, más allá de la binacionalidad 
y de la violencia que hay del otro lado como lo explicara 
el señor ministro y, en eso, le acepto su argumentación. 
¡Hablamos de Minas!, donde si uno camina quince cua- 
dras para cualquier lado, se sale de la ciudad. Que no en- 
cuentren a los responsables de las cosas que están pasando 
y que son gravísimas, es preocupante. Que no se advierta 
que hay barrios tomados, también lo es y no es un inven- 
to de este senador de la república. ¡Hay barrios tomados 
por los narcos, donde mandan los narcos! Hay familias 
desalojadas por traficantes que les han reclamado —a mí 
me lo han denunciado—, les han exigido y han obtenido la 
casa. Y a mí me parece que el Gobierno busca excusas y 
excusas. 


No voy a calificar el manejo de las cifras, pero ese 
manejo confuso y sesgado denota insensibilidad, falta de 
responsabilidad e insensatez. Creo que niegan los proble- 
mas de la gente, y con eso niegan a la gente que tiene esos 
problemas. 


Los viejos abogados penalistas tenían algunas premi- 
sas acerca de la forma en que preparaban sus alegatos y 
sus defensas. Lo que nunca había que hacer era negar lo 
evidente. Y lo evidente en este caso es que, más allá de 
todas las reformas que se han planteado, hay fracasos en 
materia de seguridad pública por parte del Gobierno. No 
lo digo yo, señor presidente, creo que es el pensamiento 
de miles de uruguayos, de miles de uruguayos que ubican 
este tema en la centralidad de sus preocupaciones. 


Fíjese, señor presidente, lo que dijo el ministro Bonomi 
al periodista Cotelo en una entrevista realizada en canal 
12: «Yo me tengo que hacer cargo de lo que me correspon- 
de a mí». Y agregó que hay cosas que están pasando en 
Uruguay que la Policía tiene que contener, y que para que 
haya una solución tiene que haber un shock de políticas 
sociales, de vivienda, de urbanización, diferente a lo que 
hay hoy, lo que dará una solución en el mediano y largo 
plazo. Luego el señor ministro dijo que para eso no alcan- 
za el Plan Siete Zonas y que eso no se va a poder hacer con 
el presupuesto que tenemos ahora. Ante la consulta del 
periodista sobre si había que resignarse, dijo que no; que 
hay que plantearse el problema. Y señaló algo que a mi 
entender es más grave aún: «Si lo empezáramos hoy —lo 
cito textualmente— no tendría efecto ahora sino en ocho o 
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en diez años». También dijo que son fundamentales la edu- 
cación, la cultura, la política social, la vivienda, el trabajo 
y la salud, pero eso no es lo que le toca a él. Agregaba que 
esa solución necesita un plan de largo plazo, un presupues- 
to y un debate que se dé en serio. 


Con esto el señor ministro interpelado reconoce, 
confiesa, que su fuerza política, luego de haber condu- 
cido el país durante el mayor proceso de crecimiento 
económico —con trece o catorce años de crecimiento, 
por lo menos—, de haber tenido todo el poder por haber 
contado con mayorías parlamentarias para hacer lo que 
quisieran y tiempo —porque van dos períodos y medio de 
gobierno—, poco menos que argumenta que no ha fraca- 
sado la política de seguridad sino todas las políticas de 
contención social. 


En su afán de escapar de su cuota parte de responsa- 
bilidad, el señor ministro nos viene a decir que hace falta 
una política de largo plazo, una política de shock social 
y que falta presupuesto. Y yo me pregunto, ¿pero quién 
determina el presupuesto? ¡Lo hacen ustedes; el Frente 
Amplio es el que elige las prioridades! 


Por lo tanto, me parece que no se están dando respues- 
tas. Los uruguayos se sienten indefensos y expuestos por- 
que el Gobierno no se anima a cumplir con lo que hay que 
cumplir en materia de políticas de seguridad pública. Ade- 
más, por todo lo que hemos vivido en el Parlamento —y yo 
soy testigo de esa historia— vemos que muchas veces mar- 
chan con el freno de mano puesto, que pretenden avanzar 
con el auto frenado. Por lo tanto, el avance es mínimo. 


A mí no me asustan los abordajes ideológicos de los 
asuntos. Soy de los que considera que se tiene que hacer 
política con ideas, con propuestas, con programas y con 
principios. No me preocupan las visiones ideológicas. 
¡Que digan lo que quieran! Pero hay asuntos que no son de 
ideología, que no son de discusión de academia y a los que 
hay que buscarles respuestas, como al policía que sale a la 
calle a cumplir con su deber, que muchas veces es rehén 
de una visión compleja y no puede ejercer la función por 
falta de respaldo. 


El señor ministro y el Gobierno han señalado que se ha 
mejorado el presupuesto en armamento, pero lo que no ha 
podido decir en ninguna de todas las ocasiones que se lo 
interpeló —hemos escuchado esos debates en el Parlamen- 
to— es que al policía se le haya aumentado el respaldo. Se 
dice que la Policía tiene el respaldo de la gente. Está bien, 
creo que es así. Pero con toda franqueza digo —porque 
tengo derecho a decirlo sin descalificarlo— que los que no 
tienen el respaldo de la gente son la política de seguridad 
y el señor ministro. Es mi percepción de acuerdo a lo que 
advierto y veo en las recorridas por todo el país. 


Es cierto que los Gobiernos del Frente Amplio comen- 
zaron con la liberación de presos —lo dijo la señora senado- 
ra Tourné— con aquella ley de humanización de cárceles. 
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Y también es verdad que el Gobierno del Frente Amplio 
tampoco dejaba que la Policía pidiera la cédula de identi- 
dad porque habían derogado el Decreto n.” 690/1980. La 
Policía no podía pedir al ciudadano que se identificara. 
Recién en el año 2015 se reinstaló esta potestad. 


Puedo reconocer que el señor ministro haya querido 
hacer más, por ejemplo, cuando elevó proyectos de ley al 
Parlamento que su propia bancada no había respaldado. 
Recuerdo el proyecto de ley de código infraccional de 
menores, en el que se duplicaba el tiempo de reclusión de 
cinco a diez años, en la discrecionalidad del juez para la 
aplicación de penas frente a delitos gravísimos. O el pro- 
yecto de ley policial, que en su artículo 124 habilitaba los 
allanamientos nocturnos, pero que no tuvo andamiento. 
También recuerdo cuando se plantearon penas mayores y 
nuevas figuras para la lucha contra las bocas de pasta base, 
pero como se trataba de narcomenudeo no era tan prio- 
ritario. Incluso, muchos en el Gobierno dijeron que eso 
constituía ingresos familiares. 


Entonces, surge la evidencia de los distintos enfoques 
que muchas veces se entrecruzan en el seno de la fuerza 
de gobierno, que llevan a la negación y a minimizar la rea- 
lidad. Con respecto a los homicidios, se salió a comparar 
tasas por el mundo cuando la comparación que tenemos 
que hacer es con nosotros mismos, con un agravamiento 
notorio y notable que se ha dado en el país. No podemos 
taparnos los ojos frente a todo eso. 


El señor senador Bordaberry ha dicho que anualmente 
hay trescientos veintidós homicidios y en el 2017 fueron 
aproximadamente doscientos ochenta. ¿Cuántos van a ser 
en el 2018? ¡Ojalá que no batamos ningún récord! Nadie 
quiere eso pero es una realidad que tenemos que manejar. 
¡Por eso tenemos esta interpelación! ¡No estamos en jue- 
gos dialécticos, porque una vida importa! 


El señor senador Lacalle Pou decía que faltan seis- 
cientos ochenta y tres días para que cambie el Gobierno. 
Según mis cuentas, en este lapso puede haber seiscientos 
muertos, seiscientos homicidios. ¡¿No importa eso?! ¡¿No 
importan las más de veinte mil rapiñas que hay?! ¡¿No 
importan las miles de rapiñas que sufren los uruguayos 
y que no denuncian?! ¡¿Cuál es la cifra de rapiñas no de- 
nunciadas?! 


No hablemos de hurtos; no hablemos. ¡No hablemos de 
la situación que hoy existe —que no es falsa, que es real, 
señor presidente—: la indefensión de mucha población de 
nuestra campaña, en el interior del país, donde decenas 
de comisarías son taperas, literalmente taperas! ¡Allí ya 
no se iza el pabellón nacional porque no hay milico, no 
hay policía! Y todos sabemos que eso pasa. En el interior 
profundo del país ¡hay taperas! donde antes había destaca- 
mentos policiales, y hay una indefensión enorme de miles 
de habitantes de la población de la campaña, que están a 
expensas del copamiento y de cualquier cosa. 
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No nos preocupemos solamente de la inseguridad en 
la zona del área metropolitana, porque miren que en esos 
corrimientos del delito termina pasando cualquier cosa; 
insisto: cualquier cosa. No hablemos del abigeato ni de lo 
que pasa en la campaña. 


Creo que el Gobierno tiene una suerte de intoxicación 
¡ideológica! Esa es la realidad. ¿Más penas? ¡No! ¡Populis- 
mo penal! ¡Son unos fascistas! ¡Derecha! ¡Por Dios! ¡Cruz 
diablo! 


Además hay otra cosa, señor presidente. Vamos a de- 
cirlo con todas las letras. A mí me gusta hablar claro, más 
allá de que pueda ser erróneo lo que digo o estar equivo- 
cado. El grave problema de su fuerza política, señor pre- 
sidente, que está gobernando, es que a los que no piensan 
como ustedes los catalogan de derecha. Ahí está el tajo, la 
división: ¡derecha!, ¡mala palabra! 


Todos sabemos que el país precisa orden. Todo lo otro 
también: políticas sociales, rehabilitación, invasión del 
Estado —en el buen sentido de la palabra— en los ámbitos 
urbanos para combatir las causas de la violencia intrafa- 
miliar, intrasociedad. 


¡Yo llevo todo eso!, pero la Constitución reconoce ese 
derecho en su artículo 7.” cuando dice: «Los habitantes de 
la República tienen derecho a ser protegidos en el goce de 
su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad» y 
¡no se está cumpliendo con esto! ¡No se está cumpliendo!, 
porque estamos discutiendo cifras a la alta en materia de 
homicidios y además hay una chorrera de los otros deli- 
tos. Si los analizamos, ahí sí que entramos en un laberin- 
to realmente muy complejo, muy difícil. Precisaríamos a 
todos los señores que están ahí abajo asesorando al señor 
ministro. ¡Si los agarramos individualmente a todos ellos, 
que son seguramente más conocedores que yo en materia 
de seguridad, quizás no se pongan de acuerdo! ¡Entre ellos 
mismos capaz no se ponen de acuerdo! —¡ni entre ustedes 
mismos!- sobre cuáles son las cifras reales que hoy tiene 
la sociedad. 


El trabajador uruguayo que sale todos los días a tra- 
bajar está regalado. Usted sabe perfectamente bien, señor 
presidente —porque fue uno de los más destacados dirigen- 
tes sindicales de este país en los últimos veinte o veinti- 
cinco años—, que lo que estoy diciendo no es un disparate. 
¡El trabajador sale en la motito, en la bicicleta, a pata, en lo 
que sea!, y ese compatriota anda bastante regalado. 


La familia trabajadora está expuesta. Los que menos 
tienen no pueden pagar a los privados por el trabajo que 
el Estado no hace. ¡No pueden pagar un guardia priva- 
do para su cuadra, no pueden poner cámaras, no pueden 
mandar un servicio de Uber a sus hijos para recogerlos a 
la salida de la escuela o del liceo! Así lo ve la gente. Esta 
es la película que ve la gente. No se trata de una discu- 
sión bizantina de si se utilizan o no argumentos complejos, 
¡simplistas!, ¡complicados o no complicados! 
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Creo que no nos debemos mentir más en el tema de la 
seguridad. ¡Tenemos una situación de peligro que acecha 
la convivencia ciudadana! Y a mí me parece que hay un 
Estado —¡no puedo ser tan mala persona de no reconocer- 
lo!— que quizás quiere hacer todos los esfuerzos superio- 
res. Yo no creo que el ministro quiera venir a mostrar los 
resultados que exhibe su gestión. ¡¿Qué gobernante quiere 
mostrar resultados que indican que su gestión no es exito- 
sa?! ¡Nadie! Ahora bien, ¡me parece que los delincuentes 
van ganando! 


No voy a entrar en la trampa dialéctica de represión o 
rehabilitación, porque hay que hacer las dos cosas. El mi- 
nistro lo sabe, el subsecretario lo sabe, ¡los asesores lo sa- 
ben! ¡¿Rehabilitación?! ¿De qué rehabilitación me hablan 
en el sistema carcelario uruguayo, que está en el bolillero 
negro del relator de Naciones Unidas por sus condiciones 
deplorables? ¡A mí no me van a contar!, porque he visita- 
do las cárceles uruguayas. ¡Me acuerdo de la resistencia 
que tuve, en el primer gobierno de Vázquez, cuando con 
el diputado Semproni —un gran ciudadano— visitamos lo 
que era el cuartel de Punta de Rieles y lancé la iniciativa 
de construir la cárcel! ¡Las cosas que me dijeron! De todo: 
«golpista», «de derecha», de todo. ¡¿Cómo iban a construir 
una cárcel en Punta de Rieles?! ¡¿Cómo lo iban a hacer?! 
Semproni aguantó, ayudó, defendió la iniciativa y se cons- 
truyó. 


Pero no hablemos de las condiciones del sistema car- 
celario uruguayo. Lo dijo el señor senador Lacalle Pou: es 
una vergúenza lo que sucede en las cárceles del Uruguay. 
¡Es una vergienza! Hay droga, trata, ¡de lo que sea! En 
función del poder del preso o del conjunto de presos pue- 
den obtener ¡lo que quieran! Desde ahí se trafica ¡cualquier 
cosa!, ¡cualquier cosa!, ¡se administra cualquier negocio! 
¡Pero todo el mundo lo sabe! Esto, más allá de que todo el 
mundo sabe de la labor de la guardia perimetral compues- 
ta por militares. Lo dijo un comisionado de cárceles. 


SEÑOR CAMY.- Formulo moción para que se prorro- 
gue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Juan Castillo).- Se va a votar 
la moción formulada. 


(Se vota). 
—18 en 20. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor presidente: en buena 
parte del sistema carcelario pasa cualquier cosa. Hoy los 
presos salen mucho peor que cuando entraron. No vamos a 
mentirnos, no estoy descubriendo nada nuevo. No preten- 
do arrogarme el pensamiento de la gente como si fuera el 
intérprete de toda la sociedad uruguaya —cualquier sena- 
dor podría decirme que quién soy para sentirme intérprete 
de la voluntad de la gente—, pero, más allá de las cifras que 
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se puedan citar comparativamente, hay miles de urugua- 
yos, en todo el país, que tienen una percepción de impuni- 
dad. Y con la impunidad de los delincuentes viene el mie- 
do de los honestos; con la impunidad de la delincuencia 
sobreviene el miedo y cuando hay miedo la gente pierde 
la libertad. Todos en algún momento tuvimos miedo y no 
hay nada más paralizante. Ese es el sentimiento que hoy 
alberga buena parte de la sociedad uruguaya. 


Es así que los delincuentes sienten, perciben, que es 
fácil delinquir, o al menos que no hay grandes consecuen- 
cias, que no pasa nada; saben que no los agarran o que si 
lo hacen, por hache o por be, salen. Esa es la realidad; pín- 
tenla y dibújenla como quieran, hagan las explicaciones 
sociológicas que quieran y acudan a las estadísticas que se 
les ocurra, pero la realidad es la realidad. Uno percibe que 
se ha fracasado. Ideas, se han vertido decenas. Varios se- 
nadores, representantes de todos los partidos, hemos plan- 
teado muchas iniciativas, algunas de las cuales podrán no 
servir para nada y ser desechadas, pero muchas —la mayo- 
ría— ni siquiera han sido tratadas. 


Quienes defendimos una instancia de diálogo multi- 
partidario con el Poder Ejecutivo en 2016, después de Se- 
mana Santa, estábamos convencidos de que se podían sa- 
car buenas cosas para el país. Pero resulta que el Gobierno 
se encargó de demostrarnos que estábamos equivocados, 
que no se podía porque nos chocábamos con esos frenos 
que no marcan un respaldo a la Policía, con cambios nor- 
mativos y jurídicos que me parecen fundamentales. Mu- 
chas veces fuimos acusados de demagogos. Todos los que 
proponemos cosas o Iniciativas con las que el Gobierno 
o la fuerza política que lo integra no están de acuerdo, 
hemos sido considerados como disidentes y automática- 
mente calificados de demagogos, de cultores del miedo, 
de sembradores del miedo, como que apostamos a cuanto 
peor, mejor. 


Pero no es así, señor presidente. En algún momento 
propusimos crear una guardia nacional y emplear a mili- 
tares en funciones de policía. Por supuesto que me hago 
cargo de que en mi partido no hay respaldo para ello, pero 
no sé cuánto respaldo vamos a poder cosechar en la socie- 
dad uruguaya, ya lo veremos. 


En definitiva, ¿quién tiene autoridad para fijar el ra- 
sero de lo que es demagógico y lo que no lo es? ¿Por qué 
se pueden utilizar militares para juntar basura —que está 
bien—, pero no para cuidar a la gente? Resulta que los mi- 
litares uruguayos pueden hacer de policía en el Congo o 
en mil kilómetros de franja costera, pero en Casavalle no. 
Pueden custodiar la seguridad pública, como lo hicieron 
—hay pruebas irrefutables— durante algunas horas cuando 
ocurrió el tornado de Dolores, evitando males mayores o, 
incluso, en la frontera, tal como se propone en el proyecto 
de ley remitido por el Poder Ejecutivo en el mes de marzo 
al Parlamento. En concreto, en ese proyecto de ley se pro- 
pone expandir el criterio de frontera a veinte kilómetros 
de ancho y en esa zona fronteriza los militares pueden pa- 
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trullar, identificar personas, controlar vehículos, detener 
en caso de delito flagrante e incluso pueden usar la fuerza. 
También se establece en ese proyecto, en su artículo 4.” 
que en los casos en que el personal militar se viera obliga- 
do a utilizar medios materiales de coacción, deberá hacer- 
lo de forma racional. Repito: este es un proyecto del Poder 
Ejecutivo, del Frente Amplio, que está en tratamiento en 
la Cámara de Representantes, no es un proyecto de la opo- 
sición. 


Entonces, podrían cumplir funciones de policía en zo- 
nas adyacentes a Isidoro Noblía o en cualquier población 
en esa franja de veinte kilómetros, pero no pueden cumplir 
esas funciones en Casavalle. Si hacen eso en un barrio de 
Montevideo, es demagogia, pero en la frontera no. 


Del mismo modo, también podrían cuidar embajadas, 
pero también sería demagógico, a pesar de que el propio 
ministro se mostró partidario de eso, de sustituir la policía 
estacionaria para llevar adelante un aprovechamiento de 
los recursos humanos del Ministerio del Interior. 


Parece que proponer que las penas se cumplan es, 
asimismo, demagogia o populismo normativo. Me estoy 
refiriendo a la situación de homicidas, rapiñeros, narcos, 
secuestradores, violadores, en cuyo caso, pedimos que se 
cumplan las penas que fijan los jueces y no rijan instru- 
mentos de libertad anticipada, vigilada o vigilada intensi- 
va. Si la pena es de once años, que se cumplan once años 
de cárcel, y que no se descuente, sobre todo, si estamos 
frente a criminales que cometen delitos gravísimos. 


¿Cómo se llaman los que no quieren que las penas se 
cumplan en su totalidad, señor presidente? ¿Cómo se lla- 
man los que quieren que los delincuentes peligrosos sal- 
gan antes de tiempo? No voy a descalificar porque no apo- 
yen mi iniciativa de terminar con esos instrumentos frente 
a la comisión de delitos gravísimos, pero hay que parar la 
mano, hay que hacer algo. 


Incluso, se podría recurrir a alguna iniciativa de reclu- 
sión permanente revisable, como hay en Alemania, Italia, 
España, Francia, Holanda, Inglaterra, Estados Unidos, 
México, Canadá, Argentina, Chile o Perú, simplemente 
por citar algunos de los países en los que está vigente esta 
normativa. 


¿Es demagógico y populista proponer que quien viole 
o mate a un niño o a una niña, y no está rehabilitado, no 
salga, no vuelva a la sociedad? Acá se han liberado pena- 
dos después de muchos años de penitenciaría —obviamente 
en el marco jurídico—, pero sin ningún informe que con- 
cluya que hay una rehabilitación de esa persona; incluso 
hasta después de veinticuatro años de prisión, en casos no- 
torios de múltiples homicidios, cuando no regían las penas 
adicionales de treinta años. 


Entonces, señor presidente, me parece que es muy re- 
levante que existan este tipo de instancias. No podemos 
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minimizarlo y quedarnos en la dialéctica de adjetivacio- 
nes. No podemos entrar en el terreno del pantanal, de la 
discusión chica, de si tengo razón y el otro no tiene nin- 
guna razón. No es así. ¡Estamos hablando de la seguridad 
ciudadana! ¡Estamos hablando de vidas! ¡Estamos hablan- 
do de seres humanos, de bienes y de propiedad! ¡Estamos 
hablando, no de números, estamos hablando de existen- 
cias! ¡Estamos hablando del presente y del porvenir de la 
sociedad! Esto tiene que alertarnos para no entrar en el 
juego de lo demagógico y del populismo penal y así, en el 
caso de que un policía tire y abata, se presuma a su favor, 
porque, si no, entramos en una suerte de desprotección. 
Por cierto, ese integrante del sistema de seguridad pública 
muchas veces está maniatado, más allá de que tenga un 
palo y un arma de reglamento, porque se enfrenta también 
a la interrogante de cómo usarlo y si debe usarlos. En ese 
marco, no es sencillo el problema que tiene que enfrentar 
el policía. 


Se han mencionado muchas cosas, pero uno se encuen- 
tra con recomendaciones como, por ejemplo, no usar ropa 
de marca ni celulares nuevos. Ni hablar de los siguientes 
titulares: «Bonomi vinculó la inseguridad con crisis del 
2002 y explicó dificultades para revertirla»; «Bonomi: 
“El incremento del crimen organizado es consecuencia 
del aumento de la capacidad de consumo de los urugua- 
yos”»; «Bonomi sobre homicidio de Carrasco Norte: “No 
es conveniente resistirse a la rapiña”»; «Policía debió usar 
chaleco antibalas», en el caso de Salto, que ya se mencionó 
también. 


Pienso que estas expresiones —por supuesto que le po- 
nen el «chupete» a un jerarca y nadie quiere declarar mal-, 
hablan de que es necesario, humanamente necesario, que 
se ingrese en el camino de llevar algún tipo de respuesta, 
porque ese es el trabajo que se tiene que enfrentar. 


¡El presidente ha dicho en forma contundente —lo dijo 
en su momento— que si hay un delincuente y la Policía lo 
tiene que sacar del forro, lo va a sacar del forro! ¡Pero no lo 
sacan del forro! ¡No lo han sacado del forro! Todos hemos 
visto lo que ha pasado en algunos barrios de Montevideo 
donde se manifiesta una resistencia civil a una orden de 
detención, lo que dificulta el trabajo de la Policía. Pero lo 
que está en juego es la vida de la gente, la integridad física 
y la propiedad de la gente. 


El presidente de la república antes de asumir, solía ci- 
tar a Tony Blair y decía que sería duro con el delito, pero 
más duro con sus causas, que sería implacable. Esta inter- 
pelación, más allá de que han sido ocho o nueve al mismo 
ministro —que, por supuesto, no está en sala, hace rato que 
no está—; que no escucha; que quiere escuchar su propio 
relato y que, como todo su cuadro, entra en un camino de 
negación de las cifras dadas por el miembro interpelante, 
en mi opinión es un diálogo de sordos. ¡Por supuesto que 
las mociones ya están redactadas y la mar en coche, todos 
sabemos cómo termina esta película! Pero en la democra- 
cia igual tiene que haber estas instancias de debate. No 
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hay que tener miedo a los debates, al diálogo, a la discu- 
sión y a los enfrentamientos que se puedan dar, porque en 
nuestro caso no somos necios y podemos reconocer lo que 
está bien. Pero me parece que todos tenemos que hacer ese 
esfuerzo de no ser necios y reconocer las cosas que están 
mal; esto me parece fundamental. 


Soy un referente político que siempre ha tomado de- 
cisiones difíciles y complejas. Por eso, tal como ya lo he 
dicho públicamente y porque no me gusta gritar en el bar y 
después callar en la comisaría, quiero decir en este ámbito 
—en la comisaría, en el Parlamento, que es donde traba- 
jamos—, que vamos a ir a la gente. ¡Vamos a ir a la gente! 
¡Aunque sea solo, pero vamos a ir a la gente! ¡Vamos a 
recorrer el país! ¡No hay nada más democrático que con- 
sultar a la gente, señor presidente! Usted lo sabe, porque 
ha sido el gestor de muchísimas de esas instancias. Vamos 
a consultarla para que sea la gente la que decida si la segu- 
ridad tiene que cambiar o no. Creo que muchísima gente 
está harta de las excusas. Está harta de tanta leguleyadas, 
de tanta discusión, de tanta palabra amontonada en frases 
y frases; el tema es que no cuidan a la gente. Está harta de 
que la culpa sea del capitalismo, del consumismo, del neo- 
liberalismo o de los noventa o del 2002 o del plan Atlanta 
o de Mongo Aurelio. ¡La gente está harta! ¡Repodrida de 
que no haya respuestas del Gobierno! ¡Harta de que ganen 
los delincuentes! ¡Harta de tener miedo! 


Sé que hay imponderables, seguramente situaciones 
inevitables, pero ¿sabe qué, señor presidente? La respon- 
sabilidad de un gobernante es hacer todo lo que está en sus 
manos para evitarlas. Tenemos que hacer todo lo que está 
en nuestras manos para que no pasen ciertas cosas, para 
que ningún delincuente más salga ganando. Porque somos 
un país, una sociedad en la que todos, por encima de co- 
lores partidarios, por encima de escudos políticos o ideo- 
lógicos, necesitamos, creemos y queremos vivir en paz. 


Entonces, si no escuchan a los parlamentarios de la 
oposición porque, en definitiva, todos juntos somos una 
manga de negados que casi no servimos para nada —ni si- 
quiera para proponer nada-—, el interpelante es un payaso, 
un mentiroso, y estamos asistiendo a una despedida —que 
ojalá no se produzca; el país no puede privarse de gente 
tremendamente valiosa para la vida nacional porque, si 
no, siempre terminan ganando los otros y no los buenos—, 
tendrán que escuchar al pueblo porque, repito y termino, 
hay que hacer algo. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PATERNAIN- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Juan Castillo).- Tiene la pala- 
bra el señor senador. 


SEÑOR PATERNAIN.- Señor presidente: soy un visi- 
tante ocasional de esta cámara y, en esa línea, tengo ganas 
de decir varias cosas. 
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Me gustaría, por ejemplo, hablar del concepto de des- 
institucionalización del presente, relacionar la idea del 
vínculo entre el delito y el mercado de trabajo, sobre todo 
el precario, y referir a los cambios en los sistemas de ex- 
pectativas y en las trayectorias biográficas de las personas 
que tienen dificultad para acceder a ingresos, así como a 
los cambios en las pautas culturales de socialización. Sin 
embargo, no lo voy a hacer; ¡ni loco! En función del con- 
texto de este debate no me meto en eso; no tendría valen- 
tía para hacerlo porque son excusas sociológicas y estaría 
abonando la idea de erigir un poder explicativo. Pretende- 
mos incursionar en estos temas negando la posibilidad de 
explicar y entender el meollo de la política pública; a mí 
estos argumentos me dan un poquito de miedo. 


(Ocupa la presidencia la señora Lucía Topolansky). 


—Señora presidenta: me gustaría también poder ha- 
blar a fondo de las reformas institucionales de los últimos 
años, desde la reestructura a nivel del propio Ministerio 
del Interior, pasando por la Policía nacional, las reformas 
a nivel del funcionamiento interinstitucional del Estado, 
la reforma en el proceso penal y las reformas y los cam- 
bios a nivel del sistema penitenciario. Me gustaría poder 
entrar en detalle en esos temas, sobre todo porque durante 
mucho tiempo no se hizo nada. Esas reformas que noso- 
tros emprendimos otros las omitieron. Pero tampoco lo 
voy a hacer porque no vale la pena entrar en esos detalles 
complejos. Al fin y al cabo estas reformas no interesan en 
torno a su alcance o impacto; acá de lo único que podemos 
hablar es de lo que se gasta y de los resultados. Ya hay un 
fracaso a priori de la gestión; entonces, podríamos hablar 
mucho de ello, pero no lo vamos a hacer. Y podríamos 
hablar también de las omisiones que hubo para emprender 
reformas institucionales en un campo que, si no cambia 
sus instituciones, no puede mejorar la calidad de su políti- 
ca pública. ¡No lo vamos a hacer! 


Me hubiera gustado hablar sobre la complejidad de los 
registros, sobre cómo un país puede tener buenos y confia- 
bles sistemas de información para monitorear el problema 
del delito y sobre cómo muchas veces esos cambios en los 
registros van evolucionando conforme también van cam- 
biando las políticas y va habiendo reformas institucionales 
e incorporación de tecnología, y se multiplica la capacidad 
y la calidad de las herramientas metodológicas para poder 
medir esto. ¡Pero tampoco! ¡No vale la pena! No vale la 
pena porque, si el delito sube, ¡horror!; si el delito baja, es 
un problema que no se denuncia, y si el delito se mantiene 
en niveles más o menos estables —aunque altos, o relati- 
vamente altos—, no importa tanto, pues siempre se echará 
mano a los homicidios. Finalmente, todo es un fracaso. 


Señora presidenta: hay un dato —dije que no iba a entrar 
en esto, pero lo tengo que mencionar— que es el siguiente. 
En la comparecencia del señor ministro y su equipo a la 
Comisión Especial de Seguridad Pública y Convivencia, 
en marzo de 2018, el Ministerio del Interior dio cuenta 
de una encuesta —tal vez la más importante que se haya 
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hecho en todo el ciclo democrático— de percepción y vic- 
timización —llevada a cabo junto con el Instituto Nacional 
de Estadística—, con cobertura a nivel nacional, que reve- 
laba que el porcentaje global de victimización —con toda 
la complejidad que significa su medición— estaba en el en- 
torno del 26 %. O sea que la cantidad de personas dentro 
de un hogar que en el último año sufrieron un delito o una 
situación de violencia, rondaba el 26 %. Este porcentaje es 
consistente —más allá de que la comparación es un poco 
forzada— con algunos datos que daba el Barómetro de las 
Américas en torno al nivel de victimización individual en 
el Uruguay, que oscilaba entre el 23 % y el 24 % en la úl- 
tima década, dato que manejamos en la anterior interpela- 
ción. Ahora bien, eso que se dijo en la comisión no se trajo 
aquí para medir el impacto y la incidencia real del delito. 


Podríamos hablar largo y tendido de este tema, y ojalá 
que el país pueda mantener y profundizar una política de 
evaluación y monitoreo en estos asuntos tan sensibles y 
difíciles de interpretar. 


En el racconto que el señor senador Bordaberry hizo 
sobre la tasa de homicidios en el país omitió también men- 
cionar que en 1997 y 1998 hubo cerca de 250 homicidios 
y que, en un año móvil —de 1997 a 1998-, la cifra trepó 
a 270, ocho cada cien mil habitantes, lo que no está tan 
lejos del problema que tenemos ahora que, por cierto, se 
ubica por encima de esa cifra. Acá no hay negacionismo 
de ningún tipo. ¡Nadie lo negó! Lo reconocemos, y ¡vaya 
si lo reconocemos! A finales de la década de los noventa, 
gobernaba el Partido Colorado y, reitero, en un año móvil 
se registraron 270 homicidios, ocho cada cien mil habi- 
tantes. ¡Eso no se dice! Podríamos hablar de esto también, 
pero no vale la pena. 


Podríamos hablar sobre las percepciones que la so- 
ciedad tiene. El señor senador Larrañaga planteaba, con 
razón, algunas preguntas. No me voy a poner en el rol de 
intérprete único; sin embargo, en términos generales y por 
donde va el debate, pareciera que hubiera intérpretes úni- 
cos de la sensibilidad colectiva y se hacen afirmaciones 
absolutamente insustentables. ¿Que el delito preocupa? Sí, 
¡claro! Preocupaba cuando el Partido Nacional y el Partido 
Colorado gobernaban. ¿Que la preocupación por el delito 
es real? Sí, ¡claro que es real!; siempre es una preocupa- 
ción relativa. ¿Que la gente manifiesta inseguridad a nivel 
general, del barrio? Sí, claro, y cambia según donde viva, 
el perfil ideológico, la edad, el sexo, el nivel educativo, el 
capital social; es muy variable eso. 


Ahora, la encuesta que el propio Ministerio del Inte- 
rior entregó a la Comisión Especial de Seguridad Pública 
y Convivencia arroja algunos datos que, por lo menos, de- 
berían hacer reflexionar un poquito más sobre el alcance 
y el calado de la percepción de inseguridad. Yo no estoy 
negando esa percepción o esas representaciones de inse- 
guridad, ni mucho menos, pero es un poco más complejo. 
Allí los niveles que la gente declara de percepción de se- 
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guridad en el barrio donde vive son muy altos, incluso en 
la comparación regional. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR PATERNAIN.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el 
miembro interpelante. 


SEÑOR BORDABERRY.- El Ministerio del Interior 
no entregó esa encuesta en la comisión; simplemente, hizo 
un avance. Nosotros la venimos solicitando desde hace 
mucho tiempo; incluso, elaboré un pedido de informes. O 
sea que, en realidad, lo único que tenemos es un informe 
in voce y parcial. Digo esto para que no se insista en que 
nos fue entregada, porque no fue así. Como el señor sena- 
dor Paternain no estaba, no lo sabía. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Paternain. 


SEÑOR PATERNAIN.- Está bien, más allá del ade- 
lanto del informe, fueron datos que se hicieron públicos y 
se compartieron en el ámbito de la comisión y más allá de 
las formalidades y de los procesos necesarios para que ese 
informe final llegue a una discusión más fundamentada y 
técnica, me parece que lo que allí se dijo es suficientemen- 
te interpelante para que pueda ser tema de debate político. 
Esos números son una invitación a pensar lo que la gente 
piensa en realidad. En fin, podríamos ahondar sobre esto, 
pero tampoco porque parece ser que acá hay intérpretes 
de la sensibilidad colectiva exclusivos y excluyentes; los 
demás somos todos negadores. 


Me gustaría, también, señora presidenta, reflexionar 
sobre las credenciales que los que hoy nos interpelan tie- 
nen en materia de éxitos y de gestión de la política de se- 
guridad; lo aclaro por las dudas, sin ninguna suspicacia. 
¿Cómo les fue a ellos, mientras gobernaron, con la evolu- 
ción del delito? ¿Cuánto creció el delito mientras gober- 
naron? ¿Cuántas acciones hicieron para promover o para 
impedir una cultura del armamento civil para defenderse 
en temas de seguridad? ¿Cómo era la percepción que la 
gente tenía? ¿Qué éxito tuvieron a nivel de las políticas 
penitenciarias? ¿Cuál era el nivel de funcionamiento y de 
eficacia policial? Me gustaría recordar con profundidad 
a delegaciones enteras de policías españoles y británicos 
que se arrancaban los pelos horrorizados por el nivel de 
esclarecimiento del delito en el año 2005. Decían: «¿Cómo 
puede funcionar una Policía con estas tasas de esclareci- 
miento del delito?». 


El primer año de gobierno del Frente Amplio -2005— 
no empezó con la liberación anticipada de la población 
carcelaria, medida que, por otra parte, hubo que tomar 
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por el estado de horror en el que estaban las cárceles en 
el Uruguay. Lo primero que hizo el Frente Amplio fue 
achicar la brecha que existía entre detenidos y procesados, 
que era la más alta que se registre. La Policía era una má- 
quina indiscriminada de detener sin esclarecimiento me- 
dianamente razonable. A lo largo del 2005 esa brecha se 
achicó bastante. Tampoco quiero meterme en demasiados 
detalles porque se nos acusará de que de nuevo estamos 
reinventando la idea de la herencia maldita y que de algu- 
na manera nos desviamos de nuestras responsabilidades 
presentes. Y está bien; si lo dicen está bien, pero a la gente 
le tiene que quedar claro que quienes hoy nos interpelan 
también gestionaron los temas de la seguridad y a quienes 
hoy nos dicen que no hacemos autocrítica —dicho sea de 
paso, les decimos que nos vivimos peleando en la interna 
por estos temas; nos criticamos y somos implacables en la 
evaluación de algunos resultados— nunca los vi hacer una 
autocrítica de sus propios resultados. ¡Nunca! Capaz que 
lo hicieron en algún momento, pero yo nunca los escuché. 
Este dato, en la lógica de aspiración a sucesiones de go- 
bierno, debería estar y la gente lo debería saber, aunque la 
gente lo sabe; ya que todos somos intérpretes de la inteli- 
gencia de la gente, me arrogo también ese lugar: la gente 
sabe, como sabe que esta interpelación no tiene ningún 
sentido. 


(Desorden en la barra). 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase, por segunda vez, el 
artículo 175 del Reglamento. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo 
175.- Es prohibida a la Barra toda demostración o señal de 
aprobación o desaprobación. 


En caso de desorden en la misma, el Presidente podrá 
disponer su desalojo total o parcial». 


SEÑORA PRESIDENTE. Es la segunda vez que te- 
nemos que leer el artículo; si es necesario hacerlo nueva- 
mente, se procederá a desalojar la barra. Lo anunciamos 
para que nadie se llame a sorpresa. 


Puede continuar el señor senador Paternain. 


SEÑOR PATERNAIN.- Entre tantas cosas me gustaría 
decir, como lo ha señalado con mucha claridad el señor se- 
nador Otheguy, que esta es una interpelación coordinada 
y articulada, pero que no tiene coordinación y articulación 
en términos de propuesta. 


La oposición, que espera hacer el recambio legítimo de 
Gobierno, de a ratos propone algo y después salen miem- 
bros del propio partido a negar ese camino. Establezcamos 
algunos criterios de coherencia política como para tener 
una propuesta coherente y homogénea para enfrentar la 
centralidad de estos temas. En fin, tampoco me voy a 
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meter en eso porque no es de recibo que uno se meta en 
corral ajeno y porque, aparte, los únicos que tienen dife- 
rencias en los temas de seguridad somos los frenteamplis- 
tas, ¿no? Está claro. Somos los únicos que nos peleamos 
por estos temas; los demás son monolíticos, homogéneos, 
articulados, notables y con credenciales y antecedentes 
irrefutables; nosotros, fracasados y, además, vivimos pe- 
leándonos de manera cruenta. 


Señora presidenta: si no es en clave catastrofista, de 
demagogia punitiva y con la teoría de que el único culpa- 
ble es el ministro, parece que acá no se puede hablar de 
este tema. Y este es un drama en el Uruguay contemporá- 
neo. ¡Es un drama en el Uruguay contemporáneo! Elijo la 
palabra, el vocablo, con plena conciencia porque nos van 
retaceando aire político para poder establecer otra agenda, 
otra conversación. En ese sentido, con la ingenuidad de 
siempre y con el empecinamiento, también, me gustaría 
mencionar tres o cuatro puntos —a pesar de que sobre los 
otros temas es muy difícil poder decir algo— que me pa- 
recen centrales para dar algo de sentido a esta discusión. 


En primer lugar, señora presidenta, el problema de la 
preocupación por el delito y la inseguridad se ha instalado 
en las sociedades contemporáneas desde hace muchísimo 
tiempo, a tal punto que se dice —sobre todo en sociedades 
desarrolladas— que es una problemática fuertemente insti- 
tucionalizada, que no varía a golpes de cambio de Gobier- 
no, que no se altera y que es independiente del porcentaje 
de victimización; es algo que está asociado muy fuerte- 
mente a cambios sociales, culturales y económicos. 


En Uruguay esto lo vemos desde hace muchísimo 
tiempo; la preocupación por el delito, las percepciones de 
inseguridad y los procesos crecientes de victimización no 
empezaron con los Gobiernos del Frente Amplio. Eso es 
así y no se reconoce y no se dice, porque reconocerlo y 
decirlo implicaría también un cierto encuadre de modes- 
tia. Y esto va a seguir siendo así en términos generales 
aunque haya cambio de Gobierno. Esto lo viven las socie- 
dades desarrolladas y ha sido motivo de muchos estudios. 
Cuando acá se mencionaba la comparación de Montevideo 
con Londres no se estaba haciendo una comparación ab- 
soluta, sino que se estaba tratando de demostrar que aun 
en sociedades desarrolladas que han hecho enormes es- 
fuerzos en políticas de control del delito, los procesos se 
actualizan, recrudecen e impactan. Ese es el sentido de lo 
que el ministro quiso expresar cuando tomó una noticia 
reciente; no es una comparación directa de Montevideo 
con Londres, porque aun en sociedades con las más bajas 
tasas de homicidio estos fenómenos pueden tener también 
empujes y recrudecimientos. En muchos sentidos Inglate- 
rra es paradigma de muchas políticas de seguridad en los 
últimos años. 


¿En qué ha impactado? Ha impactado fundamental- 
mente en la crisis de un modelo de modernidad penal. Los 
viejos esquemas de control policial del delito y los viejos 
argumentos de la justicia penal convencional han tenido y 
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vienen teniendo, desde hace mucho tiempo, dificultades 
para dar respuestas efectivas. ¿Por qué? Básicamente por- 
que la modernidad penal fue eficiente cuando en las socie- 
dades existían mecanismos informales de control del deli- 
to dado que respondían a pautas de sociedades integradas. 
Eso que pasó en las sociedades desarrolladas, en buena 
medida también ocurrió en la peripecia histórica del Uru- 
guay. Cuando eso se quebró hubo enormes dificultades 
para dar una respuesta razonable y sostenida en términos 
de control, sanción y rehabilitación. ¿Qué ha implicado 
eso? Fundamentalmente que en los últimos treinta años 
se haya desplegado en el mundo un conjunto intensísimo 
de iniciativas de política pública porque se han expandido 
los mecanismos de control y vigilancia, principalmente a 
través de nuevos dispositivos tecnológicos; porque se han 
expandido formas de alianza preventivas y de seguridad 
comunitaria, y porque también han crecido enormemen- 
te las políticas de corte punitivista. Todo eso ha ocurrido 
en cada lugar y en cada momento con empujes diferen- 
tes, pero se ha ensayado mucha cosa: alguna con un éxito 
relativamente razonable y otras con un fracaso rotundo, 
sobre todo aquella política más orientada hacia la lógica 
del castigo y de la punición. Aquellas sociedades que han 
ido hacia esquemas de encarcelamiento masivo ahora no 
saben cómo volver porque los costos fueron mucho mayo- 
res que los beneficios. Y ese es el debate, porque más allá 
de lo que calcen o se ajusten a la realidad uruguaya estos 
procesos que han ocurrido a lo largo y ancho del mundo 
=sobre todo del mundo desarrollado—, en el Uruguay de 
los últimos años es mucho lo que efectivamente se ha he- 
cho en la línea del control, de la prevención, de buscarle la 
vuelta a los ajustes de los mecanismos sancionatorios para 
poder controlar el delito. Es ahí donde debemos poner el 
ojo y donde el problema tan grave trasciende a un minis- 
tro, a una cartera de interior, e interpela de forma mucho 
más abierta los desafíos de la política pública. Pero, bueno, 
se ve que los ingenuos somos nosotros. 


Señora presidenta: hablaba de drama —y quizás es un 
poco exagerado—, pero en realidad se trata del dilema. To- 
das las políticas de seguridad enfrentan el dilema de cómo 
gestionar contextos con altas tasas de delito e importantes 
niveles de demanda política en torno al delito, que puedan 
hacer cuajar dispositivos medianamente eficaces para con- 
trolarlas. Ese es un dilema, un dilema de política pública 
sobre dónde poner el énfasis, dónde gastar, cómo de algu- 
na manera administrar los miedos y temores de la ciuda- 
danía, que es otro capítulo. 


Ese dilema interpela y la verdad es que esa interpela- 
ción es la que me preocupa y no esta, que no aborda ningún 
nudo, ningún dilema, ningún asunto central o relevante, ni 
siquiera como crítica. Está bien, en este contexto podemos 
decir que no hacen ni articulan otra propuesta. Ni siquiera 
hay un nivel de crítica que aborde el o los nudos de los 
problemas de la política pública; eso sí me preocupa, in- 
sisto, porque nos va dejando sin espacio político. Siempre 
he tenido la convicción de que una política de seguridad 
debe poner la dimensión preventiva en el centro de todo 
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el esfuerzo, de todo el debate y de todas las peleas. Sé 
que el concepto de prevención es ambiguo, que no tiene 
un sentido único; me afilio mucho más a la idea de la pre- 
vención que está en la frontera con la inclusión social, sin 
desconocer lo otro. Somos ingenuos, pero no tanto. Es allí 
donde debemos dar el debate, donde tenemos que llevar 
la discusión, pelear y exigirnos, porque es donde está la 
discusión sobre el desarme; allí está la discusión que tene- 
mos que dar en términos de gasto e inversión en materia 
de política de género, de combate a la violencia de género; 
es allí donde tenemos que activar los resortes de confian- 
za y legitimidad para que haya participación social y la 
gente también se involucre en estos asuntos. Es allí donde 
debemos trabajar en cuáles son las medidas más eficaces 
para que exista desistimiento del delito y podamos bajar 
las tasas de reincidencia. Es eso y mucho más, pero por 
ahí tenemos que ir. 


SEÑOR LÓPEZ VILLALBA.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR PATERNAIN.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR LÓPEZ VILLALBA .- Muchas gracias, señora 
presidenta y señor senador. 


El señor senador Paternain ha tocado temas que lógi- 
camente son muy complejos y aquellos que hemos tenido 
alguna afición por la historia y hemos trabajado en ella, 
no debemos olvidarnos de que somos un país que todavía 
no ha llegado a los doscientos años. Por supuesto que ha 
habido grandes crisis de seguridad y todos los que hemos 
estudiado algo de historia sabemos que desde el siglo XIX, 
antes de nuestra independencia, ya había problemas de 
seguridad. Debemos recordarlo porque a veces podemos 
olvidarnos y ya sabemos lo que ocurre con aquel que se 
olvida de la historia. Creo que con aciertos y con errores, 
el país funcionó y llegó hasta ahora con todo ese bagaje. 


En el tema de la seguridad recuerdo perfectamente —y 
también lo recordarán quienes hoy están en la Escuela Na- 
cional de Policía— el grave conflicto que había cuando los 
padres policías mandaban a sus hijos a la escuela y se da- 
ban las grandes discusiones sobre este tipo de situaciones. 
Yo las viví; había familiares que eran jerarcas policiales, 
que enviaron a sus hijos a la Escuela Nacional de Policía 
y discrepaban totalmente sobre los procedimientos; creo 
que es bueno que lo sepamos. 


Además quiero dejar algo bien claro: podemos tener 
los mejores sistemas, tanto en la seguridad como en todos 
los demás aspectos —el propio Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social lo ha planteado: la cultura del trabajo y el 
problema de la gestión—, podemos traer las mejores ideas y 
los mejores proyectos, pero estamos en un grave problema 
en el Uruguay. No es fácil gestionar; se ha perdido la cul- 
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tura del trabajo en todos los aspectos —y no lo digo yo, sino 
todo el espectro político—y creo que la seguridad también 
pasa por eso. Los recursos humanos somos los mismos 
que trabajamos en todos los demás aspectos. 


El señor senador Paternain solicitaba propuestas y creo 
que hay que trabajar intensamente en cómo volver a tener 
aquella adhesión e incondicionalidad que tuvieron nues- 
tros antepasados trabajando en el Estado. Esta situación 
nos duele porque somos parte del Estado y somos hijos de 
padres que han trabajado en el Estado. 


Reconozco que no es fácil administrar, y menos a mu- 
cha cantidad de gente, pero entiendo que por más proyec- 
tos, datos y estadísticas que traigamos, no es suficiente si 
no llevamos adelante la gestión como debe ser. Reitero que 
ese es uno de los puntos fundamentales que si el país no 
atiende nos va a complicar, no solo en materia de seguri- 
dad, sino en los demás aspectos porque esa falta de volun- 
tad de trabajo que está planteada ha sido reconocida por el 
propio Gobierno. Los jerarcas del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social han planteado el tema y han convocado 
a las instituciones gremiales y empresariales porque, cier- 
tamente, nos ha costado hablar de gestión y de producti- 
vidad. Y nos guste o no, no es fácil llevar adelante todos 
los proyectos y todo lo que se trabaja acá. No cabe duda 
de que hay que trabajar mucho en capacitación. Este es el 
mundo de la inteligencia, que permanentemente nos va a 
llevar sobre ese modelo, y nosotros tenemos que capacitar 
constantemente a nuestra gente. Sobre esa base va a estar 
el futuro —o no— de nuestra nación. 


Gracias, senador Paternain; gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar una moción 
llegada a la Mesa para que se prorrogue el tiempo de que 
dispone el senador Paternain. 


(Se vota). 
—18 en 19. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Paternain. 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR PATERNAIN.- Con mucho gusto. 


SENORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SENOR HEBER.- Señora presidenta: yo vengo escu- 
chando con mucha atención la exposición del senador Pa- 
ternain y quiero aprovechar la instancia para disculparme 
con el senador Carrera, a quien en algún momento de mi 
exposición no nombré como senador. Pido disculpas; esa 
no fue mi intención. Creo que «señor» es más importante 
que «senador», pero esa no es la discusión. 
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El señor senador Paternain viene haciendo una exposi- 
ción de recibo, pero cuando lo escuchaba me asaltaba una 
duda o una pregunta. Recuerdo muy bien el momento. Es 
una pregunta muy cortita que quiero formularle a él, y es 
por qué se fue del Ministerio del Interior. Recuerdo que en 
el momento en que se fue había salido a decir que el señor 
ministro Bonomi y el señor subsecretario Vázquez mani- 
pulaban las estadísticas para pintar un panorama mejor 
del que existía. Así recuerdo haberlo escuchado. Muchas 
veces lo habíamos recibido en comisión y era una persona 
sólida y seria cuando hablaba de las estadísticas del mi- 
nisterio. Entonces, vuelvo a preguntárselo, porque yo re- 
cuerdo eso, a no ser que haya cambiado de opinión. ¿Cuál 
fue la razón por la que renunció al Ministerio del Interior? 


SEÑORA PRESIDENTE.- Sugeriría al Cuerpo que 
nos ajustáramos al tema que estamos tratando, que es una 
interpelación al señor ministro del Interior. Dejo esa su- 
gerencia. 


Puede continuar el señor senador Paternain. 


SEÑOR PATERNAIN.- Señora presidenta: le agradez- 
co el interés que muestra el senador Heber, pero creo que 
en el contexto de este debate no tiene ninguna relevancia 
que yo responda eso. Después, con mucho gusto, le puedo 
contar las razones, pero nunca se habló de manipulación. 
Jamás. Pero si lo quieren seguir creyendo, pueden hacerlo. 
Ya a esta altura uno no sabe ni qué decir. Yo comparto 
esa sensación del ministro de que uno explica y explica, 
pero después vuelven con esa otra idea. Si quieren que lo 
digamos, lo decimos, pero en el contexto de este debate 
creo que no vale la pena ni detenerse en un episodio tan 
absolutamente menor como ese. 


Señora presidenta: hablaba de los dilemas en materia 
de política pública y de cómo hemos perdido el centro y 
el norte en torno a una agenda preventiva que es amplia, 
exigente y que ameritaría otro desarrollo en este contexto. 
Pero hay otro dilema, que no ha estado demasiado fuer- 
te hoy aquí, salvo en algunos momentos: el dilema y la 
tensión de ir llevando de a poco el eje de la política de 
seguridad solo en clave punitivista, en una suerte de jus- 
ticia penal expresiva; me refiero a esa idea de dar señales, 
al modelo de la retribución, de la incapacitación o de la 
gestión del riesgo. Ese es el riesgo sobre el que venimos 
advirtiendo hace tiempo y sobre el cual estamos en un mo- 
mento delicadísimo. Es el riesgo —y lo digo con absoluta 
claridad— de la demagogia punitiva. El senador Larraña- 
ga negaba esa idea, y yo con todo el respeto del mundo 
le digo que su discurso es como de manual de lo que se 
entiende por demagogia punitiva. El punitivismo es par- 
te del problema, no la solución. El punitivismo es parte 
del problema y en el mundo hay un conjunto de medidas 
que ahora aparecen en el debate uruguayo —o que hace un 
tiempo han aparecido y que ahora también vuelven con 
fuerza—, como las sentencias mínimas, el aumento global 
o selectivo de penas, el trastocar todos los viejos institutos 
que respondían a la lógica anterior de funcionamiento de 
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la justicia penal y las cadenas perpetuas. Todo eso que hoy 
se propone, o que desde hace un tiempo se propone o se 
trabaja en el Uruguay, ha sido ampliamente transitado en 
otros lados. Y el resultado de esa lógica, que también es 
una manera de hacer política —estoy hablando de esto de 
dar señales, de calmar la sed social en torno al problema 
de la inseguridad—, no nos ha traído más que dolores de 
cabeza, y no nos seguirá trayendo más que dolores de ca- 
beza, porque en cualquier política de seguridad los arres- 
tos, las prisiones, las detenciones o el encierro constituyen 
un costo, no un beneficio. También esto está muy investi- 
gado y muy demostrado. Esto es un costo, no un beneficio 
y, por lo tanto, hay que bajar esos costos. La idea de que 
hay que ser más severos con el delito está demostrado que 
no funciona como medida disuasiva. La severidad puni- 
tiva no es el camino; antes es la rapidez en la respuesta: 
sanciones rápidas con comunicaciones directas en donde 
la capacidad de sancionar tenga efecto, y no al revés. En 
ese sentido creo que los cambios que están existiendo a 
nivel del nuevo Código del Proceso Penal nos pueden dar 
algunas pistas. Los aislamientos prolongados son máqui- 
nas de tortura que no reducen el delito. El encierro tiene 
costos sobre el castigado, pero también tiene unos costos 
sociales enormes sobre los entornos sociales del castigado. 
El encierro lo que hace es impedir la posibilidad eventual 
de una inserción exitosa en materia de reversión de la rein- 
cidencia y posterga la edad de salida del delito. 


Algunos estudios también han señalado que, más allá 
de lo que se sabe en cuanto a que la cárcel refuerza los 
patrones culturales del delito en lugar de mitigarlos —esto 
se ha dicho, es bastante conocido—, si aumentáramos la 
población carcelaria en un 10 %, en el mejor de los casos 
tendría un impacto —reitero, en el mejor de los casos— de 
entre un 1 % y un 2 % en la reducción de las tasas de de- 
lito. Pero igual insistimos, ¿no? Vamos por este camino. 
Lo empezamos a mediados de la década de los noventa; 
sigamos por aquí. Demos las señales, demos a la gente lo 
que la gente quiere escuchar. Vayamos por ahí en lugar de 
revertir todo el sistema sancionatorio, en lugar de fortale- 
cer todos los mecanismos de prevención y, sobre todo, de 
fortalecer todos los mecanismos de prevención de riesgos. 


Señora presidenta: voy a lanzar esta idea nada más que 
a modo de hipótesis, no es una afirmación. Asumo los ries- 
gos de poder estar diciendo algo inexacto porque, en reali- 
dad, hay que estudiarlo, hay que investigarlo. Desde hace 
bastante tiempo en el Uruguay —no me animaría a decir 
desde cuándo, pero tal vez más de un año— la tasa de ado- 
lescentes con penas privativas a la libertad viene bajando 
de manera sostenida y la cantidad de adolescentes, aun 
con medidas socioeducativas, también. ¿A qué responde 
eso? ¿Acaso no tenemos derecho a pensar, por ejemplo, 
que el delito adolescente retrocede porque, en buena medi- 
da, los dispositivos de las políticas sociales de contención 
de infancia y adolescencia están dando resultados que no 
vemos? Y si es así —porque implica estudiarlo—, ¿podemos 
alegremente decir que las políticas de inclusión no fun- 
cionan? Estaba claro que el camino no era bajar la edad 
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de imputabilidad penal, ahí tenemos la evidencia. Insisto 
en que esta es una afirmación absolutamente provisional; 
no tengo claro qué es lo que incide, pero no creo que sean 
la incidencia de los dispositivos penales policiales lo que 
está explicando esto. Seguramente, sea otra cosa. ¡Pero 
eso no se reconoce! ¡No se reconoce el porcentaje de vic- 
timización medido por encuestas! ¡Tampoco se reconocen 
las gestiones que sostuvieron quienes hoy nos interpelan: 
la autocrítica! 


Hemos estado hablando sobre el problema de la vio- 
lencia en el deporte, con los barrabravas y las entradas, 
pero hace más de un año que está habiendo resultados muy 
promisorios en materia de control de la violencia en los 
espectáculos deportivos. ¡No se reconoce! Y la oposición 
dice que reconoce cuando hay que reconocer. ¡Acá no se 
ha reconocido nada! ¡Nada! Y son datos bastante obvios 
y claros como para, por lo menos, matizar. No estamos 
diciendo que esté todo bárbaro, que los homicidios no nos 
preocupen y que no nos preocupe la estabilización de alta 
victimización en el país. No estamos diciendo eso. Nunca 
hemos dicho eso. Pero, por lo menos, se puede matizar y 
tener una opinión un poquito más rica y variada que ayude 
a generar esta necesidad imperiosa de otro aire político 
para poder hacer cosas decisivas en un terreno muy difícil. 
No estoy hablando solo de Uruguay; repasemos la expe- 
riencia internacional también, ni siquiera la del contexto 
de América Latina que es dramática por su nivel histórico 
de deuda social. 


Pongo el punto en esto porque ya no quiero hablar 
de dilemas. Quiero hablar, efectivamente, del drama en 
el que estamos, porque el punitivismo o esa necesidad 
obsesiva de recurrir al castigo para solucionar todo —que 
es un recurso más viejo que la política, acá y en todos 
lados—, al cual muchos se afilian como forma de ir trami- 
tando su lugar en el mundo de la disputa política, en rea- 
lidad responde a sentimientos sociales y a sensibilidades 
colectivas bien complejas. Esos sentimientos sociales y 
esas sensibilidades colectivas que tienen que ver en bue- 
na medida con la preocupación de la gente, con la ne- 
cesidad de reaccionar y de dar respuestas, van haciendo 
aparecer signos muy preocupantes de autoritarismo, de 
resentimiento, de ira, de odio y de deseo de exterminio 
del otro. Hay todo un caldo de cultivo de corte antide- 
mocrático y antipolítico. Eso lo podemos ver. Tal vez, 
necesitaríamos estudiarlo más en profundidad. Eso está 
allí y emerge con más fuerza. No es algo nuevo, pero su 
fuerza tiene una gravedad muy relevante en el contexto 
del debate político y social de hoy. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR PATERNAIN.- Luego de que culmine mi in- 
tervención —que ya estoy terminando— con mucho gusto le 
concedo la interrupción. 
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¿Cómo nos paramos frente a eso? ¿Estamos dispuestos 
a representar esos sentimientos? ¿Estamos dispuestos a 
fogonearlos para tratar de sacar alguna ventaja de posicio- 
namiento inmediato en materia de disputa política? ¿Es- 
tamos dispuestos a interpelarlos, como sistema político, 
para avanzar por ese lado o, en realidad, estamos dispues- 
tos a ser su voz? ¿Vamos a aceptar eso como dado o vamos 
a preocuparnos, ya que estamos todos tan preocupados? 
¿Vamos a unirnos, como sistema político, para combatir 
eso o vamos a ser sus representantes? 


Ese es el punto del drama que tenemos hoy, señora pre- 
sidenta, porque mientras muchos acá están empeñados en 
voltear a un ministro, empeñados en cercar al Gobierno, la 
suerte de la democracia se dirime en otro lugar. 


Muchas gracias. Si aún queda tiempo, con mucho gus- 
to le concedo la interrupción al señor senador Larrañaga. 


SENORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el sena- 
dor Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señora presidenta: solicito 
la palabra para contestar una alusión. 


SENORA PRESIDENTE.- En virtud de que al señor 
senador Paternain aún le quedan minutos, su intervención 
puede ser para una interrupción o para contestar una alu- 
sión. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Como usted desee, señora 
presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Damos por finalizada la in- 
tervención del señor senador Paternain y tiene la palabra el 
señor senador Larrañaga para contestar una alusión. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señora presidenta: me pare- 
ce que la tesis del señor senador Paternain es absolutamen- 
te teórica, ya que parte de la base del desarrollo del puniti- 
vismo como sinónimo de demagogia. Es una tesis notable. 


Entonces, como propongo que militares, como segun- 
da fuerza con autorización legal y preparación, ayuden 
a la Policía en el control de la seguridad, soy demagogo; 
si proyecto una pena de revisión perpetua revisable a los 
treinta años —-como en muchos países del mundo— para 
aquellos delincuentes que no son rehabilitables, soy de- 
magogo; si propongo que para delitos gravísimos no exis- 
tan instrumentos de libertad anticipada, soy demagogo. 
Entonces, me pregunto, ¿qué son aquellos que proponen 
la libertad de los que no son rehabilitables y que puedan 
circular por las calles aquellos sujetos que abusan, violan 
y matan niños y, después de determinada pena, salir sin 
ningún informe de rehabilitación? ¿Eso es ser responsa- 
ble? ¿Transformar la discusión en punitivismo versus qué? 
¡Versus cháchara! ¡Versus discursos! ¡Verso más verso! 
¡Discursos sociológicos de explicaciones que no conducen 
a nada! Prevención, toda la que se quiera; rehabilitación, 
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toda la que se quiera; políticas sociales, todas las que se 
quieran, pero si hay que reprimir para poner orden, hay 
que reprimir y no tener miedo porque, entonces, la solu- 
ción de los que están en contra del punitivismo como si- 
nónimo de demagogia es el libre albedrío. ¡Los dejamos 
libres! ¿Para qué lo vamos a meter presos? Es un costo 
social. Cometen delitos aberrantes y los dejamos libres. 
¡Qué disparates terminan diciendo algunos al amparo de 
teorías absurdas, haciendo explicaciones de demagogia y 
de democracia en antinomias absurdas que me parece que 
lo único que hacen es no cuidar a la gente y no defender a 
la ciudadanía! 


Muchas gracias. 
13) SOLICITUDES DE LICENCIAS E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE. Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 18 de abril de 2018 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 
Presente 


De mi mayor consideración: 

De acuerdo a lo establecido en la Ley n.” 17827, de fe- 
cha 14 de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo se sirva 
concederme el uso de licencia por el día de la fecha, por 
motivos personales, a partir de las 17:00. 

Sin otro particular, la saludo a usted muy atentamente. 


José Carlos Cardoso. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 

—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Corresponde convocar al suplente respectivo, señor 
Jorge Saravia, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 18 de abril de 2018 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia desde las 19:30 del día 18 de abril y durante todo 
el día 19 de abril del corriente año, al amparo del artículo 
12 de la Ley n.” 17827, de 14 de setiembre de 2004, por 
motivos personales. 


Sin otro particular, saludo atentamente. 
Enrique Pintado. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 

22 en 23. Afirmativa. 

Corresponde convocar al suplente respectivo, señor 
Carlos Baráibar, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 

Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 18 de abril de 2018 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.” de la Ley n.” 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por motivos personales, por el 
día de la fecha. 

Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 


Germán Coutinho. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
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23 en 24. Afirmativa. 


Se comunica que los señores José Amy y Gustavo Cer- 
sósimo han presentado notas de desistimiento, informan- 
do que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar 
el Cuerpo, por lo que queda convocada la señora Viviana 
Pesce, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


14) LLAMADO A SALA AL MINISTRO DEL 
INTERIOR, SEÑOR EDUARDO BONOMI 


SEÑORA PRESIDENTE.- Continuando con la lista de 
oradores, tiene la palabra el señor senador Mieres. 


SEÑOR MIERES.- En alguna medida, nosotros pode- 
mos compartir el análisis y la explicación del señor sena- 
dor Paternain en cuanto a que, ciertamente, los problemas 
de la inseguridad tienen raíces complejas. De hecho —ya lo 
dijimos en la anterior interpelación al señor ministro del 
Interior—, pensamos que también tendrían que estar sen- 
tadas acá las señoras ministras de Educación y Cultura, 
de Desarrollo Social, y de Vivienda, Ordenamiento Terri- 
torial y Medio Ambiente, porque este es un fracaso del 
Gobierno. Es un fracaso global que tiene que ver con una 
profunda crisis de la integración social. 


Para combatir el desarrollo del delito se reclaman 
shocks de políticas sociales enraizadas en el territorio, en 
los barrios, y no lo digo solo yo sino también asesores del 
propio Ministerio del Interior. Esta es una crisis que surge 
de la catástrofe educativa, de la deserción, del fracaso, de 
la reproducción y expansión de la desigualdad a través de 
un sistema educativo que echa a los más débiles, a los más 
pobres. También es una crisis de la familia. Esta es una 
crisis que surge del desarrollo de políticas sociales asisten- 
cialistas. Incluso, la señora ministra querría profundizarla 
—aunque hasta ahora no la han dejado—, ya que pretende 
asignaciones familiares sin siquiera exigir que se cumpla 
con la obligación de que los padres manden a los hijos a 
la escuela. 


Hay segmentación territorial y aumento permanente 
de los asentamientos irregulares. Hay segmentación edu- 
cativa. La deserción está totalmente cruzada por el nivel 
socioeconómico. Hay segmentación laboral; existe una 
enorme diferencia entre calidad y acceso al empleo. Y si 
no, pregúntenle al señor intendente de Montevideo por qué 
le mandó una carta al presidente de la república planteán- 
dole el problema del aumento de las personas en situación 
de calle. Hay una crisis profunda de la integración social, 
que es el fracaso de las políticas que el Gobierno ha impul- 
sado en las áreas sociales. Ese puede ser un factor ineludi- 
ble de la expansión del delito, pero en absoluto justifica el 
fracaso de una política de combate a la delincuencia. Jus- 
tamente, para eso está el Ministerio del Interior. El Minis- 
terio del Interior está para enfrentar el delito y para ganar 
la pulseada a la delincuencia, independientemente de que, 
detrás, haya fracasos notorios en otras áreas del Gobierno 
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y que ameritarían otro debate. Pero llegar a la conclusión 
de que justificamos la respuesta del Ministerio del Interior 
porque tenemos un problema debido al incremento de la 
crisis social es un error. 


Al Ministerio del Interior se le pide que combata con 
éxito la delincuencia y en eso ha fracasado. Estamos con- 
vencidos de eso, pero no porque creamos que no se quiso 
hacer algo; al contrario, soy de los que reconocen los es- 
fuerzos que se han hecho y los voy a mencionar, pero llega 
un punto en que el saldo, el resultado —más allá de las in- 
tenciones y más allá de los esfuerzos— tiene consecuencias 
políticas. Estamos en política. En este episodio estamos 
evaluando una gestión de gobierno y el Gobierno se mide 
por su capacidad de responder concretamente con resul- 
tados. Este no es un debate académico, no es un debate 
teórico. Este es un debate sobre resultados concretos que 
tienen que ver con la aplicación de políticas y estrategias 
que tendrán o no resultado. En este caso está claro que el 
Ministerio del Interior no ha logrado revertir la tendencia 
al deterioro de la situación delictiva del país. Al contrario, 
en estos últimos tiempos estamos asistiendo a un incre- 
mento sustancial de la delincuencia en todas sus manifes- 
taciones, en las más visibles y que impactan de manera 
muy fuerte en la ciudadanía. Es verdad que ha habido un 
profundo proceso de transformación de la delincuencia y 
podríamos escribir libros enteros sobre el avance del de- 
lito organizado, sobre el hecho de que nos enfrentamos a 
nuevas formas de delincuencia, a bandas mafiosas, a la in- 
corporación del sicariato, a los ajustes de cuentas, al con- 
trol territorial que empieza a esbozarse en ciertas zonas 
de la capital y fuera de ella también. Todo eso es verdad. 
También ha ocurrido un cambio cultural en la sociedad. 
Hay sectores de nuestra sociedad que tienen la delincuen- 
cia como un valor. Antes, para cualquier familia era una 
vergúenza tener un integrante que fuera delincuente. Hoy 
ha habido un cambio tal, que capaz que en algunos casos 
es hasta motivo de orgullo. Que alguien tenga muertos en 
su haber es parte del prestigio entre pares. Estas son cosas 
que ya hemos hablado en los diálogos sobre seguridad. En 
el año 2016 se hablaba de estas cosas y, ciertamente, las 
compartimos, pero lo cierto es que la función del Minis- 
terio del Interior no es explicar todo esto, sino resolver 
el problema y encontrar los caminos para enfrentar a la 
delincuencia y ganarle la pulseada. 


Hoy el señor senador interpelante citó una afirmación 
en particular del fiscal de corte, el señor Jorge Díaz, en 
la que decía que solo el 18 % de las denuncias que se 
presentan llegan a la Justicia y solo el 4 % se convierten 
en imputación penal. Un sistema que tiene esos guarismos 
es un sistema que ha fracasado, que está fracasando 
completamente. Si la chance que tiene un delincuente 
de que lo agarren es menor al 20 % y de ser castigado 
es de 4 %, estamos en un sistema que está funcionando 
rematadamente mal. Además, las cárceles siguen siendo 
escuelas del delito o refugio de jefes mafiosos, desde 
donde controlan y dirigen sus organizaciones, con tasas de 
reincidencia muy altas. Hay que decir las cosas como son: 
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el Ministerio del Interior venía señalando que a raíz de un 
instrumento, el famoso PADO —al que considero que le 
han otorgado un valor excesivo en cuanto a su capacidad de 
incidir en las políticas de seguridad—, se venían revirtiendo 
ciertas tendencias, pero no menos cierto es que a partir de 
octubre del año pasado todos los delitos se dispararon otra 
vez. Con PADO o sin PADO, lo cierto es que hoy tenemos 
estadísticas que dicen que a partirde octubre han aumentado 
permanentemente delitos como homicidios y rapiñas. En 
materia de homicidios, la situación es explosiva. En el 
año 2004 teníamos una tasa de homicidios del 5,7 % cada 
100.000 habitantes y en el año 2015 había aumentado a 
8,5 %, pero si la calculamos desde el primer trimestre 
de este año estamos en 12,9 %. ¡Es una barbaridad! Si 
proyectamos esta situación —sin retorno— con la misma 
proporción hasta fin de año, como dijo el señor senador 
Bordaberry, vamos a superar los 400 homicidios al año, 
que es un incremento brutal con respecto a los 260, 270 
o 280 que el país venía teniendo, como promedio, en los 
últimos años. Por su parte, las rapiñas, que habían tenido 
una muy modesta reducción de 3,5 %, vuelven a dispararse 
y, además, se expande el delito a territorios que no vivían 
una situación crítica poco tiempo atrás. 


Reconozco que ha habido un esfuerzo desde el Minis- 
terio del Interior para profesionalizar la Policía; lo he dicho 
otras veces y lo sigo afirmando, no lo puedo negar. Hubo 
una mejora de remuneración, de armamentos, de tecnolo- 
gía, se eliminó o se redujo al mínimo el servicio 222, se 
aplicó inteligencia al combate del delito y se establecieron 
estrategias de saturación en zonas especiales. Pero ¿logra- 
ron resultados? No, señora presidenta, no los lograron, en 
primer lugar porque hay muchas cosas que están faltando 
en la estrategia del combate a la delincuencia que creo que 
son la clave de ese fracaso que a esta altura nos parece que 
no tiene retorno, por lo menos con el equipo que actual- 
mente está a cargo de la política de seguridad. 


No se ha priorizado el trabajo territorial de seguridad 
a escala local y, por el contrario, se han desmontado, se 
han debilitado las comisarías. Esto ya lo hemos discutido 
porque, como dijo el señor ministro, nosotros participamos 
no solo del diálogo, sino también de alguna reunión a la 
que nos invitaron y allí planteamos el tema. La estrategia 
de concentrar recursos de alta calificación en pocas zonas 
—en Montevideo, en cuatro zonas—, atacar desde allí y 
llegar al lugar, baja la temperatura, pero ¿sabe qué nos 
dicen las comisiones de vecinos en esos barrios donde ha 
operado el PADO? Que baja la temperatura un tiempo, 
pero como el PADO opera y vuelve, al poco tiempo se 
genera nuevamente el problema. Creo que el fracaso está 
en el retiro de la policía del territorio a escala local, en los 
distintos barrios. 


Nos dicen que criticamos, pero no proponemos. Aquí 
está nuestra propuesta; esta es la estrategia que creemos 
que está faltando y que en alguna época se había impulsa- 
do con, por ejemplo, las Mesas Locales para la Conviven- 
cia y Seguridad Ciudadana. En alguna de esas reuniones 
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se nos dijo que la Policía comunitaria era un problema 
porque se convertían en asistentes sociales. En realidad, 
necesitamos policías al lado del vecino, necesitamos mul- 
tiplicar las comisarías, llegar a la escala del barrio que es 
donde se genera el delito. Por esa ausencia, por esa de- 
serción, hoy tenemos problemas en algunos barrios donde 
hay organizaciones de delincuentes que se quedan con las 
casas; ¡es gravísimo! Y esto es resultado de una estrategia 
equivocada, que concentró esfuerzos desde el centro. Es 
un grave error dividir Montevideo en cuatro zonas. 


Nosotros decimos desde hace tiempo que la división 
territorial de las comisarías pertenecía a un Montevideo 
que desapareció hace cincuenta o sesenta años. Siempre 
cuento y digo nuevamente —porque me toca personalmen- 
te— que vivo en una punta de Malvín Norte, en Avenida 
Italia y Gallinal, al norte, y me toca la comisaría 15 que 
está en La Unión. Se definió el territorio para esta comi- 
saría cuando todo Malvín Norte era un gran baldío. A lo 
sumo, estaba la cancha de Basáñez; todo lo demás era bal- 
dío. Pero ahora se multiplicaron las cooperativas de vi- 
vienda, los complejos habitacionales y siguen teniendo los 
mismos límites territoriales. Esto rompe los ojos, está en 
la tapa del libro; y así como este caso, podríamos mencio- 
nar mil más. 


Cuando estuvimos en el Chuy, que es un drama, nos 
decían que la comisaría estaba en una punta del pueblo. 
Cuando la fundaron ese era el centro, pero la gente se 
mueve, la demografía funciona, los pueblos crecen, los 
barrios se desarrollan, crece uno y se vacía otro. Sin em- 
bargo, este criterio no ha seguido porque, en realidad, para 
la gestión de este Ministerio del Interior no es relevante el 
trabajo en territorio, barrial, a nivel local; lo que importa 
es tener estos cuatro grandes centros operativos y desde 
allí atacar todo Montevideo y desarrollar el PADO en el 
interior. Así, se desarticularon las Mesas Locales para la 
Convivencia y Seguridad Ciudadana, la policía se retiró 
de los barrios —aparece fugaz y esporádicamente-—, las co- 
misarías se convirtieron en unidades administrativas, no 
hay una relación directa de la policía local con las organi- 
zaciones, con la directora de la escuela, con el presidente 
de la comisión barrial. Están en algo macro, de alta tecno- 
logía y dicen que de gran respuesta, pero respuesta ante 
lo que ya ocurrió. No hay prevención, es una estrategia 
de represión. Observo que el subsecretario me dice que 
no con la cabeza y después lo escucharemos, pero esta es 
la realidad, es lo que hemos observado. La estrategia del 
Ministerio del Interior está concentrada en desarrollar una 
operación de alta calificación para un equipo de policías 
de alta tecnología que atacan, pero lo hacen cuando la le- 
che está derramada. 


Por otro lado, nos ofrecen una estrategia de repliegue 
que es lo que decía hoy el miembro interpelante. Roban 
estaciones de servicio y entonces se elimina el uso de 
efectivo; explotan cajeros automáticos, y se reducen los 
horarios y la plata en los cajeros; asaltan los supermer- 
cados, y se pretende que los empleados aprendan proce- 
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dimientos similares de defensa. Insisto, es una estrategia 
de repliegue; ante cada territorio atacado, la señal es: 
hagámosla difícil, es decir, saquemos la plata. Pero eso 
¿cómo lo leen los delincuentes? Como una estrategia de 
repliegue, de retroceso y los delincuentes buscan otros 
territorios y formas de atacar. Acaban de robar un ban- 
co en Trinidad, uno disfrazado de payaso —sin ninguna 
connotación, porque la palabra estuvo acá en la vuelta—, 
se fueron y ahora están cerrando fronteras para tratar de 
que no salgan del país. ¿Por qué sucede esto? Porque el 
PADO termina siendo como un palazo a un panal. Gol- 
pea sobre zonas de concentración y sucede lo mismo que 
con el palazo al panal: se dispersan las abejas. Enton- 
ces, tenemos marchas por reclamo de seguridad en zonas 
inesperadas como, por ejemplo, Lascano. ¡Lascano está 
con un grave problema de seguridad! ¡Y hace una hora 
robaron un banco en Trinidad! 


Ese es el problema que tenemos, señora presidenta, que 
el PADO produce migración del delito. Recién decía el mi- 
nistro que no era así y daba algunas cifras, pero los datos 
de la realidad rompen los ojos. Es lógico que si concentro 
y ataco sobre las zonas rojas y, por otro lado, desmonto los 
mecanismos de las comisarías como centrales claves por 
miedo a la corrupción —porque si tengo muchas comisa- 
rías, tengo mucho riesgo de corrupción— sucede esto. Creo 
que hay que actuar de otra manera porque, si no estamos 
donde se produce el delito, no hay forma. 


Estamos en un momento de profunda crisis de la se- 
guridad. Es el fracaso de las políticas sociales y educati- 
vas, pero también es el fracaso de la política de seguridad. 
Además, sigue habiendo una situación penitenciara defici- 
taria y muy grave. Tengo alguna información de que ahora 
también la cárcel de Punta de Rieles, que había sido una 
apuesta a una cárcel modelo, tiene problemas de funcio- 
namiento. Entonces, estamos en un problema muy serio y 
creo que llega un punto en el cual el Gobierno tiene que 
asumir el fracaso. 


Acá se habló del caso de Anzalone y quiero referirme 
a este porque me parece muy grave. Acá hubo una señora 
que, disfrazada de psicóloga, eligió y decidió quién entra- 
ba a la Policía y quién no —según la información de pren- 
sa—, de entre cinco mil personas. Una persona que no tenía 
formación profesional para determinar si alguien estaba 
apto o no para ser policía. Y, señora presidenta, uno espera 
que sobre eso haya, por lo menos, una investigación admi- 
nistrativa. Acá hay una grave irregularidad. El Ministerio 
del Interior toleró, bancó que durante no sé cuánto tiempo 
una señora que no tenía el título de psicóloga resolviera si 
miles de personas podían o no ser policías. Es gravísimo, 
y no se resuelve con el tema penal. Acá hay una obliga- 
ción del Ministerio del Interior, de tipo administrativo, de 
analizar y rever todas esas situaciones, las de los que en- 
traron y los que no entraron. Y acá no se nos dijo que eso 
estaba pasando en el Ministerio del Interior. Puedo creer 
—no digo que lo crea, pero podría hacerlo— que hubo una 
decisión arbitraria, que eligieron a los que querían, porque 
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pusieron a una persona que no era idónea para resolver 
profesionalmente. Es gravísimo; y que no se asuma la gra- 
vedad de esto de parte del Ministerio del Interior me pa- 
rece insólito; me parece insólito que nos digan que esto lo 
arregló la Justicia. No señor, la Justicia procesó, pero hay 
un problema adentro, y es que entraron un montón de poli- 
cías seleccionados por una persona que no tenía capacidad 
para decidirlo porque no tenía título y se dejó afuera a un 
montón. A esta altura este tema es una epidemia. 


El Partido Independiente no cree que la solución pase 
por aumentar las penas, lo digo con franqueza: no estamos 
en esa postura. Tampoco se arregla la inseguridad con la 
militarización, francamente no compartimos algunas pro- 
puestas que se han hecho al respecto. Se puede trabajar 
con seriedad en la transferencia de recursos humanos de 
un ministerio a otro, pero no cambiar las competencias 
entre unos y otros. 


Nosotros creemos que, además de las profundas refor- 
mas que hay que hacer destinadas a la recuperación del 
tejido social, en donde se ha fracasado seriamente —en 
el Mides, en la ANEP, en el Ministerio de Vivienda, Or- 
denamiento Territorial y Medio Ambiente—, debe haber 
una estrategia de redefinir la distribución de la policía en 
el territorio. Para ello es necesario modificar los límites 
territoriales de las seccionales y fortalecer su papel con 
presencia permanente en los barrios —cosa que ha cam- 
biado—, reestablecer la Policía comunitaria y realizar una 
fuerte ofensiva sobre los circuitos del crimen organizado 
que están enraizados en barrios, en zonas, no con opera- 
ciones puntuales del tipo macrooperativo o como quieran 
llamarle. 


Señora presidenta: el Partido Independiente ha tenido 
mucha paciencia y ha actuado con responsabilidad en an- 
teriores oportunidades, no censuramos la gestión del Mi- 
nisterio del Interior, pero ya han pasado ocho años con el 
mismo elenco; es tiempo de sustituciones, señora presi- 
denta. Este equipo ministerial tiene el récord de perma- 
nencia en el cargo, y reclamamos al Gobierno un cambio. 
Nuestra inseguridad es el resultado del fracaso de las polí- 
ticas de integración social, pero también es el resultado de 
una política de seguridad que debería tener el éxito en el 
combate al delito, y no lo ha tenido. Y han tenido tiempo 
de sobra: ocho años en el ejercicio del cargo. 


En 2009, el año anterior a que este equipo ingresara al 
frente del Ministerio del Interior, se aclaraban más del 70 
% de los homicidios; en 2017, se aclaró el 50 %. En 2009 
eran 8000 las personas privadas de libertad; ahora, hay al- 
rededor de 10.000. En 2009 hubo 12.459 rapiñas; en 2017, 
19.418, y en 2018 vienen aumentando nuevamente, lo que 
implica un 55 % de incremento. En 2009 hubo 226 homi- 
cidios; en 2017, 283, y todo indica que en el 2018 vamos a 
superar largamente la barrera de los 300 o 350, es decir, un 
25 % de incremento solo tomando como referencia 2009 
contra 2017. 
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Señora presidenta: yo miro los números sin ningún 
tipo de postura predispuesta, sin escuchar los gritos de la 
tribuna, pero los resultados de una política se miden con 
indicadores objetivo: se redujo la capacidad de esclarecer 
homicidios, se incrementaron todos los delitos y aumentó 
la población carcelaria. No hay Gobierno en el mundo que 
mantenga a un ministro por ocho años sin que genere re- 
sultados palpables. Es inentendible. Cualquier observador 
extranjero que venga al país diría: «¡Ah, caramba! Hace 
ocho años que tienen al mismo ministro del Interior. ¡De- 
ben tener unos resultados fabulosos!». Y resulta que cuan- 
do miramos los números, cada vez estamos peor. ¿Cómo 
se puede entender, desde una lógica racional y básica de 
gestión de gobierno, esta tozudez en mantener un equipo 
que no ha logrado revertir la tendencia? 


Hace pocos días el señor ministro del Interior, para 
explicar a la prensa las razones por las que sustituyó al 
jefe de Policía de Cerro Largo, el inspector José Olivera, 
dijo que se debió a que no había logrado mejoras en las 
cifras de captura de contrabando y microtráfico. Además 
de que eso no es verdad para el caso concreto —y tenemos 
los datos—, si ese fuera el criterio del ministro para definir 
la continuidad o no de un jerarca al frente de la política 
de seguridad, entonces, señora presidenta, el señor minis- 
tro debería renunciar, porque si él aplica estos criterios a 
sus subalternos debería aplicárselos a sí mismo ya que sus 
resultados son peores y el incremento de la delincuencia 
sigue avanzando, a pesar de todo el esfuerzo. Aclaro que 
nosotros no queremos atribuir intenciones de ninguna 
índole; al contrario, imaginamos que las intenciones son 
las mejores, pero cuando se fracasa, se fracasa. Y en este 
país nos estamos acostumbrando a que no importa, bas- 
ta el respaldo, y hace seis años y pico que tenemos a un 
presidente del Codicén con un fracaso educativo ostensi- 
ble y tenemos un Ministerio del Interior con más de ocho 
años y no pasa nada, los resultados no importan. Más que 
cualquier ministro, más que un presidente, a esta altura, 
nosotros nos preguntamos si es un cargo vitalicio el de 
ministro del Interior. 


Y, señora presidenta, voy a citar esa frase del general 
Seregni que a mí me gusta: «Los hechos son porfiados». 
Y los hechos que son porfiados indican, ineludiblemen- 
te, que ha llegado un punto que no da para más, señora 
presidenta. Por lo tanto, siguiendo el propio criterio que 
el ministro aplica a sus subordinados con respecto a los 
resultados de gestión, esos mismos resultados de gestión 
ameritan que haya un cambio, no meramente de persona, 
sino también de estrategia, pero a esta altura, el cambio 
de estrategia y de política implica también un cambio de 
personas. 


Muchas gracias. 


SEÑORA TOURNÉ.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA TOURNÉ.- La bancada del Frente Amplio 
solicita un cuarto intermedio de treinta minutos. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota). 
—28 en 29. Afirmativa. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por treinta mi- 
nutos. 


(Son las 18:49). 
(Vueltos a sala). 
—Habiendo número, continúa la sesión. 
(Son las 19:36). 


—No habiendo más oradores anotados, tiene la palabra 
el miembro interpelante, señor senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: cuando 
comenzó esta sesión, por más que a algunos no les haya 
gustado, presenté una demanda. Hice afirmaciones, ofrecí 
la prueba y creo que probé todo lo que dije. Han tratado 
de llevarme al barro de las agresiones personales, relacio- 
nándome con la CIA y calificándome hasta de payaso, pa- 
sando por una cantidad de otras cosas. Ironías de la vida, 
señora presidenta. Mientras aquí se hacían esas acusacio- 
nes, robaban un banco en Trinidad, Flores. Lo asaltaban, 
¿disfrazados de qué? De payasos. Quizás los payasos son 
los que el ministro tiene que ir a agarrar allá afuera, en 
lugar de venir aquí a acusarnos de serlo. 


Mientras estábamos aquí, como dijo el señor senador 
Larrañaga, asaltaron un supermercado en San Luis, Cane- 
lones, y lo hicieron en bicicleta. Repito: en bicicleta. 


Mientras estábamos acá, rapiñaron a una funcionaria 
policial para robarle el arma cuando bajaba de un ómnibus 
en General Garzón. 


Mientras estábamos acá, también explotaron un cajero. 


Sin embargo, nos siguen pidiendo resignación. Nos si- 
guen diciendo que en Caracas o en El Salvador están peor 
que nosotros, justificando el hecho de que cada día este- 
mos peor. Quizás, lo peor es eso: la resignación que nos 
piden; que nos resignemos a estar cada día un poco peor 
porque dicen que otros también lo están. Eso sí, dicen que 
no creen en los números de nuestros hermanos argentinos 
pero, cuidado, porque ya se fueron los Kirchner, ya no to- 
quetean el Indec, están intentando ser serios nuevamente 
y están siéndolo. 
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Cuando presenté la demanda dije que los homicidios 
están aumentando en forma dramática y lo probé con nú- 
meros. Por más que desde el ministerio intentaron hacer 
comparaciones con los años 1997, 1998, 2010 y 2011, di- 
ciendo que en algunos otros años las cifras también habían 
aumentado, la verdad de los números es irrefutable. Trata- 
ron de explicarnos que el delito también estaba empezan- 
do a darse en Londres. 


Probé, advertí, alerté —y vuelvo a hacerlo ahora— que 
los homicidios están aumentando en forma trágica y que 
hay que hacer algo, que hay que cambiar la estrategia por- 
que a los uruguayos los están matando. Pero no, nos piden 
resignación; estamos mejor que Caracas. 


Señalé los errores y se enojaron, porque parece que a 
las leyes hay que llamarlas como quiere el oficialismo. En 
el año 2005 hicieron una ley de suelta de presos comunes, 
y yo seguiré diciéndolo de esta manera. Cada uno lo dice 
como quiere; de eso se trata la libertad. Algunos defende- 
rán al exministro Díaz, como yo defiendo a los exminis- 
tros de mi Gobierno. Tienen todo el derecho de hacerlo y 
lo reconozco. Pero esto es como aquello de Galileo Galilei 
a la salida del tribunal de la inquisición: «E pur si muove». 


Soltaron presos, llámenle como le llamen a la ley. 


Reformaron la Jefatura de Policía de Montevideo y 
ahora parece que van a dar marcha atrás. Bueno, acá hay 
un avance. Vamos a volver a algo más centralizado. ¡Bien! 
Continúen. Háganlo. Es necesario. 


Sigan aplicando el PADO, pero háganlo en todo el país, 
no solo acá, porque el delito se corre. 


Cambien. No sean necios. No podemos seguir así. 


En cuanto al tema del nepotismo, nos confirmaron que 
el señor Giaretto, jefe de la Unidad Aérea de la Policía na- 
cional, no concursó para acceder al cargo y que había otros 
funcionarios con las capacidades necesarias para cubrir 
ese cargo. Pero ¿qué hicieron? Designaron al que creyeron 
que era mejor que, por casualidad, era el exhijastro del 
subsecretario. Nada dijeron del hermano que es custodia 
en la presidencia que, casualmente, también entró. Pero, 
bueno, tenemos el deber de señalar estas cosas. 


Se enojaron cuando señalé que el hijo de la ministra 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
era adscripto y había entrado por concurso. Muy bien, así 
fue, pero sepamos que hay un lío grande en relación con 
algo que trajo el ministro en la pasada interpelación. No sé 
si se acuerdan, pero él presentó unos documentos de unos 
funcionarios en Facebook, y ahora la escribana actuante 
está declarando en un juzgado penal porque parece que se 
habían extralimitado con eso. De repente para la próxima 
interpelación, si la hay, ya tendremos pronunciamiento de 
la Justicia como tenemos hoy en el caso Anzalone. 
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Nos dicen que el hijo de la señora del ministro y la 
nuera siguen trabajando en el Instituto Nacional de Reha- 
bilitación, aunque no nos contestaron dónde. Según la in- 
formación que tengo, están trabajando en forma separada. 
Ahora él está trabajando en la cárcel modelo de Punta de 
Rieles. ¡Qué casualidad! Justamente el hijo de la señora 
del ministro, que entró por concurso, que ascendió a la 
subdirección, rápidamente va a la unidad de Punta de Rie- 
les. Eso no lo dijeron. 


En el caso Anzalone no investigaron. Investiguen. 


En cuanto a Jorgito, vamos avanzando. Ahora parece 
que en realidad sirvió el acuerdo y la respuesta es que no 
les sirven los expedientes judiciales, aunque sí les sirven 
en algunos otros casos. Le dieron entradas al barrabrava. 
Está probado y está en el expediente penal. No fue una, 
sino tres o cuatro personas las que lo dijeron. No nieguen 
más lo innegable. ¡El ministro del Interior le regalaba 
cien entradas por partido de fútbol al amigo barrabrava 
referente de Peñarol con antecedentes penales! ¡Ya está! 
¡Acéptenlo y ya no hablamos más! Pero si lo siguen ne- 
gando seguiremos diciendo que lo hicieron, porque las 
pruebas están. 


El incumplimiento de lo que recomienda la Junta de 
Transparencia y Ética Pública es un poema. ¡Se enojaron! 
Dijeron que habían pedido una cosa que después no sa- 
lió y luego expresaron que la dirección nacional ya había 
dado la orden de que hicieran las declaraciones. ¿Desde 
cuándo hay que dar una orden para que se cumpla la ley? 
Y todavía no la cumplieron. 2703 funcionarios del Minis- 
terio del Interior fueron declarados omisos por la Junta de 
Transparencia y Ética Pública. Esto da una imagen de un 
ministerio un poco desordenado, por lo menos. 


Después tenemos el tema del amigo de las FARC. Se 
enojaron, empezaron a defenderlo, etcétera. Cuando pe- 
dimos la documentación —tres veces—, ¿no dijeron que 
no existia? Vino el ministro a la Comisión Especial de 
Seguridad Pública y Convivencia y expresamente le pre- 
gunté —revisé la versión taquigráfica— si había un informe 
contrario de la dirección de investigaciones o del Instituto 
Nacional de Rehabilitación. No lo hay, dijo el ministro. 
Además expresó que no tenía noticias de este tema y que 
iban a revisar. Hoy volvimos a preguntar lo mismo y resul- 
ta que sí había informe de la dirección de investigaciones 
que señalaba que, efectivamente, era una persona que se 
había dedicado a reclutar en diferentes países —entre ellos, 
Uruguay— y que estaba en la lista de la OFAC. Y la res- 
puesta ante esto es que yo soy un agente de la CIA. ¡Qué 
lo tiró! ¡Qué falta de argumentos! Cuando no se tiene nada 
que decir, ¿qué se puede hacer? Arremeter y decir una bar- 
baridad grande para que se hable de eso. 


Del Instituto Nacional de Rehabilitación, ¿no decimos 
nada? Del hecho de que el ministro le mintió al Parlamen- 
to nacional, ¿no decimos nada? En fin; algo se puede de- 
cir, pero no, pasamos rapidito por las piedras. Le mintió al 
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Parlamento, señora presidenta. ¡Le mintió al Parlamento! 
¿Y resulta que sigue ahí? ¡No le mintió a un senador sino al 
Parlamento nacional! ¿Ocultó información al Parlamento 
nacional y sigue siendo ministro? Trajimos los documen- 
tos y el señor senador Heber los leyó en sala. 


Creo que en este alegato he probado lo que he dicho 
hoy. He probado todo lo que afirmé, todos y cada uno de 
los puntos, hasta el episodio del libro. Quizás esto sea la 
muestra más gráfica que puede haber. Dijeron que el libro 
no lo había escrito el Ministerio del Interior. 


SEÑORA PAYSSÉ.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR BORDABERRY.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir la seño- 
ra senadora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señora presidenta: esta va a ser 
una interrupción breve porque seguramente en otra opor- 
tunidad podremos seguir con este debate. No obstante, 
quería hacer alguna aclaración porque me parece impor- 
tante. 


Este libro fue distribuido y por supuesto también lo 
tengo, al igual que el señor senador Bordaberry. Tiene una 
cantidad de capítulos y no es de autoría del Ministerio del 
Interior. Por ejemplo, el capítulo 3, «Génesis, desarrollo y 
profesionalización del análisis criminal en la Policía nacio- 
nal», lo escribe Federico del Castillo, antropólogo social, 
maestrando en Criminología de la City University of New 
York, según dice el libro. El autor del capítulo 4, «Confi- 
guraciones territoriales de las violencias y el delito en la 
ciudad de Montevideo», es Francois Jacottet, licenciado en 
Sociología y subcomisario de la Dirección General de In- 
formación e Inteligencia del Ministerio del Interior; aquí sí 
hay una persona integrante de este ministerio. Y si tomo, 
al azar, por ejemplo, el capítulo 6, «Evaluación de medidas 
aplicadas en la Policía de Montevideo durante el período 
2013-2015», veo que es de Alejandro Cid, doctor en Eco- 
nomía y profesor de la Universidad de Montevideo. Por úl- 
timo voy a mencionar el capítulo 7, «Evaluando el impacto 
del Programa de Alta Dedicación Operativa (PADO) en la 
reducción de robos violentos en Montevideo, Uruguay», 
cuyos autores son Spencer Chainey, Rodrigo Serrano y 
Federico Veneri. Spencer Chainey es doctor en Ciencias 
del Delito y profesor del Colegio Universitario de Londres 
—University College of London= Rodrigo Serrano es doc- 
tor en Políticas Públicas y especialista principal en Segu- 
ridad Ciudadana del Banco Interamericano de Desarrollo; 
y Federico Veneri es licenciado en Economía y consultor 
externo del Banco Interamericano de Desarrollo. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Bordaberry. 
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SEÑOR BORDABERRY.- Muchas gracias a la señora 
senadora Payssé por la aclaración. La completo: el primer 
autor que se cita es Bonomi, Eduardo. Se lo salteó, a ese 
no lo mencionó. Otro autor: Vázquez, Jorge y otro autor 
que tampoco mencionó es Layera, Mario. También está 
Jacottet, Francois —me llamó la atención porque es quien 
habla de la hiperrealidad—, que es subcomisario del 
Ministerio del Interior y sociólogo, y así estamos. Si es 
subcomisario creo que debe ser egresado de la Escuela 
Nacional de Policía, aunque ahora no, porque por ese 
nuevo concepto de la horizontalidad todos valemos lo 
mismo, no hay jerarquía ni hablamos del deber; destruimos 
la disciplina y el sentido del deber que una fuerza como la 
Policía necesita, que es básico y fundamental. 


Entonces, si destruimos eso, si metemos por la venta- 
na a uno que es agente y termina de comisario, si no res- 
petamos a los que se rompen persiguiendo el delito y los 
ascendemos porque ganan en MasterChef, es claro que ahí 
es donde está el lío. Y si, encima, negamos que escribieron 
un libro... Está todo muy bien; Spencer Chainey ¡sí! pero 
acá están los sellitos que dicen «Ministerio del Interior» y 
«BID». ¿Siguen negándolo? No lo entiendo. 


Y no solo eso. El BID aclara algo en el libro: «Las opi- 
niones expresadas en esta publicación son de los autores 
y no necesariamente reflejan el punto de vista del Banco 
Interamericano de Desarrollo, de su Directorio Ejecutivo 
ni de los países que representa». Sin embargo, el Minis- 
terio del Interior no lo aclara, y eso refleja algo. El BID 
es el que pagó. ¿Y de dónde se sacó la plata para hacer 
este libro? De dinero que estaba destinado a capacitar a 
policías. Hablamos de USD 6:000.000 de un convenio 
y lo primero que hacemos es escribir un libro de autoa- 
labanzas del PADO al año de estar en funcionamiento. 
¿Por quién está escrito? ¡Por quienes hicieron el PADO, 
o sea, el ministro, el subsecretario y algunos subalternos! 
¡Eso es lo que hicieron y de lo que no se dan cuenta! Los 
USD 6:000.000 eran para que los policías trabajaran me- 
jor, para capacitarlos, y no para hacer libros de alabanza. 
Esto pinta mucho más de lo que nos imaginamos —aunque 
es un libro, nada más— lo que está pasando en el Ministerio 
del Interior. Se pasan el tiempo autoalabándose, hablando 
de la hiperrealidad, del no punitivismo. ¡No punitivismo! 
Pero ¿qué hacemos cuando agarramos a un chorro? ¿De- 
cimos que la culpa es de la sociedad y lo largamos? No se 
dan cuenta de que no es la amenaza de la sanción para que 
no delincan lo que uno busca. Ese es uno de los objetivos 
de una condena, como hoy decía el señor senador Larra- 
ñaga, pero hay más: a alguien que rapiña, mata, o lo que 
sea, hay que separarlo de la sociedad. ¿Para qué? Para que 
no vuelva a matar o a rapiñar. El que mató al comerciante 
en Salto hace dos semanas tenía ocho antecedentes. ¡Ocho 
antecedentes! ¡Y mató al comerciante! ¿Le importaba vol- 
ver a la cárcel? ¡No, si llevaba ocho antecedentes y ya es- 
taba libre! Entonces, no se trata solamente de la amenaza 
de la sanción o la sanción misma, sino de separarlo de la 
sociedad para que no siga rapiñando y matando y para po- 
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der trabajar con él en el tercer elemento que hay en una 
pena, que es la reeducación. 


A esos que dicen que no creen en las penas o en las 
sanciones, les contestamos que no, que no es solo sanción. 
Cuando se separa a un delincuente sí es para sancionarlo 
pero, sobre todo, para que no siga haciendo daño. ¿Es tan 
difícil entender esto? No, pero enseguida nos pintan como 
los malvados conservadores de la derecha que quieren 
meter preso a todo el mundo. ¡No, a todo el mundo no! 
¡Queremos separar de la sociedad a los que delinquen para 
proteger a los honestos! ¿Es tan difícil? 


Me gustaría un país sin cárceles y sin delincuentes 
—avísenme que yo me mudo-— pero, lamentablemente, no 
existe, ¡no existe! Y si tienen otra solución digan cuál es, 
pero seguro que no es largar a los delincuentes. El propio 
ministro coincide conmigo en eso y cataloga a quienes 
proponen esto como «ingenuos de izquierda», así los ha 
llamado: «ingenuos de izquierda» y eso es lo que son. 
Es así. 


Señora presidenta: creo que más allá de las cosas que 
hoy se han dicho sobre mi persona aquí, he cumplido con 
lo que me propuse, es decir, poner arriba de la mesa, en el 
conocimiento del oficialismo y de todo el Senado, la dra- 
mática situación que estamos viviendo. Es dramática; y si 
siguen sucediendo las cosas que se están dando en estos 
primeros cuatro meses del año, estaremos en un problema 
muy serio ¡pero serio en serio! Sucedieron 35 homicidios 
en enero, 35 homicidios en febrero, 39 homicidios en mar- 
zo y van 22 homicidios en 18 días de abril. A este ritmo 
serían más de 400, lo que nunca pasó ¡nunca pasó!; los 
homicidios aumentaron en el 2017. 


Cuando uno está empeorando no se puede tratar de 
mejorar si se sigue haciendo lo mismo. Tenemos un mi- 
nisterio en el que hay sonados casos de nepotismo y de 
amiguismo, de contrataciones irregulares y en el que la 
gestión no lo está acompañando. Es un ministerio en el 
que, pese a que el partido en el gobierno le dio al ministro 
una segunda oportunidad en este período, los resultados 
no lo están acompañando. 


Deberíamos actuar con madurez, cambiar no solo al 
ministro, sino también la estrategia, la política que se está 
llevando a cabo y tratar de hacer algo para poder recuperar 
la paz y la tranquilidad que en algún momento tuvimos, 
pero que hoy estamos perdiendo. 


Por todo eso, los señores senadores de la oposición han 
propuesto algo con lo que estoy de acuerdo —con alguna 
diferencia en cuanto a la fundamentación— especialmente 
en lo que refiere a la parte resolutiva. Se trata de poner en 
juego el mecanismo previsto en el artículo 147 de la Cons- 
titución de la república: la declaración de censura del mi- 
nistro por sus actos de administración y de gestión. Es un 
mecanismo constitucional que tendrá que votarse en otra 
sesión; si se aprueba, pasará a la Asamblea General, y si 
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esta lo aprueba, dependerá del presidente de la república la 
decisión de mantener al ministro, o no. Todos conocemos 
esas consecuencias. 


Sabemos, por lo que se ha hablado, que la mayoría del 
Frente Amplio se va a abroquelar y va a volver a respaldar 
al ministro de la misma forma que respaldó al entonces 
ministro Lorenzo cuando tuvo que actuar en el caso de 
Ancap. Así terminaron. ¡Así terminaron! 


Por un instante piensen en un ministro que tiene estos 
resultados, piensen en el aumento de los homicidios que 
nos cuesta la vida de muchos uruguayos, piensen si esto 
que se viene amerita que lo respalden. ¡Piénsenlo! Piensen 
no solamente en sus intereses políticos y en su partido. 
Piensen en los uruguayos. Piensen en los uruguayos que 
hoy están sufriendo homicidios, rapiñas, hurtos, violencia. 
Piensen en ello. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑORA PRESIDENTE.-- Gracias, señor senador. 
Tiene la palabra el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Es obvio que no voy a volver a 
hablar de lo que ya hablé. 


El senador interpelante da por probadas cosas que no 
lo están. Le trajimos elementos. No solo hay que argumen- 
tar sino también demostrar. Por ejemplo, con respecto al 
caso de las FARC —del que se habló durante más tiempo-, 
tendrían que mocionar para que el Parlamento le comuni- 
que al Ejército de Colombia que el hombre que ellos dicen 
que no es de las FARC, en realidad sí lo es porque el Par- 
lamento uruguayo afirma que eso está probado, cuando en 
realidad lo que está probado es lo contrario. 


Entonces, no voy a hablar de esas cosas. No voy a ha- 
blar de todo lo que se dijo anteriormente. Sin embargo, en 
el transcurso del debate aparecieron temas de los que no 
hablamos y voy a mencionar brevemente. 


Con respecto a lo último que se dijo, quiero aclarar 
una sola cosa: yo no soy autor de ningún libro. Sí aparecen 
palabras mías que pronuncié en un evento organizado por 
la Asociación de Dirigentes de Marketing que me invitó 
a exponer, y así lo hice. Luego, el BID recopiló esas pala- 
bras. Yo no dije nada para el BID, ni para un libro. Expresé 
mi discurso en público, ante la Asociación de Dirigentes 
de Marketing. Y es así. 


Entonces, si cuando a uno lo citan se transforma en el 
autor de un libro, creo que muchos de los que estamos aquí 
somos autores de varios libros porque nos han citado en 
diversos artículos, sin embargo no somos autores de nada. 
Somos autores de nuestras opiniones en el ámbito en que 
las dijimos, pero no somos autores de un libro. Eso es lo 
que ha pasado, y seguir insistiendo con que lo escribió el 
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Ministerio del Interior me parece que no corresponde. Y 
seguir insistiendo con que salió de los USD 6:000.000 des- 
tinados a cooperar con la Policía, continuar afirmándolo 
y creer que por decirlo seis veces está probado, no es así. 
Solamente eso quería expresar. 


Quiero referirme ahora a las cosas no dichas, señora 
presidenta. El señor senador Mieres preguntaba —y lo ha- 
cía en un pedido de informes— por qué fue sustituido el 
jefe de Policía de Cerro Largo. Citaba de manera parcial 
y no demasiado correctamente— lo que yo dije en un me- 
dio de prensa. 


En cuanto al pedido de informes, le pedí al señor di- 
rector de la Policía nacional que hiciera la respuesta. No 
sé si ya la enviamos, creo que sí porque está fechada hace 
dos días, aunque quizás todavía no la recibió. De todas 
formas, voy a referirme a lo sustancial. 


En ella se dice que hubo fallas en la gestión en el últi- 
mo año en la Jefatura de Policía de Cerro Largo. Eso está 
evidenciado en las siguientes situaciones. Pero no son fa- 
llas porque solamente el jefe de Policía haya hecho mal las 
cosas, sino porque se le indicó que eso se hiciera de otra 
manera y no hubo respuesta. No se trató de lo que tenía 
que resolver, sino de lo que resolvió, aunque se le dijo que 
no debía hacerlo de esa manera. 


Por denuncias recibidas en la Dirección de la Policía 
nacional a raíz de irregularidades administrativas en la 
Jefatura de Policía de Cerro Largo, se dispuso por parte 
del director de la Policía nacional información de urgencia 
a cargo del subdirector de la Policía nacional, comisario 
general retirado, doctor Hugo de León Bravo. 


Por las dudas, quiero aclarar que como dice «doctor», 
capaz que piensan que el título de comisario es una asimi- 
lación. Sin embargo, no es así; egresó de la Escuela Nacio- 
nal de Policía, o sea que es policía de carrera y, además, 
es abogado. 


Fue así, dado que el jerarca causante no había informa- 
do la situación. Como resultado de la misma surgieron va- 
rias irregularidades administrativas y funcionales en las 
que el exjefe de Policía de Cerro Largo, José Adán Olivera, 
manifestó no tener conocimiento. 


Por una parte, hubo irregularidades en la seccional 3.* 
de la ciudad de Río Branco, a raíz de las cuales su comi- 
sario posteriormente fue sumariado y separado del cargo. 


Por otra parte, resultó dañado un vehículo oficial de 
esa jefatura asignado al entonces coordinador ejecutivo, 
comisario mayor Richard Lima. Este hecho se ocultó y 
no se comunicó al mando ministerial. El exjefe de Policía 
José Olivera desconoció los hechos, y como resultado del 
sumario se decidió la separación del cargo del excoordina- 
dor Lima. Ambas situaciones se encuentran pendientes de 
resolución sobre el fondo del asunto. 
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También se presentaron irregularidades en la ciudad 
de Aceguá, en ese departamento, el 7 de agosto de 2017, se 
produjo un asalto a cambistas y le sustrajeron el arma de 
reglamento a un policía que se encontraba allí y que, a su 
vez, estaba sumariado. Existieron fallas operativas ya que 
el exjefe de Policía de Cerro Largo había recibido alertas 
de la Dirección de la Policía nacional y órdenes expresas 
para fortalecer, con el Grupo de Reserva Táctica “GRT= u 
otros policías, la seguridad del lugar. Ese día en particular 
no concurrió el GRT y no existió explicación fundamenta- 
da por parte del exjefe de Policía de Cerro Largo. 


La evaluación de la Dirección Nacional de Inteligencia 
permite determinar que en el último año el departamento 
de Cerro Largo fue una zona de ingreso de drogas prohi- 
bidas y contrabando de cigarrillos a gran escala. Además, 
no existió una respuesta acorde a lo que se requirió por 
parte de la Dirección de la Policía nacional y a las órdenes 
de operaciones existentes a nivel nacional por parte del 
titular, en ese momento, de la unidad ejecutora, es decir, 
no cumplió con órdenes expresas. 


Además, se dice que los resultados obtenidos al fren- 
te de esa unidad ejecutora de marras se pueden determi- 
nar en base a datos estadísticos y hechos puntuales que 
se mencionan en el último año, adjuntándose informe al 
respecto. 


Este informe va a ir para el señor senador Mieres. 


Esas son las razones que se manejaron, que para noso- 
tros son de peso. 


Por otra parte, me citaron varias veces y yo no hablé de 
esto. Además, me citaron mal, hicieron la reducción de los 
jJíbaros —tomaron una frase aislada y ocultaron el conteni- 
do global— cuando dije que el aumento de la capacidad de 
consumo de los uruguayos refleja un hecho real, objetivo 
y favorable para la sociedad, pero tiene un efecto distinto 
al esperado. El aumento del poder adquisitivo ayudó a que 
retrocediera el consumo de pasta base, pero se incrementó 
nuevamente el consumo de cocaína y de drogas sintéticas 
como el éxtasis. 


Nosotros ya explicamos esto. A partir de 2002 hubo un 
cambio en la modalidad delictiva, no solo por el cambio en 
el consumo de drogas, sino porque varió la forma de dis- 
tribución de estas. A partir de 2002, y fundamentalmente 
hasta 2008, hubo una expansión permanente del mercado 
de la pasta base y de los grupos que se dedicaron a abaste- 
cer ese mercado. Mientras hubo expansión, no hubo con- 
tradicción: todos tenían un papel en la distribución y en la 
utilización de ese mercado. Pero a partir de 2008 hubo un 
retroceso, que hizo que empezara a aumentar la disputa 
por el control del mercado y del territorio, de la forma en 
que lo hacen los delincuentes: a los tiros y mediante el 
enfrentamiento. Esto fue aumentando hasta el último año, 
en que se llegó a la máxima contracción del mercado de la 
pasta base y eso llevó al enfrentamiento. 
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Por lo tanto, no dije que aumentó el crimen organiza- 
do porque aumentó el consumo de pasta base, sino que 
el aumento del poder adquisitivo llevó a otro consumo y 
este llevó a un enfrentamiento. Eso fue lo que dije y la 
interpretación que han hecho acá es absolutamente equi- 
vocada. No fueron esas mis palabras. La interpretación es 
equivocada. El aumento de la capacidad de consumo llevó 
a que se volviera a consumir cocaína y a que disminuyera 
el mercado de la pasta base. Ese tema fue explicado con 
esas palabras. Cualquier deformación corre por cuenta de 
quien la hizo y lleva a algo que no es lo que nosotros di- 
jimos. 


Por otra parte, cuando hablamos de Londres lo hici- 
mos en el sentido que le dio el señor senador Paternain. 
Nosotros no hicimos ninguna comparación entre Uruguay 
y Londres. Tratamos de establecer que, a pesar del desa- 
rrollo de un país y de la baja delincuencia que pueda tener 
—el señor senador interpelante dijo que leyó los mismos 
artículos que yo, así que ya debía saber esto—, Londres 
superó a Nueva York en lo que respecta al aumento de 
delitos y en Nueva York últimamente aumentó el número 
de delitos. Lo dije en ese sentido. 


Pero continuando con la comparación, el año pasado 
en Nueva York hubo un aumento de delitos —probable- 
mente este año también lo haya—, pero hace unos años 
que se viene registrando una baja con una orientación 
distinta a la que se ha manejado. Siempre se ha dicho 
que la baja a partir de los años noventa en Nueva York 
se debió a la política llevada adelante por el alcalde 
Giuliani, fundamentalmente por aquello de la toleran- 
cia cero. Sin embargo, hubo otro empuje a la baja que 
no fue llevado adelante por el alcalde Giuliani, sino por 
el alcalde Bill de Blasio, que casualmente llamó al mis- 
mo jefe de Policía que llevó el alcalde Giuliani, o sea, 
al comisionado Bratton. Tanto el comisionado Bratton 
como el criminólogo Lawrence Sherman —que era ase- 
sor de Giuliani- entendían que era falso que en Nueva 
York hubieran bajado los delitos en tres meses. Los dos 
decían que demoraron diez años en hacerlo. Les llevó 
cinco años cambiar a la Policía más corrupta del mundo 
y el resto aplicar las políticas de seguridad. Lo intere- 
sante es que el alcalde De Blasio no solo lleva adelante 
otra política —porque no comparte lo de la tolerancia 
cero—, sino que la basa en cuatro puntos: mayor canti- 
dad de policías en la calle, incorporación de tecnología 
y cámaras de vigilancia, aumento del poder adquisitivo 
de la gente y mejora de la infraestructura urbana del 
Bronx, de Harlem y de todos los barrios que tengan esas 
características. 


Hago referencia a esto porque se ha dicho que yo criti- 
qué las políticas sociales que se han llevado adelante. Pero 
yo no las critiqué; dije que el presupuesto que tienen el 
Ministerio de Desarrollo Social y otros para llevar ade- 
lante políticas sociales de vivienda y de trabajo tiene que 
ser discutido —lo planteé en estos términos— para el nuevo 
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Gobierno. No lo dije como crítica a lo que se está haciendo 
en este Gobierno. Lo aclaré varias veces. 


Cuando se interpretaron mis palabras, no solo se dijo 
eso, sino que también se afirmó que las políticas sociales 
fracasaron. ¿Fracasaron? ¿En serio creen eso cuando en 
2005 había un 39,9 % de pobreza y en 2018 hay un 7,9 %? 
¿Creen que fracasaron cuando en 2005 había un 4,5 % de 
indigencia y en 2018 hay un 0,1 %? ¿Eso es un fracaso 
de las políticas sociales? Se podrá decir que para alcanzar 
determinados objetivos todavía falta un trecho, y como 
falta un trecho es insuficiente, pero ¿en serio dicen que 
fracasaron? 


También se dijo que yo elegía los años con los que me 
comparaba, pero no lo hice. Si lo hubiera hecho, habría 
elegido el año que mencionó el señor senador Paternain. 
Por cierto, el senador interpelante no manejó ese año en 
la evolución que mostró. Yo tampoco lo elegí para compa- 
rarme con ese año; podría haberlo hecho, pero no lo hice. 


Ahora, se pueden elegir indicadores sociales con los 
cuales podamos decir que nos falta, pero por un indicador 
social no pueden afirmar, sueltos de cuerpo, que las polí- 
ticas sociales fracasaron. No voy a insistir, pero considero 
que no fracasaron. 


También se ha dicho que la persecución penal en Uru- 
guay alcanza el 4 %. Eso es un error. El 20 % va a la Jus- 
ticia, no el 4 %. En el mundo, ¿el 100 % va a la Justicia? 
Discrepo con lo que ha afirmado el fiscal de corte. No es 
así. Además, cuando el fiscal de corte se refería a la perse- 
cución penal —incluso lo conversamos—, estaba criticando 
al viejo código, a la investigación judicial y no a la inves- 
tigación policial. Hizo esa salvedad y todos aquellos a los 
que les servía esa afirmación interpretaron que la Policía 
persigue mal, pero él no se refería a eso. Él mismo afirma: 
«No se puede seguir el 100 %». El fiscal de corte debe 
tener —lo pidió y se aprobó— la potestad de elegir qué se 
persigue. 


Por otra parte, dividir en cuatro zonas la ciudad de 
Montevideo —esto ya fue explicado por el director de 
la Policía nacional, pero quiero decirlo con otras pala- 
bras— se basaba en la idea de estar más cerca de la gen- 
te, pero no con edificios sino con policías. No se trataba 
de poner edificios para que los policías estuvieran den- 
tro, sino de tener una estructura móvil, tanto en lo que 
tiene que ver con vehículos como con policías pie a tie- 
rra que estuvieran cerca de la gente. Para nosotros, hoy 
la Policía está mucho más cerca de la gente; mucho más 
cerca. Basta con ver —esto puede decirlo el director de 
la Policía nacional, pero yo voy a tratar de explicarlo— la 
cantidad de vehículos que tenía el Cuerpo de Radiopa- 
trulla en su momento y los que están desplegados hoy 
en las calles de Montevideo. Precisamente, en la última 
reunión realizada con nuestro equipo hicimos este re- 
paso y concluimos que hoy hay ochenta y tres vehículos 
por turno desplegados en la capital. El Cuerpo de Ra- 
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diopatrulla no tenía esa cantidad de vehículos, ¡ni cer- 
ca! Nosotros no queríamos disponer los vehículos en las 
seccionales que a veces están alejadísimas de la gente, 
sino tener una dirección centralizada con una organiza- 
ción descentralizada para estar más cerca de la gente. A 
nuestro juicio, eso se logró y es una de las cosas que la 
gente reconoce. 


SEÑOR MIERES.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SENOR MIER ES.- Señora presidenta: seré muy breve. 


Una cosa es la pobreza y otra es la integración social. 
Son dos conceptos muy distintos. El señor ministro habla 
de la pobreza —no hay duda de que esta se ha reducido— y 
en ella se miden ingresos, pero la integración social es algo 
mucho más complicado y ahí tenemos graves problemas. 


En ese sentido, sostenemos que las políticas sociales 
están lejos de ser exitosas y son un factor que ha promo- 
vido el fracaso de la integración social, la segmentación 
territorial, la segmentación educativa y la separación la- 
boral. Todo eso ha impactado sobre la situación de inse- 
guridad del país. 


Por otra parte, los datos dicen que un 20 % de los ca- 
sos se llevan al juez y un 4 % se procesa. Estos datos los 
mencionó el fiscal de corte, tomando en cuenta la eficacia 
policial sobre el 100 % de los hechos delictivos. Me parece 
que son datos importantes porque ello hace a la probabili- 
dad de que te agarren. 


Con respecto a los patrulleros, reconozco el aumen- 
to de la disponibilidad de vehículos. Como dije hoy, creo 
que la Policía está mucho mejor armada, mejor dispuesta 
en materia de tecnología, pero no hay una apuesta a las 
seccionales que, a nuestro modo de ver, están apartadas 
porque tienen un diseño de hace sesenta años y nunca se 
ha acometido la tarea de colocarlas en los barrios donde 
vive la gente. Ese es un grave error que sigue pendiente en 
cualquier política de seguridad. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero agregar dos cosas, seño- 
ra presidenta, y termino. 


Reconozco que una cosa es la inclusión y otra, la 
pobreza, pero si uno no baja la pobreza, no logra la in- 
clusión. Entonces, tratar de bajar la pobreza para lle- 
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var adelante políticas de inclusión es correcto. Hay que 
seguir avanzando en las políticas de inclusión y a eso 
precisamente me refería cuando decía que se necesita 
un presupuesto mayor que tiene que incluirse en el pro- 
grama que la fuerza política presente para el próximo 
Gobierno. 


También mencioné que ese problema de la inclusión 
o de la falta de inclusión en algunos sectores ha llevado 
a una subcultura de la delincuencia, una subcultura mar- 
ginado-delincuente que está detrás del desarrollo de los 
delitos. 


No recuerdo quién fue, pero un senador de la oposición 
habló sobre este tema. Se mencionó que la delincuencia 
llegó al interior porque la corrió el PADO —es lo único 
que tomo, digamos, como diferencia—, pero no se tiene en 
cuenta que la subcultura marginado-delincuente también 
llegó al interior y no fue porque la haya corrido el PADO, 
ya que es algo que se trasmite de otra manera. Por eso 
atrás aparecen delitos. Este es un aspecto. 


El último tema que quiero mencionar es el de las comi- 
sarías. Para nosotros, la construcción de edificios significa 
un costo que choca con el que es necesario para que haya 
más policías en la calle. Ante esa opción, preferimos que 
los policías estén en la calle a que haya edificios que los 
propios policías tengan que custodiar y que les impidan 
estar en la calle. En ese caso, cuando recibieran una de- 
nuncia no podrían salir. Por eso, preferimos que los poli- 
cías en la calle tengan los elementos para tomar las denun- 
cias como las tabletas —tanto en el caso de los patrulleros 
como en el de los policías pie a tierra— y que las tomen en 
el lugar. Se han tomado muchas más denuncias en este 
período que antes debido a ese fenómeno. 


A nosotros nos importa y nos resulta central que la 
Policía esté cerca de la gente y esto, por lo menos hasta 
ahora, se ha logrado de esa manera. 


Han quedado un montón de cosas, pero no voy a re- 
petir por cuarta vez lo mismo, porque a veces parece muy 
grotesco decir las cosas con voz engolada, repetir la mis- 
ma simpleza que ya se dijo cuatro veces o responder la 
misma simpleza que ya se respondió cuatro veces antes. 
Por lo tanto, no voy a repetir lo que ya dije porque consta 
en la versión taquigráfica y esta se puede leer. 


Llegué hasta acá. Muchas gracias, señora presidenta. 
15) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia llegada a la Mesa. 
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(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 18 de abril de 2018 


Señora presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Sra. Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración. 


Por la presente, solicito licencia el día martes 24 de 
abril de 2018, por motivos personales. 


Solicito también se convoque a mi suplente respectivo. 
Sin otro particular, saludo a Ud. muy atentamente. 
Constanza Moreira. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—28 en 30. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Paternain, a quien ya se ha 
tomado la promesa de estilo. 


16) LLAMADO A SALA AL MINISTRO DEL 
INTERIOR, SEÑOR EDUARDO BONOMI 


SEÑORA PRESIDENTE.- Han llegado tres mociones 
a la Mesa, las que ya han sido repartidas. 


Por orden de llegada, vamos a pasar a dar lectura a la 
primera moción llegada a la Mesa. 


Léase. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El Senado 
de la República declara su absoluto respaldo a la gestión 
del Ministerio del Interior que dirige Eduardo Bonomi, re- 
conociendo el largo y profundo proceso de transformación 
que viene realizando en esa Secretaría de Estado. 


Dicha transformación ha dado origen a una Policía 
Nacional profesional, moderna y preparada para enfrentar 
situaciones de extrema violencia. 


El Gobierno del Frente Amplio ha sido, sin dudas, 
quien con mayor responsabilidad ha asumido el tema de 
la seguridad. Ha otorgado la mayor dotación presupuestal 
en décadas que redunda en incremento de efectivos profe- 
sionalizados y bien remunerados con el apoyo tecnológico 
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adecuado; impulsando políticas sociales que han tenido 
por objeto reparar el terrible desgarro en vulnerabilidad 
de amplios sectores de nuestra sociedad; entendiendo se- 
guridad y convivencia como conceptos en continua inte- 
racción. 


Mucho se ha avanzado en la transformación de esta 
fuerza civil llamada a resguardar la seguridad de nuestra 
sociedad. Aun así, no nos conformamos y por ello, redobla- 
mos esfuerzos en promover una política integral de seguri- 
dad y convivencia que involucre a la mayor cantidad posible 
de actores y disminuya los niveles de violencia existentes, 
de manera de contribuir a la gestación de un impostergable 
cambio cultural de calidad de la convivencia ciudadana. 


No desistiremos en nuestro esfuerzo para contribuir a 
la construcción de una sociedad fuertemente instituciona- 
lizada, pacífica e inclusiva». Firman: las señoras senado- 
ras Passada, Tourné, Ayala, Payssé, Xavier y Lazo, y los 
señores senadores Carrera, Gallicchio, Martínez Huelmo, 
Pintado, Castillo, Paternain, Garín, Otheguy y Carballo. 


SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Dialogados). 


SEÑOR BORDABERRY.- ¡Que se lean todas las mo- 
ciones primero! 


SEÑORA PRESIDENTE.- Hemos leído la primera 
moción llegada a la Mesa y la vamos a poner a votación. 
Eso es lo que hacemos siempre. 


(Dialogados). 


—No vamos a cambiar el criterio que hemos venido 
aplicando. Se trata de trámites distintos, ya que las otras 
dos mociones tienen otro contenido. 


SEÑOR GARCÍA.- Son contradictorias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Una de las mociones tiene 
una parte contradictoria, pero la propuesta de las dos mo- 
ciones hace a otro elemento. Entonces, vamos a proceder a 
votar la moción que acabamos de leer. 


(Se vota). 
—16 en 30. Afirmativa. 


Con este resultado —estamos tomando cosas ya dichas 
en otras sesiones—, y por lo expuesto en las otras dos mo- 
ciones, corresponde poner en marcha el proceso previsto 
por el artículo 147 de la Constitución y convocar al Senado 
en un plazo no inferior a las cuarenta y ocho horas para 
que tome posición al respecto. La Mesa ha realizado las 
consultas correspondientes y ha resuelto fijar esa sesión 
para el martes 24 de abril, a las 09:30. 
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17) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 
SEÑORA PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace, a las 20:33, presidiendo la señora Lucía 
Topolansky y estando presentes los señores senadores 
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Alonso, Aviaga, Ayala, Baráibar, Bianchi, Bordaberry, 
Camy, Carballo, Carrera, Castillo, Delgado, Gallicchio, 
García, Garín, Heber, Lacalle Pou, Larrañaga, Lazo, 
López Villalba, Martínez Huelmo, Mieres, Otheguy, 
Passada, Paternain, Payssé, Pesce, Saravia, Tourné y 
Xavier). 
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